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editorial
Durante los últimos 4 años en los que me he desempeñado 
como Registrador Nacional del Estado Civil, me he centra-
do en el cumplimiento de varias metas, entre las que desta-
co posicionar a esta entidad, mi entidad, como una de las 
más queridas y respetadas por los colombianos, contar los 
mayores índices y reconocimientos de transparencia, tanto 
internos y externos, del proceso electoral y disponer de un 
sistema de identificación con los más altos estándares de 
calidad. 

Pero, además de estos objetivos primordiales, no solo 
como servidor público, sino como académico y como ciu-
dadano, tenía como meta aportar al fortalecimiento de la 
democracia, brindándole una serie de herramientas inte-
lectuales a la sociedad colombiana, empoderándola cada 
vez más en el ejercicio de sus derechos y lo hemos logrado 
con la revista Democracia Actual. 

Hemos hecho un esfuerzo enorme, trabajando hombro 
a hombro con grandes intelectuales, colombianos y forá-
neos, quienes de manera generosa nos han donado su 
experticia en diferentes campos, ampliando y profesiona-
lizando el debate en cada uno de esos escenarios y plan-
teándonos nuevos desafíos. 

Las últimas tres ediciones de la Revista Democracia Actual 
ha permitido que valiosos textos en temas de identifica-
ción y registro civil, así como en materia electoral, demo-
cracia y participación política de minorías, de población vul-
nerable, de afrodescendientes, de indígenas, de mujeres, 
de jóvenes y de ciudadanía en general, fueran de público 



JUAN CARLOS GALINDO VÁCHA 
Registrador Nacional del Estado Civil

conocimiento, saliendo del anonimato, dando un aire fres-
co y renovador a todas las disquisiciones planteadas en di-
versos escenarios que sobre estas temáticas se presentan. 

Hoy, al hacer entrega bajo mi periodo del último número 
de Democracia Actual, puedo estar tranquilo de que esa 
meta inicialmente planteada se ha materializado de la me-
jor manera, dejándole una herramienta de gran valor no 
solo a la Organización Electoral, a la sociedad colombiana, 
sino, en general, a la formación en democracia.

Dejamos este legado con la seguridad de que la revista De-
mocracia Actual seguirá contribuyendo en el conocimiento 
y la divulgación de la información relativa a los procesos 
electorales, democracia, participación, todo ello al servicio 
de los colombianos.  
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Análisis Doctrinal

LA URGENTE Y NECESARIA 
REFORMA DEL CÓDIGO 
ELECTORAL
THE URGENT AND NECESSARY 
REFORM OF THE ELECTORAL CODE

Juan Carlos Galindo Vácha

Registrador Nacional del Estado Civil

RESUMEN

El proceso electoral colombiano es un proceso de Estado, en el 
cual intervienen todas las autoridades y organismos del Estado, 
así como los partidos y movimientos políticos y la sociedad civil en 
general, que tiene como herramienta normativa el Código Electo-
ral de 1986, que requiere una gran reforma para adecuarlo a las 
necesidades actuales, fortalecer los procesos electorales, los me-
canismos de participación ciudadana y robustecer las garantías de 
los ciudadanos. 

La reforma está dirigida a regular aspectos relacionados con los 
principios de la función electoral, el derecho al sufragio y al voto, 
en donde las nuevas herramientas informáticas brindan garantías 
para un proceso seguro y transparente.

SUMMARY

The Colombian electoral process is a state process, in which all 
the authorities and organisms of the State intervene, as well as 
political parties and movements and civil society in general, which 
has as a normative tool the Electoral Code of 1986, which requires 
a major reform to adapt it to current needs, strengthen electoral 
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10

processes, citizen participation mechanisms and strengthen the 

guarantees of citizens.

The reform is aimed at regulating aspects related to the principles 

of the electoral function, the right to vote and voting, where new 

computer tools provide guarantees for a safe and transparent 

process.

PALABRAS CLAVES

Código Electoral, reforma, proyecto, Registraduría, elecciones, 

censo electoral, derechos, participación, sufragio, candidatos, 

consultas, escrutinios, información, democracia, tecnología.

KEYWORDS

Electoral Code, reform, project, elections, electoral census, ri-

ghts, participation, suffrage, candidates, consultations, scrutiny, 

information, democracy, technology.

LA URGENTE Y 
NECESARIA REFORMA DEL 

CÓDIGO ELECTORAL

El Código Electoral es el estatuto legal que 

reglamenta la realización de las elecciones 

en Colombia y la herramienta normativa 

con que la Registraduría Nacional del Esta-

do Civil ha venido organizando los proce-

sos electorales ordinarios y atípicos, y los 

mecanismos de participación ciudadana. 

Se trata de una norma anterior a la Consti-

tución Política vigente y, en muchos aspec-

tos, una compilación obsoleta y vetusta en 

muchos de sus aspectos. Tiene sí una espe-

cial virtud, que radica en el hecho que ha 

permitido que la Registraduría Nacional del 

Estado Civil pueda ir organizando procesos 

electorales con mecanismos novedosos y 
tecnológicos para brindar mayores garan-
tías.

El Decreto con fuerza de ley No. 2241 del 
15 de julio de 1986, publicado en el Diario 

Oficial No. 37.571, del 1° de agosto de ese 
año, es una compilación normativa de 218 
artículos que ha permanecido vigente du-
rante más de treinta años, y ha sido some-
tida a varias reformas legales. Sin embargo, 
contiene algunas instituciones ya caducas, 
como las papeletas de votación, procesos 
por revisar como el mantenimiento de los 
documentos electorales y, con el paso del 
tiempo, requiere de la consagración de mu-
chos ajustes derivados del mejoramiento de 
los procedimientos administrativos y de la 
tecnología que se ha venido incorporando 
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en el desarrollo logístico de los comicios 
electorales. 

Con el convencimiento de la necesidad de 
lograr una actualización de la legislación 
electoral, desde el año 2016 iniciamos una 
tarea de evaluación de la normatividad y un 
examen de los nuevos hitos que debía con-
templar la nueva codificación. 

 En el curso del segundo semestre del año 
2019 culminó el trabajo interinstitucional de 
elaboración de un proyecto de Código Elec-
toral, el cual fue dado a conocer a los par-
tidos y movimientos políticos, a la opinión 
pública, así como a senadores y represen-
tantes a la Cámara, al cual me voy a referir 
en las siguientes líneas.

En la presentación del Proyecto de Código 
Electoral y en su exposición de motivos, do-
cumentos en cuya redacción tuve una acen-
tuada participación, se expresaron los prin-
cipales aspectos a destacar y considero que 
resultan muy provechosos para destacar su 
resultado: el Proyecto de Código Electoral. 
Por esta razón retomaré los escritos que re-
cogen los trabajos preparatorios referidos, 
para traer a colación su desenvolvimiento. 
En tal virtud, en este artículo repetiré mu-
chos de los aspectos contenidos en esos 
documentos, en el simple propósito de di-
vulgar el trabajo realizado y los resultados 
obtenidos.

1. PRESENTACIÓN

Una de las virtudes del proyecto fue su pre-
paración y consolidación, gracias al trabajo 

articulado y mancomunado de diferentes 
instituciones y representantes de partidos 
y movimientos políticos. 

En efecto, desde comienzos del año 2016, la 
Registraduría Nacional del Estado Civil con-
templó la idea de adelantar un proyecto de 
modernización de la legislación electoral, 
para solucionar muchas de las dificultades 
que enfrentaba en las labores de prepara-
ción y realización de las elecciones. En este 
sentido, en el mes de marzo de ese año se 
organizó un equipo de trabajo de funciona-
rios de la entidad, del nivel directivo, profe-
sional técnico, para que fuera adelantando 
un diagnóstico del Código Electoral y fuera 
evaluando cuáles serían los principales as-
pectos a reformar. Luego de varios meses, 
y con un diagnóstico preliminar, resultó evi-
dente para los servidores la necesidad de 
preparar un nuevo Código Electoral, pues 
las reformas parciales no daban garantía de 
solucionar las falencias y lagunas que pre-
sentaba la norma vigente.

En ese estado se encontraban los trabajos 
iniciales, cuando un oportuno encuentro 
con la Sala de Consulta y Servicio Civil del 
Consejo de Estado permitió una comunión 
de propósitos y se organizó una mesa de 
trabajo para seguir trabajando en esta te-
mática. Al cabo de las pocas semanas se 
unió la Procuraduría General de la Nación. 
Así conformaron un equipo interinstitu-
cional para la formulación de un proyecto 
de ley encaminado a buscar la reforma del 
Código Electoral, para tal efecto se fijaron 
unos tiempos y dinámica de actividades 
para el desarrollo de las distintas mesas de 
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trabajo, destacándose que durante su cur-
so, además de los citados intervinientes, 
posteriormente concurrieron otros acto-
res, como el Consejo Nacional Electoral, el 
Gobierno nacional por medio de la Secreta-
ría Jurídica de la Presidencia de la República 
y el Ministerio del Interior, así como exper-
tos de diferentes agrupaciones políticas.

El equipo tuvo como propósito recopilar, 
revisar, analizar y reformular las reglas pau-
tadas en el Decreto 2241 de 1986, de tal ma-
nera que al final se redactara una propuesta 
al Congreso de la República de un proyecto 
de Código Electoral, en los que realmente 
se enmarcaran los derechos políticos como 
eficaces instrumentos ciudadanos para inci-
dir en la estructura y en el proceso político 
colombiano, facilitando así la consolidación 
de una democracia participativa y plura-
lista. Para tal efecto, de consuno, se pac-
tó desde su inicio que el documento final 
debía tener al ciudadano como eje central 
del proyecto que se presentaría, en su po-
testad de conformar el poder público, ejer-
cerlo y controlarlo para lograr una efectiva 
democracia constitucional y alcanzar el fin 
esencial del Estado de la participación. 

Así las cosas, con esos propósitos, la mesa 
interinstitucional sesionó a lo largo de trein-
ta oportunidades entre el 17 de marzo y el 
5 de agosto de 2016, con una periodicidad 
al comienzo de una reunión semanal, que 
posteriormente fue incrementada a dos, de 
acuerdo con la agenda de los integrantes y 
las necesidades del caso. Es así que en la 
primera junta de fijaron los temas centrales 
que abordaría la mesa de trabajo y que se-

rían fundamentales acoger en el proyecto 
de reforma del Código Electoral. Igualmen-
te se determinó que la representación de 
cada una de las entidades y corporaciones 
se haría de la siguiente manera: Por parte 
de la Sala de Consulta del Consejo de Es-
tado, los doctores Omar Joaquín Barreto, 
María del Rosario Oyola, César Tomás Ovie-
do, Ana María Buelvas, Laura Victoria Her-
nández y Ana Patricia Franco; por la Procu-
raduría General de la Nación, y su Comisión 
Nacional de Control y Asuntos Electorales, 
los doctores José María Sarmiento y Rami-
ro Sierra Pineda; y por parte de la Registra-
duría Nacional del Estado Civil los doctores 
Carlos Antonio Coronel Hernández, Cristian 
Stapper, Jaime Hernando Suárez Bayona, 
Álvaro Mauricio Llanos Ayala, Óscar Fer-
nando Barón Mantilla y Fabián Guillermo 
Rojas Díaz.

Una vez definidos tales aspectos procedi-
mentales, en las reuniones subsiguientes 
se recopilaron los insumos que debían 
valorarse en desarrollo de las actividades 
previamente acordadas, los cuales corres-
pondieron a normativos, jurisprudenciales, 
reglamentarios, proyectos de ley anteriores 
y experiencias casuísticas, y que se pueden 
resumir así: a) Código Electoral colombia-
no, Decreto Ley 2241 de 1986; b) Proyecto 
anterior de reforma al Código Electoral pre-
sentado por el doctor Omar Barreto, Magis-
trado Auxiliar de la Sala de Consulta y Servi-
cio Civil del Consejo de Estado; c) Proyecto 
de reforma al Código Electoral colombiano 
elaborado por el partido político MIRA; d) 
Propuestas temáticas presentadas por ma-
gistrados del Consejo Nacional Electoral; 
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e) Ley 62 de 1988, Ley 6ª  de 1990, Ley 84 
de 1993, Ley 130 de 1994, Ley 403 de 1997, 
Ley 892 de 2004 y Ley 1475 de 2011; f) Juris-
prudencia del Consejo de Estado y la Corte 
Constitucional; g) Experiencias y prácticas 
de la Registraduría Nacional en el curso de 
la organización de los procesos electorales 
de los últimos años, como también su cú-
mulo de resoluciones, reglamentos, y cir-
culares; h) Referentes administrativos del 
Consejo Nacional Electoral, entre ellas reso-
luciones, reglamentaciones, y conceptos; i) 
Directrices de la Procuraduría General de la 
Nación en materia de control electoral.

Concertada la intención del equipo de tra-
bajo y definido el material sobre el cual se 
adelantarían las labores, el siguiente as-
pecto a tener en cuenta sería descollar el 
temario que abordaría posteriormente el 
Congreso y que reditaran en un acceso con 
mejores garantías a los derechos políticos 
de los ciudadanos. De ahí que despuntaran 
en el seno del comité deliberativo los dos 
objetivos en que se encumbraría el proyec-
to, de un lado el fortalecimiento electoral 
de los ciudadanos y de las agrupaciones 
políticas y de otro el robustecimiento insti-
tucional en materia electoral por parte del 
Estado. 

Para alcanzar estas dos intenciones se es-
tableció un plan temático a seguir para 
desarrollar todos los aspectos propuestos, 
en esa hoja de ruta se pautó analizar las 
siguientes cuestiones: a) Registro electo-
ral (censo electoral), bajo los subtemas de 
residencia electoral, inscripción de cédulas 
y revocatoria de inscripciones (trashuman-

cia); b) Circunscripciones electorales; c) 
Inscripción y voto de extranjeros; d) Ins-
cripción candidaturas, con los siguientes 
subtemas: Grupos Significativos de Ciuda-
danos, Garantías de seriedad de las candi-
daturas, Aceptación y rechazo de candi-
daturas y de inscripciones, Revocatoria de 
candidaturas y Fórmulas electorales; e) Es-
crutinios e impugnaciones, con subtemas: 
Competencias de las comisiones escruta-
doras, Acta general de escrutinio y actas 
de soporte, Revisión de escrutinios, Decla-
ratoria de elección, Revocatoria de actos 
declaratorios de elección, Tribunales de 
garantías electorales; f) Requisito de proce-
dibilidad para ejercer el contencioso electo-
ral; g) Estímulos a votantes y en ellos el cer-
tificación electoral; h) Testigos electorales; 
i) Comisiones de Seguimiento Electoral; j) 
Consultas partidos políticos; k) Elecciones 
atípicas; l) Suspensión de votaciones; m) 
Régimen sancionatorio; n) Calidades para 
ser elegido en cargos y corporaciones de 
elección popular en las entidades y terri-
toriales; ñ) Inhabilidades para ser servidor 
público en las entidades territoriales; y, o) 
Aspectos tecnológicos dentro del proceso 
electoral.

En este orden de ideas, el equipo analizó 
uno a uno los referidos aspectos en el mar-
co de la función electoral, entendida como 
aquella atribución asignada en democracia 
a los ciudadanos para que a través del voto 
manifiesten sus preferencias electorales y 
la posibilidad también que quienes intervie-
nen en los certámenes eleccionarios como 
candidatos avalados por partidos políticos, 
movimientos sociales o grupos significativos 
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de ciudadanos, puedan controlar y contro-

vertir la regularidad de estos debates en 

los eventos en que se trasgreda la verdad 

electoral.

Para tal objetivo, en la discusión y construc-

ción del proyecto de reforma se tuvo en 

cuenta, entre otros tópicos, la experiencia 

práctica de la Registraduría Nacional del 

Estado Civil y los casos más recientes en 

materia electoral fallados por la Sección 

Quinta del Consejo de Estado, así como los 

documentos internacionales en materia de 

derechos políticos y la jurisprudencia cons-

titucional.

Dada la anterior reflexión, se examinaron 

diferentes aspectos del régimen electoral 

vigente que ameritaban una revisión, con el 

fin de actualizar y adecuar el proceso elec-

toral, así como las funciones de las institu-

ciones electorales existentes, los principios 

que orientan la democracia para adaptarlos 

a la realidad actual del país, desarrollados 

en torno a la expresión libre, espontánea y 

auténtica de las personas como producto 

de la voluntad expresada en las urnas. Asi-

mismo, se deliberó sobre las evoluciones 

en aspectos a nivel tecnológico, político, 

jurídico, entre otros, que hicieron imperio-

so examinar las disposiciones que en esta 

materia existen para adaptarlas a los cam-

bios generados durante estos años y mo-

dularlas a las exigencias del mundo actual 

y a la situación que Colombia está viviendo 

alrededor de las negociaciones con actores 

armados en búsqueda de la reconciliación 

de la sociedad. 

Sin embargo, procesos electorales de ín-
dole nacional, como lo fueron el certamen 
plebiscitario de 2016, las consultas presi-
denciales de 2017 y las elecciones de Pre-
sidente y Vicepresidente y Congreso de la 
República de 2018, redirigieron la atención 
de los integrantes de la mesa de trabajo en 
estos debates, lo que implicó la suspensión 
del trabajo del comité, mientras se adelan-
taban estas labores misionales de la Organi-
zación Electoral.

El inicio de un nuevo Gobierno nacional fue 
la oportunidad ideal para que el Registrador 
Nacional del Estado Civil tuviera oportuni-
dad para expresarle al señor Presidente de 
la República la existencia de este proyecto, 
y para que el Jefe del Estado manifestara su 
propósito de gobierno de brindarle al país 
un nuevo Código Electoral. Esta coinciden-
cia generó un espacio para que se retomara 
este importante trabajo y que los esfuerzos 
adelantados hasta esa fecha no se perdie-
ran, para lo cual explicó detalladamente 
las acciones llevadas a cabo y los resulta-
dos conseguidos hasta ese momento. En 
este sentido, a partir de la segunda mitad 
del mes de agosto de 2018, se reanudaron 
las reuniones con nuevos partícipes como 
lo fueron la doctora Clara María González 
Zabala, Secretaria Jurídica de la Presidencia 
de la República; el Consejo Nacional Electo-
ral, por medio del Magistrado Felipe García, 
y el doctor Uriel López Vaca; el doctor José 
María Sarmiento, de la Procuraduría Gene-
ral del Estado Civil; los doctores Julián Mur-
cia Ardila y Fredy Barrero del Ministerio del 
Interior; la doctora María del Rosario Oyola, 
del Consejo de Estado; el equipo de abogados 



15Análisis Doctrinal  La urgente y necesaria  
reforma del código electoral

de la Secretaría Jurídica de la Presidencia 
de la República, y expertos de las agrupa-
ciones políticas, entre los cuales vale desta-
car a los doctores Jairo Riaga Acuña y Carol 
Villamil Ardila del Partido MIRA. Adicional-
mente, estuvieron en las diferentes reunio-
nes los doctores Orlando Beltrán, Secre-
tario General de la Registraduría Nacional 
del Estado Civil; el doctor Jaime Hernando 
Suárez, Registrador Delegado en lo Electo-
ral; el doctor Youssef Sefair Silva, Gerente 
de Informática; el doctor Cristian Stapper, 
Asesor del señor Registrador Nacional del 
Estado Civil; y otros asesores, entre quie-
nes estuvo el doctor Marco Emilio Hinca-
pié, visualizaron los arrestos empleados 
en la consecución de este propósito y su 
importancia para el país. De otra parte, se 
acordó en lo sucesivo cambiar el lugar de 
reuniones, señalándose como nuevo sitio la 
sede del Departamento Administrativo de 
la Presidencia de la República. 

De la retoma de este ejercicio y desde una 
visualización electoral yuxtapuesta con los 
nuevos intervinientes, como la pudieron 
ofrecer las agrupaciones políticas convo-
cadas, se pudieron culminar las diligencias 
con posterioridad a enriquecidos debates, 
indicándose los principales puntos relevan-
tes sobre los que se debía recapitular en la 
propuesta y que así se pueden resumir: a) 
Revisión de principios rectores; b) Actuali-
zación del concepto de residencia electo-
ral; c) Conformación de la Divipol; d) Censo 
electoral; e) Revisión de los beneficios a los 
votantes; f) Reducción del número de jura-
dos de votación; g) Capacitación de jurados 
de votación; h) Acto de inscripción; i) Pro-

cedimiento para anulación de inscripciones 
por trashumancia electoral; j) Procedimien-
tos administrativos para impugnación de 
candidaturas; k) Nuevo horario de las vota-
ciones; l) Acreditación de testigos electora-
les; m) Custodia de información y códigos 
fuente por parte del Ministerio Público; n) 
Escrutinios; ñ) Guarda y custodia de pliegos 
electorales; o) Auditoría informática; p) Su-
ministro de archivos de información a las 
agrupaciones políticas; q) Implementación 
del voto electrónico, entre otros.

Establecidos los anteriores parámetros 
cardinales, la nueva mesa de trabajo se 
convocó en catorce oportunidades para 
deliberar sobre los aspectos evocados, de 
cara a establecer cuáles serían las mejoras 
que se podrían proponer a los puntos con-
siderados como neurálgicos del proceso 
electoral. 

En este orden de ideas, la nueva mesa in-
terinstitucional, que contó también en 
cada una de sus fases con la orientación 
del señor Registrador Nacional del Estado 
Civil, doctor Juan Carlos Galindo Vácha, fi-
nalmente concertó un proyecto de refor-
ma electoral en donde se hizo hincapié en 
la modernización del proceso electoral, el 
cual se blinda con medidas que lo revisten 
de inmediatez y de transparencia, en espe-
cial, en los resultados electorales; la confor-
mación, procedimiento y participación de 
los jurados de votación; el fortalecimien-
to de la mesa de votación y el transporte 
durante el día de las votaciones. De igual 
forma se incluyeron nuevos aspectos rela-
cionados con la depuración y actualización 
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permanente del censo electoral, el concep-
to de residencia electoral, la creación del 
sistema único de verificación de inhabilida-
des, un sistema de capacitación integral, 
suministro de información antes reservada 
a las agrupaciones políticas, custodia de 
códigos y software electoral por parte del 
Ministerio Público y nuevos estímulos para 
los votantes y jurados.

Igualmente, el articulado pautado indicó 
los lineamientos para la implementación 
de la tecnología a todo lo largo del proceso 
electoral y promueve el voto automatiza-
do, con el fin de hacer viable su pronta uti-
lización en el país e incorporar los avances 
en tecnología que se encuentren a disposi-
ción. A su vez, dirigió medidas tendientes 
a eliminar la discriminación negativa con-
tra las personas con discapacidad y a es-
tablecer garantías para el efectivo y pleno 
ejercicio de sus derechos en un marco de 
respeto, reconocimiento de su dignidad, 
autonomía e independencia. 

Finalmente, hecha la compilación de nueva 
información, y adelantada reformulación 
del novísimo articulado electoral, solo res-
tó la codificación del proyecto y la conse-
cución de texto de exposición de motivos 
dirigido al Congreso de la República, activi-
dad que se adelantó en las sesiones finales 
de trabajo.

Así se podría resumir el importante trabajo 
de este cuerpo interinstitucional, que pre-
senta un proyecto de nuevo Código Electo-
ral, que se dirige especialmente a regular 
aspectos relacionados con los principios 
de la función electoral, el derecho al su-

fragio y al voto en un contexto de moder-
nidad, en donde las nuevas herramientas 
informáticas coadyuvan a salvaguardar la 
verdad electoral, a actualizar la ya desueta 
normativa y a brindar mayores garantías 
a los actores políticos y a la ciudadanía en 
Colombia.

2. CONTENIDO  
DEL PROYECTO

El proyecto, que está dividido en 11 títulos y 
cuenta con 191 artículos que desarrollan to-
das las temáticas relativas a la organización 
y realización de los procesos electorales, 
con actualizaciones normativas, innovacio-
nes derivadas de la implementación de me-
didas por parte de la Registraduría Nacio-
nal del Estado Civil y de mejoras propuestas 
por quienes participaron en la preparación 
del proyecto de ley.

En el título primero se desarrollan las dis-
posiciones generales, el objeto del Código 
y los principios y derechos, como también 
se regula lo relativo a los destinatarios del 
ordenamiento normativo: los votantes.

En el título segundo se hace referencia al 
censo electoral, entendido como el instru-
mento que permite dar certeza del lugar de 
votación, sobre su conformación y actuali-
zación permanente. El título tercero está 
destinado a regular la selección e inscrip-
ción de candidaturas, partiendo de la veri-
ficación y acreditación de las cantidades y 
requisitos de quienes aspiran a cargos de 
elección popular, la aceptación de las candi-
daturas e incluso reglamenta, para cuando 
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sea necesario, la revocación de las inscrip-
ciones.

El título cuarto se centra en las consultas 
partidarias, entendidas como mecanismo 
de participación para que los partidos, mo-
vimientos políticos, grupos significativos 
de ciudadanos y movimientos sociales pue-
dan adoptar sus decisiones o escoger sus 
candidatos a cargos de elección popular. Se 
propone aquí preservar la diferencia entre 
consultas internas y consultas, y se incluye 
regulación sobre las consultas interpartidis-
tas, con claridad del concepto de firmas de 
apoyo, entre otros asuntos.

El título quinto está dirigido a regular la 
organización de las elecciones. Es aquí en 
donde, con mayor claridad, se plasman los 
preceptos derivados de la experiencia de 
la Registraduría Nacional del Estado Civil, 
entidad que, durante los últimos 70 años, 
ha estado encargada con éxito indudable 
de organizar las elecciones en Colombia. 
Se consagra la forma en que se determinan 
los puestos de votación; la selección de los 
jurados de votación, con una reducción en 
los mismos; la forma en que habrán de ope-
rar tales jurados; los testigos electorales y 
su forma de acreditación; y, el desarrollo 
del día de las elecciones, incluyendo una 
modificación del horario del certamen.

El título sexto queda referido a un meca-
nismo que ha venido siendo utilizado con 
notable éxito por la Registraduría Nacional 
del Estado Civil para comunicar los resulta-
dos preliminares de las elecciones, como es 
el preconteo. El título séptimo del proyec-
to se centra en el desarrollo de los escru-

tinios y la declaración de los resultados. Se 
modernizan las disposiciones respecto del 
escrutinio de mesa; se define con claridad 
el lugar de los escrutinios; se establecen 
reglas claras sobre la custodia y la recep-
ción de los documentos electorales; se re-
diseñan las comisiones escrutadoras; y se 
establece con precisión la forma en que se 
realizan los escrutinios. Cabe resaltar aquí, 
el esfuerzo por diseñar un sistema que per-
mite que los documentos propios de los es-
crutinios y la información relativa a estos, 
queden a disposición de los partidos, mo-
vimientos, grupos significativos y demás 
organizaciones en contienda, en términos 
de inmediatez nunca antes previstos en 
la legislación o en el reglamento electoral 
colombiano. De igual manera se reconoce 
el compromiso y deber de la Registraduría 
Nacional del Estado Civil en la custodia del 
material electoral, tanto documental como 
digital, para efectos de su disponibilidad 
frente a las investigaciones que fueren del 
caso.

El título octavo consagra disposiciones re-
lativas a las elecciones fuera del calendario 
general ordinario. Se trata de elecciones 
atípicas o complementarias, que se deben 
surtir fuera del procedimiento de las elec-
ciones generales, y que han sido de gran 
ocurrencia en el pasado reciente. El título 
noveno trata sobre el voto automatizado y 
la implementación de la tecnología a todo 
lo largo del proceso electoral, reconocien-
do una realidad que ha venido brindando 
la Organización Electoral en la preparación 
y realización de los comicios de las últimas 
décadas. 
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En el título décimo se incluyen unas dispo-

siciones dirigidas al fortalecimiento de la 

democracia en Colombia, bajo el entendido 

de que es absolutamente relevante y nece-

sario inculcar valores cívicos y democráti-

cos en los ciudadanos para seguir robuste-

ciendo la institucionalidad, para incentivar 

a los partidos y movimientos políticos en el 

fortalecimiento y en su democratización in-

terna. De igual forma, y en ese sentido, se le 

asigna el compromiso al Gobierno nacional 

de apoyar estos programas tan esenciales.

Finalmente, el título undécimo contiene 

algunas temáticas de importante impac-

to en el proceso electoral, habida cuenta 

de los avances tecnológicos, por ejemplo, 

se actualiza la prohibición de propaganda 

electoral el día de las votaciones y desde 

el día anterior al certamen electoral; inclu-

yendo no solamente la prohibición de por-

tar prendas de vestir, afiches, volantes o 

documentos que inviten a votar; sino tam-

bién cualquier otra actividad que tenga por 

objeto o efecto promover alguna de las op-

ciones electorales. Se incluye también que 

la información difundida por redes sociales 

que falte a la verdad y tenga como objetivo 

desinformar a la opinión pública sobre la 

organización, el resultado electoral, se pon-

drá en conocimiento de las autoridades de 

investigación. De igual manera se incorpo-

raron disposiciones relativas y necesarias 

para el fortalecimiento de las entidades de 

la Organización Electoral.

3. EXPOSICIÓN  
DE MOTIVOS DEL 

PROYECTO

La Constitución Política de 1991 determinó 

un cambio trascendental para el país pues 

trajo consigo una reforma integral del sis-

tema político, el desarrollo económico y 

social, la elevación del nivel de vida de los 

colombianos, la práctica de la democracia 

participativa y el multipartidismo como ex-

presión canalizadora de la voluntad pública 

en un contexto de pluralidad de intencio-

nes, usualmente contradictorias y yuxta-

puestas en el ámbito de la representación 

social y política.

En este sentido, uno de los mayores cam-

bios que trajo la Carta Política fue la intro-

ducción del principio democrático partici-

pativo, que irradia todas las esferas de la 

vida pública del país, en donde se encum-

bra el rol del ciudadano en los procesos de 

toma de decisiones como miembro activo 

de la sociedad. Este pilar crea en cabeza de 

los asociados la responsabilidad y la obli-

gación de tomar partido en las determina-

ciones que lo afecten, además del voto, a 

través de un abanico de instrumentos tales 

como el plebiscito, el referendo, la iniciati-

va legislativa, la consulta popular, el cabildo 

abierto y la revocatoria de mandato. Estas 

nuevas instituciones pretenden consolidar 

en los ciudadanos uno de los fines del Es-

tado, cual es su especial participación en la 

toma de decisiones.
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Este proyecto de ley tiene por objeto ajus-
tar los preceptos normativos electorales 
preconstitucionales del Código Electoral 
vigente (Decreto 2241 de 1986) al contexto 
participativo evocado por el constituyente 
de 1991, así como también articularlo con 
leyes emanadas en esta misma materia con 
posterioridad a la Carta, amén de incluir los 
adelantos tecnológicos y de recursos con 
que cuenta la Organización Electoral en la 
actualidad. 

En efecto, el Código Electoral colombiano 
data de hace 33 años y su concepción se 
realizó en un momento histórico en el cual 
la democracia en Colombia, entre otros as-
pectos, se fundaba en un contexto biparti-
dista, en donde el voto se materializaba a 
través de la manipulación de una papeleta 
electoral, entre otros. De igual manera, 
luego de 33 años, el Estado colombiano se 
ha fortalecido en su estructura y medios 
para atender los diferentes servicios que 
demandan los colombianos y cuenta con 
mayores herramientas para cumplir con sus 
misiones constitucionales y legales. En este 
sentido, la Organización Electoral ha logra-
do grandes avances en el desarrollo de la 
logística electoral y en los mecanismos tec-
nológicos para diseñar y realizar procesos 
electorales de plenas garantías, como son 
los que ha brindado en las últimas décadas. 

Por diferentes motivos y circunstancias, 
desde hace muchos años el país ha visto 
varios intentos de reforma electoral in-
tegral, algunos de ellos con tránsito en el 
honorable Congreso de la República, tal y 
como lo fueron los proyectos presentados 

en los años 19981, 19992, 20013, 20044, 20055 
y 20066, con los cuales se modificaba, adi-
cionaba y reformaba el Código Electoral, 
sin que ninguno de ellos pudiera trasegar 
hasta su etapa de aprobación. Apenas unas 
reformas específicas han visto la luz con-
gresional, en aspectos concretos, mas no 
en temática referente a la regulación que 
se refiere al Código Electoral. 

Precisamente por considerar que resultaba 
necesario e inaplazable una reforma inte-
gral del Código Electoral, la Sala de Consul-
ta del Consejo de Estado y la Registraduría 
Nacional del Estado Civil iniciaron un cami-
no de reflexión, análisis y redacción de un 
proyecto, en cuyo camino y trabajo se fue-
ron acercando la Procuraduría General de 
la Nación, el Consejo Nacional Electoral, el 
Gobierno nacional a través del Ministerio 
del Interior y de la Secretaría Jurídica de la 
Presidencia de la República. De igual ma-
nera se unió en este propósito el partido 
político MIRA, con grandes aportes en esta 
temática.

1 Proyecto No. 127 de 1998, Cámara de Representantes (Ga-
ceta del Congreso 155 de 1998).

2 Proyecto de Ley No. 187 de 1999, Cámara de Representan-
tes (Gaceta del Congreso 504 de 1999).

3 Proyecto de Ley No. 104 de 2001, Senado de la República 
(Gaceta del Congreso 458 de 2001); Proyecto de Ley No. 117 
de 2001, Senado de la República (Gaceta del Congreso 499 
de 2001).

4 Proyecto de Ley No. 093 de 2004, Senado de la República 
(Gaceta del Congreso 470 de 2004);   Proyecto de Ley No. 
164 de 2004, Senado de la República (Gaceta del Congreso 
723 de 2004).

5 Proyecto de Ley No. 16 de 2005, Senado de la República 
(Gaceta del Congreso 466 de 2005); Proyecto de Ley No. 
79 de 2005, Senado de la República (Gaceta del Congreso 
558 de 2005).

6 Proyecto de Ley No. 103 de 2006, Senado de la República 
(Gaceta del Congreso 328 de 2006); Proyecto de Ley No. 
139 de 2006, Senado de la República (Gaceta del Congreso 
429 de 2006).
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Fruto de ese trabajo de alrededor de dos 
años de reuniones, iniciativas, discusiones, 
debates con puntos de vista diferentes y 
conclusiones de todos los intervinientes, se 
consolidó este proyecto de ley estatutaria 
“por medio de la cual se expide el Código 
Electoral y se dictan otras disposiciones”, 
que se constituye en un documento base 
para el inicio de discusiones en el seno de-
mocrático de las debates y discusiones, el 
Congreso de la República.

Como se mencionó en precedencia, el pre-
sente proyecto busca unificar y actualizar 
las normas relacionadas con el desarrollo 
de los procesos electorales, con el fin de 
adecuarlas a las nuevas necesidades deri-
vadas de la evolución democrática colom-
biana, en donde también las innovaciones 
tecnológicas tienen cabida, pues efectiva-
mente coadyuvan en aspectos de celeri-
dad, publicidad y acceso a la información.

A través del presente proyecto se pretende 
configurar y armonizar el proceso electoral, 
a la luz de la nueva Carta Política, las leyes 
expedidas en los últimos años, las innova-
ciones tecnológicas y logísticas, de tal ma-
nera que los aspectos más importantes de 
la organización y su funcionamiento repre-
senten el anhelo de quienes durante más de 
dos décadas requerían una actualización en 
la normativa que orienta las tres fases del 
proceso electoral: la etapa preelectoral que 
corresponde a todas las actividades relacio-
nadas con los preparativos de las eleccio-
nes (inscripción de cédulas, conformación 
del censo electoral, registro de comités 
inscriptores de grupos significativos de ciu-

dadanos, inscripción de candidatos, actuali-
zación de la Divipole, nominación y capaci-
tación de jurados de votación, entre otras); 
la electoral en el entendido que representa 
el día de votaciones; y la poselectoral que 
atañe a las diligencias de contabilización de 
votos por parte de los jurados de votación, 
cadena de custodia de las actas electorales 
y escrutinios zonales, municipales y distrita-
les y del Consejo Nacional Electoral.

La apreciación sistemática de las normas 
propuestas serán de gran beneficio en el 
presente caso, si tenemos en cuenta la in-
terrelación existente entre las materias a 
las que ellas se refieren, al igual que el ob-
jetivo al cual apuntan, que no es otro que 
lograr la cimentación de una democracia 
más robusta que rodee de plenas garantías 
a las agrupaciones políticas y finalmente a 
los ciudadanos, quienes a través del ejer-
cicio del derecho al voto instrumentalizan 
su prerrogativa de elegir, como también las 
de quienes a través de su postulación como 
candidatos pretenden ser elegidos. Es así, 
que el proyecto que se someterá a su con-
sideración recopila las horas de trabajo de 
la Organización Electoral, de la Sala de Con-
sulta y Servicio Civil del Consejo de Estado, 
del Gobierno nacional, de la Procuraduría 
General de la Nación y de las distintas agru-
paciones políticas. 

Históricamente al unísono entre los ante-
dichos actores se concertaron temas de 
tanta trascendencia como la redefinición 
de residencia electoral y conformación del 
censo electoral, la creación de nuevos estí-
mulos a quienes ejerzan el derecho al voto 
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y respecto a los que funjan como jurados 

de votación y la obligatoriedad de asistir a 

las jornadas de capacitación por parte de 

estos, el reajuste del proceso de inscripción 

de candidaturas y postulación de candida-

tos, la extensión de la jornada electoral, y 

la reglamentación y acceso al Ministerio 

Público y agrupaciones políticas al softwa-

re de la Organización Electoral, todos ellos 

son materia del presente proyecto, al lado 

de asuntos tan estrechamente vinculados a 

ella como los que se refieren al preconteo, 

la auditoría a los software y hardware pro-

vistos por la Registraduría Nacional del Es-

tado Civil de cara a certámenes democráti-

cos, la gestión de documentos electorales, 

reformulación del proceso de escrutinios, 

conformación de comisiones, claveros y 

desarrollo de tales, entre otras novedades.   

Son varias las primicias en este proyecto de 

ley y, sin embargo, especial mención me-

recen algunas de este proyecto, como lo 

son las que se exaltarán en lo sucesivo, las 

cuales desagregamos: las que fortalecerán 

electoralmente al ciudadano y las agrupa-

ciones políticas y las que blindarán el apa-

rato estatal. 

Igualmente, es de anotar que para la elabo-

ración de este nuevo estatuto electoral que 

se busca lograr con el presente proyecto, 

se pretende el reordenamiento de la nu-

meración de las diferentes normas que se 

refieren a la misma materia, la modificación 

de su texto y la eliminación de aquellas que 

se encuentren obsoletas, repetidas o ya im-

plícitamente derogadas, lo que redundará 

en la mejor comprensión del conjunto de 
normas relativas al proceso electoral.

Esta intención, estuvo garantizada por el 
apoyo de la mesa interinstitucional la cual 
desde su génesis fue concebida, de tal ma-
nera que el cúmulo de normas propuestas 
fue analizado minuciosamente por parte un 
equipo de expertos de la Sala de Consulta 
y Servicio Civil del honorable Consejo de 
Estado, del Consejo Nacional Electoral, de 
la Comisión Nacional de Control y Asuntos 
Electorales de la Procuraduría General de la 
Nación, y de la Registraduría Delegada en 
lo Electoral de la Registraduría Nacional del 
Estado Civil, como también por la Secreta-
ría Jurídica de la Presidencia de la Repúbli-
ca y su equipo, así como por abogados del 
Ministerio del Interior. Fue también enri-
quecida con la participación de expertos de 
diferentes partidos políticos y asesores en 
temas electorales.

En este sentido, se puede decir que se tra-
ta de un trabajo realizado por un equipo 
interinstitucional de expertos, quienes con 
puntos de vista diferentes en relación al 
proceso y a la Organización Electoral, enri-
queció sustancialmente el proyecto de ley 
que, por demás, goza de un importante or-
den sistemático.

Por último, se debe enfatizar, que deter-
minadas materias también vinculadas, co-
nexas o relacionadas al proceso electoral, 
estarán provistas en otras normas bien 
sea por su especialidad o finalidad, de ahí 
que se deba dejar claramente señalado 
que el alcance del contenido del presente 
proyecto recae en una actualización de las  
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disposiciones relativas al proceso electoral 
colombiano y no constituye una reforma 
política.

Importa señalar también que varias de las 
innovaciones propuestas en este proyecto 
de ley han sido iniciativas que ha desarrolla-
do ya la Organización Electoral en los comi-
cios de los últimos años, y que han permiti-
do rodear de nuevas garantías el proceso 
electoral. Por esta razón, con el propósito 
de lograr su consagración legal y por ende 
su permanencia real en el curso de las elec-
ciones, es que se propone ahora su inclu-
sión en este proyecto de ley. 

4. INNOVACIONES DEL 
PROYECTO DE CÓDIGO 

ELECTORAL

A continuación se señalan las actualizacio-
nes e innovaciones que propone este pro-
yecto de ley a consideración del Congreso 
de la República, como medidas dirigidas al 
fortalecimiento del proceso electoral y a 
dotar de mayores garantías el mecanismo 
por medio del cual se consolida la voluntad 
popular en la elección de los representan-
tes populares.

Se distribuyen las propuestas de reforma 
incorporadas en este proyecto de ley, se-
gún se trate de etapa preelectoral, etapa 
electoral, etapa poselectoral. De otro lado, 
se incluye un acápite de varios, para incor-
porar otras temáticas que reglamente el 
proyecto de ley. 

• Etapa preelectoral

a) Unificación de la hora de cierre elec-
toral para trámites preelectorales

Con el propósito de dar seguridad a todos 
los actores en los procesos electorales, 
como de organizar la labor de los funcio-
narios de la Organización Electoral, se pro-
pone la fijación de la hora 5:00 p. m, como 
límite para el cumplimiento de los términos 
en las diferentes fases y actividades del 
proceso electoral.

Incluso se amplía hasta las cinco de la tarde 
la jornada de votación, dado el mejoramien-
to de los puestos de votación, su funciona-
miento en establecimientos educativos, co-
liseos, centros comerciales, todos ellos con 
energía eléctrica e iluminación. 

b) Sistema Integrado de Capacitación 
Electoral  (SICE)

A través del proyecto se plantea configu-
rar una plataforma única a cargo de la Or-
ganización Electoral, la cual se soportará 
en dos pilares fundamentales: informa-
ción y capacitación, donde la pedagogía y 
el control de las noticias falsas jugarán un 
papel fundamental. Este medio ayudará 
al fortalecimiento interinstitucional pues 
permitirá que todos los actores estatales 
que intervienen en los certámenes electo-
rales se interrelacionen en aspectos como 
la capacitación electoral, optimizando los 
canales de difusión, identificando necesi-
dades específicas de los intervinientes en el 
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proceso electoral y unificando contenidos 
y metodologías a través del empleo de tec-
nologías de la comunicación. 

De otra parte, las noticias falsas han sido 
uno de los nuevos riesgos a los que se ven 
sometidos los procesos electorales, pues 
los medios tecnológicos y de comunicación 
también se han instrumentalizado en el úl-
timo tiempo; la tecnología con la intención 
deliberada y dañina de engañar, inducir a 
error, manipular decisiones personales, 
desprestigiar o enaltecer personas u obte-
ner réditos políticos, al final afecta la volun-
tad ciudadana a la hora de sufragar. 

Por ello, la unificación de información en 
el SICE también plantea la posibilidad de 
servir como herramienta para combatir la 
desinformación y las noticias falsas que han 
sido perjudiciales para la democracia en 
nuestra historia reciente, y un único canal 
electoral que comunique en esta materia el 
Estado y la ciudadanía.

c) Conformación del censo electoral

La consolidación del censo electoral –defi-
nido en el artículo 47 de la Ley 1475 de 2011, 
destacándolo como el instrumento técnico, 
elaborado por la Registraduría Nacional del 
Estado Civil, que le permite a la Organización 
Electoral planear, organizar, ejecutar y con-
trolar los certámenes electorales y los meca-
nismos de participación ciudadana– se con-
vierte en uno de los factores determinantes 
dentro de la logística electoral.

En consecuencia, la Registraduría Nacional 
del Estado Civil ha propendido por su de-

puración y actualización de manera perma-
nente, asegurándose que el procedimiento 
para su conformación sea integrador de 
todos los ciudadanos y garantista para que 
sea una herramienta conformada con da-
tos reales con miras a erradicar problemas 
como la trashumancia electoral, el fantas-
ma de la “votación de los muertos”, entre 
otros, de manera que sea un instrumento 
actual y vigente acorde con las coyunturas 
sociales y políticas del país, otorgándose 
estabilidad jurídica a la información allí con-
tenida.

No obstante, el Decreto 2241 de 1986 de-
terminó el parámetro de conformación 
del censo electoral, cuando en su artículo 
76 acotó que a partir de 1988 el ciudadano 
solo podrá votar en el lugar en que apa-
rezca su cédula de ciudadanía conforme al 
censo electoral, y que permanecerían en el 
censo electoral del sitio respectivo las cé-
dulas que integraban el censo de 1988 y las 
que con posterioridad allí se expidan o se 
inscriban, mientras estas no sean cancela-
das o se inscriban en otro lugar. 

Es decir, la base de datos del censo electo-
ral cuenta con 31 años de antigüedad y pese 
a que la Organización Electoral día a día in-
tenta mantenerla depurada, su porcentaje 
de fidelidad no es óptimo, de ahí que sea 
uno de los puntos más cuestionados en 
cada debate electoral. Como medida para 
contrarrestar esta falencia, el proyecto se-
ñala la conformación de una nueva base de 
datos a partir de los comicios del año 2022, 
con los ciudadanos que se inscriban para tal 
certamen.
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Con tal medida se conciben los siguientes 
beneficios: i. Reducción para el Estado del 
costo de las elecciones. ii. Se determina el 
porcentaje real de abstencionismo electo-
ral en Colombia, el que históricamente ha 
estado en el orden del 50% y, iii. Se auspicia 
el acceso a los mecanismos de participación 
ciudadana, cuyo parámetro está fijado en el 
censo electoral, puesto que la gran mayo-
ría de iniciativas son imprósperas por estar 
fundadas en recolección de un número de 
firmas excesivamente alto y no diáfano.    

d) Cumplimiento de los requisitos lega-
les y constitucionales de los candidatos

Los servidores públicos y miembros de cor-
poraciones públicas de elección popular 
tienen a su cargo la tarea de cumplir y rea-
lizar las funciones y los fines establecidos 
por el Estado. Para evitar que los intereses 
particulares interfieran con las funciones 
públicas, la Constitución y las leyes estable-
cen un sistema de requisitos y limitaciones.

Con lo anterior se garantiza preservar la pul-
critud de la Administración Pública, garan-
tizar que quienes resulten electos tengan 
un comportamiento ejemplar y evitar que 
sus intereses personales se involucren en 
el manejo de los asuntos comunitarios com-
prometiendo la imparcialidad, moralidad, 
igualdad y eficiencia de la Administración.

No obstante, en el último tiempo ha sido 
recurrente vacancias en los cargos de al-
caldes y gobernadores, decretadas como 
consecuencia de la anulación de elecciones 
por parte del Contencioso Administrativo, 
por el incumplimiento de requisitos legales 

y constitucionales de quienes resultaron 
electos. 

Es decir, se denota una falencia de parte de 
las agrupaciones políticas al momento de 
postular a sus candidatos a dichos cargos, 
como también del Consejo Nacional Electo-
ral cuando adelanta las respectivas investi-
gaciones en esta materia. 

En tal sentido, el proyecto pretende que 
en los comicios para la elección de alcaldes 
de capitales de departamento, Mayor de 
Bogotá y de gobernadores, sea requisito al 
momento de sentar la inscripción que cada 
candidato aporte una certificación sobre el 
cumplimiento de requisitos constituciona-
les y legales expedida por la Sala de Consul-
ta y Servicio Civil del Consejo de Estado.

Con lo anterior se busca que, a través de la 
auditoría que haga la respectiva Sala Con-
sultiva, se establezca un filtro que permita 
evitar que personas sin el lleno de requisi-
tos resulten finalmente nominadas y que 
posteriormente sus actos de elección sean 
censurados y anulados en sede judicial, 
creando escenarios de incertidumbre en la 
ciudadanía e ingobernabilidad en los res-
pectivos entes regionales y municipales o 
distritales.

Pero, además, también se organiza, en ca-
beza de la Procuraduría General de la Na-
ción, una plataforma informativa que se 
denomina el Sistema de Información de An-
tecedentes para Cargos de Elección Popu-
lar (SIACEP), con el fin de verificar cualquier 
inhabilidad o falencia del cumplimiento de 
los requisitos de los candidatos, que debe 
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ser consultada previamente a la formaliza-

ción de la inscripción. Se trata de una ver-

sión mejorada de la actual Ventanilla Única.

e) Plataforma tecnológica para la ins-

cripción de candidaturas

Como lo ha venido haciendo la Registra-

duría Nacional del Estado Civil en los co-

micios de los últimos años, la inscripción 

de candidaturas en forma digital, gracias 

a la ayuda de una plataforma tecnológica, 

trae numerosos beneficios, a saber: facilita 

la labor a los partidos y movimientos polí-

ticos, verifica el cumplimiento de la Ley de 

Cuotas, la incorporación de los programas 

de gobierno para candidatos a alcaldes y 

gobernadores, y brinda facilidades para la 

consolidación de las tarjetas electorales.

f) Determinación de los lugares de los 

puestos de votación en cabeza de la Re-

gistraduría Nacional del Estado Civil y su 

georreferenciación

Con base en las competencias constitucio-

nales y legales, y con el propósito de faci-

litar el ejercicio al voto de las comunidades 

alejadas o en condiciones de dificultad de 

acceso, será la propia Registraduría Nacio-

nal del Estado Civil  quien definirá directa-

mente el lugar de los puestos de votación. 

No estará atada su determinación a la di-

visión político-administrativa señalada por 

cada municipio, precisamente porque este 

ha sido un escollo para la fijación de nuevos 

puestos de votación en sitios con población 

vulnerable.

De la misma manera, se dispone que los 

puestos de votación estarán georreferen-

ciados, para que los ciudadanos los puedan 

ubicar mediante las plataformas tecnológi-

cas, y para que tengan acceso mediante la 

tecnología a las aplicaciones que muestran 

la forma de llegar a ellos. 

g) Cambio de fecha de elecciones de au-

toridades locales

Considerando la incorporación de la segun-

da vuelta para la elección del Alcalde Mayor 

de Bogotá, introducida por el artículo 1° del 

Acto Legislativo No. 3 de 2019 (25 de julio), 

resulta necesario anticipar la fecha de las 

elecciones de autoridades territoriales que 

estaban previstas en la Ley 163 de 1994. Así 

las cosas, se anticipan tales comicios para 

el segundo domingo de septiembre y la se-

gunda vuelta de elección de Alcalde Mayor, 

en dado caso, se realizaría tres semanas 

más tarde, como lo ordena el referido acto 

legislativo que modificó el artículo 323 de la 

Constitución Política.

h) Auditorías a los sistemas digitales de 

la Organización Electoral

Ante la evolución tecnología en materia 

electoral, resulta imperioso prever un pro-

ceso de vigilancia a cargo de expertos es-

pecialmente capacitados para el efecto, 

con el fin de que recojan, agrupen y eva-

lúen cada una de las evidencias resultantes 

de cada proceso electoral, para determinar 

si los mecanismos de software y hardware 

que empleó la Registraduría Nacional del 
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Estado Civil salvaguardan su principal acti-
vo: “La voluntad popular”.

Es decir, que tales herramientas conservan 
la integridad de los datos y que se cumple 
con las leyes y regulaciones establecidas. 
A su vez, que ante cualquier debilidad o 
intento de manipulación o afectación del 
sistema, se podrán detectar de forma siste-
mática dichas situaciones, en aras de adop-
tar medidas correctivas de mejoramiento o 
sancionatorias llegado el caso.

El proyecto señala la obligación para la Re-
gistraduría Nacional de señalar un plan de 
auditoría que deberá ser comunicado a las 
agrupaciones políticas y a la Procuraduría 
General de la Nación, el que podrá inter-
venir en cualquier etapa en su desarrollo. 
En el proyecto de ley se propone la forma-
lización de una actividad que se ha venido 
adelantando en los procesos electorales 
desde el año 2003, que responde a las ne-
cesidades de las agrupaciones políticas y 
de la ciudadanía, como es, un mecanismo 
de auditoría e inspección de los software y 
hardware empleados por la Organización 
Electoral. 

Así las cosas, se institucionaliza la auditoría 
de expertos de partidos y movimientos po-
líticos y de personal técnico experto de la 
Procuraduría Nacional del Estado Civil para 
que adelante una vigilancia de los elemen-
tos tecnológicos dispuestos por parte de 
la Organización Electoral con ocasión de 
un certamen democrático y, a partir de esa 
observación, analicen, evalúen, verifiquen 
y hagan las recomendaciones que sean del 
caso en aspectos relacionados con la plani-

ficación, control, eficacia, seguridad de los 

servicios informáticos de los procesos elec-

torales.

Igualmente se concibe la entrega de los 

software de preconteo y de escrutinio a la 

Procuraduría General de la Nación en ca-

lidad de custodia, como también el sumi-

nistro a las agrupaciones políticas de gran 

cantidad de información útil en su tarea 

de verificar el desarrollo de los escrutinios, 

tales como boletines generados durante la 

jornada electoral, el reporte del estado de 

las comunicaciones, reportes de las mesas 

modificadas y reporte de mesas faltantes, 

así como los archivos planos MMV (Me-

sa-Mesa-con votos), todo lo cual constitui-

rá un baluarte en la transparencia para el 

proceso electoral, en aras de garantizar la 

unicidad e inalteración de la información de 

los comicios.

• Etapa electoral

a) Nuevas reglas en materia de jurados 

de votación

Los jurados de votación son la autoridad 

electoral fundamental del día de las eleccio-

nes. Ellos validan la mesa de votación, es-

tán atentos durante la jornada de votación 

y definen diferentes circunstancias que se 

puedan presentar con los votantes; y pos-

teriormente realizan el escrutinio de mesa 

de los votos depositados en las urnas. Son 

los notarios de la democracia. La participa-

ción ciudadana a través de los jurados de 

votación ha sido una tradición en nuestra 

democracia.
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En este sentido, el proyecto de ley propo-
ne algunas importantes modificaciones en 
el régimen de los jurados de votación que 
habrá de mejorar su función y enaltecerá 
esa responsabilidad que los ciudadanos 
asumen al recibir tal investidura.

En primer lugar, se disminuye su número 
de 6 a 5 jurados de votación por mesa, y en 
el exterior 3 jurados, dada la dificultad en 
algunos lugares de disponer de ciudadanos 
colombianos para esta función electoral. 
Tal medida se soporta en que corresponde-
rá a una colegiatura impar que les permitirá 
más fácilmente adoptar decisiones a la hora 
de deliberar. A su vez, sorteará la dificultad 
en algunas zonas del país respecto de la 
carencia de ciudadanos para atender esta 
importante función. En tercer lugar, facili-
tará la selección de ciudadanos capacitados 
que cuenten con una preparación académi-
ca suficiente con el propósito de hacer más 
eficiente su trabajo en el proceso electoral. 
De igual manera, se reglamenta normativa-
mente el rol de jurado remanente, el cual 
ha venido funcionando con un desamparo 
normativo, el proyecto señala su alcance y 
finalidad.

Seguidamente se incorpora algo que no 
existía en el Código actualmente vigente, 
y es la asignación específica de funciones a 
los jurados de votación, con la claridad con-
siguiente de su papel y las tareas a lo largo 
de la jornada electoral.

En tercer lugar, se reconoce legislativamen-
te la incorporación de una herramienta que 
ha venido utilizando la Registraduría Nacio-
nal del Estado Civil como es la plataforma 

de selección de jurados de votación, con los 
controles ciudadanos para observar el pro-
cedimiento y ejercer supervisión.

De otro lado, se fortalece el deber de ca-
pacitación de los jurados, para que utilicen 
mecanismos presenciales y digitales, con 
el propósito que puedan cumplir eficiente-
mente con sus importantes labores duran-
te el proceso. La asistencia a las jornadas 
de capacitación se vuelve obligatoria, con 
lo que se busca que los ciudadanos desig-
nados se ilustren de las tareas a su cargo, lo 
que a la postre desencadenará en que los 
jurados de votación tengan los instrumen-
tos necesarios para el desempeño se las 
funciones encomendadas. 

En quinto término, se incluyen sanciones di-
ferenciales por la inasistencia de los jurados 
de votación a las sesiones de capacitación y 
a la jornada de votaciones. Se elimina tam-
bién el amplio rango discrecional que la le-
gislación actual dispone (de uno a diez sala-
rios mínimos legales mensuales vigentes), 
a dos y un salario mínimo legal mensual 
vigente, respectivamente, por inasistencia 
el día de las elecciones y la ausencia a las 
capacitaciones. 

Finalmente, se reconoce un clamor gene-
ral de grupos de ciudadanos y de algunas 
colectividades políticas, se enaltece una 
función esencial para la democracia, al dis-
poner el reconocimiento y pago de los ser-
vicios de jurado de votación. Dos salarios 
mínimos legales diarios vigentes, que se 
pagarán a los particulares y que se recono-
cerán como compensatorios para los fun-
cionarios públicos. Esta remuneración es 
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adicional a los otros estímulos dispuestos 

por la ley. 

b) Sistema de testigos electorales

Las agrupaciones políticas de cara a cada 

proceso electoral designan personas de 

reconocida honorabilidad con el fin que 

ejerzan vigilancia durante la jornada de vo-

taciones y en las diligencias de escrutinios; 

no obstante, el desarrollo de tal función 

presentaba dificultades para las colectivi-

dades políticas en circunstancias como lo 

son la designación, consolidación y su acre-

ditación. 

Asimismo, si bien la norma existente des-

collaba algunas funciones y derechos a 

los testigos electorales, pero no concebía 

prohibiciones, quedando un espectro vacío 

que no preveía hasta dónde llegaban esas 

prerrogativas concedidas.

En primer lugar, se propone una regulación 

expresa en materia de finalidad, funciones 

y prohibiciones de los testigos electorales, 

en la medida en que esta figura es trascen-

dental en materia de control y supervisión 

de los procesos electorales.

En segundo lugar, se propone la creación 

el Sistema Integral de Testigos Electorales 

(SITE), como una plataforma digital para 

la designación de testigos, asignación a las 

mesas de votación que, además, permitirá 

a los testigos enviar información en tiempo 

real sobre la jornada de votación y escruti-

nios a sus partidos políticos.

Es una herramienta que ha venido dispo-
niendo la Registraduría Nacional del Estado 
Civil en cabeza de los partidos y movimien-
tos políticos, que ha facilitado su asigna-
ción, la administración del trabajo de estas 
personas tan importantes en el proceso 
electoral, en tanto son veedores y supervi-
sores del trabajo durante la jornada de vo-
taciones y de escrutinios. Facilita también 
su acreditación e identificación.

Pero, además, esta plataforma permite 
que los partidos y movimientos políticos 
que asignaron testigos puedan conocer en 
tiempo real el desarrollo de los comicios en 
las mesas de votación, mediante una apli-
cación móvil con que contarán los testigos 
electorales.

El proyecto determina también un marco 
de prohibiciones para los testigos electora-
les, con lo que se garantiza que actuarán en 
un margen de igualdad entre las distintas 
agrupaciones políticas; asimismo se crea 
una plataforma tecnológica a cargo de la 
Registraduría Nacional del estado Civil, la 
cual facilitará superar dichas dificultades. 

c) Sistema para el control de suplanta-
ción de electores

Para combatir la problemática que ha sido 
reiterativa en los comicios electorales, refe-
rente a la suplantación de electores el día 
de las votaciones, se dispone en el proyec-
to de ley la obligatoriedad del uso de la bio-
metría en todos los puestos de votación. 

Gracias al fortalecimiento del Sistema de 
Identificación de la Registraduría Nacional 
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del Estado Civil y de las bondades de este 
control, demostrado en procesos electora-
les pasados, resulta indispensable para la 
Organización Electoral y para los actores 
del proceso electoral contar con este me-
canismo de control, y por eso se impone su 
ampliación a todos los puestos de votación. 

Desde hace alrededor de 10 años, la 
Registraduría Nacional del Estado Civil ha 
venido utilizando esta herramienta, no 
solo en elecciones atípicas, sino también 
en elecciones generales. En una estrategia 
entre la Procuraduría General de la Nación 
y la Misión de Observación Electoral se han 
determinado los municipios que histórica-
mente han sido afectados por esta irregu-
laridad, para instalar estaciones de control 
biométrico. En las elecciones de 2018 se 
utilizaron 8.000 unidades de biometría y en 
las elecciones del 27 de octubre se utiliza-
rán 14.500 estaciones.

Por esta razón, y para blindar el proceso 
electoral, se propone la obligatoriedad de 
este mecanismo biométrico en todos los 
puestos de votación.

d) Jornadas de votación

El proceso de votaciones como se concibe 
hoy en día se desarrolla entre las 8:00 a. m. 
y las 4:00 p. m., tal y como se señala en el 
artículo 111 del Decreto 2241 de 1986. Dicha 
medida, en su momento tenía un perfecto 
asidero en el contexto histórico en el que 
fue creada esa norma, pues en la segunda 
mitad de la década de los años 80 se lleva-
ba a cabo apenas el proceso de urbaniza-
ción en Colombia y, de otra parte, la inter-

conectividad de fluido eléctrico en el país 
llegaba a un tope de su crisis con una cober-
tura aproximadamente del 78%. Otra de las 
justificaciones para esta determinación, era 
que muchos puestos de votación funciona-
ron por mucho tiempo en las vías públicas, 
sitios sin energía eléctrica, lo que restringía 
temporalmente la labor de escrutinio de los 
jurados de votación.

Es así, que un mecanismo para salvaguar-
dar el derecho de participación de los 
colombianos para que pudiesen hacerse 
partícipes en los debates electorales, fue a 
través de la regulación del horario de elec-
ciones, para tal fin se señaló una jornada 
solar con lo que se buscó, de un lado que 
los votantes de sectores rurales pudiesen 
desplazarse a las cabeceras a sufragar y 
retornar nuevamente a sus domicilios, y de 
otro, que el jurado de votación contara con 
iluminación suficiente para llevar a cabo el 
respectivo escrutinio.

El presente proyecto reconoce el momen-
to histórico actual de Colombia, en donde 
más del 70% de la población nacional está 
residiendo en las áreas urbanas y el acceso 
a interconexión eléctrica para el año 2017 
alcanzaba el 99.6%, es por ello que el pre-
sente proyecto señala la ampliación de la 
jornada electoral, con el propósito que esta 
se surta entre las 8:00 a. m. y las 5:00 p. m., 
con lo que se logrará un mayor índice de 
participación ciudadana. Adicionalmente, 
dado el mejoramiento de las condiciones 
físicas de los puestos de votación, y con el 
fin de brindarles a los ciudadanos un mayor 
tiempo para que puedan acudir a las urnas, 
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se ha contemplado en el proyecto de ley 
ampliar la jornada de votación hasta las cin-
co de la tarde.

Del mismo modo se propone eliminar la 
jornada semanal de votación en el exte-
rior, por las complicaciones que ha traído 
esta implementación legal: Dificultad en la 
consecución de jurados de votación para 
las jornadas de lunes a sábado; costos y di-
ficultades de contar con locales adiciona-
les a las sedes de los consulados; filtración 
pública de información de las votaciones 
diarias. Adicionalmente, el impacto de 
este cambio legislativo de ampliación de 
las votaciones en el exterior no ha sido 
significativo desde el punto de visto de la 
participación electoral. 

e) Transporte gratuito el día de las vota-
ciones

Para facilitar el acceso de los ciudadanos 
a las urnas, que en determinadas zonas ha 
sido un grave obstáculo al ejercicio de esta 
prerrogativa democrática ciudadana, se in-
corpora la facilidad de organizar un trans-
porte público gratuito para los votantes y 
se faculta al Gobierno nacional para regla-
mentar esta importante temática en aras 
de aumentar la participación de los ciuda-
danos. Este mecanismo ayudará también 
a evitar que se utilicen las ofertas de trans-
porte como medios para coartar la libertad 
del voto.

Considerando también que dentro de la li-
bertad de los recursos para las campañas 
electorales se incluye la posibilidad de que 
faciliten el transporte para los votantes, se 

propone que los candidatos y campañas 
puedan ofrecer transporte para los ciu-
dadanos, con la obligación correlativa de 
reportar este servicio al Consejo Nacional 
Electoral y al alcalde municipal para efectos 
de los controles pertinentes. De igual ma-
nera, se deja en manos del Gobierno nacio-
nal la reglamentación de esta prerrogativa, 
en el entendido de que su reglamentación 
puede tener una flexibilidad derivada del 
cambio de circunstancias en las diferentes 
zonas del país.

f) El Sistema Preliminar de Resultados 
(SPR) o preconteo

Desde finales de los años 80, la Registradu-
ría ha venido divulgando en forma prelimi-
nar los resultados de las elecciones, cada 
vez de forma más rápida y con una mayor 
fidelidad con los resultados de los escruti-
nios. Ha sido un mecanismo que le ha per-
mitido a la Organización Electoral tener un 
reconocimiento nacional e internacional. 
Instituciones como la Organización de Esta-
dos Americanos (OEA), grupos de observa-
ción electoral como la Misión de Expertos 
Electorales de la Unión Europea, y autorida-
des electorales de otros países que confor-
man la Unión Interamericana de Organis-
mos Electorales (Uniore) que han podido 
conocer la herramienta, destacan su valor, 
su solidez y la rapidez con que se divulgan 
los resultados electorales preliminares.

Además, los datos preliminares derivados 
de este sistema sirven de insumo para con-
frontar los resultados de consolidación par-
cial de los escrutinios, para que los partidos 
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y movimientos políticos puedan efectuar 
una supervisión en el curso de esta instan-
cia oficial de sumatorias de votos.

Se propone que se incluyan dentro del 
Código Electoral disposiciones expresas y 
directas respecto de este mecanismo que, 
desde hace décadas, viene utilizando la Re-
gistraduría Nacional del Estado Civil como 
herramienta de transparencia e informa-
ción de las elecciones. 

De igual manera se establece que este sis-
tema de divulgación de resultados tiene 
que gozar de todas las seguridades infor-
máticas, que faciliten su rapidez e integri-
dad de los datos informados.

g) Ampliación del acceso a la informa-
ción del proceso electoral para los par-
tidos, movimientos políticos y la ciuda-
danía 

La Constitución Política encomendó a la 
Registraduría Nacional la dirección y orga-
nización de las elecciones, no obstante, en 
estos 33 años esa entidad no ha sido ajena 
a los avances tecnológicos que también ha 
permeado el proceso electoral, es así que, 
como primeros visos, la Ley 892 de 2004 
intentó establecer un nuevo mecanismo 
de votación electrónica y la Ley 1475 de 
2011 determinó la creación de auditores de 
sistemas que apoyaran a las agrupaciones 
políticas cuando se trate de procesos a los 
que se han incorporado recursos tecnológi-
cos en los procesos de votaciones. 

La Registraduría Nacional del Estado Civil, 
desde el año 2018, y gracias a los recursos 

adicionales brindados por el Ministerio de 

Hacienda, ha venido incrementando los 

mecanismos informativos para los parti-

dos y movimientos políticos, en tanto y en 

cuando determinó canales dedicados para 

brindar archivos planos de los resultados 

de los escrutinios, y para las elecciones del 

27 de octubre determinará digitalizar los 

ejemplares de los formularios de escruti-

nios de mesa (E-14), que corresponden a 

los formularios oficiales para adelantar los 

escrutinios. Así, los partidos y movimientos 

políticos, y también la ciudadanía, podrán 

confrontar los resultados electorales de 

mesa entre dos de los ejemplares digitaliza-

dos del E-14 y enfrentarlos a los resultados 

del tercer ejemplar que fue conocido por 

el sistema preliminar de resultados. Pero, 

además, les permitirá a las Comisiones Es-

crutadoras contar efectivamente con la 

divulgación y publicación de estos formula-

rios de escrutinio de mesa.

• Etapa poselectoral

a) Comisiones escrutadoras y proceso 

de escrutinios

Las comisiones escrutadoras zonales, mu-

nicipales o distritales, generales y del Con-

sejo Nacional Electoral, ejercen la función 

pública mediante la cual se verifican y se 

consolidan los resultados de las votacio-

nes, a su vez, el conteo y consolidación de 

los votos depositados por cada candidato 

y lista de candidatos, e igualmente, re-

cepcionan y dan trámite a las reclamacio-

nes formuladas por parte de los testigos  
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electorales, los candidatos y los apodera-
dos de los mismos, conforme a la ley.

Existe una innovación en cuanto al procedi-
miento de escrutinio de mesa de votación, 
que consiste en implementar la digitaliza-
ción del acta de escrutinio de mesa, ejem-
plar de claveros del Formulario E-14, para 
facilitar su publicación y el ejercicio de las 
funciones de escrutadores y testigos elec-
torales. 

El presente proyecto rediseña la confor-
mación de las comisiones escrutadoras del 
orden general o departamental, a través 
de una nueva conformación de dos Ma-
gistrados del Tribunal Superior de Distrito 
Judicial designados por parte de la Sala 
Administrativa del Consejo Superior de la 
Judicatura, con lo que se pretende mejorar 
la gestión de este órgano pro tempore, en 
lo que se refiere al análisis y deliberación en 
el trámite de los recursos de apelación for-
mulados ante las comisiones escrutadoras 
municipales y distritales, y en las decisiones 
que deban emanar en los asuntos propios 
de su competencia.

De otra parte, se reformularon las causales 
de reclamación contempladas en los artícu-
los 122, 164, 192 y 193 del Decreto 2241 de 
1986, así como la custodia y gestión, pro-
cesamiento y publicación de actas electo-
rales, con lo que se buscó adoptar nuevas 
circunstancias a partir de las cuales se pue-
dan controvertir los resultados electorales 
en sede administrativa.

Para tal fin, se desagregan los distintos ni-
veles del escrutinio (zonal, municipal o dis-

trital, general o departamental y del Conse-
jo Nacional Electoral), en donde se plasman 
causales de reclamación específicas que 
podrán únicamente ser instauradas en de-
terminada instancia del escrutinio, es decir, 
se señala expresamente una preclusividad 
en cada una de sus etapas. 

Igualmente, el proyecto determina que 
la función del clavero queda encomenda-
da a la comisión escrutadora, dado que, 
a partir de la experiencia adquirida en los 
escrutinios con ocasión de revocatoria de 
mandato, se denotaba malestar ciudadano 
al colegir que el alcalde o su delegado eran 
custodios de los sufragios depositados en 
los comicios realizados para la derogatoria 
de su propio mandato.    

De igual manera, las comisiones escrutado-
ras darán inicio al mismo tomando como 
base las actas de escrutinio de mesas esca-
neadas. El objeto de esta propuesta es dar 
inicio al escrutinio con el acta generada di-
rectamente desde la mesa de votación en 
tiempo real, evitando de este modo dudas 
en cuanto al manejo de las mismas por par-
te de los jurados de votación; otros propó-
sitos son modernizar este procedimiento 
haciendo uso de las tecnologías disponibles 
que generen confianza en la transparencia 
del proceso electoral, optimizar el tiempo 
de los escrutinios, la custodia del archivo 
electoral y la simplificación del documento 
idóneo y legal que contiene los resultados 
oficiales de un escrutinio.

Finalmente, se propone reglamentar que el 
agente del Ministerio Público en virtud de 
la defensa de la legalidad, de los derechos 
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ciudadanos y de los intereses públicos, la 

representación de la sociedad también 

podrá radicar escritos de reclamación invo-

cando las causales previstas en el presente 

proyecto.

La Organización Electoral dispondrá tam-

bién de un sistema digital para soportar 

las diligencias de escrutinios adelantadas 

por las diferentes comisiones a nivel local, 

municipal, distrital, departamental y del 

Consejo Nacional Electoral, con todas las 

garantías de funcionalidad y seguridad. De 

igual manera, el Consejo Nacional Electoral 

dispondrá de un módulo de auditoría de las 

diferentes comisiones de escrutinio, que 

permitirá monitorear en tiempo real el de-

sarrollo de los escrutinios y luego permitirá 

consolidar lo sucedido en cada uno de los 

niveles de las comisiones escrutadoras.

Con base en las consideraciones de la Sec-

ción Quinta del Consejo de Estado en la 

sentencia de nulidad del Senado de la Re-

pública de 2014, conocido como fallo MIRA, 

la Registraduría Nacional del Estado Civil 

adelanta desde las elecciones de 2018 una 

estrategia de custodia y mantenimiento di-

gitales de los archivos de escrutinio de tales 

comicios, para cualquier requerimiento de 

investigación de las autoridades. En este 

sentido, se incorporó como deber de la 

Organización Electoral el mantenimiento y 

custodia de estos archivos digitales, con to-

dos los requerimientos de seguridad, para 

cuando sean requeridos por las entidades 

de investigación y control. 

b) Divulgación de resultados y estadísti-
cas electorales

Los sistemas de divulgación de resultados 
de la Registraduría Nacional del Estado 
Civil deben garantizar la información dis-
criminada a nivel nacional, departamental, 
municipal, por localidades y por puestos de 
votación, en forma oportuna y con todos 
los mecanismos de seguridad disponibles, 
según el estado de la tecnología en el mo-
mento de organización de los procesos. 

Se debe establecer y organizar la publica-
ción de resultados preliminares y oficiales 
derivados de los escrutinios.

De igual manera se dispone que la Regis-
traduría Nacional del Estado Civil, en tanto 
miembro del Sistema Nacional de Estadís-
ticas, debe organizar la sistematización de 
las estadísticas electorales de los comicios, 
en medios digitales con todas las medidas 
de seguridad, para proveer esta informa-
ción a los usuarios públicos, partidos y mo-
vimientos políticos y ciudadanía en general.

• Varios

a) Se reglamentan varios de los proce-
dimientos a cargo del Consejo Nacional 
Electoral en el proceso electoral

La Constitución Política de 1991, con gran 
acierto encomendó al Consejo Nacional 
Electoral la importante labor de ejercer la 
suprema inspección, vigilancia y control de 
la Organización Electoral. Dentro de sus ta-
reas a cargo se encuentra aquella de ade-
lantar las investigaciones administrativas 
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por contravenir el artículo 316 de la Carta, 
así como la de decidir la revocatoria de la 
inscripción de candidatos a corporacio-
nes públicas o cargos de elección popular, 
cuando exista plena prueba de que aque-
llos están incursos en causal de inhabilidad 
prevista en la Constitución y la ley, entre 
otras acciones. 

No obstante, estas dos tareas, que son 
las revocatorias de inscripción de ciuda-
danos por trashumancia electoral y de los 
candidatos por estar incursos en causal de 
inhabilidad prevista en la Constitución y la 
ley, no contaban legalmente con una re-
glamentación de su procedimiento, de ahí 
que fuera al arbitrio de esa corporación la 
disposición de las pautas bajo las cuales 
debía actuar el Consejo Nacional Electoral, 
incluso con cuestionamientos de constitu-
cionalidad en algunas ocasiones.

En el proyecto, entonces, se propone un 
procedimiento único por medio del cual el 
Consejo Nacional Electoral dé curso a sus 
investigaciones por las dos causas aludidas, 
lo que garantizará que las decisiones que se 
adopten serán oportunamente informadas 
a la Registraduría Nacional del Estado Civil, 
puesto que a ella funcionalmente le com-
pete la conformación del censo electoral y 
diseño y aprobación de la tarjeta electoral. 
Esto conlleva como beneficio evitar situa-
ciones que se presentan en la actualidad 
que afectan el proceso electoral, como lo 
es la notificación de decisiones en materia 
de trashumancia con posterioridad al cierre 
del censo electoral, e igualmente comuni-
caciones tardías de candidatos a los que se 

les revocó la inscripción y que ya no pueden 
ser retirados de la tarjeta electoral. 

b) Consultas populares internas de los 
partidos políticos y consultas interpar-
tidistas

En este tema se proponen modificaciones 
respecto de la normativa electoral actual, 
fijando reglas claras para el desarrollo de 
las mismas y generar mayor compromiso 
por parte de los partidos, movimientos po-
líticos, grupos significativos de ciudadanos 
y movimientos sociales, con o sin persone-
ría jurídica, una vez tomen la decisión de 
realizar consultas. 

Para realizar la inscripción de candidatos o 
listas para participar en las consultas por 
parte de los partidos, movimientos, grupos 
significativos de ciudadanos y movimientos 
sociales sin personería jurídica, se crea un 
comité promotor. Una vez acreditados los 
apoyos y otorgada la garantía bancaria, pó-
liza o depósito de seriedad de la consulta, 
se extenderán sus efectos al momento de 
la inscripción de los candidatos a cargos y 
corporaciones de elección popular, sin que 
para tal efecto se requiera la recolección de 
nuevos apoyos o el otorgamiento de una 
garantía nueva. 

c) Estímulos para los partidos en la reali-
zación de consultas internas

Considerando que es importante forta-
lecer la estructura y organización de los 
partidos políticos, y su democratización 
interna al momento de la toma de decisio-
nes, se propone que el Gobierno nacional 
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provea incentivos y estímulos económicos 
a los partidos y movimientos políticos para 
la realización de las consultas partidistas 
internas e interpartidistas internas, como 
también se apoye para que las colectivida-
des políticas puedan conformar adecuada-
mente sus registros de afiliados y puedan 
identificar a sus partidarios.

d) Reglamentación de la función de ob-
servación electoral

Desde el año 2006, un grupo de ciudada-
nos interesados por la transparencia elec-
toral, dispuso la creación de la Misión de 
Observación Electoral (MOE), y desde esa 
época su labor de observación de las elec-
ciones ha sido muy valiosa y eficaz. Dada 
la importancia de esta figura, se dispuso 
su consagración legal y se sometió a una 
reglamentación que enaltece su tarea y ro-
bustece la función de quienes adelantarán 
estas funciones.

 Se definió que se trata de organizaciones 
sin ánimo de lucro, cuyo objeto es la vigi-
lancia ciudadana del proceso electoral, y 
quienes podrán postular a ciudadanos co-
lombianos como observadores electorales 
en las mesas de votación o en las comisio-
nes escrutadoras. También se estableció 
que los observadores electorales podrán 
estar presentes y observar el desarrollo de 
las diferentes etapas del proceso electoral, 
con el propósito de colaborar con la trans-
parencia electoral y con las autoridades 
electorales en la realización de un proceso 
con plenas garantías. Sus funciones primor-
diales serán la observación a lo largo de las 

etapas del proceso electoral y la entrega de 
un informe final a las autoridades electora-
les. Se establecen también prohibiciones 
a los observadores electorales, para dotar 
de mayor transparencia esta importante 
labor. Las organizaciones de observación 
electoral nacional deberán acreditarse por 
el Consejo Nacional Electoral, bajo un senci-
llo pero importante procedimiento. 

De igual manera se reglamenta la presencia 
de las misiones internacionales de obser-
vación electoral, realizarán sus actividades 
conforme a las normas del derecho interna-
cional que rigen la materia, a las metodo-
logías dispuestas para tales efectos por los 
organismos que realizan este tipo de acti-
vidades, las disposiciones de este código y 
la reglamentación que sobre el particular 
expida el Consejo Nacional Electoral.

e) Del voto automatizado

Desde el año 2009 se consagró legalmente 
la obligación de implementación del voto 
electrónico, que se reiteró por medio de la 
Ley 1475 de 2011 y se estableció como fecha 
límite para su establecimiento las eleccio-
nes del 2014.

Sin embargo, esas disposiciones legislati-
vas carecían de un estudio técnico, de los 
análisis necesarios para examinar las con-
diciones para su implementación, la verifi-
cación de las condiciones financieras y pre-
supuestales para viabilizar su introducción.

La Registraduría Nacional del Estado Civil 
desde el año 2016 elaboró un estudio téc-
nico para un plan piloto de voto electrónico 
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que permitiera verificar las diferentes tecno-

logías disponibles, sus costos y requerimien-

tos. Esta iniciativa condujo a la solicitud de 

recursos en cuantía de $36.000 millones de 

pesos al Ministerio de Hacienda. 

Una vez examinada por el Ministerio de 

Hacienda, se le contestó a la Registraduría 

Nacional del Estado Civil que no contaba 

con los recursos para dicho plan piloto. Con 

posterioridad, en tres ocasiones, la Regis-

traduría reiteró su petición con idénticos 

resultados negativos. 

Ahora bien, considerando que de los 195 

países en el mundo en donde se realizan 

elecciones, apenas en 8 existe el voto elec-

trónico, que los adelantos tecnológicos im-

plican unas transformaciones tan rápidas, 

que el hacking representa un grave riesgo 

para la seguridad de los procesos electora-

les y, que las condiciones de ciberseguridad 

imponen grandes exigencias, es necesario 

adelantar con sumo cuidado el análisis de 

las potencialidades respecto del voto elec-

trónico.

De otro lado, es importante seguir dotando 

de mayor tecnología al proceso electoral. 

Por esta razón, en el proyecto de ley se pro-

pone la figura del voto automatizado como 

“el sistema que, mediante la utilización de 

herramientas tecnológicas, en las diferentes 

fases del proceso electoral, permite que el 

voto para elegir un candidato, lista u opción, 

pueda contabilizarse con la ayuda de dife-

rentes medios electrónicos, lo que además 

facilitará la consolidación automática de los 

resultados electorales”.

De igual manera se establece como obli-
gación para la Registraduría Nacional del 
Estado Civil seguir incorporando tecnología 
en todas las fases y actividades del proce-
so electoral, para consolidar el sistema de 
voto automatizado, y para que la tecno-
logía llegue a los puestos y mesas de vo-
tación, y se siga extendiendo el uso de la 
biometría, la digitalización de documentos 
electorales desde los puestos de votación, 
los sistemas de transmisión y recepción de 
resultados, y las aplicaciones de mejora de 
la administración del proceso electoral.

Del mismo modo, y con el propósito de 
superar uno de los escollos que ha tenido 
la implantación del voto electrónico en 
Colombia, se establece un sistema de pro-
gresividad, con base en que las condiciones 
presupuestales, culturales y de convenien-
cia lo permitan; la Registraduría Nacional 
del Estado Civil implementará el voto auto-
matizado de forma progresiva en el territo-
rio nacional, existiendo simultáneamente 
con la votación tradicional hasta su imple-
mentación total.

El proyecto prevé, en aras de la seguridad y 
del robustecimiento del proceso que, como 
paso previo a la implementación del voto 
automatizado, la Registraduría Nacional 
del Estado Civil deberá adelantar las corres-
pondientes pruebas piloto de los diferen-
tes tipos de tecnología en las fases del voto 
automatizado, para verificar su funcionali-
dad y seguridad. Estas pruebas tienen que 
incluir verificaciones de vulnerabilidad, de 
interferencia remota y de ciberseguridad. 
Adicionalmente, también se propone que 



37Análisis Doctrinal  La urgente y necesaria  
reforma del código electoral

el proceso de implementación del voto au-
tomatizado deberá contar con los mecanis-
mos de seguridad tecnológica necesarios 
para garantizar plenamente la seguridad 
de los sistemas, con la participación per-
manente de la Procuraduría General de la 
Nación y con la intervención de los partidos 
y movimientos políticos con personería ju-
rídica.

Se contemplan también algunas disposicio-
nes específicas para cuando se implemente 
el voto automatizado, referidas al escruti-
nio de mesa y a las causales de reclamación 
en los diferentes escrutinios.

f) Prohibición de propaganda electoral y 
combate a las falsas noticias

Se dispone en el proyecto de ley que se pro-
hibirá toda clase de propaganda política y 
electoral el día de las votaciones y desde el 
día anterior al certamen electoral. Se trata 
de sistematizar y organizar esta restricción 
para que el sufragio pueda depositarse en 
condiciones de libertad y tranquilidad.

Por lo tanto, no se podrán portar prendas 
de vestir alusivas a propaganda política, 
afiches, volantes, gacetas o documentos 
similares que inviten a votar por determi-
nado candidato u opción en ejercicio de 
determinado mecanismo de participación, 
o simplemente le hagan propaganda. 

Igualmente, se propone que queden prohi-
bidas las actividades de pregoneros, infor-
madores, guías y demás oficios, el día del 
debate electoral o cualquiera que tenga 
por objeto o efecto promover alguna de las 

opciones electorales. Adicionalmente que 
el desmonte de la publicidad estará a cargo 
de las candidaturas y partidos y movimien-
tos políticos. 

Dada la actual problemática de falsas no-
ticias y desinformaciones en las redes so-
ciales, se incluye el mandato para que toda 
información difundida por redes sociales 
que falte a la verdad y que tenga como ob-
jetivo desinformar a la opinión pública so-
bre la organización y resultado del proceso 
electoral, será puesta en conocimiento de 
la autoridad competente para su respecti-
va investigación. Las autoridades podrán 
decomisar le propaganda respectiva. 

g) La regulación de la ley seca

El proyecto de ley consagra el principio 
general que las disposiciones jurídicas so-
bre la materia han plasmado. Una ley seca 
desde las 6:00 p. m. del sábado anterior a 
las elecciones, hasta las 6:00 a. m. del lunes 
posterior.

h) Cargos directivos de libre nombra-
miento y remoción en la Registraduría 
Nacional del Estado Civil

La Sentencia C-230A del 6 de marzo de 
2008 de la Corte Constitucional, por medio 
de la cual se examinaron varias disposicio-
nes relativas a la Carrera Administrativa de 
la Registraduría Nacional del Estado Civil, 
expresó que todos los cargos de la entidad, 
salvo el de Registrador Nacional del Estado 
Civil y su Secretario Privado, serían de ca-
rrera administrativa. Así las cosas, quedó 
establecido que los cargos directivos del 
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nivel central serían de carrera administra-
tiva, estos son: Secretario General, Regis-
tradores Delegados, Gerentes, Directores 
Nacionales, Jefes de Oficina, Asesores del 
Despacho del Registrador Nacional del Es-
tado Civil, Registradores Departamentales 
del Estado Civil, Registrador Distrital del 
Estado Civil, Registradores Especiales del 
Estado Civil.

Esta disposición resulta contraria a los mí-
nimos mandatos de la correcta administra-
ción pública, en la medida en que el Regis-
trador Nacional del Estado Civil entrante 
no podrá contar con un equipo directivo 
del nivel central de su confianza. Las enti-
dades públicas deben ser gerenciadas con 
unos criterios de eficiencia y de exigencia, 
para los cuales la cabeza administrativa re-
quiere contar con un grupo de personas en 
las que pueda depositar toda la fe y pueda 
exigirles con tranquilidad todo el esfuerzo 
necesario. Y esto solo se logrará cuando el 
Registrador Nacional del Estado Civil pueda 
llegar al cargo con su equipo directivo del 
nivel central de su confianza, referente a 
los siguientes cargos: Secretario Privado, 
Secretario General, Registradores Delega-
dos, Gerentes, Directores Nacionales, Jefes 
de Oficina, Asesores del Despacho del Re-
gistrador Nacional del Estado Civil, Regis-
tradores Departamentales del Estado Civil, 
Registrador Distrital del Estado Civil, Regis-
tradores Especiales del Estado Civil. Por tal 
motivo, este proyecto de Ley propone este 
cambio legislativo. 

i) Cambios en la estructura de los cargos 
directivos del sector desconcentrado en 

la Registraduría Nacional del Estado Ci-

vil y reasignación de cargos

El Frente Nacional rigió en Colombia entre 
1958 y 1974, y tenía el propósito de res-
taurar la democracia, la institucionalidad y 
dotar de gobernabilidad a nuestra nación. 
Este modelo obligó a una paridad partidaria 
en los cargos públicos, lo que, obviamente, 
se vio reflejado en la entidad que organiza-
ba las elecciones y dotaba de identidad a 
los colombianos: la Registraduría Nacional 
del Estado Civil, que, por demás, su razón 
de ser desde el año 1948 fue dar garantías, 
transparencia e imparcialidad.

En ese sentido, dentro de la estructura de 
la Registraduría Nacional del Estado Civil se 
dispuso la duplicidad de los cargos directi-
vos en el sector desconcentrado. Dos dele-
gados del Registrador Nacional del Estado 
Civil en cada uno de los departamentos, 
dos registradores especiales en las ciuda-
des capitales y dos registradores en Bogo-
tá. Y para efectos de la paridad política dis-
puesta por el Frente Nacional, uno de ellos 
para el Partido Liberal y otro para el Partido 
Conservador. 

Estuvo tan arraigado este esquema en la 
Registraduría Nacional del Estado Civil que 
permaneció hasta el año 2007. En efecto, 
en este año se rompió el principio de la 
convivencia de delegados bipartidistas (li-
beral y conservador) en las delegaciones 
departamentales de la Registraduría, con 
un concurso de méritos interno en los que 
participaron y fueron designados personas 
afiliadas a otros partidos.
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Sin embargo, por un lado, desde hace más 
de cuarenta años en la vida política colom-
biana hay más partidos políticos, además 
del Liberal y el Conservador; pero por el 
otro, se ha entendido por las colectividades 
políticas que más que contar con represen-
tatividad al interior de la Registraduría, es 
más importante tener una entidad profe-
sional y ajena a esas vinculaciones políticas, 
en pro de lograr mayores garantías para 
todos. Y esto es lo que ha venido ocurrien-
do en la Registraduría Nacional del Estado 
Civil, en la medida en que las vinculaciones 
laborales no están atadas a afiliaciones po-
líticas. La entidad cuenta con un gran equi-
po de funcionarios que trabajan por los 
principios constitucionales y legales de  la 
institución, y no para proteger o defender 
las causas partidarias, como tiene que ser 
a la hora de brindar garantías a todos los 
colombianos.

Por esta razón se propone eliminar esa du-
plicidad funcional en los cargos directivos 
del sector desconcentrado de la entidad, 
y por tanto se dice en el proyecto que en 
cada circunscripción departamental habrá 
un Registrador Departamental del Estado 
Civil, de libre nombramiento y remoción, 
quien tendrá la responsabilidad y dirección 
de los procesos electorales, y supervisar las 
funciones de identificación y registro civil 
que adelantan los registradores especiales, 
municipales y locales, así como los demás 
funcionarios, lo mismo que del funciona-
miento de las dependencias de la Regis-
traduría Departamental. Que en el Distrito 
Capital de Bogotá habrá un Registrador Dis-
trital, de libre nombramiento y remoción, 

quien tendrá la responsabilidad y dirección 

de los procesos electorales, adelantar las 

funciones de identificación y registro civil 

y supervisar el cumplimiento de las funcio-

nes de los registradores auxiliares, lo mis-

mo que del funcionamiento de las depen-

dencias de la Registraduría Distrital. Que 

en cada municipio capital de departamento 

habrá un Registrador Especial, de libre y 

nombramiento y remoción, quien tendrá 

la responsabilidad y dirección de los proce-

sos electorales, adelantar las funciones de 

identificación y registro civil, lo mismo que 

del funcionamiento de las dependencias de 

la Registraduría Distrital. 

También se reconoce una realidad actual, 

con el hecho de que en cada municipio hay 

un Registrador Municipal, quien tendrá la 

responsabilidad y dirección de los proce-

sos electorales, adelantar las funciones de 

identificación y registro civil, lo mismo que 

del funcionamiento de las dependencias a 

su cargo. Finalmente, que, de acuerdo con 

las necesidades del servicio, la Registradu-

ría Nacional del Estado Civil podrá disponer 

de la designación de un Registrador Auxi-

liar para zona o localidad, quien tendrá las 

funciones de identificación y registro civil, 

además de las labores administrativas de 

sus dependencias. 

Este reconocimiento de la nueva realidad 

institucional de la Registraduría Nacional 

del Estado Civil proporciona una fortaleza 

en la prestación de sus funciones y dota de 

mejores condiciones de gestión administra-

tiva a la entidad.
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j) Ampliación de la planta de personal de 
la Registraduría Nacional del Estado Civil

Desde hace muchas décadas, la planta de 
personal de la Registraduría Nacional del 
Estado Civil es deficitaria, por lo que mu-
chas de sus dependencias no cuentan con 
suficientes funcionarios. Incluso, en la ac-
tualidad, cerca de 800 Registradurías mu-
nicipales solo cuentan con el Registrador 
municipal y ningún tipo de apoyo adicional. 

De igual manera, es importante destacar 
que la Registraduría Nacional del Estado 
Civil realiza dos funciones esenciales den-
tro del Estado, como es brindar la identi-
ficación a los colombianos y organizar los 
procesos electorales. Siendo la primera tan 
importante, que los documentos de identi-
ficación son la puerta de entrada a la perso-
nalidad jurídica y a los servicios públicos del 
Estado. Por esta razón se impone el forta-
lecimiento del talento humano en la Regis-
traduría, para mejorar su funcionamiento y 
brindar un buen servicio a los colombianos.

k) Autonomía del Consejo Nacional Elec-
toral y presencia nacional

Una de las críticas que se le han hecho a 
esta entidad es su reducida actividad en te-
máticas de control de los partidos políticos, 
de las campañas electorales, del control de 
la propaganda electoral, situación derivada 
de sus pocos recursos, de su falta de auto-
nomía administrativa y de la ausencia de 
presencia nacional.

Para solucionar esta debilidad institucional, 
en el proyecto de ley se reconoce y reitera 

el principio de la autonomía técnica, ad-
ministrativa, financiera y presupuestal del 
Consejo Nacional Electoral, por virtud del 
cual deberá contar con un soporte admi-
nistrativo, una planta de personal propia 
y unas condiciones autónomas de gestión. 
Se dispone también que sus recursos serán 
gestionados por la entidad, para lo cual dis-
pondrá de la correspondiente planta admi-
nistrativa.

Para lograr una actividad nacional en sus 
funciones misionales, se dispone en el 
proyecto de ley que el Consejo Nacional 
Electoral contará con sedes en los departa-
mentos del país, y con una planta de fun-
cionarios en cada una de ellas, para atender 
las funciones constitucionales y legales que 
le corresponden, en particular aquellas de 
inspección y vigilancia de partidos y movi-
mientos políticos, así como el desarrollo de 
las campañas electorales de las agrupacio-
nes políticas. Igualmente, que el Gobierno 
nacional reglamentará lo necesario para la 
implementación de esta disposición.

l) Control electoral del Ministerio Público

En el año 2002 la Procuraduría General de 
la Nación amplió sus labores de presencia y 
control en los procesos electorales. A par-
tir de ese año intervino activamente en los 
escrutinios adelantados ante el Consejo Na-
cional Electoral y pidió la exclusión de una 
gran cantidad de votos, cuando demostró 
un alto número de casos de suplantación 
de electores en muchos sitios del país. Fue 
muy importante su actividad cuando en ese 
mismo año formuló, por primera vez, una 
demanda de nulidad electoral contra la 
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elección de Senado de la República y cues-

tionó los resultados de cerca de diez mil 

mesas de votación por diferentes proble-

máticas electorales.

Desde esa época, la Procuraduría General 

de la Nación viene adelantando un acom-

pañamiento y una intervención preventiva 

y sancionatoria con relación a los procesos 

electorales, con grandes resultados en el 

terreno de las garantías constitucionales.

A través de la Comisión Nacional de Con-

trol y Asuntos Electorales, con un grupo 

permanente de funcionarios de diferentes 

disciplinas, conocedores y comprometidos, 

viene adelantando labores preventivas y de 

permanente acompañamiento en la orga-

nización de los comicios, y de coordinación 

con las demás instancias del Ministerio Pú-

blico para contar con una presencia nacio-

nal, departamental y municipal. Su labor ha 

sido reconocida por los propios partidos y 

movimientos políticos y por la ciudadanía 

en general.

Por esta razón, no se entendería cómo en el 

Código Electoral no se incluyera una dispo-

sición que reconociera explícitamente las 

funciones preventivas y sancionatorias del 

Ministerio Público en la temática electoral. 

Se dispone en el proyecto de Código Elec-

toral que el Ministerio Público en las actua-

ciones administrativas y procedimientos 

sancionatorios establecidos en la presente 

ley será ejercido por la Procuraduría Gene-

ral de la Nación, a través de la Comisión Na-

cional de Control y Asuntos Electorales, con 

el apoyo de las demás dependencias del ór-

gano de control, así como de la Defensoría 
del Pueblo y de las Personerías municipales.

Y se precisa, en particular con lo electoral, 
que refleja el postulado general constitu-
cional según el cual el Procurador General 
de la Nación dispondrá lo necesario ten-
diente a organizar la intervención del Mi-
nisterio Público, con el fin de garantizar la 
función preventiva y de intervención en los 
procesos electorales.

m) De la promoción de la democracia y 
la participación ciudadana

La Registraduría Nacional del Estado Civil, 
por medio del Centro de Estudios en De-
mocracia y Asuntos Electorales (CEDAE), 
adelantará proyectos para promover la 
participación electoral y para fortalecer la 
democracia en Colombia; entre otros, me-
diante programas dirigidos a los niños y 
jóvenes que promuevan los valores cívicos 
y democráticos. Además, la Registraduría 
Nacional del Estado Civil incluirá dentro del 
material electoral de las votaciones diplo-
mas electorales personalizados para ser en-
tregados a aquellos ciudadanos que esta-
rán por primera vez habilitados para votar, 
como un mecanismo para promover la par-
ticipación ciudadana en las urnas y como un 
estímulo a aquellos que se encuentran en 
posibilidad de votar por primera vez.

Por su parte, el Consejo Nacional Electoral 
diseñará e implementará programas de for-
mación y estímulos dirigidos a los partidos 
y movimientos políticos, para promover la 
democratización interna, la organización 
administrativa de los registros de votantes, 
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los mecanismos de consultas internas y la 
capacitación de los miembros de partidos 
políticos.

Adicionalmente, será responsabilidad del 
Gobierno nacional incluir dentro de los 
programas educativos de las instituciones 
docentes del país en todos los niveles, cá-
tedras cívicas y democráticas, promoción 
de la convivencia, y serán complementarios 
de los programas de elecciones de los per-
soneros estudiantiles.

De igual manera, el Gobierno nacional brin-
dará todo el apoyo presupuestal necesario 
para el desarrollo de estas actividades de 
la Organización Electoral, que contribuirán 
al mejoramiento de las condiciones de vida 

en sociedad y democráticas de los colom-
bianos.

Como se ha podido observar, el proyecto 
de Código Electoral no solamente significa 
la actualización de muchas instituciones re-
ferentes a las disposiciones regulatorias del 
proceso electoral, sino también implemen-
ta reglamentación para nuevas realidades y 
mejora sustancialmente el ejercicio de las 
competencias de las autoridades de la Or-
ganización Electoral. Se presenta, además, 
como una propuesta de discusión, para que 
sea comprendida y aprobada por el Con-
greso de la República, porque Colombia 
necesita un estatuto electoral actualizado y 
conforme a los nuevos lineamientos y exi-
gencias
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LA FORMACIÓN ELECTORAL  
ENTRE LO VIRTUAL  
Y LO PRESENCIAL 

Diego Alonso Ovalle Bernal1

RESUMEN

Constitucionalmente el proceso electoral colombiano se ha de-
sarrollado en dos instancias, estas conocidas como ordinaria y 
las nuevas elecciones o atípicas; adicionalmente, la promoción y 
protección del derecho a la participación democrática, tal como 
lo establece la nueva Ley 1757 del 6 julio de 20152, que busca que la 
ciudadanía cuente con herramientas constitucionales que le per-
mitan acceder a los mecanismos de participación ciudadana, es-
tos conocidos como referendo, iniciativa legislativa y normativa, 
plebiscito, consultas populares, asamblea constituyente y cabildo 
abierto.

Los grandes avances en materia de comunicaciones, plataformas 
multimedia, métodos de aprendizaje interactivos y con los cam-
bios que se materialicen como las nuevas herramientas presen-
ciales, implicarán procesos de formación dinámicos, en relación 
con sus actuaciones y requisitos, lo que cada actor del proceso 
electoral debe saber en relación con su caracterización.

Por consiguiente, la relevancia en materia de capacitación cruza-
da o transversal dirigida a todos los actores, nos lleva a plantear 
la hipótesis entre lo virtual y lo presencial, bondades compartidas, 
riesgos inherentes propios de cada opción, y la incorporación de 
herramientas tecnológicas para el manejo de la información, he-
rramientas para el buen desempeño en las diferentes actividades 
donde así lo amerite la sociedad digital del siglo XXI.

1 Economista – Universidad Jorge Tadeo Lozano. Especialista en Derechos Humanos 
– Escuela Superior de Administración Pública (ESAP). Delegado del señor Registra-
dor Nacional en el departamento del Casanare. daovalle@registraduria.gov.co. 

2 Ley estatutaria 1757 de 2015. (Julio 6). “Por la cual se dictan disposiciones en mate-
ria de promoción y protección del derecho a la participación...”.
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SUMMARY

Constitutionally the Colombian electoral process has developed 
in two instances, these are known as ordinary and the new or 
atypical elections, additionally the promotion and protection of 
the right to democratic participation, as established by the new 
Law 1757 of July 6, 2015, which It seeks that the citizens have 
constitutional tools that allow them to access the mechanisms of 
citizen participation, these known as the Referendum, Legislative 
and Regulatory Initiative, Plebiscite, Popular Consultations, Cons-
tituent Assembly and Open Town Hall.

The great advances in the field of communications, multimedia 
platforms, interactive learning methods and with the changes 
that materialize as the new face-to-face tools, will involve dyna-
mic training processes, in relation to their actions and require-
ments, which each actor of the electoral process must know, in 
relation to its characterization.

Therefore, the relevance of cross-training or cross-cutting addres-
sed to all actors leads us to raise the hypothesis between virtual 
and face-to-face, shared benefits, inherent risks of each option, 
and the incorporation of technological tools for management of 
information, tools for good performance in the different activities 
where the digital society of the 21st century deserves it.

PALABRAS CLAVES

Sufragantes, capacitación, virtual, presencial, transversal, 
módulo, mito, reto, interfaces, educación, capacitación, psicolo-
gía cognitiva, plataformas, neologismo.

KEYWORDS

Sufragants, training, virtual, face-to-face, transversal, module, 
myth, challenge, interfaces, Education, training, cognitive psy-
chology, platforms,
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LA FORMACIÓN 
ELECTORAL ENTRE 
LO VIRTUAL Y LO 

PRESENCIAL 

INTRODUCCIÓN

La formación o capacitación3 se define 

como el conjunto de actividades didácticas, 

orientadas a ampliar el conocimiento, habi-

lidades y aptitudes de las personas que van 

a desempeñar una función o labor determi-

nada, entrenamiento que permite tener un 

mejor desempeño en los diferentes roles 

o funciones asignadas, adaptándose a las 

exigencias cambiantes del entorno y de la 

actualidad en normativas y procedimientos 

relacionados con el proceso electoral.

Capacitar a todos los actores del proceso 

electoral se convertirá en un gran reto en 

las elecciones de autoridades locales 2019, 

donde se inscribirán aproximadamente 

120.000 candidatos y se elegirán más de 

20.000 cargos de elección de autoridades 

locales, 2.000.000 de ciudadanos aptos 

como jurados de votación y de los cuales se 

designarán aproximadamente 759.000 que 

actuarán en representación de la sociedad 

civil, alrededor de 500.000 testigos elec-

torales que representarán a los partidos y 

movimientos políticos, 120.000 miembros 

activos de la Fuerza Pública apoyarán el 

evento electoral y un total aproximado de 

más de 33.000 supernumerarios serán con-

tratados y 3.400 funcionarios de planta de 

3	 	https://conceptodefinicion.de/capacitacion.

la Registraduría Nacional del Estado Civil 
liderarán este proceso. 

Por lo tanto, contar con ciudadanos repre-
sentantes de la sociedad civil, candidatos, 
funcionarios y todos los actores del pro-
ceso electoral que conozcan cómo deben 
actuar, qué deben hacer, con transparen-
cia e imparcialidad se logrará motivando y 
facilitando que se apropien del saber y del 
hacer, renovando conocimientos para éxi-
to de la democracia.

Artículo 40. Todo ciudadano tiene de-
recho a participar en la conformación, 
ejercicio y control del poder político. 
Para hacer efectivo este derecho puede: 
... Constituir partidos, movimientos y 
agrupaciones políticas sin limitación al-
guna; formar parte de ellos libremente 
y difundir sus ideas y programas4.

De ahí la importancia de este artículo, tal 
como lo menciona Carlos Antonio Coronel 
en su libro5: “Esta forma de administración 
del poder político, ha dejado relegada la ins-
trumentación que formalmente brinda el 
modelo de democracia representativa, razón 
para desplegar esfuerzos para fortalecer los 
sistemas educativos y de información ante 
la carencia de un sistema de información 
que permita reflejar el alcance y resultados 
de ejercicios participativos, especialmente 
desde el ámbito local; sin información que 
permita adelantar análisis cualitativos y 
cuantitativos, será difícil producir trabajos 

4 www.constitucioncolombia.com/titulo-2/capitulo-1/articu-
lo-40.

5	 CORONEL,	HERNÁNDEZ,	Carlos	Antonio	(2019).	Retos	de	
la	participación	en	el	posconflicto.
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que motiven y ayuden a construir cultura 

participativa”. 

Así referidos a la difusión del conocimiento, 

entrenamiento y formación electoral, con 

el objetivo se logrará con una mayor parti-

cipación ciudadana y una mejor represen-

tación de sus organizaciones. La gestión 

de educación y promoción constructiva de 

los derechos y obligaciones que demanda 

el ejercicio de una participación responsa-

ble, es capital en la medida que involucra, 

no solo al Estado, sino a todos los actores 

políticos y sociales.

LOS PROCESOS DE 
FORMACIÓN Y LA 

PEDAGOGÍA6

Es el saber propio de las maestras y los 

maestros, ese saber que les permite orien-

tar los procesos de formación de los estu-

diantes. Ese saber que se nutre de la histo-

ria que nos da a conocer propuestas que los 

pedagogos han desarrollado a lo largo de 

los siglos, pero que también se construye 

diariamente en la relación personal o cole-

giada sobre lo que acontece diariamente 

en el trabajo con alumnos y colegas, sobre 

los logros propuestos y obtenidos, sobre 

las metodologías más apropiadas para con-

seguir desarrollo humano y la construcción 

de la nueva Colombia a medida que se de-

sarrollan los proyectos pedagógicos y las 

demás actividades de una sociedad partici-

pativa y democrática.

6  https://www.mineducacion.gov.co/1621/article-80185.htm.

El saber pedagógico se produce perma-
nentemente cuando la comunidad edu-
cativa investiga el sentido de lo que hace, 
las características de aquellos y aquellas a 
quienes enseña, la pertinencia y la trascen-
dencia de lo que enseña. La pedagogía lleva 
al maestro a percibir los procesos que suce-
den a su alrededor y a buscar los mejores 
procedimientos para intervenir de manera 
crítica e innovando en ellos.

Teniendo en cuenta los resultados obte-
nidos durante los diferentes procesos de 
capacitación electoral, se busca realizar un 
análisis de los aprendizajes y de los ajustes 
que han sido necesarios para alcanzar un 
mayor análisis y comprensión, y que en la 
práctica se obtengan mejores resultados. 
Esto con el fin de reconocer los errores, 
realizar ajustes y la necesidad de estar 
abiertos a las dinámicas nuevas.

Basados en los modelos pedagógicos an-
teriores, cátedra magistral y valorando los 
múltiples errores presentados desde el 
punto de los procedimientos que deben 
realizar los jurados de votación en el de-
sarrollo de sus funciones, como son la de 
atender a los ciudadanos, identificarlos 
y básicamente realizar los escrutinios de 
mesa, que inician con conocer el número 
de sufragantes y contar los votos para es-
tablecer si presentan equilibrio o nivelación 
de mesa, clasificar los votos de acuerdo a 
los criterios establecidos y adicionalmente 
partiendo de la apatía y la inasistencia de 
los jurados de votación en las respectivas 
capacitaciones. Se elabora una nueva me-
todología teniendo en cuenta la posibilidad 
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de cambios en la metodología, formula-

rios y procedimientos, para ello se tuvo en 

cuenta el estudio de diferentes modelos 

pedagógicos, tales como:

En el modelo conductista hay una fijación 

y control del logro de los objetivos, trans-

misión parcelada de saberes técnicos, me-

diante un adiestramiento experimental, 

cuyo fin es modelar la conducta.

En el modelo desarrollista, el maestro crea 

un ambiente estimulante que facilita al 

capacitando su acceso a las estructuras 

cognoscitivas, la meta de este modelo es 

lograr que se acceda progresiva y secuen-

cialmente a la etapa superior del desarrollo 

intelectual y de acuerdo a las necesidades 

de cada uno. 

Para el proceso pedagógico actual se fu-

sionaron los dos modelos en uno, el cual 

logra conducir mediante un marco teórico 

que consolida los conceptos y a través del 

desarrollo de la práctica –con pendones y 

un taller– se concretan los objetivos de la 

capacitación, y por medio del cuestionario 

se resuelven las dudas sobre los procedi-

mientos electorales.

El proyecto pedagógico de capacitación 

dirigido a los jurados de votación, se moti-

vó en gran medida por los errores que co-

menten los jurados en la clasificación de los 

votos y en el diligenciamiento de las actas, 

errores que desvirtuaban el verdadero re-

sultado de la decisión del pueblo deposita-

da en las urnas.

EL MODELO PEDAGÓGICO 
– “APREHENDER 

HACIENDO”

En el año 2010 nació la idea de hacer más 
partícipes a los jurados de votación, con 
la nueva pedagogía denominada “apre-
hender haciendo” en donde por medio de 
ejercicios tuvieran la posibilidad de tomar 
decisiones basadas en los conceptos pre-
viamente explicados. El ejercicio que se 
desarrolló tenía dos etapas. La primera, un 
marco teórico; y la segunda, un taller prác-
tico, en donde los jurados, con formatos de 
borrador para contar los votos, clasificaban 
las tarjetas electorales (prediligenciadas) 
que se presentaban en la pantalla, y lue-
go transcribían el resultado a las actas de 
escrutinio, para así evaluar los resultados, 
como ejercicio controlado. 

El nuevo modelo de capacitación a jurados 
de votación se desarrolló teniendo en cuen-
ta la apatía que presentaban los ciudada-
nos designados, en la medida que como se 
repetían los nombramientos, cada proceso 
se convertía en una repetición del marco 
teórico de manera magistral. 

Basados en la teoría de Knowles7, se esta-
blecen 6 postulados relacionados con la 
motivación en el aprendizaje de adultos:

• Necesidad de saber. Los adultos nece-
sitan conocer la razón por la que se 
aprende algo.

7 Malcolm Shepherd Knowles (24 de agosto de 1913-27 de 
noviembre de 1997) fue un docente estadounidense que se 
dedicó a la anagogía. Famoso por la adopción de la teoría 
de anagogía; inicialmente el término fue acuñado por el do-
cente alemán Alexander Kapp.
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• Autoconcepto del individuo. Los adul-
tos necesitan ser responsables por sus 
decisiones en términos de educación, e 
involucrarse en la planeación y evalua-
ción de su instrucción.

• Experiencia previa (incluyendo el error). 
Provee la base para las actividades de 
aprendizaje.

• Prontitud en aprender. Los adultos es-
tán más interesados en temas de apren-
dizaje que tienen relevancia inmediata 
con sus trabajos o con su vida personal.

• Orientación para el aprendizaje. El 
aprendizaje de adultos está centrado 
en la problemática de la situación, más 
que en los contenidos.

• Motivación para aprender. Los adultos 
responden mejor a motivadores inter-
nos que a motivadores externos.

Lo cual conllevó a la realización de labora-
torios pedagógicos que evaluaron las difi-
cultadas tanto de los votantes como de los 
jurados, y para estos últimos en cuanto a 
la clasificación de los votos y el diligencia-
miento de las actas de escrutinio.

El proceso electoral colombiano necesitaba 
de herramientas pedagógicas actualizadas 
que permitieran interactuar a los ciudada-
nos nombrados como jurados, y tener así 
una apropiación de los procedimientos apli-
cados a los escrutinios de mesa.

La inducción se basa en desarrollar un ejer-
cicio, simulando mesas de votación confor-
madas por seis jurados, en donde ellos inte-

ractuarán haciendo un trabajo en equipo y 

tomando decisiones al respecto.

Para este ejercicio tendrían a su disposición 

modelos de tarjetas electorales premar-

cadas y actas de escrutinio que deberían 

diligenciar de acuerdo a los resultados del 

ejercicio controlado.

1. Marco teórico, desarrollo de los concep-

tos electorales y procedimientos. El cual 

debe ser llevado a cabo en máximo 20 

minutos, para un valor absoluto del 30%.

2. Clínica o práctica con pendones, espacio 

donde los jurados de votación interac-

túan con el grupo, realizan marcaciones 

en los pendones de la tarjeta electoral, 

borrador para contar los votos y acta 

de escrutinio, en este espacio pondrán 

en práctica los conceptos de marcación 

de las tarjetas electorales, se resolverán 

dudas. Tiempo máximo: 10 minutos; 

prueba que aporta el 20%.

3. Taller de ejercicio controlado, realizan-

do una simulación del escrutinio de 

mesa, donde los jurados realizarán la 

nivelación de la mesa, contabilizarán y 

clasificarán los votos que se encuentran 

premarcados y trasladarán los resulta-

dos a las actas de escrutinio Formulario 

E-14. Material utilizado: se utilizan 20 

tarjetas de alcalde y 20 tarjetas de con-

cejo y 20 de JAL, borrador para contar 

los votos y sus respectivas actas de es-

crutinio. Tiempo máximo: 20 minutos; 

para un valor absoluto del 30%.
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4. Espacio de preguntas, el capacitador 
realizará un set de preguntas al audito-
rio, para que sean resueltas por un solo 
jurado, como ejercicio de retroalimen-
tación. Tiempo máximo: 10 minutos; 
prueba que aporta el 20%.

5. Evaluación, se observará el diligencia-
miento de las actas, su resultado y se 
retroalimentará motivando a los jura-
dos por su participación.

PLATAFORMA DEL 
SISTEMA INTEGRAL 
DE CAPACITACIÓN 
ELECTORAL (SICE)

El desarrollo de este ejercicio pedagógico 
ha demostrado avances desde el punto de 
vista del manejo de conceptos, su reafirma-
ción y la consolidación, reducción de la apa-
tía en las capacitaciones, motivados por la 
composición del ejercicio teórico-práctico, 
la puesta a prueba con el descenso de erro-
res en la transcripción de resultados en las 
actas de escrutinio, demostrando así la vo-
luntad del pueblo expresada en las urnas.

La nueva plataforma SICE (Sistema Integral 
de Capacitación Electoral) es una iniciativa 
soportada en dos pilares fundamentales: 
pedagogía y verificación de noticias falsas. El 
SICE es un esfuerzo liderado por la Regis-
traduría Nacional del Estado Civil y las ins-
tituciones que hacen parte de la logística 
para la organización de los procesos elec-
torales en Colombia. Si usted pertenece a 
alguna de esas instituciones y requiere co-
nocer el rol que desempeña antes, durante 

o después de las elecciones, aquí encontra-
rá contenidos pedagógicos al respecto8.

Este sistema está orientado a divulgar por 
medio de infografía, videos y en un mapa 
conceptual cómo se desarrollan las diferen-
tes actividades de los actores principales 
del proceso electoral, tales como: 

• Grupos significativos de movimientos 
sociales y promotores del voto en blan-
co.

• Partidos y movimientos políticos.

• Funcionarios de la Registraduría.

• Ciudadanos electores.

• Jurados de votación.

• Delegados de puesto

• Testigos electorales.

• Observadores electorales.

• Fuerza Pública

• Comunidad indígena.

En el recorrido por la plataforma se en-
cuentran los requisitos básicos que deben 
seguir cada uno de los actores, las meto-
dologías de las infografías que conducen a 
interactuar en los diferentes aplicativos, el 
ABC Encuestas, Cuentas Claras.

Una de las maneras de comprobar los resul-
tados positivos es la interacción de todos y 
cada uno de los actores; el conocimiento del 

8 	https://www.registraduria.gov.co/.
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proceso afina hacia la reducción de tiempos 
en el escrutinio de mesa, en el excelente 
diligenciamiento de las actas de escrutinio 
y por ende en la disminución del margen 
de error, lo que se ve reflejado ostensible-
mente en la transmisión de los resultados 
y en una dinámica de transparencia en los 
escrutinios.

 LOS LABORATORIOS 
PEDAGÓGICOS 

Los laboratorios pedagógicos aportan me-
joras al proceso electoral, en la medida en 
que se unifican criterios, vivencias y se plas-
man en formatos y procedimientos para 
todos los actores del proceso. 

En estos laboratorios se debe contar con 
tres elementos claves para la sostenibili-
dad de la experiencia pedagógica: Talento 
humano, material pedagógico y la aplicación 
del modelo en todos los eventos de capaci-
tación. Pero, aparte de estos elementos, 
deberíamos añadir otro más que constitu-
ye un criterio esencial: evaluar la calidad de 
cada capacitación.

Con el desarrollo de este ejercicio peda-
gógico hemos mejorado la participación 
efectiva de los jurados de votación, así 
como su motivación, aplicando la toma 
de decisiones de manera colegiada, traba-
jando en equipo, resolviendo en gran me-
dida las dudas de procedimientos, y es así 
como se han ampliado y universalizado los 
conceptos electorales de una manera más 
comprensiva, didáctica y motivadora, sin 
olvidar que siempre el capacitador debe es-

tar dispuesto a reconocer las necesidades 
de sus aprendices, y así mismo realizar los 
ajustes necesarios para lograr el objetivo 
buscado.

En contexto, los ejercicios de capacitación 
a jurados y a otros actores del procesos 
electoral, ponen en práctica la interacción 
con elementos reales como son las tarje-
tas electorales, formularios electorales, 
acta de instalación y registro de sufragan-
tes, el acta de escrutinio (Formulario E-14), 
para materializar conceptos electorales en 
el escrutinio de mesa, lo cual implica que 
los procedimientos fueron asimilados en 
conjunto, mejorando ostensiblemente los 
resultados reales en el día de la elección y 
la reducción en gran proporción de los erro-
res cometidos por falta de práctica. 

LA EDUCACIÓN VIRTUAL 
COMO PUERTA AL 

MUNDO

Con el paso de los años los avances tec-
nológicos han tomado fuerza y generado 
otras formas de ver el mundo. La diversión, 
la comunicación y la educación son algunos 
de los aspectos transformados por la tec-
nología. El aprendizaje, por ejemplo, pasó 
de la tiza al marcador, y del marcador a lo 
táctil. Aunque los salones permanezcan, la 
fuerza tecnológica cambiará los pupitres 
por calles, las aulas por cielo y los tableros 
por paisajes.

“La perspectiva se diversificará. Los salones 
ya no serán el único espacio para el aprendi-
zaje, sino que la ciudad se convertirá en un 
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laboratorio, el mundo será un laboratorio”, 
explica Gloria Figueroa, directora del pro-
grama UPB Virtual9.

CIFRAS REVELADORAS DE 
LA EDUCACIÓN VIRTUAL

¿Sabías que en Estados Unidos el año 
pasado el 83% de las personas interesadas 
en oportunidades de educación continua 
tomó un curso en línea?, o , ¿que el 68% 
de su audiencia de aprendizaje es mayor 
de 40 años? Hay un cambio de mentalidad 
bastante significativo que solo ocurre en la 
educación en línea; sin embargo, muchas 
organizaciones se encuentran atadas a una 
vieja manera de pensar acerca de cómo dar 
conocimiento. El mundo, la movilidad de 
las personas y de la información está cam-
biando.

Así va la educación virtual en Colombia

Se podría decir que en Colombia existen 
tres tipos de modalidades para acceder a 
la educación superior: La presencial, que 
es aquella en la que el estudiante va a una 
planta física y tiene unos horarios limita-
dos. A distancia, común en aquellos sitios 
donde no hay universidades y que mezcla 
la visita de tutores a esas zonas con el tra-
bajo a través de plataformas tecnológicas. 
Y, finalmente, está la virtual, que es la más 
reciente, y brinda la posibilidad de estudiar 
de manera online en su totalidad.

Según los datos publicados por el Ministe-
rio de Educación Nacional, se muestra una 

9  https://co.linkedin.com/in/gfigueroao.

tasa de crecimiento en el número de matrí-
culas de educación superior desde el 2011 
(13,6%) hasta el 2014 (90%). En 2015 se mo-
deró, pero en 2016 volvió a repuntar hasta 
llegar a 98,9%.

VENTAJAS Y DESVENTAJAS 
DE LA EDUCACIÓN 

VIRTUAL Y PRESENCIAL

La llegada del Internet nos ha abierto las 
puertas en muchos aspectos, entre ellos, 
la educación. Las oportunidades para estu-
diar se han ampliado gracias a que la educa-
ción tradicional ha avanzado a la educación 
virtual, pero… ¿esta modalidad es buena?, 
¿tiene beneficios?, ¿sigue siendo mejor la 
educación tradicional? Contemplemos los 
pros y los contras de cada opción.

Educación virtual. Ventajas

–  Puedes estudiar en cualquier momento  
y lugar, solo necesitas conexión a Inter-
net.

–  Tienes acceso al contenido durante las 
24 horas del día, permitiendo adaptar 
el estudio a la disponibilidad de tiempo 
que tengas.

–  Hacer buen uso de las ayudas didácticas 
y audiovisuales aumentan la calidad del 
aprendizaje.

–  Ahorras tiempo y dinero, ya que no re-
quieres desplazamientos.

–  Ampliación del margen de cobertura, eli-
minando las barreras de lugar y tiempo, 
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permitiendo estudiar en otra ciudad, in-

cluso, ¡otro país!

–  Brinda más oportunidades para analizar 

la información que se está recibiendo o 

repetir lecciones en caso de ser necesa-

rio.

–  La educación virtual facilita el trabajo 

colaborativo; el acceso a chats, debates 

y prácticas en las plataformas enrique-

cen los conocimientos.

Educación virtual. Desventajas

–  La pasividad con la que se pueda afron-

tar este método de estudio, ya que se 

puede percibir como algo “más fácil”.

–  Inexistencia de una estructura pedagó-

gica completa, con procesos cognitivos 

y técnicas de aprendizaje.

–  Crea una brecha en la relación alumno/

maestro, rompiendo los lazos humanos 

que se puedan generar.

–  Puede resultar desconcertante para 

personas que aprecien el contacto per-

sonal y que se ven beneficiados de las 

relaciones afectivas.

–  La disciplina y constancia que se requie-

ren en la formación a distancia es ma-

yor.

–  Una mala conexión de Internet, falen-

cias en el equipo o material de trabajo 

pueden generar retrasos e interrupcio-

nes.

Educación presencial. Ventajas 

–  El intercambio de conocimiento entre 

profesor/alumno aumenta la motiva-

ción entre los educandos.

–  Los profesores pueden aplicar técnicas 

específicas al tener un mayor conoci-

miento de su grupo de estudiantes.

–  Las clases pueden ser más didácticas y 

prácticas, lo que se traduce en un ma-

yor interés y disposición para recibir la 

clase.

–  Es más eficiente, al no depender de un 

correcto funcionamiento de herramien-

tas de audio o video para iniciar una cla-

se.

–  El sentido de pertenencia y el compa-

ñerismo aportan a un clima estudiantil 

sano, generando una implicación emo-

cional mayor.

–  Se refuerzan los valores éticos, apor-

tando un crecimiento no solo intelec-

tual, sino personal.

Educación presencial. Desventajas

–  Cuando los grupos de estudiantes son 

numerosos, las técnicas de enseñanza 

pueden presentar falencias, generando 

distracciones en el estudiante.

–  El tiempo de desplazamiento y factores 

ajenos como el mal clima, generan una 

mayor inversión en tiempo y dinero.
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–  La rigidez en el cumplimiento de hora-

rios puede afectar la buena disponibili-

dad del estudiante para recibir informa-

ción.

–  Limita las posibilidades de estudio a 

personas con discapacidad física, que 

vivan en lugares remotos o recursos li-

mitados.

–  Se pueden presentar conflictos perso-

nales entre los participantes a las cla-

ses, afectando el ambiente en el aula de 

clase.

–  Las eventualidades presentadas por 

anormalidades académicas afectan el 

plan de estudios de los alumnos.

EL CONTEXTO DE 
UNA SOCIEDAD EN 

CONSTANTE EVOLUCIÓN

La educación a distancia tiene un carácter 
innovador, por su método, por su flexibili-
dad para facilitar cualquier tipo de apren-
dizaje y responder a las demandas más va-
riadas, por el uso intensivo de los medios 
de comunicación y las nuevas tecnologías 
de la información, por su economía de es-
cala y porque exige el compromiso perso-
nal con el autoaprendizaje, que es a la vez 
condición y objetivo de toda formación de 
calidad. En definitiva, se ve en ella una ca-
pacidad especial para contribuir a los obje-
tivos de toda política educativa, principal-
mente, gracias a la flexibilidad, autonomía 
e innovación de este sistema en todos sus 
órdenes.

A la educación a distancia se le abre así un 

importante reto: satisfacer el derecho que 

toda persona tiene de acceder a la enseñan-

za en cualquier etapa de su vida y de acuer-

do a sus necesidades o intereses. Favorecer 

el planteamiento constantemente referido 

de “pensar globalmente y actuar localmen-

te”, ya que la formación no estará condicio-

nada por el factor espacial ni temporal. Tra-

ta de ir consolidando valores universales, a 

la vez que potencia las culturas específicas 

de cada lugar. Favorecer, en definitiva, la 

responsabilidad de cada alumno, pues será 

él mismo el auténtico gestor de su proceso 

formativo. En este nuevo diseño de educa-

ción, la educación a distancia responde con 

mayor flexibilidad y posibilidades de éxito a 

las necesidades de educación de cada indi-

viduo, independientemente de su situación 

personal, profesional, social.

LAS REDES SOCIALES 
Y LA REGISTRADURÍA 

NACIONAL

Son espacios en Internet que permiten in-

teractuar con una o muchas personas a la 

vez, aun cuando se encuentren a una larga 

distancia. Al principio, muchos se pregunta-

ban para qué sirven las redes sociales, hoy 

en día son una herramienta básica que, in-

cluso, las escuelas están preocupadas por 

utilizar.
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1. Facebook10

Por supuesto, en primer lugar, no podía 
faltar el gigante en este sector. Desde su 
primera aparición en el año 2005, Facebook 
ha logrado consolidarse como la red social 
más popular de todo el planeta, además de 
ser la más utilizada en el mundo. A día de 
hoy, con base en los usuarios activos men-
suales, cuenta con la impresionante cifra de 
1.900 millones de usuarios registrados.

2. WhatsApp11

Pero el bueno de Marck Zuckerberg, que 
no se conforma con poco, precisamente, 
decidió comprar en febrero de 2014 el po-
pular servicio de mensajería WhatsApp. A 
día de hoy, esta sencilla plataforma, que 
con el tiempo ha ido convirtiéndose en una 
herramienta cada vez más completa, cuen-
ta con nada menos que con 1.200 millones 
de usuarios.

3. YouTube12

La plataforma por excelencia de contenido 
en video ha sufrido una importante revo-
lución en los últimos años, y con el auge 
de los youtubers, el servicio de Google ha 
logrado situarse en la tercera posición de 
este ranking de redes sociales –sí, YouTube 
es una red social–, con una nada desdeña-
ble cifra de 1.000 millones de usuarios alre-
dedor de todo el planeta.

10  https://es-la.facebook.com › Lugares › Bogotá › Organiza-
ción gubernamental.

11	 https://www.registraduria.gov.co/-Redes-Sociales,4329-.
html.

12	 https://www.youtube.com/channel/UCefNgqL-vZe2i-
3dkhwRNuUA.

Tal es el avance y crecimiento que ha experi-
mentado YouTube que, a día de hoy, es una 
de las plataformas mundiales que ha pasa-
do a ser la herramienta, incluso publicitaria, 
de muchos artistas. Prueba de ello es que 
una gran cantidad de compositores y can-
tantes optan por crear sus propios canales 
allí, para así dar a conocer sus videoclips y 
toda aquella información que pueda serles 
de interés a sus fans o a la prensa.

4. Messenger

Quienes pensaban que Facebook se con-
formaría con ocupar las dos primeras po-
siciones de este ranking, se equivocaban y 
mucho. Aunque en un principio nacía como 
una herramienta incluida en la propia red 
social, con el paso del tiempo Messenger 
fue convirtiéndose en una plataforma in-
dividual, y parece que la jugada no les ha 
salido mal del todo. ¿El resultado? 1.000 mi-
llones de usuarios activos, y subiendo.

Por primera vez, este 9 de marzo, en Co-
lombia, los ciudadanos podrán conocer los 
resultados de preconteo desde sus disposi-
tivos móviles, lo que les permitirá tener la 
información en tiempo real y de una mane-
ra ágil.

5. Instagram

La red social de imágenes por excelencia 
tampoco podía faltar en este ranking. Face-
book decidió comprar Instagram en el año 
2012, y desde entonces todo ha sido alegría 
para la compañía de Marck Zuckerberg. Al 
día de hoy, esta plataforma cuenta con 600 
millones de usuarios activos.
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6. Twitter

Aunque no está pasando por su mejor mo-
mento, Twitter se resiste a abandonar el 
top de redes sociales más utilizadas. La pla-
taforma de microblogging, que con el paso 
de los años no ha dejado de integrar nuevas 
características y posibilidades, cuenta al día 
de hoy con 319 millones de usuarios.

APLICACIÓN MÓVIL DE 
LA REGISTRADURÍA PARA 

RESULTADOS DE LAS 
ELECCIONES

Los colombianos interesados en seguir la 
información que entrega la Registraduría 
Nacional del Estado Civil el día de las elec-
ciones a partir de las 4 de la tarde, lo podrán 
hacer a través de sus celulares o tabletas.

 Solo se debe ingresar al Play Store o App 
Store y descargar la aplicación que se en-
cuentra digitando “Registraduría” o “Elec-
ciones Colombia”. Una vez instalada se 
podrá ingresar y conocer los resultados del 
preconteo.

Los colombianos desde hoy pueden descar-
gar la aplicación, pero solo el domingo a las 
4 de la tarde se empezarán a conocer los 
resultados.

STREAMING

La retransmisión (en inglés, streaming o 
transmisión, transmisión por secuencias, 
lectura en continuo, difusión en continuo 
o descarga continua) es la distribución di-
gital de contenido multimedia a través de 

una red de computadoras, de manera que 

el usuario utiliza el producto a la vez que se 

descarga. La palabra retransmisión se re-

fiere a una corriente continua que fluye sin 

interrupción, y habitualmente a la difusión 

de audio o video.

Este tipo de tecnología funciona mediante 

un búfer de datos que va almacenando el 

flujo de descarga en la estación del usuario 

para inmediatamente mostrarle el material 

“bajado”. Esto se contrapone al mecanis-

mo de descarga de archivos, que requiere 

que el usuario baje los archivos por comple-

to para poder acceder al contenido.

La retransmisión requiere de una conexión 

por lo menos de igual ancho de banda que 

la tasa de transmisión del servicio. La re-

transmisión de video por Internet se popu-

larizó a fines de la década de 2000, cuando 

la contratación del suficiente ancho de ban-

da para utilizar estos servicios en el hogar 

se hizo lo suficientemente barato.

La retransmisión por Internet puede ser en 

diferido, es decir, de contenido previamen-

te grabado, como una película de algún ser-

vicio de video bajo demanda. La retransmi-

sión también se puede realizar en directo, 

es decir, la difusión de contenido en tiempo 

real a través de Internet. La retransmisión 

en directo requiere de una fuente de gra-

bación de video y audio, un codificador del 

contenido, un editor y una red de distribu-

ción de contenido para entregar la retrans-
misión a los espectadores.
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PLATAFORMAS E-LEARNING

Son procesos de enseñanza-aprendizaje 
que se llevan a cabo a través de Internet, 
caracterizados por una separación física 
entre profesorado y estudiantes, pero con 
el predominio de una comunicación tanto 
síncrona como asíncrona, a través de la 
cual se lleva a cabo una interacción didác-
tica continuada. Además, el alumno pasa a 
ser el centro de la formación, al tener que 
autogestionar su aprendizaje, con ayuda de 
tutores y compañeros.

Esta modalidad formativa a distancia, a tra-
vés de Internet o semipresencial (una parte 
de los procesos formativos se realizan de 
manera presencial), ha contribuido a que 
la formación llegue a un mayor número de 
personas. Entre las características más des-
tacadas del e-learning están:

Desaparecen las barreras espacio-tempo-
rales. Los estudiantes pueden realizar un 
curso en su casa o lugar de trabajo, estan-
do accesibles los contenidos cualquier día 
y a cualquier hora. Logrando de esta forma 
optimizar al máximo el tiempo dedicado a 
la formación.

Formación flexible. La diversidad de méto-
dos y de recursos empleados facilita el que 
nos podamos adaptar a las características y 
necesidades de los estudiantes.

Contenidos actualizados. Las novedades y 
recursos relacionados con el tema de estu-
dio se pueden introducir de manera rápida 
en los contenidos, de forma que las ense-
ñanzas estén totalmente actualizadas.

Comunicación constante entre los partici-

pantes, gracias a las herramientas que in-

corporan las plataformas e-learning (foros, 

chats, correo-e, etc.).

Con las posibilidades que nos brinda la pla-

taforma de e-learning, que la universidad 

pone al servicio de toda su comunidad, la 

relación que se establece entre alumnos y 

entre profesor-alumno es fluida, generán-

dose un verdadero ambiente de enseñan-

za-aprendizaje, compartiendo dudas, ideas, 

temas de interés, etc., y contribuyendo a 

paliar algunos de los inconvenientes de la 

enseñanza a distancia tradicional, como 

era el sentimiento de aislamiento y soledad 

que el alumno experimentaba a lo largo del 

proceso.

SISTEMA NACIONAL 
DE JUVENTUD Y DE 
LOS CONSEJOS DE 

JUVENTUDES

Se entiende como la participación demo-

crática de todos los estamentos de la comu-

nidad educativa, según lo dispone el artícu-

lo 142 de la Ley 115 de 1994 y reglamentada 

parcialmente en dicha norma, realizando 

un semillero de participación desde el año 

1997; la Ley 1885 de 2018 complementa de 

manera muy precisa y adecuada el Estatuto 

de la Ciudadanía, al modificar e incluir artí-

culos que refuerzan especialmente temas 

de procedimiento electoral que no fueron 

contemplados en la Ley 1622 de 2013 y que 

establecía la creación de los consejos muni-

cipales de la juventud.
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La Ley 1885 de 2018 proclama la condición 
de ciudadanía para los jóvenes de la comu-
nidad política democrática, la exigibilidad 
de los derechos y el cumplimiento de debe-
res que está referido a las tres dimensiones 
de la ciudadanía: civil, social y pública.

Eduardo Andrés Garzón Torres en su libro 
Participación Política y Ciudadanía (CEDAE, 
2018) en su capítulo: El ABC del Estatuto 
de Ciudadanía Juvenil, describe: “Son todas 
aquellas formas de concertación y acción 
colectiva que integran un número plural y di-
verso de procesos y prácticas organizativas 
de los jóvenes en un territorio, y que desa-
rrollan acciones temáticas de articulación y 
trabajo colectivo con otros actores, dichos 
espacios deberán ser procesos convocantes, 
amplios y diversos, y podrán incluir jóvenes 
no organizados de acuerdo con sus dinámi-
cas propias”.

La democracia se fortalece en la medida en 
que el ejercicio de los derechos y deberes 
de este rango poblacional, jóvenes entre 
14 y 28 años, los cuales interactuarán con 
otros jóvenes, con la sociedad y con el Esta-
do. Tres dimensiones de la ciudadanía: civil, 
social y pública.

Ciudadanía Juvenil Civil. Hace referencia al 
ejercicio de los derechos y deberes civiles y 
políticos de las y los jóvenes, cuyo desarro-
llo favorece la generación de capacidades 
para elaborar, revisar, modificar y poner en 
práctica sus planes de vida.

Ciudadanía Juvenil Social. Hace referen-
cia al ejercicio de una serie de derechos y 
deberes que posibilitan la participación de 

las y los jóvenes en los ámbitos sociales, 

económicos, ambientales y culturales de su 

comunidad. 

Los retos tanto para los jóvenes como 

para la Registraduría Nacional del Estado 

Civil será encontrar el camino para atraer-

se mutuamente en la construcción de co-

nocimientos y de democracia; la Ley de 

Juventudes en su complejidad, donde en 

un contexto se encuentran los actores, 

los procesos, las instancias, orientaciones, 

herramientas jurídicas, relación que se ma-

terializa entre el Estado, la sociedad civil, 

la familia, las entidades públicas, privadas 

mixtas, y los jóvenes y sus procesos y prác-

ticas organizativas, donde la organización 

electoral juega un papel importante de 

transparencia y de formación electoral.

CONCLUSIONES

La nueva experiencia virtual y presencial 

será un aporte académico-científico al pro-

ceso electoral ante la carencia de trabajos 

que integren tanto lo teórico-conceptual 

como lo práctico en un solo ejercicio; de 

igual forma, será una nueva conceptualiza-

ción sobre lo que es la formación de jurados 

de votación, donde se desarrollen las com-

petencias a adquirir (aprehender-compren-

der) por parte de los jurados, estas nuevas 

aptitudes serán aplicadas a las normas 

electorales y a los procedimientos para que 

faciliten la adquisición de capacidades ante 

las exigencias de la actual sociedad, como 

es tener información veraz y confiable. 
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El debate se centra entre el reto de inno-

var en los jurados de votación la obligato-

riedad de realizar el módulo virtual –será 

evaluado y certificado–, o que lo realice el 

mismo ciudadano, esto para fortalecer los 

conocimientos y fortalecer la parte prác-

tica, ya que se tendría más tiempo para el 

desarrollo de talleres y resolver dudas pro-

cedimentales.

El desafío en las variables ponderadas para 

designar jurados de votación, las cuales 

deben ser relevantes tales como el nivel 

educativo y la edad, sin ser excluyentes. 

Las herramientas virtuales y audiovisuales 

aumentan la calidad del aprendizaje, que 

mezclado con el aprehender haciendo, uni-

dos generarán un avance en el conocimien-

to, la práctica y la credibilidad del proceso, 

lo cual mejorará la toma de decisiones y la 

transparencia.

Y, por otro lado, la modernización de las 
TIC, donde el Congreso de la República 
aprobó el proyecto que busca cerrar la bre-
cha digital; uno de los puntos relevantes 
son los permisos para la utilización del es-
pectro hasta por 20 años, lo que permitirá 
llevar conectividad de calidad a cerca de 20 
millones de colombianos de las zonas más 
alejadas del país. 

La nueva Ley de Participación, reciente-
mente revisada por la Corte, se puede con-
vertir en una oportunidad, dado su alcance 
en materia de realce al control social, a las 
veedurías ciudadanas y al proceso de insti-
tucionalización de la política pública con un 
perfil territorial.

En este entramado, donde la participación 
y los conocimientos del andamiaje electoral 
deben ser precisos, apegados a las normas, 
con una apropiación de conocimiento y  
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capacitación, entraremos, sin lugar a du-
das, en la etapa de conocimiento.

Estos factores marcarán la diferencia en-
tre la cátedra magistral, la virtualidad y lo 
presencial; la formación electoral será una 
estrategia de c onfiabilidad, transparencia y 
efectividad, como una ruta de valor hacia el 
éxito del proceso electoral, de una demo-
cracia renovante de valores.

BIBLIOGRAFÍA

Arnot, Madeleine (2009). Coeducando para una 
ciudadanía en igualdad. Madrid: Morata.

Barreto, Suárez, Omar, Joaquín. Derecho electoral 
colombiano: la actuación administrativa, editorial 
Ibáñez, 2007.

Cobo, Bedía, Rosa. (Ed.) (2008). Educar en la ciuda-
danía. Perspectivas feministas. Madrid: Los Libros 
de la Catarata.

Coronel, Hernández, Carlos Antonio (2019). Retos 
de la participación en el postconfl icto.

García, Figueroa, Gustavo, Cristo, Bustos, Juan Fer-
nando (2018). Participación ciudadana. CEDAE.

Garzón, Torres, Eduardo Andrés (2018). Participa-
ción política y ciudadanía de jóvenes. CEDAE.

Martínez, Bonafé, Jaume (coord.) (2006). Ciudada-
nía, poder y educación. Barcelona, Graó.

Martínez, Rodríguez, J. Btª (1995). Participación y 
negociación en el aula: aprender a decidir. KIKIRIKI, 
n.º 31-32. Pp. 69-76.

Shapiro, S. (1990). Educación y democracia: Es-
tructuración de un discurso contrahegemónico del 
cambio educativo, en Revista de Educación n.º 291. 
Enero-abril.

Thompson, José, Valverde, Ricardo. Centro de Ase-
soría y Promoción Electoral. Organización electoral 
en América Latina: Avances, retos y perspectivas.





Re
vi

st
a 

D
em

oc
ra

ci
a 

Ac
tu

al
   

N
úm

. 4
   

 D
ic

ie
m

br
e 

20
19

 

62

Democracia escolar: estudio 
de caso de los procesos  
comunicativos que surgen en 
el ejercicio de representación 
estudiantil del gobierno 
escolar de la institución 
educativa INEM José Félix  
de Restrepo

Esteban Jaramillo Vargas

RESUMEN

Este artículo presenta los resultados obtenidos de la investiga-
ción realizada en el Instituto Nacional de Educación Media (INEM) 
José Félix de Restrepo, cuya finalidad era indagar por los proce-
sos comunicativos que desarrollan los líderes estudiantiles del go-
bierno escolar de esta institución. A través de la metodología de 
estudio de caso, se hizo un acercamiento a las interacciones que 
surgen en el ejercicio de la participación política entre represen-
tantes y comunidad educativa en general.

Con base en las observaciones y los datos obtenidos en el trabajo 
de campo, se presenta una descripción de las problemáticas que 
emergen en las prácticas políticas de este gobierno escolar, y se 
plantea la necesidad de poner a disposición de este organismo 
político, diseñado para la formación ciudadana y democracita de 
los estudiantes, herramientas y estrategias de comunicación que 
permitan fortalecer su ejercicio de representación estudiantil. 
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SUMMARY 

This article presents the results obtained from the research ca-
rried out at INEM José Félix de Restrepo Educational Institution, 
whose purpose was to investigate the communicative processes 
that the student leaders of the school government of this institu-
tion develop. Through the Case Study methodology, an approach 
was made to the interactions that arise in the exercise of political 
participation between representatives and the educational com-
munity in general. Based on the observations and the data obtai-
ned in the fieldwork, a description of the problems that emerge 
in the political practices of this school government is presented, 
and the need to make this political organism, designed for the ci-
tizenship and democratization of students, communication tools 
and strategies that strengthen their exercise of student represen-
tation.

PALABRAS CLAVES

Comunicación política, participación ciudadana, gobierno escolar, 
liderazgo, comunicación pública. 

KEY WORDS

Citizen participation, leadership, political communication, public 
communication, school government.

INTRODUCCIÓN

El presente artículo da cuenta de la inves-

tigación que se hizo sobre los procesos co-

municativos desarrollados por los líderes 

estudiantiles en su ejercicio democrático 

de representación estudiantil al interior de 

la institución educativa INEM José Félix de 

Restrepo, de Medellín.

Por tratarse de una institución que reú-

ne una comunidad educativa con más de 

4.000 estudiantes pertenecientes de todos 

los puntos cardinales del Valle de Aburrá, se 

consideró importante analizar las acciones 

comunicativas de su gobierno escolar a par-

tir de la metodología estudio de caso, debi-

do a que este organismo escolar fue dise-

ñado para cumplir una función participativa 

y mediadora entre estudiantes, directivas y 

población escolar en general. 

Con base en lo anterior, Botero y Galvis 

(2014) explican que cuando no se tiene un 

enfoque comunicativo que busque todo 

el tiempo mantener cohesionado el or-

ganismo de gobierno con la ciudadanía, 

esta última “termina por generar apatía y 
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malestar frente a las acciones políticas de 
los gobernantes de turno” (p. 30), en este 
caso, el gobierno escolar del INEM en cabe-
za de sus líderes estudiantiles. Asunto que 
les demanda una comunicación asertiva y 
estratégica para lograr el cumplimiento de 
su misión institucional y ciudadana. 

Importante mencionar que el Ministerio de 
Educación determinó, mediante la Ley 115 
de 1994 en el artículo 142, que todas las ins-
tituciones educativas debían establecer un 
gobierno escolar conformado por el rector, 
el consejo directivo y el consejo académico, 
y en el que se contara con la participación 
de líderes estudiantiles para representar la 
voz de sus compañeros ante estos órganos 
colegiados donde se toman decisiones ad-
ministrativas y disciplinarias.

Partiendo de la afirmación que hace Ganti-
va (1988) sobre la escuela como escenario 
obligado para la formación ciudadana de 
quienes la integran, en tanto la considera 
un “agente esencial de distribución de to-
dos los valores y finalidades a que un grupo 
social tiende” (p. 70), los gobiernos escola-
res se constituyen entonces en una opor-
tunidad para promover y consolidar valo-
res democráticos y ciudadanos, y a su vez, 
aproximarlos a una experiencia política que 
les permita construir en ellos un ciudada-
no responsable y capaz de articularse en 
el proyecto de sociedad democrática que 
promulga nuestra Constitución política. 

Ahora bien, el gran desafío de los gobiernos 
escolares ha sido demostrar su capacidad 
para interpretar de manera seria y respon-
sable el deseo de la comunidad estudiantil 

a través de los líderes que lo integran y que 
fueron elegidos por voto popular. Cuestión 
que no adolece única y exclusivamente 
este organismo de participación democrá-
tica escolar, sino que se traslada también a 
todos los escenarios políticos en el que se 
desarrolle la democracia representativa en 
general. 

Según Sartori (1997), sociólogo y teórico de 
la democracia, uno de los problemas que 
padece este tipo de democracia, “[…] es 
que la representación política inevitable-
mente consiste en una relación de muchos 
a uno, en la que los “muchos” ascienden, 
por lo general, a decenas de miles” (p. 137). 
Esta relación asimétrica sugiere ya una un 
esfuerzo mayor para generar procesos de 
comunicación efectivos que faciliten y ga-
ranticen una permanente interacción entre 
representante y representados. 

Es en este escenario de constante incerti-
dumbre frente a los alcances que pueden 
tener las acciones políticas de un grupo de 
líderes estudiantiles en formación, donde 
se encontró la necesidad de indagar, como 
se dijo anteriormente, por los procesos 
comunicativos generados al interior del 
gobierno escolar del INEM José Félix de 
Restrepo, puntualmente entre los líderes 
estudiantiles que la integran, con el inte-
rés de acercarse a un diagnóstico del que 
se pudieran extraer las reflexiones perti-
nentes para proponer acciones de mejora 
a partir de herramientas de comunicación 
que faciliten el cumplimiento de la misión 
encomendada a estos dispositivos políticos 
encargados, entre otras cosas, de acercar 
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al estudiante a un ejercicio de participación 
democrática en la vida escolar. 

METODOLOGÍA

Para lograr el alcance de los objetivos que 
orientaron la investigación, se optó por un 
enfoque cualitativo, toda vez que se quería 
indagar por los procesos comunicativos al 
interior del organismo del gobierno escolar 
de la institución INEM José Félix de Restrepo.

En primer lugar, se asumió como foco de 
interés de la investigación, observar para 
luego describir qué problemáticas se aso-
ciaban a la comunicación, e inclusive las 
interacciones que resultaban del modelo 
de comunicación que implementaban los lí-
deres estudiantiles del gobierno escolar de 
esta institución. 

El trabajo de campo se hizo con base en el 
paradigma interpretativo que, “concibe a 
la sociedad como una construcción social, 
a partir de los consensos sobre la interpre-
tación de la realidad que hacen los sujetos. 
Por lo que respecta a la comunicación, inte-
resa estudiar las historias, los mitos, los ri-
tos, los conflictos y los sistemas simbólicos 
culturales” (Alsina, 2001, p. 162). 

Como segundo, el carácter teórico-meto-
dológico que direccionó los presupuestos 
de esta investigación fue la etnometodolo-
gía, cuyo anclaje teórico se interesa por las 
rutinas de la vida cotidiana y la construcción 
del entorno social, siendo esta última, qui-
zás, el método cualitativo más pertinente 
para recoger y analizar los datos obtenidos. 

De acuerdo con Alsina (2001) “la etnometo-
dología es la búsqueda empírica de los mé-
todos empleados por los individuos para 
dar sentido y, al mismo tiempo, realizar sus 
acciones de todos los días: comunicarse, to-
mar decisiones, razonar” (p. 181). 

A partir de estas dos tradiciones de investi-
gación cualitativa, se pudo observar y anali-
zar las interacciones que se dieron entre los 
líderes estudiantiles que integran el gobier-
no escolar de la institución educativa INEM 
José Félix de Restrepo durante el trabajo 
de campo.

Para el abordaje de nuestro objeto de inte-
rés se eligió como metodología el estudio 
de caso, porque desde su concepción per-
mitía al investigador acercarse de manera 
dedicada a las características específicas 
que constituyen el objeto de estudio. “El 
nombre de Estudio de Caso es destacado, 
[…] porque centra la atención en la cues-
tión que en particular puede aprenderse de 
un caso único” (Denzin y Lincoln, 2013, p. 
155).

Se propuso entonces como primera cate-
goría indagar específicamente por las accio-
nes comunicativas que los integrantes del 
gobierno escolar producían en el ejercicio 
de su representación estudiantil; es decir, 
sobre toda acción que estuviera orientada 
a conectar con algún público de interés y 
motivada por una necesidad de tipo repre-
sentativa. Y como segunda categoría se 
propuso, además, indagar por las interac-
ciones que se producían entre los integran-
tes del gobierno escolar en su conjunto y 
hacia la comunidad estudiantil en general. 
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Dentro del proceso de recolección de la in-
formación se usó el Diario de Campo como 
herramienta para extraer de manera siste-
mática, controlada y reflexiva la realidad 
que se observó durante los días que se es-
tuvo en campo. 

Esta herramienta permitió “describir esce-
narios, eventos, gente, cosas que se escu-
chan e interacciones entre la gente inclu-
yendo conversaciones” (Burgos, 2011, p. 
102). 

El grueso de la información se recolectó 
mediante la técnica de la entrevista semies-
tructurada que consistió en sugerirle a los 
entrevistados una serie de temas y pregun-
tas, pero que a su vez, permitió “apertura 
en cuanto al cambio de tal secuencia y for-
ma de preguntas de acuerdo con la situa-
ción de las personas entrevistadas” (Bur-
gos, 2011, p. 90). 

Esta herramienta facilitó un encuentro cara 
a cara entre el investigador y los líderes es-
tudiantiles. 

Finalmente, con el propósito de levantar la 
información que correspondía a la catego-
ría de interacción, se hizo un grupo focal 
con los líderes escolares que encabezaron 
el gobierno escolar 2018. Asistieron perso-
nera, contralor, representante estudiantil 
ante el consejo directivo y presidente del 
consejo estudiantil. 

De acuerdo con Burgos (2011), “un grupo 
focal puede conceptualizarse como una 
reunión de un grupo de personas seleccio-
nadas por investigadores para discutir y 

elaborar, desde la experiencia personal, la 
temática o hecho social de interés para la 
investigación” (p. 96). 

Esta herramienta facilitó recolectar, en 
poco tiempo y en profundidad, un volumen 
significativo de información cualitativa a 
partir de una discusión propuesta por un 
cuestionario de tres preguntas. 

HALLAZGOS

Origen y ruptura de la Coalición Gracias 
INEM; gobierno escolar 2018, de la institu-
ción educativa INEM José Félix de Restrepo

A partir de la Constitución Política de 1991, 
Colombia fue declarada un Estado social de 
derecho expresado en el artículo 1° como 
una nación “democrática, participativa y 
pluralista, fundada en el respeto de la dig-
nidad humana, en el trabajo y la solidaridad 
de las personas que la integran y en la pre-
valencia del interés general”. Por mandato 
constitucional, el Estado colombiano ha 
procurado, entonces, desarrollar espacios 
de participación ciudadana con el objetivo 
de cumplir lo que su Carta de navegación le 
dictó al proclamarse un país en democracia. 

Velázquez y García (2003), afirman en su 
texto, qué ha pasado con la participación 
ciudadana en Colombia, que esta nueva 
orientación constitucional implicó para el 
país “un cambio radical en la arquitectura 
del sistema político: la gente podría inter-
venir directamente en la discusión de las 
políticas y programas gubernamentales en 
el nivel local, rompiendo el monopolio que 
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las elites políticas (alcaldes y concejales) 
tenía sobre las decisiones públicas” (p. 18).

La Coalición Gracias INEM, organización de 
estudiantes “inemitas”, nació de un ejerci-
cio de participación ciudadana espontáneo 
en el que un colectivo del estudiantado 
salió a las calles para defender la reputa-
ción e imagen de la institución después del 
episodio de matoneo que protagonizaron 
dos alumnos y que se hizo viral en las redes 
sociales por causa de un video publicado 
por estudiantes que presenciaron el su-
ceso. “Formamos un grupo para hacer un 
plantón en la estación del Poblado […]. En-
tonces con un egresado de la institución y 
exrepresentante estudiantil empezamos a 
pensar en un gobierno escolar. Me dijeron, 
proponga un candidato para personería. Yo 
dije, “en la marcha vimos a una niña muy 
pila; podríamos decirle a ella” (líder estu-
diantil No. 3, 2018,  entrevista). 

Según Velázquez y García (2003) la par-
ticipación ciudadana es un proceso, pero 
también un escenario donde convergen vo-
luntades políticas y ciudadanas. A partir de 
este ejercicio ciudadano que tuvieron los 
actuales líderes estudiantiles del gobierno 
escolar - 2018, Gracias INEM se constituyó 
en la estrategia de campaña para alcanzar, 
mediante un proceso electoral, todas las 
instancias representativas de una institu-
ción: personería, contraloría, representan-
te estudiantil ante el directivo, presidencia 
del consejo estudiantil, representantes de 
los grados octavo, noveno y once. 

Este tipo de acciones sociales lideradas por 
jóvenes que aún no cumplen su mayoría de 

edad, pero que ya entienden la importancia 
de alzar sus voces para comunicar el males-
tar que les representa alguna situación alre-
dedor de su vida escolar, evidencian el po-
tencial que tiene la escuela para construir 
escenarios que promuevan el ejercicio y la 
consolidación de procesos democráticos y 
participativos. Es en este lugar donde algu-
nos individuos y grupos definen la manera 
en que “viven, resisten, afirman y partici-
pan en la política” (Cubides, 2003, p. 11).

La situación coyuntural que se presentó a 
raíz del suceso violento que protagoniza-
ron dos alumnos del INEM, fue la oportuni-
dad para, no solo convocar la voluntad de 
los escolares en torno a una sola causa, sino 
para promover lo que sería la visión a corto 
plazo de ese grupo de estudiantes. Visión 
que, como se dejó ver en el grupo focal, la 
propuso el egresado y exlíder estudiantil 
mencionado por los entrevistados. “Entra-
mos con la sensibilización por lo que había 
pasado con las estudiantes al principio del 
año. Después de eso, tuvimos una reunión 
en el jardín botánico para armar un equipo 
para lanzarnos a la elección de personero, 
contralor y representantes” (líder estudian-
til No. 1, 2018, entrevista). Luego, la partici-
pación ciudadana comprende una serie de 
dinámicas sociales y políticas en torno a “la 
identificación de problemas y potencialida-
des del presente y la formulación de apues-
tas de futuro”. (Velázquez y García, 2003, 
p. 21).

Por otro lado, la capacidad que tienen 
las personas de organizarse alrededor 
de estructuras sociales está mediada por  
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procesos comunicativos que faciliten el en-
cuentro de voluntades. Rodríguez (1991), 
licenciado en ciencias y técnicas de la in-
formación, explica que “las organizaciones 
dependen de la comunicación para coordi-
nar las actividades de sus miembros, sobre 
todo cuando el entorno cambia imprevisi-
blemente” (p. 61). 

Si bien, en un principio este grupo de estu-
diantes se articuló de manera ordenada y 
voluntaria para exponer una causa y com-
partieron agenda para el cumplimiento de 
sus intereses, la cohesión se fue perdiendo 
en la medida en que se desconoció la nece-
sidad de intercambiar información e inclusi-
ve reflexiones entre ellos, luego de ser ele-
gidos en sus respectivos cargos populares. 

¿Qué desincentivó sus relaciones al punto 
de disgregar la Coalición Gracias INEM? En el 
momento en que la investigación contactó 
a estos líderes estudiantiles para iniciar el 
trabajo de campo, surgió un elemento que 
generó ruido de manera reiterada. La par-
ticipación constante del egresado en los 
asuntos internos del gobierno escolar, ya 
no contaba con el favor de los líderes estu-
diantiles que él mismo había logrado reunir 
alrededor de una visión, pero que ahora 
eran integrantes legalmente elegidos me-
diante el voto popular de sus compañeros. 
Esa variable modificó las relaciones entre 
todos los integrantes de la coalición. No 
obstante, a pesar de esta situación, uno de 
los líderes estudiantiles siempre presentó y 
habló de la importante labor que se estaba 
haciendo en la institución gracias al apoyo 
y asesoría de este egresado de quien siem-

pre se resaltó su calidad de liderazgo y sus 
aportes a los objetivos del actual gobierno 
escolar. “Él fue el egresado con mayor ini-
ciativa, estuvo armando el equipo; ahí es 
donde vale mucho su experiencia” (líder 
estudiantil No. 1, 2018,  entrevista). 

Contrario a esta postura, cuando se empe-
zó a avanzar en la aplicación de las herra-
mientas que se propusieron para la recolec-
ción de información, el egresado surgió en 
las conversaciones que se tuvo con otros 
líderes estudiantiles, de manera negativa. 
“yo me distancié de la personera porque 
veía que todo lo que pasaba en el gobierno 
escolar estaba siendo primero pasado por 
el filtro de César; y a César no lo escogie-
ron los estudiantes” (líder estudiantil No. 
4, 2018). 

Cuando se quiso abordar este hallazgo no 
esperado con la teoría consultada, se en-
contró en el texto Gobierno Escolar y Demo-
cracia, que el propósito de este dispositivo 
político “es que los alumnos aprendan a 
gobernarse, a darse su propio mandato y, 
ante todo, adquirir por experiencia direc-
ta la vida democrática y, lograr pasar de la 
heteronomía (régimen externo) a la auto-
nomía (gobierno interno)” (Gantiva, 1998, 
p. 72). 

Con base en esta aseveración, la presen-
cia de un líder externo en las decisiones 
y/o acciones del gobierno escolar actual 
de la institución INEM, terminó socavando 
el propósito por el que se había diseñado 
este organismo de participación política al 
interior de las instituciones educativas me-
diante la Ley 115 de 1994, en tanto no le per-
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mitió dirimir sus propios asuntos y le restó 
espontaneidad al ejercicio de experimentar 
la responsabilidad de representar a una 
ciudadanía, en este caso, a los estudiantes, 
con todos los desafíos políticos, organiza-
cionales y comunicativos que ello implica. 
“A mí no me gustaba que “el egresado” 
apareciera en todos las cosas que pasaban 
acá (en la institución). Todas las personas 
cumplen un ciclo; el de él ya pasó” (líder es-
tudiantil No. 3, 2018, Grupo Focal). 

Por otro lado, uno de los líderes estudian-
tiles encuentra que este líder externo a la 
institución y, por ende, al gobierno escolar 
de la misma, sí tiene un lugar dentro del 
establecimiento educativo y que le corres-
ponde por derecho propio, al tratarse de 
un líder con experiencia y que, como ella 
explica, ha sido fiel a los intereses de la 
comunidad estudiantil: “qué pena decirlo, 
pero vamos a poner las cosas claras. Aquí 
las cosas se han hecho por el asesoramien-
to que he tenido de César; por su experien-
cia” (personera, 2018, entrevista).

No obstante, Velázquez y García advierte 
sobre el malestar que causa en espacios 
de participación la presencia de liderazgos 
controladores y no renovables. Para ellos, 
los rasgos que causan tal malestar en las 
personas que están desarrollando su propio 
ejercicio de participación, son “liderazgos 
tradicionales de carácter personalistas; poli-
tiquería en el manejo de los asuntos colecti-
vos” (Velázquez y García, 2003, p. 32). 

Por lo anterior, se consideró válido indagar 
en los presupuestos teóricos de esta inves-
tigación por el lugar que le correspondía 

ocupar a quien funge como asesor en una 
organización y cuál debe ser el alcance de 
sus acciones dentro de ella. Se encontró en 
el texto de Alfredo Gorrochoteli, De los “ras-
gos” a las “competencias” de liderazgo. Una 
descripción teórica, la necesidad que tienen 
las organizaciones de que se aplique el lide-
razgo transaccional, entendido como aquel 
que “establece metas y objetivos con la in-
tención de convertir sus seguidores también 
en líderes” (Gorrochoteli, 2006, p. 20). 

De esto se podría decir que la función que 
este líder externo como asesor del gobier-
no escolar del INEM ha sido positiva, al tra-
tarse de un liderazgo que transmitió una 
visión a un grupo de estudiantes y que a 
través de unas elecciones los convirtió en 
líderes estudiantiles, cuya agenda era cum-
plir lo que esa misión dicta. En palabras de 
Bass y Avolio (1994), citado por Garrocho-
teli (2006), “[…] genera conciencia de la 
misión y visión del equipo y la organización; 
desarrolla en los colegas y seguidores altos 
niveles de habilidades y potencialidades; y 
finalmente motiva a los colegas y seguido-
res a ver más allá de sus propios intereses, 
cuál puede beneficiar al grupo” (p. 23). 

Sin embargo, el mismo Garrochoteli (2006) 
explica que para que se dé este tipo de li-
derazgos transaccionales, es necesario 
desarrollar “talento ejecutivo”, cuyas com-
petencias deben estar “orientadas a lograr 
relaciones interpersonales efectivas (por 
ejemplo: comunicación, trabajo en equipo, 
delegación)” (p. 23). Lo que sugiere replan-
tear la pertinencia que tiene la participa-
ción de un líder externo a la institución y su 
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papel frente a las nuevas dinámicas políti-
cas adoptadas por los actuales integrantes 
del gobierno escolar. 

Aunque para la investigación resultó pre-
ponderante la participación del egresado, 
en tanto ayudó a que un grupo de estudian-
tes construyeran una agenda política atrac-
tiva que les permitiera ser elegidos por sus 
compañeros para ser parte del gobierno es-
colar 2018, también es importante señalar 
el efecto negativo que tuvo este personaje 
sobre las relaciones políticas entre los líde-
res estudiantiles que participaron de esta 
investigación, y que se pudo apreciar en 
el grupo focal realizado con ellos. “Esa fue 
una conversación que tuvimos varias veces 
con la personera. La presencia del egresa-
do; todo el tiempo metido en nuestras co-
sas” (líder estudiantil, 2018,  entrevista).

Ahora bien, con el interés de darle un me-
jor tratamiento a este particular hallazgo, 
se insistió en buscar entre los teóricos al-
guna explicación que permitiera ampliar la 
perspectiva sobre este conflicto relacional 
entre los integrantes de la Coalición Gracias 
INEM, y se encontró en el texto, Equipos de 
trabajo y procesos conversacionales en las 
organizaciones, de Ricardo Celis (2014), que 
en las organizaciones se pueden presentar 
relaciones de dos tipos: simétricas y com-
plementarias. 

La simétrica se caracteriza por una tenden-
cia a reducir entre los participantes diferen-
cias que pongan en situación hegemónica a 
un integrante con relación a otros. Aunque 
no implica desconocer roles y jerarquías 
al interior de la organización, sí propende 

por reconocer a todos sus integrante como 
iguales. Según Celis (2014), “bajo estas ca-
racterísticas no hay lucha por el poder. La 
autoridad no se ejerce con fuerza, sino que 
existe un reconocimiento del otro como un 
legítimo otro […], el cual tiene una voz que 
es reconocida en la conversación” (p. 107). 

No así en las relaciones de tipo complemen-
taria. De acuerdo con el texto enunciado 
en precedencia, esta “requiere un sujeto o 
participante cuyo “estatus” sea claramen-
te superior al del otro participante. Esto se 
traduce en un sujeto dominante activo y 
un sujeto pasivo atento a obedecer” (Celis, 
2014, p. 107). No obstante, este tipo de va-
riables en el modelo de relacionamiento de 
una organización no es en sí mismo un pro-
blema. De hecho, Celis (2014) explica que 
en algunos momentos críticos de la orga-
nización “es pragmático” tener claro quién 
tiene la habilidad para proponer y dirigir, y 
quién para obedecer y ejecutar sin ninguna 
objeción. Es cuestión de determinar roles y 
funciones.

El problema se presenta cuando hay un no-
table cambio de roles en las relaciones de 
una organización, pero las funciones no co-
rresponden a esos cambios; como sucedió 
con los integrantes de la Coalición Gracias 
INEM, quienes, después de una votación po-
pular, fueron elegidos oficialmente como 
integrantes del gobierno escolar, pero no 
se replanteó la función que tomaría un líder 
externo con relación a ese nuevo gobierno 
escolar legítimamente escogido. Si bien, 
para uno de los líderes, la presencia del 
egresado seguía teniendo igual de validez e 
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importancia en la institución, para el resto 

del gobierno escolar hubo lo que Celis ex-

plica como “la saturación de una pauta re-

lacional basada en igualdad y por eso existe 

la necesidad de marcar diferencias con el 

otro” (p. 108).

Comunicación interna y externa de Gracias 

INEM; gobierno escolar 2018 de la institu-

ción educativa INEM José Félix de Restrepo.

A la luz de los teóricos de la comunicación 

organizacional, los asuntos que malversa-

ron el clima al interior de esta coalición pu-

dieran ir más allá de una inconformidad con 

uno de sus miembros oficiales o no. La falta 

de planeación y coordinación en sus accio-

nes comunicativas restó capacidad para 

reaccionar de manera asertiva frente a una 

situación que generó suficiente ruido para 

dispersar las voluntades de sus integrantes 

más destacados. 

Si partimos de la afirmación que hace Gerst-

lé (2005) al decir que “sin comunicación 

no hay relaciones humanas”, se entiende 

entonces la importancia que tiene la co-

municación en la conformación y consoli-

dación de un grupo de personas reunidas 

alrededor de un interés en común. Se habla 

de “un fenómeno que se da naturalmente 

en toda organización, cualquiera que sea 

su tipo o su tamaño” (p. 30). Por lo que, 

la necesidad de estar en constante revi-

sión y, sobre todo, mantenimiento de las 

comunicaciones internas, debe ser una ta-

rea perenne de toda organización humana. 

Máxime cuando se acepta que, toda acción 

política está en el plano de lo comunicativo.

Con base en este planteamiento se señala 
la importancia de retroalimentar la dinámi-
ca de los equipos de trabajo, bajo la premi-
sa de que “las organizaciones están confi-
guradas por una red de diálogos que son a 
la vez acciones que orientan la actuación de 
los equipos”. (Celis, 2014, p. 101).

Para la investigación, el ejercicio que se 
hizo con el grupo focal arrojó hallazgos im-
portantes, en tanto permitió observar el es-
tado en que se encontraban las relaciones 
internas de la Coalición Gracias INEM. El diá-
logo que sostuvieron durante todo el ejerci-
cio grupal estuvo claramente marcado por 
reclamos a causa de las acciones políticas 
de unos y otros. Según Celis (2014), “La ma-
durez de los equipos se puede medir por la 
calidad de sus conversaciones” (p. 101). Por 
eso, desde una perspectiva organizacional, 
la comunicación debe estar al servicio de 
todos los mensajes que se intercambian 
entre los integrantes de una organización.

Rodríguez (2014, p. 32), por ejemplo, define 
la comunicación interna como el “conjunto 
de actividades efectuadas por cualquier 
organización para la creación y manteni-
miento de buenas relaciones con y entre 
los miembros”. A través de las diferentes 
herramientas de comunicación con que se 
cuente, se debe buscar, sobre todo, la co-
hesión del grupo de colaboradores para no 
perder de vista los objetivos que orientan 
las acciones de un colectivo. 

En el caso del gobierno escolar del INEM, lo 
que se observó en el trabajo de campo fue 
que sus líderes estudiantiles renunciaron 
a la posibilidad de retroalimentarse entre 



Re
vi

st
a 

D
em

oc
ra

ci
a 

Ac
tu

al
   

N
úm

. 4
   

 D
ic

ie
m

br
e 

20
19

 

72

ellos de manera periódica, por inconformi-
dades desatendidas que posteriormente 
generaron una bifurcación en la visión del 
grupo. Cuando esto sucede al interior de 
una colectividad, la fuerza que tiene cada 
miembro de sumarle a un objetivo se dis-
persa, y sus acciones pierden oportunidad 
de ser sometidas a evaluación y control. 
Para este grupo de estudiantes, después 
de las disertaciones que surgieron por 
causa del agente externo a la institución, 
su ejercicio de representación se limitó al 
cumplimiento de las funciones específicas 
que demandaban sus cargos. Lo que debi-
litó considerablemente la capacidad de tra-
bajar colectivamente y restó impacto a las 
acciones conjuntas del gobierno escolar. 

Sin embargo, a través del diálogo con los 
estudiantes de la institución y las entrevis-
tas hechas a los representantes estudianti-
les, se pudo ver la capacidad que tiene este 
grupo de líderes para hacer a un lado, en 
algunas ocasiones, sus diferencias y con-
centrarse en movilizar al estudiantado con 
el interés de promover o defender alguna 
causa escolar. Según Velázquez y García 
(2006) “las experiencias exitosas analiza-
das enseñan que la participación opera en 
una perspectiva democrática, siempre y 
cuando se logre otra articulación, aquella 
entre los intereses individuales y el bien co-
mún” (p. 31). 

Y es que la democracia representativa debe 
ser capaz de convocar y poner sobre la 
mesa las discusiones pertinentes alrededor 
de una situación, para traducir de la mejor 
manera la voluntad de aquellos que están 

siendo representados. Por lo visto en la in-
vestigación, así lo entendieron los líderes 
estudiantiles del gobierno escolar, “pues, 
las cabezas del gobierno escolar, o sea, la 
representante ante el directivo, la persone-
ra y el presidente estudiantil convocaron a 
asamblea para tomar decisiones que eran 
importantes” (líder estudiantil No. 5, 2018, 
entrevista).

Un ejercicio político que tenga verdadera 
voluntad de aportar positivamente a lo pú-
bico, “implica considerar la construcción de 
imaginarios sociales colectivos, construidos 
bajo la óptica del interés general, así como 
por una opinión pública/ciudadana fuerte y 
consolidada” (Botero y Galvis, 2009, p. 26). 

Esto requiere, entonces, sostener una co-
rrecta disposición cuando se está en posi-
ciones de representación, para reducir la re-
sistencia propia de espacios democráticos 
tales como un gobierno escolar, y lograr 
resultados que cuenten con la aceptación 
de los interesados. Frente a situaciones que 
estaban por encima de sus diferencias polí-
ticas, los líderes estudiantiles del INEM ac-
tuaron de manera concertada para atender 
situaciones que exigían poner en el mismo 
lugar el interés de toda la comunidad estu-
diantil, “se hizo la convocatoria para reunir 
a los estudiantes. Nosotros les contamos 
qué estaba sucediendo sobre los cambios 
que se querían hacer en el manual de con-
vivencia y ya los estudiantes decidieron”. 
(Líder estudiantil No. 3, 2018,  entrevista). 

Este tipo de actitud política, sin duda al-
guna, “mejora la eficiencia y la eficacia de 
la gestión pública, en la medida en que es 
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capaz de concitar voluntades para la cons-
trucción de consensos” (Velázquez, 2006, 
p. 20).

No obstante, como se dijo en un principio, 
el mayor desafío que presenta el modelo 
de democracia representativa, es lograr, 
precisamente, que las acciones de gobier-
no de quienes asumen la responsabilidad 
de representar a una comunidad de indivi-
duos estén en armonía con los intereses y 
necesidades de sus representados. Para los 
líderes estudiantiles del INEM, este no fue 
un asunto menor, puesto que su capacidad 
de liderar procesos escolares se vio some-
tido al escrutinio de cientos de estudiantes 
que tienen, o no, expectativas frente a lo 
que sus representantes elegidos pueden 
hacer por la comunidad estudiantil. 

Cuando se le consultó a cada líder estu-
diantil del gobierno escolar por la mayor 
dificultad que podría tener un estudiante 
para liderar procesos en la institución, to-
dos coincidieron en expresar la impotencia 
al no poder comunicarse con sus compañe-
ros como ellos quisieran, por tratarse de 
una institución educativa que alberga más 
de 4.000 estudiantes de todos los puntos 
cardinales del Valle de Aburrá. “Es mucha 
gente; demasiada gente que hay que con-
trolar y llegarles. Entonces, pues ese ha 
sido el gran reto” (líder estudiantil No. 1).

Para poder dimensionar las palabras del 
líder estudiantil citado, es necesario en-
tender la estructura interna que presenta 
la institución educativa INEM José Félix de 
Restrepo. La comunidad estudiantil está 
dividida en unidades académicas según el 

grado escolar que corresponda. Esto es, 
la Unidad de Quintos y Sextos; la Unidad 
de Séptimos y así sucesivamente. Cada 
unidad está conformada por un número 
de secciones en las que distribuyen a todos 
los estudiantes que pertenecen a un mis-
mo grado: Unidad de Octavos, Sección 1, 
Sección 2, Sección 3, y así hasta distribuir la 
totalidad de estudiantes en una misma uni-
dad académica. 

A partir de esta distribución, una sola uni-
dad podría estar conformada por 200 es-
tudiantes, siendo las Unidad de Décimo y 
Once, las más numerosas con alrededor 
de 645 estudiantes, que además, no están 
concentrados en un mismo bloque, sino 
que, al tratarse de un grado escolar en el 
que los alumnos ya se decidieron por su 
perfil vocacional, según la oferta institucio-
nal, están repartidos por toda la institución. 

Estas características poblacionales advier-
ten las dificultades que podría tener un per-
sonero, cuyas acciones representativas es-
tán llamadas a reunir a toda la comunidad 
estudiantil. “Es que es muy grande; esto es 
gigante. Tenemos una comunidad muy di-
versa, entonces, todos buscan diferentes 
objetivos. Todos quieren diferentes cosas” 
(líder estudiantil No. 1, 2018, entrevista).

La relación asimétrica entre un represen-
tante y sus representados, no solo pone en 
dificultades la capacidad de un estudiante 
para relacionarse con la comunidad estu-
diantil en la que desarrolla su liderazgo, 
sino que, además, pone en entredicho el 
impacto que tienen sus iniciativas y accio-
nes de gobierno frente a compañeros más 
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escépticos que dudan de la eficiencia de 

estos dispositivos políticos instalados al in-

terior de las instituciones para promover  y 

fortalecer la participación de los estudian-

tes en los asuntos escolares. “Este “man” 

no hizo nada; este “man” no sirve para 

nada. Pero creo que eso es en Colombia 

entera. La gente no se informa muy bien y 

de pronto a nosotros los líderes nos faltó 

medios para comunicar lo que estuvimos 

haciendo” (líder estudiantil No. 2, 2018, en-

trevista). La problemática que expresa este 

líder es, quizás, un asunto en doble vía. 

Si bien, convocar estudiantes alrededor de 

una causa, y más aún, lograr recoger la ma-

yor cantidad de opiniones e ideas posibles 

para materializar aquello que por definición 

se espera de todo ejercicio democrático, en 

tanto es un sistema político en el que “el 

pueblo manda” según Sartori (1994), ya 

es un problema, debido a que está sujeto 

al nivel de participación que las personas 

de una comunidad quieran tener frente a 

situaciones de carácter público; el escena-

rio político se torna mucho más complejo 

si no se tiene un planteamiento ordenado, 

estratégico e intencional en las acciones co-

municativas de quienes ostenta la dignidad 

de representantes. 

En el caso de un gobierno escolar, termi-

na perdiendo veracidad al no lograr llenar 

las expectativas de quienes los eligieron 

mediante voto popular. “Aquí en el INEM 

creo que ese es el mayor problema. Critican 

a sus líderes sin saber qué hicieron. Pues, 

aquí es muy difícil informar a todo el mundo 

porque es mucha gente” (líder estudiantil 
No. 2, 2018, entrevista).

Ahora bien, en el trabajo de campo se iden-
tificaron los canales de comunicación que 
tiene la institución al servicio de los líderes 
y la comunidad estudiantil en general; ade-
más de los que ellos mismos proponen y 
usan para su gestión representativa: canal 
de televisión, centro de producción audio-
visual, emisora, página web, redes sociales, 
WhatsApp y espacios institucionales. Todos 
ellos, con un margen de maniobra por par-
te de los estudiantes que podría conside-
rarse aceptable, para que ellos expresen 
sus ideas de manera colectiva y masiva. 

Luego, el malestar que se presenta en el 
gobierno escolar al no lograr conectar con 
toda la comunidad estudiantil, subyace en 
la falta de planificación de medios que de-
bería tener una organización con diversos 
canales de comunicación para lograr llevar 
el mensaje que se requiere hasta su públi-
co objetivo. En esta perspectiva, la comu-
nicación política apunta a “la utilización de 
los instrumentos, más específicamente en 
la conexión de las técnicas de observación 
social y las técnicas de promoción y difu-
sión para asentar la dominación de los go-
bernantes sobre los gobernados” (Gerstlé, 
2005, p. 17). 

Sin embargo, aunque no hay tal expertise 
por parte de los líderes estudiantiles del 
INEM en el uso de canales de comunicación 
al servicio de su gestión representativa, 
se pudo apreciar en la investigación que 
cuando tuvieron la necesidad urgente de 
comunicarse con sus públicos, sea para in-
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formar, convocar o consultar, encontraron 
espontáneamente la forma de poner a cir-
cular el mensaje que querían entregar, por 
medio de las herramientas a disposición; tal 
vez sin el alcance esperado, pero sí con un 
grado apropiación notable. “Cuando nece-
sito comunicarles algo, utilizo la emisora; o 
si es algo muy específico, se ubica al chico 
y le atiendo lo que sea que necesite” (líder 
estudiantil No. 3, 2018,  entrevista). 

Otros representantes en cambio organi-
zaron a todos sus compañeros en grupos 
de WhatsApp de acuerdo a la necesidad. 
“Nosotros armamos un grupo por cada 
sección; 16 en total. Pero también tengo 
un grupo para solo monitores. Entonces, si 
hay un problema muy grande, me llaman a 
mí a través del WhatsApp” (líder estudiantil 
No. 5, 2018,  entrevista). 

Este manejo espontaneo de los medios de 
comunicación por parte de los líderes es-
tudiantiles sucede porque, como explica 
Gerstlé (2005), “es fácil constatar que la 
política sin comunicación sería imposible, 
y que la sociedad misma es impensable sin 
comunicación” (p. 22). Ahora, esto no es 
nuevo; ya antes se dijo que los procesos co-
municativos al interior de una organización 
se daban de manera natural. Sin embargo, 
la falta de control y presupuesto en esos 
procesos de comunicación es lo que está 
en discusión y representa un desafío para 
la comunicación aplicada en cualquier cam-
po de acción. 

Por tal razón, simplificar las comunicacio-
nes de este gobierno escolar a un asunto 
estrictamente instrumental, sería reduccio-

nista y le restaría valor a esta investigación, 
en tanto su interés nació de la necesidad de 
orientar procesos comunicacionales efec-
tivos con miras a fortalecer los ejercicios 
democráticos que se viven al interior de las 
instituciones educativas como escenarios 
para la formación de valores ciudadanos y 
democráticos. 

Por eso, detrás de las múltiples formas que 
adoptan estos estudiantes para promover 
acciones colectivas y de todos los esfuer-
zos emprendidos para la utilización de la 
tecnología “lo que está en juego es la capa-
cidad de los ciudadanos para tomar la pa-
labra e intervenir activamente en la distri-
bución democratizada del poder” (Gerstlé, 
2005, p. 35).

En ese sentido, la comunicación de carácter 
público propone ir más allá de direccionar 
unos canales, según sea su alcance, para 
entregar información de interés público. 
Botero y Galvis (2009, p. 26) explican que 
comunicar lo público, o más bien, cuando 
se está en escenarios políticos, la comuni-
cación debería responder de manera aserti-
va a lo que ellos llaman “la intrincada red de 
transacciones informacionales, expresivas 
y solidaria que ocurren en la esfera pública 
o el espacio público de cualquier sociedad”. 

Ante esto, surge la reflexión sobre qué es-
fuerzos comunicativos debe hacer una or-
ganización educativa para que sus líderes 
estudiantiles trasciendan en sus maneras 
de comunicar su gestión como represen-
tantes. Un legítimo escenario de participa-
ción ciudadana al interior de una institución 
debe promover la intervención de todos los 



Re
vi

st
a 

D
em

oc
ra

ci
a 

Ac
tu

al
   

N
úm

. 4
   

 D
ic

ie
m

br
e 

20
19

 

76

estudiantes en la definición de los asuntos 
de la vida escolar y propender por una ma-
yor fluidez, en términos de interlocución en 
las relaciones entre representantes y repre-
sentados.

Para las directivas del INEM, la institución 
garantiza el pleno ejercicio de la demo-
cracia representativa y deliberativa de los 
estudiantes, toda vez que “se tienen los 
espacios necesarios: asambleas; consejo 
estudiantil; el consejo directivo y el conse-
jo académico; o sea, sí se hace un esfuerzo 
por estar en contacto con los estudiantes” 
(docente No. 3, 2018,  entrevista). Sin em-
bargo, los estudiantes consultados insisten 
en mayor respaldo por parte de la institu-
ción. Según ellos, “la institución podría ser 
más colaborativa; escucharnos más a los re-
presentantes” (líder estudiantil No. 6, 2018,  
entrevista). 

De acuerdo con Velázquez y García, “sin el 
apoyo estatal y sin la decisión de los gober-
nantes de promover y nutrir la participa-
ción, creando condiciones para su ejercicio, 
esta puede debilitarse y perder su capa-
cidad de incidir en las políticas públicas” 
(2013, p. 31). 

La participación ciudadana, en parte, nece-
sita de la iniciativa estatal para incentivar a 
que los ciudadanos se involucren en asun-
tos de interés público. Si no hay compro-
miso por parte del Estado, en esta caso, de 
las directivas y profesores de la institución 
para promover espacios y procesos demo-
cráticos al interior de la institución, más allá 

de dar cumplimiento a la Ley 115, convocan-
do anualmente a la elección de representes 
estudiantiles, la responsabilidad de un go-
bierno escolar, y sobre todo, sus alcances, 
recaerá sobre estudiantes que aún están 
desarrollando capacidad para entender sus 
estados emocionales y conducirlos a accio-
nes positivas que minimicen los conflictos 
personales y ciudadanos para sortear las 
vicisitudes de la democracia estudiantil.

Por otro lado, la participación política de 
estos estudiantes puede basarse en es-
pacios de discusión, que sí se han logrado 
construir en la institución de manera oficial. 
Buenos días y Buenas tardes, se constituyó 
para los líderes estudiantiles como espacio 
ideal para reunir la voz de toda la comuni-
dad estudiantil. Según ellos, cada 15 días, 
o antes si se considera necesario, los estu-
diantes de cada unidad se reúnen con sus 
respectivos directores para tratar asuntos 
académicos e institucionales entre todos. 

Allí, cada representante tiene la oportuni-
dad de dirigirse a los estudiantes, y ellos a 
este. “Eso se ve mucho en los Buenos días y 
Buenas tardes, porque ahí todos podemos 
participar y brindar información de lo que 
se está haciendo” (líder estudiantil No. 2, 
2018,  entrevista). Mediante este espacio 
institucional se desarrolla el proceso de co-
municación más nutrido que tiene la comu-
nidad estudiantil “inemita” que, a su vez, 
nutre las acciones del gobierno escolar en 
tanto les permite a los líderes estudiantiles 
recoger las necesidades que los estudian-
tes comparten con ellos. 
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CONCLUSIONES

La comunicación es una condición inhe-

rente de la participación. Participar es, en 

alguna medida, intercambiar y compartir 

ideas o visiones sobre alguna situación. 

Explicado por Gerstlé (2005), “comunicar 

políticamente es poner en comunión la opi-

nión, los argumentos y relatos relativos a 

la comunidad” (p. 187). Por tal razón, con 

miras a fortalecer la gestión de un gobierno 

escolar al interior de una institución educa-

tiva, son muchos los asuntos comunicati-

vos que se deben atender para cuidar que 

este organismo político realmente cumpla 

su función mediadora e impacte de la mejor 

manera la vida escolar de quienes integran 

la comunidad estudiantil. 

Lo observado en la institución educativa 

INEM José Félix de Restrepo durante el 

trabajo de campo, sugiere la necesidad de 

replantear la idea de comunicación que se 

desarrolla entre directivas, representan-

tes estudiantiles y directivos. Aunque la 

institución cuenta con diversos canales de 

comunicación a disposición de sus líderes 

estudiantiles, y además, ha logrado conso-

lidar espacios institucionales como Buenos 

días – buenas tardes, que tienen el valor de 

reunir a toda la comunidad estudiantil en 

un ejercicio de diálogo horizontal, la tarea 

de acompañar el proceso de formación 

ciudadana que estos líderes estudiantiles 

desarrollan en el marco del gobierno esco-

lar, tiene que ir más allá de un asunto ins-

trumental.

 Garantizar la elección del gobierno escolar 
año tras año y permitir el uso de los me-
dios de comunicación con que cuenta la 
institución para la gestión política de sus 
representantes estudiantiles elegidos por 
voto popular no es suficiente, toda vez que 
la elección de un gobierno escolar no tiene 
fin en sí mismo, sino que su propósito es 
dotar al estudiante, mediante su propia ex-
periencia de participación escolar, con las 
competencias necesarias para participar 
posteriormente de manera propositiva en 
su entorno social y político.

Por lo anterior, partiendo del hecho de 
que “hoy la comunicación interesa a todo 
el mundo” (Gerstlé, 2005, p. 9), en tanto, 
no es posible concebir una sociedad que se 
pueda articular sin un elemento mínimo de 
comunicación, se debe trascender de esa 
comunicación instrumental que se ocupa 
de emplear canales de comunicación para 
la distribución de contenidos, a una comu-
nicación que se preocupa por el manteni-
miento de las relaciones humanas. 

Si bien, el escenario ideal para la partici-
pación ciudadana se debe desarrollar de 
manera voluntaria y espontánea, también 
es cierto que estos líderes estudiantiles no 
pierden su calidad de estudiantes subordi-
nados frente a las normas institucionales 
que son administradas por las directivas de 
la institución. Esto demanda entonces del 
cuerpo docente y administrativo, una ma-
yor disposición para facilitar y orientar, sin 
el ánimo de controlar, la gestión que los lí-
deres estudiantiles se proponen realizar en 
sus periodos de gobierno. 
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La situación que se presentó entre el egre-
sado y los líderes estudiantiles del gobierno 
escolar, tipifica de muchas formas la noto-
ria necesidad que tienen los estudiantes 
que se enfrentan a la difícil tarea de repre-
sentar los intereses de sus compañeros, de 
ser capacitados en habilidades comunica-
tivas que faciliten el cumplimiento de los 
objetivos que los impulsó a alcanzar estos 
espacios de participación política escolar. 
La consecuencia de un mal planteamiento 
de los roles y funciones al interior de una 
organización, fractura su unidad y dismi-
nuye su productividad. “A lo que se suma 
un deterioro en las relaciones personales, 
en la confianza del equipo y, finalmente, un 
sujeto cuyo potencial humano se ve limita-
do” (p. 108).

Sin embargo, el origen de Gracias INEM de-
mostró la capacidad que tienen los jóvenes 
para liderar sus propios procesos de parti-
cipación en la vida escolar. Pero, al mismo 
tiempo, sus conflictos dejaron ver la nece-
sidad urgente de ser capacitados en pro-
cesos de comunicación horizontal que les 
permita dirimir sus asuntos relacionales de 
la mejor manera, para no perder de vista 
los objetivos planteados como gobierno 
escolar. 

En ese sentido, asumir la comunicación de 
un organismo político desde una perspec-
tiva organizacional que ponga a disposición 
de sus integrantes técnicas y actividades 
encaminadas a facilitar y agilizar el flujo de 
mensajes que se dan entre los miembros 
de la organización, o entre la organización 
y su medio (Rodríguez, 1991, p. 31), puede 

ser la herramienta más eficaz para lograr 
el impacto que se busca con este dispositi-
vo político en los asuntos de la comunidad 
educativa, en tanto el verdadero valor de 
la comunicación no está en los medios con 
que se comunica, sino que su relevancia 
transciende al de las relaciones. 
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LA CONSULTA POPULAR UN 
MECANISMO DE PARTICIPACIÓN 
CIUDADANA EN CRISIS
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RESUMEN

Este artículo tiene como objetivo fundamental señalar las razones 
por las cuales la consulta popular a pesar de ser un mecanismo 
de participación ciudadana, se encuentra en crisis, ya sea por los 
excesivos requisitos que ha señalado el legislador a través de las 
leyes estatutarias 134 de 1994 y 1757 de 2015 o por los pronuncia-
mientos judiciales emitidos por la Corte Constitucional y el Con-
sejo de Estado. En síntesis, a pesar de que la Constitución de 1991 
señala que Colombia es una democracia participativa (artículo 3° 
de la C. P.), ha consagrado los mecanismos de participación ciu-
dadana (artículo 103 C. P.) y que la participación es un derecho 
fundamental y un deber (artículos 40 y 95 C. P.); en la realidad 
se observa la poca eficacia en la práctica de tales mecanismos de 
participación entre los cuales se encuentra la Consulta Popular. 
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ABSTRACT

The main objective of this article is to indicate the reasons why 
the popular consultation, despite being a citizen participation me-
chanism, is in crisis, either because of the excessive requirements 
that the legislator has indicated through statutory laws 134 of 
1994 and 1757 of 2015 or by judicial pronouncements issued by the 
Constitutional Court and the Council of State. In summary, althou-
gh the 1991 Constitution states that Colombia is a participatory 
democracy (Article 3 of the COP), it has enshrined the mechanis-
ms of citizen participation (Article 103 CP) and that participation 
is a fundamental right and a duty (articles 40 and 95 CP); in reality 
we can see the little effectiveness in the practice of such parti-
cipation mechanisms, among which is the Popular Consultation.

KEY WORDS

Democracy, Participation, Popular Consultation, Political Consti-
tution, Constitutional Court, Council of State

I. INTRODUCCIÓN

En el presente escrito se desarrollará el 

concepto de participación, su naturaleza 

jurídica, las clases de participación, la posi-

ción de la doctrina y la jurisprudencia cons-

titucional al respecto. Luego se enfocará 

sobre en qué consiste la Consulta Popular 

como mecanismo de participación ciuda-

dana, explicando los requisitos, los temas 

que pueden ser objeto de Consulta Popu-

lar, las clases, su normativa con énfasis en 

las leyes estatutarias 134 de 1994 y 1757 de 

2015, la posición de la Corte Constitucional 

y el Consejo de Estado en sus sentencias, 

señalando las razones por las cuales consi-

dero que este mecanismo de participación 

se encuentra en crisis y su complejidad para  

hacerlo efectivo en la práctica. Finalmente, 

se señalarán unas conclusiones sobre el 

tema. 

II. NOCIÓN DE 
PARTICIPACIÓN

Es un principio que significa tomar partido, 

convertirse uno mismo en parte de una 

organización que reúne a más de una sola 

persona. También significa compartir algo 

con alguien. La participación debe conce-

birse cuando un individuo es parte de una 

organización que abarca por lo menos dos 

personas. Los que no participan en absolu-

to, a pesar de poderlo hacer, están dando 

un voto de confianza a los que toman de-

cisiones.
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Existe relación entre la representación y 

participación en una democracia donde se 

coadyuvan en los votos válidos en la selec-

ción de representantes políticos. Los votos 

no son los únicos medios para darle vida a 

la participación, hay consultas a la pobla-

ción sobre decisiones que afectan al con-

glomerado social.

III. NATURALEZA 
JURÍDICA DE LA 
PARTICIPACIÓN

Se trata de determinar si se trata de un de-

recho o de una función pública, la Consti-

tución define la participación como un de-

recho, el artículo 40 numeral 5° señala que 

todo ciudadano tiene derecho a participar 

en la conformación, ejercicio y control del 

poder, pudiendo tomar parte en eleccio-

nes, plebiscitos, referendos, etc. Este de-

recho se tiene como deber de la persona; 

en el artículo 95 numeral 5° se señala como 

deber del ciudadano participar en la vida 

política, cívica y comunitaria del país.

Además, de acuerdo a la jurisprudencia de 

la Corte Constitucional la participación es 

un eje axial o elemento definitorio de la 

Constitución, es decir, que no puede ser 

sustituido por el poder de reforma cuando 

este quiera modificar la Constitución en 

este aspecto. 

Debe referirse al control constitucional de 

los actos realizados en ejercicio de los me-

canismos de participación ciudadana.

IV. CLASES DE 
PARTICIPACIÓN

A) Participación Administrativa

Es la prerrogativa y facultades que permi-
ten al ciudadano intervenir en los proce-
sos de toma de decisiones de naturaleza 
administrativa, donde hay un control de la 
gestión administrativa como el caso de las 
veedurías ciudadanas.

Esta participación se divide en interna, 
donde son los que trabajan al interior de 
la administración pública en el proceso de 
formación de la decisión administrativa; y 
la externa, que se da en la intervención de 
individuos y grupos o sociales exteriores a 
la organización en decisiones, funciones y 
actividades consideradas como adminis-
trativas. Ejemplo, concesión de servicios 
públicos.

B) Participación Política

Son los medios que el pueblo utiliza ampa-
rado en el ejercicio de la soberanía, donde 
se define el rumbo del Estado y están los 
mecanismos del artículo 103 de la C. P. 
donde es un derecho fundamental de todo 
ciudadano participar en la conformación, 
ejercicio y control del poder político. La 
participación se encuentra consagrada en 
el artículo 40 de la C. P. y se divide según su 
iniciativa en:

Iniciativa ciudadana – iniciativa popular le-
gislativa y normativa

• Referendo constitucional
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• Revocatoria del mandato

• Iniciativa institucional

• Referendo constitucional

• Plebiscito

• Consulta popular.

C) Participación Democrática

Es aquella que abarca todas las formas po-
sibles de participación en la vida social en 
sus distintas manifestaciones, se extiende 
a otros temas más allá de los electorales, la 
Corte Constitucional en la Sentencia C-180 
de 1994, M. P. Hernando Herrera Vergara, 
señala que la participación democrática es 
un modelo de comportamiento social y po-
lítico, fundado en los principios del pluralis-
mo, tolerancia y protección de derechos y 
libertades. Se amplía a aspectos económi-
cos, sociales, etc.

D) Participación Individual

El particular que busca intervenir en deci-
siones administrativas, participa en actua-
ción de intereses de los que no son titulares 
individualmente. Ejemplo, persona que es 
miembro de una comunidad universitaria 
e interviene para elegir representantes en 
órganos administrativos.

E) Participación Colectiva

Es aquella que se realiza a través de grupos 
o estructuras sociales como los consejos 
económicos, comunitarios, sociales, etc.

F) Participación Procedimental

Los ciudadanos pueden intervenir para 
la defensa de intereses generales para la 

anulación de actos de efectos generales o 
normativos. Ej. Acción pública de inconsti-
tucionalidad, acción de nulidad, etc.

G) Participación Consultiva

Se hace a través de consejos, comisiones o 
comités que cubren los sectores de la acti-
vidad administrativa. Ejemplo: Conpes, el 
Consejo Nacional de Salarios, juntas directi-
vas de entidades descentralizadas. 

V. FORMAS DE 
PARTICIPACIÓN

De acuerdo a la jurisprudencia de la Corte 
Constitucional, en la Sentencia C-150 de 
2015, M. P. Mauricio González Cuervo, se 
señalan diversas formas de participación y 
que están plasmadas en nuestra Constitu-
ción: 

“En primer lugar, la participación se mani-
fiesta en la posibilidad que tienen todos los 
individuos, así como las minorías, de opo-
nerse a las determinaciones de las mayorías 
cuando tales decisiones tengan la aptitud 
de afectar los derechos que constitucio-
nalmente les han sido reconocidos y que 
les permiten expresar su individualidad. De 
otra forma dicho, se trata de la protección 
de un ámbito de libre configuración perso-
nal, inmune a cualquier injerencia injustifi-
cada y que permite a las personas tomar 
decisiones individualmente o en familia. 
Esta protección de las decisiones privadas 
como forma de participación se apoya, en-
tre otras disposiciones, en el artículo 1º que 
reconoce la dignidad de las personas y el 
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pluralismo, en el artículo 16 de la Carta al 
amparar el libre desarrollo de la personali-
dad y en el artículo 42 al establecer el dere-
cho de la pareja a definir la conformación 
de su familia.

En segundo lugar, la Constitución reconoce 
la participación de comunidades étnicas en 
los procesos de adopción de medidas que 
puedan impactar o afectar directamente 
sus formas de vida (artículo 330 y Convenio 
169 de la OIT). 

En tercer lugar y según se recordó en otro 
lugar de esta providencia, la Constitución 
prevé diversas formas de participación so-
cial, mediante la habilitación para que las 
personas constituyan organizaciones que 
gestionen sus intereses o los representen 
en diferentes instancias. Allí se encuadran, 
entre otros, los colegios profesionales (art. 
26), las organizaciones sindicales y gremia-
les (art. 39), las organizaciones en las que 
participan los jóvenes (art. 45), las organi-
zaciones deportivas (art. 52), las institucio-
nes de educación (art. 68), las organizacio-
nes de consumidores y usuarios (art. 78), 
así como los partidos y movimientos políti-
cos (art. 107).

En cuarto lugar, la Constitución establece 
formas de participación en entidades públi-
cas o en el ejercicio de funciones públicas. 
Ello ocurre, por ejemplo, al admitir que los 
jóvenes intervengan activamente en los 
organismos públicos o privados que ten-
gan a su cargo la protección, educación y 
progreso de la juventud (art. 45), al seña-
lar que los usuarios del servicio de salud o 
los ciudadanos impactados por una medida 

ambiental puedan intervenir en los proce-
sos de decisión (arts. 49 y 79) o al permitir 
la participación de las comunidades en los 
Consejos Nacionales y Territoriales de Pla-
neación (art. 340). Tal forma de participa-
ción se prevé también cuando se dispone, 
por ejemplo, que los particulares puedan 
ejercer funciones públicas (arts. 123 y 210), 
administrando justicia (art. 116) o que los 
colegios profesionales actúen en igual di-
rección (art. 26). 

En quinto lugar, la Constitución fija como 
una forma de participación el ejercicio de 
las acciones administrativas o judiciales re-
queridas para el control de las actividades 
a cargo del Estado o para la efectividad de 
los derechos colectivos. En ese marco se 
establece el derecho de petición (art. 23), la 
acción de cumplimiento (art. 87), la acción 
popular (art. 88), la solicitud de aplicación 
de sanciones penales o disciplinarias (art. 
92) y la acción pública de inconstituciona-
lidad (art. 241), entre otras. Igualmente, tal 
y como lo señala el artículo 89 de la Carta, 
deberán preverse los demás recursos, ac-
ciones y procedimientos para propugnar 
por la integridad del orden jurídico y por la 
protección de los derechos individuales, de 
grupo o colectivos, frente a la acción u omi-
sión de las autoridades públicas.

En sexto lugar, el texto constitucional dis-
ciplina las formas de participación que se 
instrumentan mediante la representación 
en los órganos correspondientes. En esa 
medida prevé el conjunto de reglas que de-
terminan el funcionamiento democrático, 
estableciendo, por ejemplo, las reglas para 
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la conformación de las mayorías y para la vo-
tación en las corporaciones públicas (arts. 145, 
146, 153, 157, 376 y 378, entre otros). En ese 
marco fija las reglas de composición de los di-
ferentes órganos (arts. 171, 176, 190, 258, 260, 
262, 263, 299, 303, 312, 314, entre otros). 

La Carta adopta también, en séptimo lugar, 
un régimen que regula las formas de partici-
pación directa de los ciudadanos en desarrollo 
de los mecanismos que, según el artículo 103 
de la Constitución, puede desplegar el pueblo 
en ejercicio de su soberanía (arts. 155, 170, 375, 
377, 378, entre otros).

Debe advertir la Corte que las anteriores 
formas de participación no agotan las po-
sibilidades existentes en esta materia. En 
efecto, en atención al carácter expansivo 
de la democracia y a la condición de man-
dato de optimización del principio de parti-
cipación, es posible identificar y desarrollar 
otros instrumentos que hagan realidad el 
compromiso constitucional de promover, 
en la mayor medida posible, la incidencia 
de los ciudadanos en las decisiones que los 
afectan (art. 2°). 

De lo anterior se concluye que el concepto 
de participación no se reduce a los asuntos 
electorales y políticos, sino que trascien-
de otros escenarios de la vida social, tales 
como el familiar, educativo, salud, cultura, 
deporte, etc. 

VI. POSICIÓN DE LA 
JURISPRUDENCIA 

Sentencia C-180 de 1994, M. P. Hernando 
Herrera Vergara

“Se extiende a otros mecanismos de 
participación como referendos, plebis-
citos, revocatoria del mandato, cabil-
do abierto, participación de la mujer, 
regular la gestión pública en los dife-
rentes niveles administrativos, parti-
cipación de los trabajadores en la ges-
tión de las empresas, democratizar la 
titularidad de acciones, propiedad de 
la tierra. Artículos 57, 60, 64, 68, 228, 
369 de la C. P., etc.
El principio de participación democrá-
tica es un modelo de comportamiento 
social y político fundamentado en el 
pluralismo, tolerancia y protección de 
los derechos y libertades. El ciudadano 
puede participar en los procesos deci-
sorios no electorales que inciden en la 
vida. Se amplían nuevas oportunida-
des reales de participación, realizar el 
ideal del Estado democrático de dere-
cho, ejercer un control político, moral 
y jurídico por parte de los electores”.

Sentencia T-123 de 2009, M. P. Clara Inés 
Vargas Hernández

“En este orden de ideas, si la partici-
pación ciudadana es un derecho fun-
damental, como en efecto lo es, debe 
entenderse que su protección a través 
de la acción de tutela resulta consti-
tucionalmente legítima, por supuesto 
bajo las condiciones de procedencia 
que consagra el artículo 86 de la Cons-
titución, en concordancia con el Decre-
to 2591 de 1991”.

Y finalmente la Sentencia C-150 de 2015, M. 
P. Mauricio González Cuervo señala 
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“La naturaleza participativa del ordena-
miento constitucional supone entonces 
la obligación de promover, en cuanto 
resulte posible, la manifestación de 
formas democráticas de decisión y de 
control y, en cuanto sea necesario, la ex-
presión de sus dimensiones representa-
tivas. Este criterio de interpretación se 
apoya, de una parte, en el reconocimien-
to que la Carta hace de las instituciones 
propias de la democracia representati-
va y, de otra, en la pretensión reconoci-
da en el artículo 2° de la Constitución de 
facilitar la participación de todos en las 
decisiones que los afectan y en la vida 
económica, política, administrativa y 
cultural de la Nación. De acuerdo con lo 
anterior, el legislador debe identificar, 
en el marco definido por la Carta, el al-
cance de cada una de estas expresiones 
de la democracia, encontrándose obli-
gado a diseñar e instrumentar medidas 
que permitan que los mecanismos de 
participación sean realmente efectivos. 

Al ocuparse de las tensiones que se 
suscitan entre las manifestaciones de 
la democracia, la jurisprudencia cons-
titucional ha señalado que la principal 
diferenciación entre sus expresiones 
participativas y representativas radi-
ca en las nociones de soberanía en 
que ellas se asientan. El artículo 3º de 
la Constitución reconoce que la sobe-
ranía está radicada en el pueblo y se 
constituye por la suma de todas las 
voluntades individuales (soberanía po-
pular). A su vez, ha sostenido que en 
la democracia representativa –que se 

sustenta en el concepto de soberanía 
nacional– “los funcionarios públicos 
elegidos democráticamente represen-
tan a la nación entera y no a sus elec-
tores individualmente considerados” 
al paso que en el modelo de la de-
mocracia participativa, “los elegidos 
representan la voluntad del pueblo y 
reciben un mandato imperativo”.

Ahora bien y al margen de lo anterior, 
cabe advertir que la Corte ha recono-
cido que los conceptos de democracia 
participativa y representativa no son 
completamente opuestos y que “por el 
contrario, se complementan logrando 
así que el pueblo, titular originario de 
la soberanía, pueda escoger –mediante 
el sufragio universal– a sus gobernantes 
y, a su vez, cuente con los mecanismos 
jurídicos propios que garanticen su vin-
culación con los asuntos que le afectan 
directamente y en cuya solución se en-
cuentra comprometido”. En todo caso, 
a pesar de la complementariedad seña-
lada, es claro que el cambio de modelo 
democrático implica un redimensiona-
miento en la concepción y alcance de 
los derechos políticos, los cuales, bajo 
la democracia participativa, “excede[n]
en mucho el derecho a elegir y a ser ele-
gido, único modus operandi de la de-
mocracia meramente representativa”.

La importancia de ampliar progresivamen-
te la democracia participativa ha conducido 
a que la Corte afirme que es imprescindi-
ble incrementar los mecanismos de par-
ticipación, a fin de recoger las diferentes  
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opciones ideológicas propias de las socie-
dades heterogéneas. 

Conforme a lo expuesto, la democracia, y 
de manera particular la democracia parti-
cipativa, se erige en una categoría central 
para el sistema constitucional colombia-
no, cuyo reconocimiento y garantía tiene 
consecuencias directas en la forma en que 
actúan, inciden y se expresan los ciuda-
danos, las organizaciones sociales y las 
autoridades públicas. En ese sentido, tal y 
como lo afirman los considerandos de la 
Carta Democrática de la Organización de 
los Estados Americanos el carácter partici-
pativo de la democracia en nuestros países 
en los diferentes ámbitos de la actividad 
pública contribuye a la consolidación de 
los valores democráticos y a la libertad y la 
solidaridad en el hemisferio y, por ello, se 
erige en fundamento de derechos y debe-
res constitucionales, tal y como se explica 
más adelante. En plena concordancia con 
ello, la jurisprudencia de este tribunal ha 
indicado que la efectividad de la participa-
ción demanda la vigencia de reglas e insti-
tuciones que salvaguarden el pluralismo, la 
transparencia y la libertad de los ciudada-
nos de manera tal que (i) se garantice, en 
condiciones de igualdad, la intervención 
en los procesos democráticos de todos los 
ciudadanos, grupos y organizaciones, y (ii) 
se asegure que las manifestaciones de los 
ciudadanos en todos los mecanismos de 
participación sea completamente libre y, 
en consecuencia, genuina. 

La significación constitucional de la demo-
cracia ha propiciado esfuerzos legislativos 

en orden a la adopción de normas de dife-

rente naturaleza que concretan el derecho 

de los ciudadanos a participar en las deci-

siones que los afectan. Así, en un primer 

momento el legislador estatutario adoptó 

la Ley 131 de 1994 –examinada en la Senten-

cia C-011 de 1994– por medio de la cual se 

reglamentó el voto programático, fijando, 

de manera particular, las reglas aplicables 

a la revocatoria del mandato de alcaldes y 

gobernadores. Posteriormente, la Ley 134 

de 1994 –juzgada en la Sentencia C-180 de 

1994– adoptó normas dirigidas a regular 

los diferentes mecanismos de participación 

ciudadana mencionados en la Constitución 

y, en particular, la iniciativa normativa, el 

referendo, la consulta popular, el plebisci-

to, la revocatoria del mandato y el cabildo 

abierto. Luego de ello, el Congreso intro-

dujo varias modificaciones al régimen es-

tablecido en materia de voto programático 

y revocatoria del mandato en la Ley 741 de 

2002, cuyo examen constitucional adelantó 

la Corte en la Sentencia C-179 de 2002. Tam-

bién se ocupó el legislador, en la Ley 850 

de 2003 –objeto de control en la Sentencia 

C-292 de 2003– de regular las veedurías 

ciudadanas. En adición a las mencionadas 

leyes estatutarias, se expidió también la 

Ley 1622 de 2013 –examinada por la Corte 

en la Sentencia C-862 de 2012– por medio 

de la cual se adoptó el Estatuto de Ciudada-

nía Juvenil, cuyo objeto prevé, entre otras 

cosas, la creación de un marco institucional 

que facilite a los jóvenes su participación e 

incidencia en la vida social, económica, cul-

tural y democrática del país. 
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Se observa que la Corte Constitucional 
en las sentencias citadas menciona cómo 
la Constitución de 1991 ha señalado que 
existe la democracia participativa como 
eje central de nuestro sistema político y 
como complemento a la democracia re-
presentativa; es decir, que los dos tipos de 
democracia no son excluyentes, sino com-
plementarios. Así mismo, se señala que al 
incrementar la democracia participativa se 
deben aumentar las formas de participa-
ción, las cuales no se limitan a las consagra-
das en el artículo 103 de la Carta Política. 

Ahora bien, la Corte Constitucional ha ca-
lificado la participación como un derecho 
y un deber, en el primer caso se explica lo 
siguiente 

“El ciudadano interviene para ordenar, 
estructurar e integrar el poder político 
(conformación), para practicar, desple-
gar o manifestar la titularidad del poder 
político (ejercicio) y para vigilar, explo-
rar y examinar la gestión de los órganos 
que expresan institucionalmente el po-
der político (control). 
Para ello, el referido artículo 40 esta-
blece como derechos derivados del 
derecho general de participación las ga-
rantías para (1) participar en elecciones 
en la condición de elector o potencial 
elegido, (2) intervenir, adoptando de-
cisiones, en los diferentes mecanismos 
de participación democrática entre los 
que se encuentran el plebiscito, el refe-
rendo, las consultas populares y la re-
vocatoria del mandato, (3) constituir y 
formar parte de partidos, movimientos 

y agrupaciones políticas divulgando, en-
señando o promulgando sus ideas y pro-
gramas, (4) formular iniciativas ante las 
diferentes corporaciones públicas, (5) 
promover la defensa de la Constitución 
y la ley, mediante la formulación de las 
acciones públicas que se encuentren 
previstas y (6) ocupar cargos públicos. 
Se trata entonces de una disposición 
que fundada en la autonomía y dignidad 
de las personas, confiere una amplia red 
de exigencias que vincula no solo a las 
autoridades del Estado sino también a 
los particulares. Se complementa con el 
artículo 103 de la Constitución al dispo-
ner que el ejercicio de la soberanía del 
pueblo, lo que equivale a decir en térmi-
nos del artículo 40 el ejercicio del poder 
político, se manifiesta en el voto, en el 
plebiscito, en el referendo, en la consul-
ta popular, en el cabildo abierto, en la 
iniciativa legislativa y en la revocatoria 
del mandato. Esa misma disposición 
contempla, dado el reconocimiento del 
derecho a controlar el poder político 
-también referido en el artículo 40, la 
obligación del Estado de contribuir a la 
organización, promoción y capacitación 
de diferentes asociaciones a efectos de 
que puedan incidir en las instancias de 
participación, concertación, control y 
vigilancia de la gestión pública. 
Es claro para esta Corporación que el re-
conocimiento de la participación como 
un derecho se traduce entonces en la 
posibilidad de que el pueblo y los ciuda-
danos que lo integran, además de con-
currir a los diferentes actos electorales, 
puedan proferir directamente actos 
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decisorios a los que se reconozca fuerza 
normativa autónoma.
El carácter más o menos abierto del 
reconocimiento constitucional del de-
recho de los ciudadanos a participar, 
implica reconocer que su nivel de rea-
lización puede ser diferenciado. Esto 
supone que dicho derecho, reconocido 
como fundamental, otorga a los ciuda-
danos una facultad, prima facie, para 
exigir amplias posibilidades de inter-
vención en la conformación, ejercicio y 
control del poder político. Esta caracte-
rística del derecho explica que la juris-
prudencia constitucional haya reconoci-
do ampliamente su carácter universal y 
expansivo.
El carácter iusfundamental de la parti-
cipación supone la facultad de los ciu-
dadanos de oponerse a la fijación de 
exigencias desproporcionadas para el 
ejercicio de un derecho político o para 
la implementación de un mecanismo de 
participación. Este derecho, a pesar del 
margen de configuración que se recono-
ce al legislador para regular las formas 
de institucionalización de la democra-
cia, impide regulaciones que hagan im-
practicable una forma de participación 
constitucionalmente asegurada”.

En consecuencia, la participación ha sido 
considerada por la Corte Constitucional 
como un derecho fundamental de aplica-
ción inmediata que se deriva de la Consti-
tución en su artículo 40 que señala que los 
ciudadanos intervienen en la conforma-
ción, ejercicio y control del poder político. 
Además, es un eje axial de la Constitución, 

lo que implica que no puede ser sustituido 
por el poder de reforma. 

De otro lado, la Corte Constitucional ha 
señalado en la sentencia citada que la par-
ticipación es un deber de protección y pro-
moción, en ese sentido señala lo siguiente 

“La Corte entiende que la participa-
ción como derecho de los ciudadanos 
y eje medular del ordenamiento cons-
titucional vigente implica (i) el deber 
del Estado de abstenerse de adoptar 
medidas de cualquier tipo que impidan 
el libre ejercicio de la participación por 
parte de ciudadanos y organizaciones 
sociales, (ii) el deber de adoptar me-
didas de todo tipo que eviten que las 
autoridades públicas o los particulares 
interfieran o afecten el libre ejercicio 
de las facultades en cuyo ejercicio 
se manifiesta la participación y (iii) el 
deber de implementar medidas que 
procuren optimizar el desarrollo de 
las diversas formas de participación y 
que, al mismo tiempo, eviten retroce-
der injustificadamente en los niveles 
de protección alcanzados”. 

En síntesis, la Corte Constitucional ha seña-
lado que es un deber de los Estados adop-
tar medidas que impidan la libre participa-
ción ciudadana; por el contrario, se busca 
que esta se desarrolle a través de la expe-
dición de normas y políticas para incentivar 
las diferentes formas de participación. 

Desafortunadamente, a mi juicio, con las le-
yes 134 de 1994 y 1757 de 2015 y los diferen-
tes pronunciamientos jurisprudenciales se 
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ha tenido como consecuencia que los me-

canismos de participación ciudadana hayan 

quedado en la práctica en letra muerta. En 

ese sentido, es lamentable cómo la consul-

ta popular, que era el instrumento de par-
ticipación más utilizado sobre todo a nivel 
municipal, en relación con la minería se 
encuentra en crisis a raíz de las sentencias 
SU-095 de 2018 de la M. P. Cristina Pardo 
Schlesinger, y C-053 de 2019 de la M. P. Cris-
tina Pardo Schlesinger, que dejaron sin piso 
este tipo de consultas populares. 

En el siguiente acápite se explicará en qué 
consiste la consulta popular, su desarrollo 
legal con énfasis en lo señalado en las leyes 
134 de 1994 y 1757 de 2015, y en los fallos 
proferidos por la Corte Constitucional y el 
Consejo de Estado sobre la materia. 

VII. CONSULTA POPULAR

a. Definición

Para el profesor Carlos Antonio Coronel 
Hernández, “es la opinión que determina-
da autoridad solicita a la ciudadanía sobre 
un aspecto específico de interés nacional, 
regional o local y que una vez materializa-
da y con el cumplimiento de los requisitos 
legales previstos, la obliga a traducirse en 
acciones concretas”2.

De otro lado, para el tratadista Jacobo Pérez 
Escobar consiste en “la opinión que una de-

terminada autoridad solicita a la ciudadanía 

2 Coronel Hernández, C. A. (2005). La Participación ciudada-
na en el derecho electoral colombiano. Bogotá, D. C. Edito-
rial Doctrina y Ley Ltda., primera edición. P. 250.

sobre un aspecto específico de interés na-
cional, regional o local, que la obliga a tra-
ducirla en acciones concretas”3. 

El artículo 8° de la Ley 134 de 1994 la defi-
ne como “la institución mediante la cual, 
una pregunta de carácter general sobre 
un asunto de trascendencia nacional, de-
partamental, municipal, distrital o local, es 
sometida por el Presidente de la Repúbli-
ca, gobernador o alcalde, según el caso, a 
consideración del pueblo para que este se 
pronuncie formalmente al respecto”. 

Según el artículo 3° de la Ley 1757 de 2015, la 
consulta popular es un mecanismo de par-
ticipación de origen en autoridad pública o 
popular. 

b. Objetivos

Para el profesor Coronel Hernández, la con-
sulta popular tiene dos objetivos: 

“Permitir la intervención de los ciudadanos 
para que en forma libre por el sufragio ma-
nifiesten su opinión sobre el tema que se 
les consulta.

Brindar a la administración sea Presidencia 
de la República, gobernador o alcalde, la 
consecuente legitimidad sobre la decisión 
que se adopte en asuntos de interés nacio-
nal o local”4.

3  Pérez Escobar, J. (2003). Derecho constitucional colombia-
no. Bogotá, D. C., Editorial Temis S. A., sexta edición. P. 109. 

4 Ob.	cit.	Coronel	Hernández,	C.	A.	P.	251. 
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c. Clases

Orden nacional: Es la que convoca el Pre-
sidente de la República mediante decreto 
con la firma de los ministros y el concepto 
favorable del Senado, se expresan las razo-
nes de la consulta. El Senado tiene 20 días 
para pronunciarse, es un control político 
(artículos 50 y 53 Ley 134 de 1994). 

Existirá un control de constitucionalidad 
posterior de acuerdo al artículo 241 nume-
ral 3° de la C. P. por vicios de procedimiento.

La consulta es al pueblo y su decisión es 
obligatoria. – Artículo 104 de la C. P., y 8° de 
la Ley 134 de 1994.

Orden territorial: Es la convocada por el go-
bernador u alcalde con un concepto previo 
de la asamblea departamental o el conce-
jo municipal, si es negativo no se realiza la 
consulta, si es positivo se realiza. (Artículo 
105 de la C. P.). En este caso existe un con-
trol de constitucionalidad previo – Artículos 
51 y 53 de la Ley 134 de 1994, el cual es ejer-
cido por el tribunal de lo contencioso admi-
nistrativo competente. 

En ese sentido, el artículo 20 literal d) seña-
la que el Senado de la República se pronun-
ciará sobre la conveniencia de una consulta 
popular de carácter nacional. Así mismo, 
las asambleas departamentales, concejos 
municipales o las juntas administradoras 
locales se pronuncian sobre la convenien-
cia de las consultas populares de iniciativa 
gubernamental en las respectivas entida-
des territoriales. El artículo 21 señala que el 
control constitucional lo realizarán la Corte 

Constitucional y los Tribunales Contencio-

sos Administrativos, según sea la consulta 

de carácter nacional y territorial, respecti-

vamente. 

d. Procedimiento

La Ley 1757 de 2015 señala unas reglas co-

munes a los mecanismos de participación 

ciudadana, en el caso de aquellos que ten-

gan origen popular, se reitera que en el 

caso de la consulta popular puede tener 

origen en la autoridad pública o popular; 

en este último caso se aplican las reglas 

contenidas en los artículos 4° a 19 de la ley 

señalada. 

Ahora bien, es importante señalar lo que 

expresa el artículo 18 de la Ley 1757 de 2015 

en cuanto explica que “solo pueden ser 

materia de iniciativa popular legislativa y 

normativa, consulta popular o referendo 

ante las corporaciones públicas, aquellas 

que sean de la competencia de la respecti-

va corporación o entidad territorial”. 

No se podrán presentar iniciativas popu-

lares legislativas y normativas o consultas 

populares ante el Congreso, las asambleas, 

los concejos o las juntas administradoras lo-

cales, sobre las siguientes materias:

-  Las que sean de iniciativa exclusiva del 

Gobierno, de los gobernadores o de los 

alcaldes.

-  Presupuestales, fiscales o tributarias.

-  Relaciones internacionales

-  Concesión de amnistías o indultos
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-  Preservación y restablecimiento del or-
den público 

Además, tampoco podrán ser objeto de 
consulta:

-  Materias que impliquen reforma a la 
Constitución.

-  Convocatoria de una asamblea consti-
tuyente salvo para reformar la Consti-
tución.

e. Requisitos previos al trámite en materia 
de consultas populares 

Se destacan las siguientes normas: 

a)  El artículo 31 numeral c) de la Ley 1757 
de 2015 que señala: “Para la consulta 
popular a nivel departamental, distrital, 
municipal y local de iniciativa guberna-
mental. Los gobernadores y alcaldes, 
con la firma de los secretarios del Des-
pacho, podrán convocar consultas para 
que el pueblo decida sobre asuntos 
departamentales, municipales, distrita-
les o locales. El diez por ciento (10%) de 
los ciudadanos que conforman el censo 
electoral del respectivo departamento, 
municipio o distrito, podrán solicitar 
que se consulte al pueblo un asunto de 
interés de la comunidad”. 

b)  El artículo 32 de la Ley 1757 de 2015 seña-
la que: “En el caso de las consultas po-
pulares de orden nacional tendrán un 
concepto previo por parte del Senado 
de la República. En el caso de las consul-
tas populares de orden departamental, 
distrital, municipal o local el concepto 

lo otorgan las asambleas departamen-

tales, concejos municipales o distritales 

según el caso. Además, en el caso de las 

consultas populares de orden territorial 

habrá un control de constitucionalidad 

por parte del tribunal de lo contencioso 

administrativo sobre el texto objeto de 

consulta”. 

c)  El artículo 33 de la Ley 1757 de 2015 

señala que: “Dentro de los ocho días 

siguientes luego de los conceptos pre-

vios, de acuerdo con el tipo de consulta, 

el Presidente de la República, el gober-

nador o alcalde expedirán el decreto de 

convocatoria. 

Además, se señala que la consulta popu-

lar debe llevarse a cabo dentro de los tres 

meses siguientes a la fecha del concepto 

previo de la corporación pública respectiva 

o del vencimiento del plazo indicado para 

ello”.

f) Otros aspectos de la consulta popular

1.  La pregunta debe ser clara y sencilla –

artículos 50, 51 y 53 Ley 134 de 1994–. Se 

responde con el SÍ o NO.

2.  Decisión del pueblo: “Artículo 55 Ley 

134 de 1994 es obligatoria siempre que 

se obtenga el voto afirmativo de la mi-

tad más uno de los sufragios válidos, 

siempre y cuando haya participado no 

menos de la tercera parte de los electo-

res que componen el respectivo censo 

electoral. (Artículos 104 de la C. P. y 41 

numeral c) de la Ley 1757 de 2015)”.
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3.  Efectos de la consulta –artículos 56 de 
la Ley 134 de 1994 y 42 de la Ley 1757 de 
2015–. 

“Cuando el pueblo haya adoptado una 
decisión obligatoria en una consulta 
popular, el órgano correspondien-
te deberá adoptar las medidas para 
hacerla efectiva cuando para ello se 
requiera una ley, una ordenanza, un 
acuerdo o una resolución local, la cor-
poración respectiva deberá expedirla 
dentro del mismo periodo de sesiones 
o a más tardar en el periodo siguien-
te. Si vencido este plazo el Congreso, 
la asamblea departamental, el concejo 
municipal o la junta administradora lo-
cal no la expidieren, el Presidente, go-
bernador u alcalde dentro de los quin-
ce días siguientes adoptarán mediante 
decreto con fuerza de ley, ordenanza, 
acuerdo o resolución local, según el 
caso. En esta circunstancia el plazo 
para hacer efectiva la decisión popular 
será de dos meses”. 

g) Temas en los cuales es obligatorio cele-
brar consultas populares

1.  Anexar o vincular municipios a un área 
metropolitana – artículo 319 de la C. P.

2.  Formación de departamentos – artículo 
297 de la C. P.

3.  Ingreso de municipio a una provincia 
constituida – artículo 321 de la C. P.

De acuerdo con lo estipulado en la ley or-
gánica de ordenamiento territorial (REVI-
SAR LA LEY ORGÁNICA DE ORDENAMIEN-
TO TERRITORIAL)

h) Consulta para convocar una asamblea 
nacional constituyente

Es importante señalar que la consulta po-
pular se puede utilizar como mecanismo 
para convocar una asamblea nacional cons-
tituyente, de acuerdo al artículo 376 de la 
Constitución. La asamblea se emplaza por 
medio de una ley convocante en la cual se 
cita al pueblo para invocar la asamblea y 
definir aspectos tales como el periodo, la 
competencia, etc.

En ese sentido, se debe destacar lo señala-
do en las leyes 134 de 1994 y 1757 de 2015 al 
respecto: 

1.  Iniciativa: El artículo 58 de la Ley 134 
de 1994 señala que la consulta la reali-
za el Congreso mediante ley aprobada 
por mayoría de miembros de ambas 
cámaras para que el pueblo en vota-
ción popular decida si convoca o no una 
asamblea nacional constituyente, para 
reformar total o parcialmente la Cons-
titución. 

2.  Contenido de la ley: Está contemplado 
en los artículos 376 de la C. P. y 59 de la 
Ley 134 de 1994.

3.  Control de constitucionalidad: Es pre-
vio, de acuerdo a los artículos 241 nu-
meral 2° de la C. P. y 60 de la Ley 134 de 
1994.
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4.  Convocatoria de la asamblea: Se convo-

ca si la aprueba la tercera parte de los 

integrantes del censo electoral, según 

el artículo 62 de la Ley 134 de 1994.

5.  Fecha: Será entre 2 y 6 meses siguientes 

a partir del pronunciamiento de la Corte 

Constitucional de acuerdo al artículo 33 

de la Ley 1757 de 2015.

Una vez se apruebe la ley convocante, 

se hace la elección de los constituyentes 

dentro de los 6 meses a los resultados de 

la consulta, son dos actos electorales dife-

rentes según el artículo 63 Ley 134 de 1994.

i)  Posición de la jurisprudencia 

En este acápite se mencionarán varias sen-

tencias de gran importancia en relación con 

la consulta popular, en ese sentido se en-

cuentran la C-180 de 1994 del M. P. Hernan-

do Herrera Vergara y C-150 de 2015 del M. P. 

Mauricio González Cuervo, que ejercieron 

el control previo de constitucionalidad a 

las leyes estatutarias sobre mecanismos de 

participación ciudadana. Luego se señala-

rán sentencias relacionadas con la consulta 

popular en materia minera y petrolera, ya 

que han sido estos temas los que han sido 

objeto de pronunciamientos jurispruden-

ciales en relación con la prohibición o no 

de desarrollar estas actividades en los mu-

nicipios. En ese sentido, existen fallos de la 

Corte Constitucional y del Consejo de Esta-

do que los citaremos brevemente. 

Sentencia C-180 de 1994, M. P. Hernando 

Herrera Vergara

“De modo general, puede afirmarse 
que la consulta popular es la posibilidad 
que tiene el gobernante de acudir ante 
el pueblo para conocer y percibir sus 
expectativas, y luego tomar una deci-
sión. En otros términos, es la opinión 
que una determinada autoridad soli-
cita a la ciudadanía sobre un aspecto 
específico de interés nacional, regio-
nal o local, que la obliga a traducirla en 
acciones concretas.
Es, pues, el parecer que se solicita a la 
comunidad política o cívica para defi-
nir la realización o buscar el apoyo, ge-
neralmente, en relación con actuacio-
nes administrativas en el ámbito local. 
La consulta popular, de acuerdo con la 
Carta, es obligatoria para la formación 
de nuevos departamentos (artículo 
297 C. P.); para la vinculación de mu-
nicipios a áreas metropolitanas o para 
la conformación de estas (artículo 319 
C. P.) y para el ingreso de un municipio 
a una provincia ya constituida (artículo 
321 C. P.) previo el cumplimiento de los 
requisitos y formalidades que deter-
mine la ley orgánica de ordenamiento 
territorial (artículo 105 C. P.)
Por su parte, el artículo 105 de la Car-
ta la prevé en forma facultativa al in-
dicar que, previo el cumplimiento de 
los requisitos formales que señale el 
estatuto general de la organización 
territorial y en los casos que el mismo 
determine, los gobernadores y alcal-
des, según el caso, podrán realizar 
consultas populares para decidir sobre 
asuntos de competencia del respecti-
vo departamento, distrito o municipio. 
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El artículo 8 del proyecto, consagra la 

consulta popular como mecanismo de 

participación, a través del cual, el pue-

blo se pronuncia de manera obligato-

ria acerca de una pregunta de carácter 

general, que le somete el Presidente 

de la República –artículo 104 C. P.–, 

el gobernador o el alcalde –artículo 

105 C. P.– según el caso, para definir la 

realización o buscar el apoyo general-

mente de actuaciones administrativas 

de carácter trascendental en el ámbito 

nacional, regional o local.

Señala la norma, igualmente, que en 

los eventos en que la consulta se refie-

ra a la conveniencia de convocar una 

asamblea constituyente, las pregun-

tas serán sometidas a consideración 

popular mediante ley aprobada por el 

Congreso de la República. En este as-

pecto el precepto se aviene a la Cons-

titución que, como ya se expresó, en 

su artículo 376 reserva al Congreso la 

iniciativa de consultar al pueblo la de-

cisión de convocar o no una Asamblea 

Nacional Constituyente”.

El derecho de todo ciudadano a parti-

cipar en las consultas populares hace 

parte del derecho fundamental a la 

participación en la conformación, ejer-

cicio y control del poder político, de 

acuerdo a lo dispuesto en el numeral 2 

del artículo 40 de la Carta Política.

En este sentido, debe concluir la Corte, 

que la definición que trae el artículo 8° 

se ajusta al texto de los artículos cons-

titucionales que regulan el instrumen-

to de la consulta popular, como ha 

quedado señalado.

En desarrollo del mandato constitucio-

nal, artículos 104 y 105 de la Constitu-

ción Política, los ciudadanos podrán 

participar democráticamente en con-

sultas populares para expresar su opi-

nión sobre asuntos de trascendencia 

para la comunidad. 

A manera de presentación general de 

este mecanismo, debe anotarse que 

el proyecto visualiza la consulta como 

una indagación de la opinión ciudada-

na acerca de una pregunta de carácter 

general que realiza el Presidente de la 

República, el gobernador o el alcalde 

respectivo, redactada en forma clara, 

de modo tal que sea respondida por el 

pueblo con un “SÍ” o un “NO”. El pro-

yecto señala, además, las característi-

cas generales de la consulta popular en 

cada una de las entidades territoriales, 

sin perjuicio de los requisitos adiciona-

les que establezca el estatuto general 

de la organización territorial.

Por su parte, el artículo 50 se ocupa de 

la consulta popular del orden nacional, 

por la cual el Presidente de la Repúbli-

ca pregunta al pueblo acerca de una 

decisión de trascendencia nacional. 

Para ello, requiere contar con la firma 

de todos los ministros y el concepto 

previo y favorable del Senado de la 

República.

Esta disposición se limita a reprodu-

cir el contenido del artículo 104 de la 

Constitución Política que además con-

fiere a la decisión del pueblo carácter 
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obligatorio y prohíbe su realización en 
concurrencia con otra elección.
El artículo 51, por su parte, regula la 
consulta popular del orden departa-
mental, distrital, municipal y local, que 
radica en cabeza de los gobernadores 
y alcaldes, quienes podrán acudir a 
este mecanismo para consultar al pue-
blo sobre asuntos de competencia de 
la respectiva entidad territorial.
Esta disposición desarrolla el artícu-
lo 105 de la Constitución Política, que 
supedita las consultas de los niveles 
departamental, distrital, municipal o 
local al “previo cumplimiento de los 
requisitos y formalidades que señale 
el estatuto general de la organización 
territorial y en los casos que este de-
termine”.

El artículo 52 del proyecto señala la forma 
y el contenido del texto de la consulta que 
se someterá a votación, y dispone que no 
podrán ser objeto de la misma proyectos 
de articulado ni tampoco la convocatoria 
a una asamblea constituyente, salvo en el 
caso de reforma a la Constitución por el 
procedimiento establecido en el artículo 
376 de la Carta Política, por lo cual, estima 
la Corte, que no se desconocen las normas 
constitucionales, ya que el artículo del pro-
yecto de ley se limita a establecer los meca-
nismos para hacer efectiva la consulta y los 
temas que no pueden ser objeto de esta, 
por constituir el objeto de otros mecanis-
mos de participación popular.

El artículo 53 regula de manera detallada 
el mecanismo de la consulta, definido en el 

artículo 104 de la Constitución, conforme al 
cual, cuando se trate de una consulta de ca-
rácter nacional, el trámite que debe surtirse 
comprenderá la elaboración del texto, su 
justificación por parte del Presidente de la 
República, el envío al Senado de la Repúbli-
ca para que emita su concepto (el cual de-
berá ser favorable) y, luego, la remisión a la 
Corte Constitucional para que se pronuncie 
sobre su constitucionalidad. 

Por su parte, el artículo 54 del proyecto se-
ñala la fecha en que deberá llevarse a cabo 
la votación de la consulta popular, bien del 
orden nacional, o las que se celebren en el 
marco de las entidades territoriales y en las 
comunas, corregimientos y localidades.

Para la convocatoria de la consulta popu-
lar del orden nacional, el proyecto indica 
que la votación se realizará dentro de los 
cuatro (4) meses siguientes a la fecha del 
pronunciamiento del Senado de la Repú-
blica. Igualmente, prevé el proyecto que la 
consulta nacional se realice en una fecha 
especial, que en ningún caso puede coin-
cidir con otro acto electoral, lo cual es una 
garantía para que la decisión que adopten 
los ciudadanos pueda ser enfocada con 
claridad y de una manera diáfana, y que la 
información que reciban les permita com-
prender a cabalidad las implicaciones de la 
determinación que deben adoptar en uno u 
otro sentido.

Por su parte, el artículo 55 establece la obli-
gatoriedad de la decisión tomada por el 
pueblo, siempre y cuando la pregunta haya 
obtenido el voto afirmativo de la mitad 
más uno de los sufragios válidos, siempre 



Re
vi

st
a 

D
em

oc
ra

ci
a 

Ac
tu

al
   

N
úm

. 4
   

 D
ic

ie
m

br
e 

20
19

 

98

y cuando haya participado no menos de la 

tercera parte de los electores que compo-

nen el respectivo censo electoral. Esta nor-

ma se ajusta a la Constitución, en cuanto 

reproduce el contenido del artículo 104 de 

la Carta Política.

En el evento mencionado precedentemen-

te, el artículo 56 del proyecto al establecer 

lo relativo a los efectos de la consulta, se-

ñala que el órgano correspondiente deberá 

adoptar las medidas necesarias para hacer-

la efectiva. Si para ello se requiere de una 

ley, de una ordenanza o de un acuerdo, la 

respectiva corporación deberá adoptarla 

dentro del mismo periodo de sesiones en 

que se efectuó la votación de la consulta o, 

a más tardar, en el periodo siguiente.

Se trata, pues, del desarrollo legislativo de 

la consulta popular, y en particular, de la re-

gulación de los efectos de la consulta y la 

forma de hacer efectiva la decisión adopta-

da por el pueblo, dentro de los parámetros 

señalados por la Carta Política.

El artículo 57 reproduce el texto del artícu-

lo 43 del proyecto, pues, al igual que en el 

caso de los referendos de carácter nacio-

nal, prevé que mediante decreto legislativo 

el Presidente de la República podrá suspen-

der de manera transitoria la celebración de 

la consulta nacional, cuando su realización 

debiere tener lugar durante la vigencia de 

cualquiera de los estados de excepción, si 

pudiere comprometer el restablecimiento 

del orden público o se observare un am-

biente de intimidación para los votantes.

Existe una última modalidad de consulta 

definida en el artículo 58 del proyecto, que 

es la que puede realizar el Congreso, para 

que el pueblo en votación popular decida 

si convoca o no a una asamblea constitu-

yente, para reformar total o parcialmente 

la Constitución.

Las características y rasgos propios de este 

mecanismo de participación fueron defini-

dos por el constituyente de 1991, en el artí-

culo 376 de la Carta, conforme al cual, quien 

efectúa la consulta es el Congreso de la Re-

pública, mediante ley aprobada por mayo-

ría calificada, que deberá definir el número 

de delegatarios, el periodo de la asamblea, 

la fecha de iniciación de sus sesiones y otras 

características propias de esta. 

El artículo 58 establece la forma de llevar a 

cabo la consulta, para lo cual, el Congreso 

de la República mediante una ley aproba-

da por la mayoría de los miembros de una 

y otra Cámara, podrá disponer que el pue-

blo en votación popular decida si convoca a 

una asamblea constituyente para reformar 

la Constitución. 

Por su parte el artículo 59 se refiere al con-

tenido de la ley de convocatoria, señalando 

que esta deberá determinar el número de 

delegatarios, el sistema para elegirlos, la 

competencia de la asamblea, la fecha de su 

iniciación y su periodo.

Por su parte, el artículo 60 consagra el con-

trol de constitucionalidad sobre la ley que 

convoca la consulta, a cargo de la Corte 

Constitucional.
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La Carta Política en el numeral 2 del artícu-
lo 241 señala que corresponde a la Corte 
Constitucional decidir sobre la constitucio-
nalidad de la convocatoria a una asamblea 
constituyente para reformar la Constitu-
ción, previamente o con anterioridad al 
pronunciamiento popular. Dicho examen 
solo abarcará el estudio de los posibles vi-
cios de procedimiento en su formación. 

En cuanto al artículo 61, este simplemente 
establece la forma en que se deberá dise-
ñar la tarjeta electoral para la consulta. 

El artículo 62 determina la base cuantitativa 
del respaldo ciudadano requerido para que 
se entienda que el pueblo ha convocado en 
forma constitucionalmente válida la asam-
blea, la cual equivale al voto favorable de 
al menos la tercera parte de los integrantes 
del censo electoral. A renglón seguido, la 
disposición confiere carácter inmutable a 
las reglas definidas por el pueblo en la con-
sulta, las cuales no podrán ser modificadas 
posteriormente. 

Esta disposición reproduce el artículo 376, 
inciso segundo de la Constitución. Tan solo 
agrega lo referente a la inmodificabilidad 
de las reglas definidas en la consulta, lo cual 
se acompasa con la naturaleza misma del 
derecho que tienen quienes han aprobado 
la decisión de convocar la asamblea.

Finalmente, el artículo 63 define cómo se 
habrá de fijar la fecha para la realización de 
la consulta que convoca la asamblea cons-
tituyente, la cual, no podrá coincidir con la 
elección de los delegatarios, ni en ningún 
caso con otro acto electoral.

Esta norma desarrolla el inciso segundo del 
artículo 376 de la Constitución, en cuanto 
se refiere al mandato según el cual, la fecha 
de elección de los integrantes de la asam-
blea constituyente no podrá coincidir con 
otro acto electoral. Se entiende que tanto 
la elección de delegatarios como la consul-
ta para que el pueblo apruebe la convoca-
toria a una asamblea constituyente, son 
dos actos totalmente distintos, en cuanto 
de uno se deriva la posibilidad de que haya 
lugar a realizarse el otro; así, para poder 
elegir delegatarios, es requisito sine qua 
non que el pueblo se haya pronunciado de 
manera favorable a la convocatoria de la 
asamblea constituyente. Por lo tanto, si la 
consulta es favorable a la convocatoria de 
la asamblea, se fijará la fecha para la elec-
ción de los delegatarios dentro de los seis 
(6) meses siguientes a la promulgación de 
los resultados de la consulta por parte del 
Consejo Nacional Electoral. 

A su vez, la Sentencia C-150 de 2015, M. P. 
Mauricio González Cuervo, señala lo si-
guiente 

“La Constitución contiene varias dispo-
siciones relativas a la consulta popular. 
Además de la mención general en los 
artículos 40 y 103 (i) el artículo 104 re-
gula la consulta popular facultativa del 
orden nacional, (ii) el artículo 105 las 
consultas populares facultativas del ni-
vel territorial, (iii) el artículo 297 prevé 
las consultas territoriales obligatorias 
como condición para decretar la crea-
ción de nuevos departamentos, (iv) el 
artículo 319 se ocupa de las consultas 
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territoriales obligatorias para la con-
formación de un área metropolitana o 
para la anexión de un municipio a una 
de ellas y (v) el artículo 321 contempla 
las consultas territoriales obligatorias 
para la participación de un municipio 
en una provincia. 
La consulta popular del orden nacio-
nal y del orden territorial tiene una 
dimensión representativa en la que 
interviene en el orden nacional y por 
expresa disposición constitucional el 
Presidente y el Senado de la Repúbli-
ca (art. 104) y, en el orden territorial 
el gobernador o el alcalde también en 
virtud de la exigencia constitucional 
precisa fijada en el artículo 105 –y las 
asambleas, concejos o juntas adminis-
tradoras locales por disposición legal. 
En esta fase representativa, es el Go-
bierno el titular de la iniciativa y quien 
determina, en el caso de no tratarse 
de una consulta obligatoria, la opor-
tunidad para su realización. Una vez 
agotada esta fase se activa la dimen-
sión participativa permitiendo que 
los ciudadanos tomen una decisión, 
con efectos obligatorios, respecto del 
asunto consultado.  
El artículo 8° de la Ley 134 de 1994 
prevé una definición de la consulta 
popular que coincide con la com-
prensión que de tal figura ha tenido 
la jurisprudencia constitucional. Dicha 
disposición establece que es la insti-
tución mediante la cual, una pregunta 
de carácter general sobre un asunto 
de trascendencia nacional, departa-
mental, municipal, distrital o local, es  

sometido por el Presidente de la Re-
pública, el gobernador o el alcalde, 
según el caso, a consideración del 
pueblo para que este se pronuncie 
formalmente al respecto. Prescribe, 
además, que en todos los casos la de-
cisión adoptada por el pueblo resulta 
obligatoria. Esta definición implica que 
el pueblo no adopta directamente la 
decisión respecto del asunto consulta-
do sino que, en otra dirección, impone 
un mandato de actuación al ejecutivo. 
Conforme a ello destacó este Tribunal, 
que la consulta consiste en “la opinión 
que una determinada autoridad solici-
ta a la ciudadanía sobre un aspecto es-
pecífico de interés nacional, regional 
o local, que posteriormente, la obliga 
a traducirla en acciones concretas”. 
Su instrumentación, ha destacado la 
Corte, tiene como finalidad “definir la 
realización o buscar el apoyo general-
mente de actuaciones administrativas 
de carácter trascendental en el ámbito 
nacional, regional o local”. 
La consulta popular, además de con-
cretar el derecho a la participación 
ciudadana, constituye también una 
forma de canalizar disputas entre dos 
órganos del poder público legitimados 
democráticamente. Es por ello que la 
jurisprudencia ha dicho que “permite 
que cuestiones complejas, sobre las 
cuales haya enfrentamiento ejecuti-
vo-legislativo, sean dirimidas por el 
pueblo, evitando así una parálisis en 
la adopción de dichas decisiones”. 
Además de la caracterización referi-
da, este Tribunal ha concluido que en  
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tanto la consulta popular es un meca-
nismo de participación y la participa-
ción es un derecho fundamental, es 
procedente acudir a la acción de tutela 
para reclamar el cumplimiento de las 
reglas que regulan tal mecanismo y, en 
particular, para exigir el cumplimiento 
de la decisión adoptada por el pueblo. 
Reglas jurisprudenciales en la consulta 
popular. 
Inexistencia de una reserva estatuta-
ria estricta para la regulación de las 
consultas populares territoriales. Para 
la regulación de la consulta popular 
territorial pueden concurrir disposi-
ciones estatutarias o las integradas al 
Estatuto General de la Organización 
Territorial, según ello se encuentra es-
tablecido en el artículo 105 de la Cons-
titución. De esta manera, la reserva de 
ley estatutaria no se activa en lo relati-
vo a estas consultas territoriales con la 
misma fuerza en que ocurre respecto 
de los otros mecanismos de partici-
pación, dado que para esas consultas 
existe una competencia legalmente 
repartida. 
Carácter generalmente facultativo 
y excepcionalmente obligatorio de 
las consultas populares. No obstante 
que en principio la realización de la 
consulta popular es una facultad del 
Presidente, de los gobernadores y de 
los alcaldes, este Tribunal ha conside-
rado que ella resulta obligatoria para 
la formación de nuevos departamen-
tos (art. 297), para la conformación de 
un área metropolitana o para la vincu-
lación de un municipio a una de ellas 

(art. 319 inc. 2 y 3) y para la vinculación 
de un municipio a una provincia ya 
constituida (art. 321. Inc. 4). 
Este Tribunal, también ha precisado 
que la determinación de la proceden-
cia de una consulta popular cuando 
ella se ha establecido como obligato-
ria, no impide que la administración 
valore discrecionalmente si se cum-
plen los supuestos que determinan el 
deber de realizarla. 
Competencia del legislador para es-
tablecer un umbral de participación 
para la eficacia del pronunciamiento 
del pueblo en la consulta popular. Se 
encuentra constitucionalmente per-
mitido que el legislador establezca 
para el caso de la consulta popular y 
como condición de validez del pronun-
ciamiento popular, una participación 
mínima del pueblo. En esa dirección la 
Ley 134 de 1994, al regular cuándo una 
decisión adoptada en desarrollo de 
este mecanismo resulta obligatoria, 
dispuso la necesidad de una partici-
pación mínima de la tercera parte del 
censo electoral y una votación a favor 
de la mitad más uno de los sufragios. 
La libertad de configuración del Con-
greso para fijar tal umbral no se extien-
de, como se indicará más adelante, al 
caso de la consulta popular emplazada 
por el Congreso para que el pueblo 
decida si convoca o no una asamblea 
constituyente. En este caso la Consti-
tución fija directamente una regla de 
participación ciudadana mínima. 
Prohibición de estimular la participa-
ción en la consulta popular. Debido 
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a que el establecimiento de un nivel 
mínimo de participación en la consul-
ta popular, la tercera parte del censo 
electoral, implica que la abstención es 
un medio legítimo de oposición a la ini-
ciativa (abstención activa), no resulta 
admisible otorgar estímulos a la parti-
cipación. 
Esta regla resulta también aplicable a 
la consulta popular promovida por el 
Congreso para decidir la convocatoria 
de una asamblea constituyente. 
Vigencia temporal limitada de las exi-
gencias de consulta popular en los 
procedimientos de conformación de 
áreas metropolitanas. En aquellos 
casos en lo que la Constitución ha es-
tablecido la consulta popular como 
condición para la vinculación de los 
municipios a un área metropolitana, 
dicha exigencia no puede establecer-
se como parámetro para examinar la 
validez de aquellas constituidas antes 
de la entrada en vigencia de la Consti-
tución de 1991. Ello es así debido a que 
no se encontraba establecido dicho 
requisito. 
(i) Prohibición de ejercer respecto de 
la consulta popular nacional un control 
judicial previo al pronunciamiento del 
pueblo, y (ii) autorización para regular 
el control judicial de las consultas terri-
toriales. Se encuentra constitucional-
mente prohibido que la ley le asigne 
a la Corte Constitucional un control 
judicial previo de la consulta popular 
del orden nacional, dado que ello no 
encuadra en lo dispuesto el numeral 
3 del artículo 241 de la Carta. Existe 

entonces una solución constitucional 
definida que no puede ser modificada 
ni ampliada por el legislador.
Ahora bien, es posible por no ser un 
asunto regulado en la Constitución, 
que la ley estatutaria fije reglas rela-
tivas al control judicial de consultas 
populares del orden territorial. Al am-
paro de esa facultad, puede asignar a 
los Tribunales de lo Contencioso Ad-
ministrativo competencias de control 
previo de la consulta popular. 
Restricciones competenciales del pue-
blo en consulta popular. No resulta 
posible que se sometan al trámite de 
la consulta popular disposiciones nor-
mativas o una decisión respecto de 
la convocatoria a la asamblea cons-
tituyente, salvo que, en este último 
caso, se proceda de conformidad con 
lo establecido en el artículo 376 de la 
Constitución.
La Consulta popular, cuya realización 
se autoriza en los artículos 104 y 105 
de la Constitución, no puede referir-
se a materias que no se encuentren 
comprendidas por las competencias 
del respectivo nivel territorial. En esa 
medida, no será posible que median-
te una consulta popular municipal se 
pregunte a los ciudadanos asuntos de 
carácter departamental. Igualmente, 
no podrá una consulta popular promo-
vida por el Presidente de la República 
solicitar del pueblo un pronunciamien-
to sobre un asunto exclusivamente 
territorial. 
Por su parte, el artículo 105 de la Carta 
autoriza a gobernadores y alcaldes a 
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realizar consultas, previo cumplimien-
to de las exigencias legales, “para de-
cidir sobre asuntos de competencia 
del respectivo departamento o muni-
cipio”. 
Como se observa, en este último caso 
el Constituyente, y consecuente con 
ello el Legislador, impusieron una ex-
presa restricción a los mandatarios 
departamentales y municipales o dis-
tritales, que solo les permite llamar a 
la comunidad para pronunciarse sobre 
asuntos de orden regional o local. 
Prohibición de modificar la Constitu-
ción o de desconocer derechos cons-
titucionales mediante el empleo de la 
consulta popular. La convocatoria al 
pueblo para pronunciarse en consulta 
popular no puede tener como propósi-
to ni como efecto la modificación de la 
Constitución o la infracción de normas 
de derechos constitucionales recono-
cidos por la Carta. 
Prohibición prima facie de invalidar, 
mediante la interposición de una ac-
ción de tutela, la ejecución de una 
consulta popular. No resulta posible 
acudir a la acción de tutela con el pro-
pósito de invalidar la ejecución de una 
consulta popular distrital cuando se 
han surtido todos los procedimientos 
previstos para ello y, adicionalmente, 
la votación ya se ha cumplido. 
La consulta popular para convocar una 
asamblea constituyente. Los artículos 
376 y 379 de la Constitución regularon 
este mecanismo de participación ciu-
dadana. La modificación de la Carta 
mediante una asamblea constituyente 

se encuentra sometida a varias reglas 
que comprenden, entre otras cosas, el 
procedimiento de consulta al pueblo 
para que decida si se convoca dicha 
asamblea. 
Tales reglas pueden enunciarse de la 
siguiente forma. En primer lugar, (i) el 
Congreso tiene la competencia para 
disponer si consulta al pueblo la con-
vocatoria de una asamblea constitu-
yente o, de otra forma dicho, “quien 
efectúa la consulta es el Congreso 
de la República”. En segundo lugar, 
(ii) la ley mediante la cual se prevé la 
consulta al pueblo debe ser aprobada 
por la mayoría absoluta de una y otra 
cámara. En tercer lugar, (iii) la ley que 
dispone la realización de la consulta 
debe indicar la competencia, el perío-
do y la composición de la asamblea 
constituyente. En cuarto lugar, (iv) la 
Corte Constitucional es competente 
para adelantar el control de constitu-
cionalidad de la ley que somete a deci-
sión del pueblo la convocatoria a una 
asamblea constituyente, únicamente 
por vicios de procedimiento en su for-
mación. Finalmente, en quinto lugar, 
(v) la convocatoria de la asamblea 
constituyente se producirá si vota a fa-
vor la tercera parte de los integrantes 
del censo electoral, lo que implica, en 
consecuencia, que es el pueblo quien 
convoca a la asamblea. 
En la segunda fase del procedimiento 
de reforma, esto es, una vez el pueblo 
ha decidido convocar a la asamblea 
constituyente (vi) debe procederse a 
su elección por el voto directo de los 



Re
vi

st
a 

D
em

oc
ra

ci
a 

Ac
tu

al
   

N
úm

. 4
   

 D
ic

ie
m

br
e 

20
19

 

104

ciudadanos en un acto electoral que 
no puede coincidir con otro. Una vez 
elegida (vii) la facultad de reforma 
constitucional por parte del Congre-
so de la República quedará suspen-
dida durante el término asignado a 
la asamblea para el cumplimiento de 
sus atribuciones. Finalmente, (viii) la 
asamblea tendrá la competencia para 
fijar su propio reglamento.
La Corte Constitucional se ha ocupa-
do, en diferentes oportunidades, de 
establecer el alcance de las competen-
cias existentes en materia de reforma 
constitucional. Aunque nunca le ha 
correspondido adelantar el examen 
de una ley que somete a votación po-
pular la convocatoria a una asamblea 
constituyente, si ha advertido que úni-
camente mediante este mecanismo 
resultaría posible la sustitución de la 
Constitución”.

Estas dos sentencias exponen la posición 
jurisprudencial sobre la consulta popular, 
interpretando el querer del constituyente 
al crear este mecanismo de participación 
ciudadana (artículos 40, 103, 104 y 105 de la 
C. P.); así como el artículo 376 de la C. P., 
en relación con la consulta popular para 
convocar una asamblea nacional consti-
tuyente. Con base en estas sentencias el 
Congreso expide las leyes estatutarias 134 
de 1994 y 1757 de 2015, las cuales regulan 
todo lo relacionado con los mecanismos de 
participación ciudadana, entre los que se 
encuentra la consulta popular, señalando 
sus características y el procedimiento para 
su ejercicio tanto en el orden nacional (con-

sulta popular nacional), como en el orden 
territorial (consulta popular territorial) y las 
diferencias con otros mecanismos de parti-
cipación ciudadana. 

En el siguiente acápite nos centraremos en 
la posición de la jurisprudencia de la Corte 
Constitucional y del Consejo de Estado so-
bre la consulta popular en materia territo-
rial en el caso de la exploración y explota-
ción en materia minera, petrolera, etc.; ya 
que se ponen en tensión la autonomía de 
las entidades territoriales y la posibilidad de 
convocar a la ciudadanía de los municipios 
que se pueden ver afectados con dicha ex-
ploración y explotación; con el artículo 332 
de la C. P., que señala que la propiedad del 
subsuelo es del Estado. Lo anterior, porque 
estos temas son por los que se ha desarro-
llado la consulta popular; en el orden nacio-
nal se podría señalar la Consulta Popular 
Anticorrupción celebrada en el año 2018 la 
cual si bien todas las preguntas obtuvieron 
más del 98% por el SÍ, no tuvo ningún efec-
to jurídico, pues no se alcanzó el umbral de 
participación exigido por la ley. Por lo an-
terior, el énfasis del presente acápite son 
los pronunciamientos jurisprudenciales de 
consultas populares sobre la exploración 
y explotación de los recursos naturales no 
renovables en los diferentes municipios del 
país que se pueden ver afectados por las 
mismas. 

j)  Posición de la jurisprudencia del Con-
sejo de Estado sobre las consultas po-
pulares en materia de exploración y 
explotación de recursos naturales no 
renovables en el orden municipal
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Sentencia del Consejo de Estado, Sala de lo 
Contencioso Administrativo, Sección Cuar-
ta C. P. Jorge Octavio Ramírez Ramírez del 
5 de abril de 2018:

“La consulta popular es una manifes-
tación de la voluntad de la ciudadanía, 
tiene fuerza vinculante respecto a las 
autoridades locales, esto es, alcaldes 
y concejos municipales. Si dichas au-
toridades no acatan de manera obli-
gatoria lo dispuesto por la ciudadanía, 
estarían violando la voluntad popular 
y el derecho fundamental a la partici-
pación ciudadana que rige las compe-
tencias locales. El Consejo de Estado 
se ha pronunciado sobre la posibilidad 
de convocar consultas populares para 
avalar o no la realización de proyectos 
minero-energéticos (sentencias del 7 
de diciembre de 2016 C. P. Hugo Fer-
nando Bastidas Bárcenas, 14 de febre-
ro de 2017 C. P. Rocío Araújo Oñate, 
etc.). Los municipios tienen la facul-
tad para adelantar consultas popu-
lares relacionadas con la prohibición 
o autorización para desarrollar en su 
territorio actividades minero-energé-
ticas; los municipios y distritos tienen 
la obligación de realizar consultas po-
pulares cuando ese tipo de actividades 
impliquen cambios significativos y de 
transformación de las actividades tra-
dicionales de su territorio. La consulta 
popular permite a los ciudadanos ma-
nifestarse sobre asuntos que inciden 
de manera directa en su entorno terri-
torial como la intervención del suelo 
con actividades minero-energéticas. 

Cuando los artículos 332 y 334 de la C. 

P., atribuyen al Estado, no solo a la Na-

ción, la propiedad sobre los recursos 

del subsuelo y la facultad de decidir 

sobre su explotación, no puede en-

tenderse, que los únicos competen-

tes para tomar decisiones sobre es-

tos asuntos son los órganos del nivel 

central y que por ende los alcaldes son 

incompetentes para convocar consul-

tas populares en materia minero-ener-

gética. Además, en el trámite de las 

consultas populares no es necesario 

incluir el impacto fiscal, ya que la Ley 

1757 de 2015 no señala este aspecto”.

k)  Posición de la jurisprudencia de la Cor-

te Constitucional sobre las consultas 

populares en materia de exploración y 

explotación de recursos naturales no 

renovables en el orden municipal

Sentencia SU-095 de 2018, M. P. Cristina 

Pardo Schlesinger:

“La Constitución Política de Colombia 

estableció que uno de los principios 

fundantes del Estado es su carácter 

democrático y uno de los fines esen-

ciales es la participación del pueblo en 

todas las decisiones que lo afectan. A 

partir de allí consagró diversas normas 

constitucionales destinadas a desarro-

llar estos postulados, orientados por 

un lado a estipular la participación ciu-

dadana para el ejercicio del poder po-

lítico como un derecho fundamental y 

como un deber ciudadano, y por otro, 

a consagrar los diversos mecanismos a 
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través de los cuales es posible hacerlo 
efectivo.
Así, por ejemplo, la Carta Superior es-
tipuló: (i) que todo ciudadano tiene 
derecho a participar en la conforma-
ción, ejercicio y control del poder po-
lítico (artículo 40), (ii) que en materia 
ambiental la ley debe garantizar la 
participación de la comunidad en las 
decisiones que le afecten (artículo 79), 
(iii) una lista enunciativa de los me-
canismos de participación ciudadana 
(artículo 130), así como, (vi) la posibi-
lidad de los alcaldes y gobernadores 
de realizar consultas populares para 
decidir sobre asuntos de competencia 
del respectivo departamento o mu-
nicipio (artículo 105) . Con una óptica 
distinta la Carta Superior también hizo 
referencia a la (v) participación como 
un deber ciudadano con el objeto de 
aportar a la construcción de sociedad 
y de país (artículo 95). 
La relevancia estructural de la partici-
pación ciudadana en perspectiva de 
derecho también ha sido ampliamente 
desarrollada en instrumentos inter-
nacionales vinculantes para el Estado 
colombiano. Los artículos 13, 20, 21, 
y 22 de la Declaración Americana de 
los Derechos y Deberes del Hombre 
establecieron los derechos de los ciu-
dadanos a tomar parte en el gobierno 
de su país, directamente o por medio 
de sus representantes, el derecho a 
reunirse y asociarse y a presentar pe-
ticiones respetuosas a las autoridades 
públicas. El artículo 25 del Pacto Inter-
nacional de Derechos Civiles y Políticos 

estipuló a favor de cada ciudadano, sin 
ninguna clase de distinción o restric-
ción indebida, el goce del derecho a 
participar en la dirección de asuntos 
públicos directamente o por medio de 
representantes libremente elegidos. 
El literal a) del artículo 23 de la Conven-
ción Americana de Derechos Humanos 
instituyó este mismo derecho en igua-
les términos. 
De otra parte, los artículos 6° y 7° de la 
Carta Democrática de la Organización 
de los Estados Americanos dispusie-
ron que la participación ciudadana en 
todas aquellas decisiones relacionadas 
a su propio desarrollo tiene el doble 
carácter de derecho y responsabilidad 
para el Estado, razón por la cual, consi-
deró que la democracia deberá ser en-
tendida como condición indispensable 
para el ejercicio de todos y cada uno de 
los derechos que se consagren a favor 
de los nacionales. Este derecho tam-
bién se instituyó en la Declaración de 
Río sobre el Medio Ambiente y el De-
sarrollo, en la que se estableció que la 
mejor manera de tratar las cuestiones 
ambientales es con la participación de 
todos los ciudadanos interesados.
La jurisprudencia constitucional por 
su parte ha estudiado ampliamente 
el alcance y contenido del concepto 
de democracia participativa y del de-
recho fundamental a la participación 
ciudadana. Al respecto, ha señalado 
que el principio democrático tiene 
un carácter universal y expansivo en 
la medida que, por una parte, inclu-
ye todo lo que pueda interesar a la  
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persona, a la comunidad o al Estado 
que sea susceptible de afectar la dis-
tribución, control o asignación del po-
der social; y por otra, en razón a que 
es objeto de construcción constante 
por parte de los actores públicos y pri-
vados. 
De igual manera, ha considerado que, 
pese al valor de la participación en 
una democracia participativa, este 
debe ejercerse de acuerdo con los 
mecanismos establecidos y bajo los 
parámetros constitucionales y lega-
les aplicables en cada caso particular. 
Ello además en concordancia con la 
competencia del legislador estatutario 
para establecerlos. 
Las consideraciones expuestas sopor-
tan así el carácter limitado del derecho 
a la participación, que pretende evitar 
que, i) se impongan decisiones por las 
mayorías sin que existan unos proce-
dimientos adecuados para ello, defini-
dos por el legislador en cumplimiento 
de sus potestades y competencias o, 
ii) se usen estos procedimientos fuera 
de su regulación constitucional o legal.
En desarrollo del postulado de demo-
cracia participativa, en los artículos 40, 
103 y 105 de la Constitución Política de 
1991 se establecieron distintos meca-
nismos de participación ciudadana con 
el propósito de efectivizar el derecho 
fundamental a la participación del que 
gozan todos los ciudadanos, siendo 
estos: el plebiscito, el referendo, la 
consulta popular, el cabildo abierto, la 
iniciativa legislativa y la revocatoria del 
mandato. Vale aclarar que esta lista no 

es taxativa, y que el legislador por po-
testad constitucional podrá adoptar 
nuevos mecanismos para permitir la 
participación ciudadana.
El artículo 40 de la Carta Política, que 
establece: “Todo ciudadano tiene de-
recho a participar en la conformación, 
ejercicio y control del poder político. 
Para hacer efectivo este derecho pue-
de: “Tomar parte en elecciones, plebis-
citos, referendos, consultas populares 
y otras formas de participación demo-
crática”. 
El artículo previamente citado debe 
leerse en concordancia con los artícu-
los 103, 104 y 105 constitucionales, en 
los que, en términos generales, se es-
pecificó el marco general de la consul-
ta popular tanto a nivel nacional como 
territorial. 
Ahora bien, el artículo 103 establece 
que: “Son mecanismos de partici-
pación del pueblo en ejercicio de su 
soberanía: el voto, el plebiscito, el 
referendo, la consulta popular, el ca-
bildo abierto, la iniciativa legislativa y 
la revocatoria del mandato. La ley los 
reglamentará”. (Se subraya). 
Por su parte, el artículo 104 prevé que: 
“El Presidente de la República, con la 
firma de todos los ministros y previo 
concepto favorable del Senado de la 
República, podrá consultar al pueblo 
decisiones de trascendencia nacional. 
La decisión del pueblo será obligato-
ria. La consulta no podrá realizarse en 
concurrencia con otra elección”. 
Y en tercer lugar, constitucionalmen-
te el artículo 105 estipula que: “Previo 
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cumplimiento de los requisitos y for-
malidades que señale el estatuto ge-
neral de la organización territorial y en 
los casos que este determine, los go-
bernadores y alcaldes según el caso, 
podrán realizar consultas populares 
para decidir sobre asuntos de compe-
tencia del respectivo departamento o 
municipio” (se subraya). 
En desarrollo de las disposiciones 
constitucionales, el Congreso de la Re-
pública profirió las leyes estatutarias 
134 de 1994 y 1757 de 2015. 
La Ley 134 de 1994, “por la cual se dic-
tan normas sobre mecanismos de parti-
cipación ciudadana”, según su artículo 
1° tiene por objeto regular “la inicia-
tiva popular legislativa y normativa; 
el referendo; la consulta popular, del 
orden nacional, departamental, dis-
trital, municipal y local; la revocatoria 
del mandato; el plebiscito y el cabildo 
abierto” e igualmente el de establecer 
“las normas fundamentales por las 
que se regirá la participación demo-
crática de las organizaciones civiles”. 
El citado artículo estipula además que: 
“La regulación de estos mecanismos 
no impedirá el desarrollo de otras for-
mas de participación ciudadana en la 
vida política, económica, social, cultu-
ral, universitaria, sindical o gremial del 
país, ni el ejercicio de otros derechos 
políticos no mencionados en esta ley”. 
Esta normatividad regula la consulta 
popular como mecanismo de parti-
cipación ciudadana en los artículos 
8° y 50 a 57 –estos últimos del Título 
V– en los que define el alcance a nivel  

nacional, departamental, distrital, mu-

nicipal y local, la forma del texto que 

se someterá a votación, el concepto 

previo para la realización de una con-

sulta popular, la fecha para la realiza-

ción de la consulta popular, la decisión 

del pueblo, los efectos de la consulta, 

la suspensión de la votación para la 

consulta popular, como temas espe-

cíficos. En este punto es importante 

aclarar que la Ley Estatutaria 1757 de 

2015 introdujo modificaciones a la Ley 

134 de 1994, especificando los requisi-

tos para el ejercicio de los mecanismos 

de participación popular. En cuanto 

la consulta popular, la nueva ley esta-

tutaria precisó en su artículo 3° que: 

“Pueden tener origen en autoridad 

pública o popular el referendo y la con-

sulta popular”.

El artículo 8° de la Ley 134 de 1994 defi-

ne la consulta popular como la institu-

ción mediante la cual, una pregunta de 

carácter general sobre un asunto de 

trascendencia nacional, departamen-

tal, municipal, distrital o local, es so-

metido por el Presidente de la Repúbli-

ca, el gobernador o el alcalde, según el 

caso, a consideración del pueblo para 

que este se pronuncie formalmente al 

respecto. En todos los casos, la deci-

sión del pueblo es obligatoria. Cuando 

la consulta se refiere a la conveniencia 

de convocar una asamblea constitu-

yente, las preguntas serán sometidas 

a consideración popular mediante ley 

aprobada por el Congreso de la Repú-

blica”.
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La misma norma, en el Título V se refiere 
a las consultas del nivel departamental,  
distrital, municipal y local, como aquellas 
en virtud de las cuales los gobernadores y 
alcaldes podrán convocar consultas para 
que el pueblo decida sobre asuntos depar-
tamentales, municipales, distritales o loca-
les (artículo 51). La norma dispone:

Artículo 51. Consulta popular a nivel depar-
tamental, distrital, municipal y local. Sin 
perjuicio de los requisitos y formalidades 
adicionales que señale el Estatuto General 
de la Organización Territorial y de los casos 
que este determine, los gobernadores y al-
caldes podrán convocar consultas para que 
el pueblo decida sobre asuntos departa-
mentales, municipales, distritales o locales.

De igual manera, en el artículo 18 de la Ley 
1757 de 2015 se delimitaron las cuestiones 

que pueden ser objeto de iniciativa popular 

legislativa y normativa, referendo o consul-

ta popular, en el siguiente sentido:

Solo pueden ser materia de iniciativa popu-

lar legislativa y normativa, consulta popular 

o referendo ante las corporaciones públi-

cas, aquellas que sean de la competencia 

de la respectiva corporación o entidad te-

rritorial.

No se podrán presentar iniciativas popu-

lares legislativas y normativas o consultas 

populares ante el Congreso, las asambleas, 

los concejos o las juntas administradoras lo-

cales, sobre las siguientes materias:

a)  Las que sean de iniciativa exclusiva del 

Gobierno, de los gobernadores o de los 

alcaldes;
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b)  Presupuestales, fiscales o tributarias;

c)  Relaciones internacionales;

d)  Concesión de amnistías o indultos;

e)  Preservación y restablecimiento del or-
den público.

Sobre la pregunta que será consultada, el 
artículo 38 del mismo cuerpo legal reitera 
que la misma debe ser clara y poder contes-
tarse con un “SÍ” o un “NO”, manteniendo 
la prohibición de preguntar sobre un “pro-
yecto de articulado”.

De modo general, puede afirmarse que la 
consulta popular es la posibilidad que tiene 
el gobernante de acudir ante el pueblo para 
conocer y percibir sus expectativas, y luego 
tomar una decisión. En otros términos, es 
la opinión que una determinada autoridad 
solicita a la ciudadanía sobre un aspecto 
específico de interés nacional, regional o 
local, que la obliga a traducirla en acciones 
concretas.

Es, pues, el parecer que se solicita a la co-
munidad política o cívica para definir la rea-
lización o buscar el apoyo, generalmente, 
en relación con actuaciones administrati-
vas en el ámbito local. (…). 

De acuerdo con la normativa indicada, los 
pronunciamientos anteriores de la juris-
prudencia, y en una lectura sistémica de 
las leyes 134 de 1994 y 1757 de 2015, la Sala 
Plena de la Corte Constitucional en la Sen-
tencia C-150 de 2015 refirió igualmente las 
reglas jurisprudenciales en la consulta po-
pular, e indicó i) el carácter generalmente 

facultativo y excepcionalmente obligatorio 

de las consultas populares; ii) las restriccio-

nes competenciales del pueblo en consulta 

popular, y iii) la prohibición de modificar 

la Constitución o de desconocer derechos 

constitucionales mediante el empleo de la 

consulta popular.

En lo que se refiere a las llamadas restric-

ciones competenciales del pueblo en la 

consulta popular, la Corte Constitucional 

ha señalado de forma expresa la imposibi-

lidad de realizar consultas populares sobre 

asuntos ajenos a las competencias de las 

autoridades territoriales o sobre aquellos 

que tengan incidencia en los asuntos nacio-

nales o departamentales.

Nuevamente, en la Sentencia C-150 de 2015, 

que también realizó el control previo de la 

ley estatutaria de mecanismos de participa-

ción ciudadana, 1757 de 2015, la Corte Cons-

titucional dedicó un capítulo para referirse 

a lo que llamó “Restricciones competen-

ciales del pueblo en consulta popular”. Allí 

afirmó que la “consulta popular, cuya reali-

zación se autoriza en los artículos 104 y 105 

de la Constitución, no puede referirse a ma-

terias que no se encuentren comprendidas 

por las competencias del respectivo nivel 

territorial. En esa medida, no será posible 

que mediante una consulta popular muni-

cipal se pregunte a los ciudadanos asuntos 

de carácter departamental. Igualmente no 

podrá una consulta popular promovida por 

el Presidente de la República solicitar del 

pueblo un pronunciamiento sobre un asun-

to exclusivamente territorial”.
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En este orden, adujo que la primera res-

tricción relacionada con la consulta po-

pular, como mecanismo de participación 

democrática, tiene que ver con la esfera 

dentro de la cual se desarrolla. Al respecto, 

sostuvo “el artículo 104 de la Constitución 

permite al Presidente de la República, con 

la firma de todos los ministros y previo 

concepto favorable del Senado, consultar 

al pueblo decisiones de trascendencia na-

cional. Por su parte, el artículo 105 de la 

Carta autoriza a gobernadores y alcaldes a 

realizar consultas, previo cumplimiento de 

las exigencias legales, “para decidir sobre 

asuntos de competencia del respectivo de-

partamento o municipio””. 

Como se observa, dijo la Sentencia C-150 de 

2015, “en este último caso el constituyente, 

y consecuente con ello el legislador, impu-

sieron una expresa restricción a los man-

datarios departamentales y municipales o 

distritales, que sólo les permite llamar a la 

comunidad para pronunciarse sobre asun-

tos de orden regional o local”. 

En aplicación de esta regla, la Corte ha con-

siderado que no es posible someter a una 

consulta popular territorial materias que no 

son propias de sus competencias. 

Adicionalmente, se indicó que la definición 

de competencias en materias relacionadas 

con la protección del medio ambiente no es 

una acción fácil “precisamente debido a la 

imbricación de intereses nacionales, regio-

nales y locales en relación con un mismo 

asunto”, donde se encuentran facultados 

múltiples actores, tales como el legislador, 

las entidades territoriales y los organismos 
técnicos especializados. 

En sentido similar, con relación al alcance 
de una consulta popular, la Corte Constitu-
cional se pronunció al respecto en el Auto 
031 del 7 de febrero del 2018, que declaró 
la nulidad de la Sentencia T-121 de 2017, al 
considerar que la Sala de Revisión desco-
noció de manera injustificada el preceden-
te constitucional de la Sentencia C-889 de 
2012 que estableció que la competencia de 
prohibir las corridas de toros en el territorio 
nacional es exclusiva del legislador y no de 
las autoridades locales.

En el referido Auto 031 de 2018, la Corte 
Constitucional indicó que en el caso se ha-
bía incurrido en un defecto sustantivo, por 
parte del Tribunal Administrativo, en razón 
de la inaplicación de disposiciones consti-
tucionales y legales que estaban llamadas 
a definir el problema jurídico, en el sentido 
de que la pregunta propuesta por la admi-
nistración distrital apuntaba a la prohibi-
ción general de las corridas de toros y las 
novilladas, materia que es de competencia 
exclusiva del legislador, de acuerdo a lo 
dispuesto en las sentencias C-1192 de 2005, 
C-666 de 2010 y C-889 de 2012. Por ello se 
indicó que es el legislador el competente 
para regular o prohibir de manera genérica 
y abstracta el desarrollo de corridas de to-
ros en el país. 

De lo anterior se concluye que lo primero 
que debe analizarse al estudiar la consti-
tucionalidad de una consulta popular, es 
si esta cumple con lo que ha sido llamado 
por la Corte Constitucional como límites 
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competenciales, haciendo énfasis en la re-
levancia de que las temáticas y preguntas 
a someter a consulta popular se ciñan a 
las competencias de los niveles nacional o 
territorial, según sea el caso, para no usur-
par competencias que constitucional o le-
gamente no detenten. 

La existencia de límites competenciales de 
las consultas populares exige que el con-
trol judicial previo de las diferentes mo-
dalidades de consulta popular por la juris-
dicción de lo contencioso administrativo, 
examine, de manera estricta, si el tipo de 
asunto que se somete al pronunciamiento 
del pueblo puede ser objeto de consulta en 
el respectivo nivel territorial. En materia 
de control judicial se aplica la regla relativa 
al control de la consulta popular nacional 
prevista en el artículo 241.3; y se conserva 
el control previo de las consultas populares 
territoriales previsto en el artículo 53 de la 
Ley 134 de 1994, art. 21.b.

De igual manera, el legislador ha dispuesto 
consultas populares municipales en rela-
ción con sus competencias propias. Así, la 
Ley 136 de 1994, “por la cual se dictan nor-
mas tendientes a modernizar la organización 
y el funcionamiento de los municipios”, con-
sagra que en materia de usos del suelo es 
posible la realización de una consulta popu-
lar a cargo del respectivo municipio.

“Artículo 33. Usos del suelo. Cuando el desa-
rrollo de proyectos de naturaleza turística, 
minera o de otro tipo, amenace con crear 
un cambio significativo en el uso del suelo, 
que dé lugar a una transformación en las 
actividades tradicionales de un municipio, 

se deberá realizar una consulta popular de 
conformidad con la ley. La responsabilidad 
de estas consultas estará a cargo del res-
pectivo municipio. 

Parágrafo. En todo caso, las decisiones so-
bre el uso del suelo deben ser aprobadas 
por el concejo municipal”.

Como se observa y de conformidad con el 
marco constitucional aplicable, esta consul-
ta se refiere en forma exclusiva al cambio 
significativo en el uso del suelo, estable-
ciendo además que la misma debe ser res-
petuosa de las competencias del concejo 
municipal sobre la materia.

De todo lo anterior se concluye que, den-
tro del marco de la democracia participa-
tiva, la consulta popular es un mecanismo 
idóneo para que la ciudadanía decida, a 
través de una respuesta afirmativa o ne-
gativa, sobre asuntos nacionales, depar-
tamentales, municipales, distritales o lo-
cales. No obstante, dependiendo del nivel 
a tratar, la consulta se encuentra limitada 
por reparto de competencias establecidas 
en la Constitución y en la ley”.

Es de anotar que la Sentencia SU-095 de 
2018, M. P. Cristina Pardo Schlesinger, fue 
objeto de una solicitud de nulidad, la cual 
fue rechazada en el Auto 281 de 2019, M. 
P. Cristina Pardo Schlesinger, por lo cual la 
sentencia mencionada sigue surtiendo los 
efectos. 

Finalmente, la Corte Constitucional en la 
Sentencia C-053 de 2019, M. P. Cristina Par-
do Schlesinger, señaló 
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“De lo anterior se concluye que lo pri-
mero que debe analizarse al estudiar 
la constitucionalidad de una consulta 
popular es si esta cumple con lo que 
ha sido llamado por la Corte Constitu-
cional como “límites competenciales”, 
haciendo énfasis en la relevancia de 
que las temáticas y preguntas a some-
ter a consulta popular se ciñan a las 
competencias de los niveles nacional o 
territorial, según sea el caso, para no 
usurpar competencias que constitu-
cional o legamente no detenten. 
Esta posición fue recientemente aco-
gida en la Sentencia SU-095 de 2018. 
En dicha providencia (i) se reiteró la 
imposibilidad de adelantar consul-
tas populares en aquellos asuntos en 
donde existan competencias concu-
rrentes entre la Nación y las entida-
des territoriales, como es el caso de la 
explotación de recursos naturales no 
renovables y (ii) se advirtió el déficit 
de protección constitucional actual 
referido a la inexistencia de un meca-
nismo de participación que en estos 
casos permita que la comunidad afec-
tada sea escuchada. En razón de ellos, 
exhorto al legislador crear este nuevo 
mecanismo.
En este orden, consideró la Corte que 
la Constitución de 1991 establece en 
cabeza del Estado la propiedad de los 
recursos del subsuelo y dispone que 
la explotación de un recurso natural 
no renovable causa a favor del Estado 
una contraprestación económica a tí-
tulo de regalía, generando beneficios 
para toda la Nación.

De tal forma, la Sala Plena encontró 
que la existencia de límites sobre las 
materias a decidir en una consulta 
popular territorial, específicamente 
lo referido a las competencias consti-
tucionales nacionales sobre el uso del 
subsuelo y la explotación de los recur-
sos naturales no renovables en cabeza 
del Estado, implica que este mecanis-
mo de participación ciudadana no pue-
de ser utilizado para prohibir activida-
des de extracción en un determinado 
municipio o distrito.
De igual manera, consideró la Sala que 
pese a que la Constitución reconoce 
en cabeza de las entidades territoria-
les la competencia para establecer 
el uso del suelo, esta función propia 
debe ejercerse de manera coordinada 
y concurrente con las competencias 
de la Nación. Así mismo la Constitu-
ción garantiza a todos los ciudadanos 
el derecho de participar en la toma de 
decisiones que los afecten, cuando en 
su territorio se adelanten actividades 
para la exploración y explotación de 
recursos naturales no renovables en 
aras de proteger sus intereses ambien-
tales, sociales y económicos.
No obstante, la Corte identificó que en 
la actualidad no existen mecanismos 
idóneos y vigorosos para garantizar 
tanto la participación ciudadana como 
la forma de hacer compatible los prin-
cipios de coordinación y concurrencia 
de la Nación y las entidades territoria-
les. Por tanto, la Sala Plena de la Corte 
exhortó al Congreso de la República 
para que en el menor tiempo defina 



Re
vi

st
a 

D
em

oc
ra

ci
a 

Ac
tu

al
   

N
úm

. 4
   

 D
ic

ie
m

br
e 

20
19

 

114

uno o varios mecanismos de participa-
ción ciudadana y uno o varios instru-
mentos de coordinación y concurren-
cia nación-territorio, y estableció los 
criterios constitucionales que debían 
ser tenidos en cuenta en la definición 
e implementación de los mismos, por 
parte del legislador”.

En consecuencia, de acuerdo a los pronun-
ciamientos jurisprudenciales, se reitera que 
la consulta popular es un mecanismo de 
participación ciudadana que puede ser del 
orden nacional, departamental, distrital o 
municipal. Es decir, que existen consultas 
populares del orden nacional y territorial. 

Así mismo, se señala que la consulta popu-
lar está señalada específicamente en los ar-
tículos 104 y 105 de la Constitución, desarro-
llados por las leyes estatutarias 134 de 1994 
y 1757 de 2015. Además, de lo señalado en 
las sentencias citadas. 

De otro lado, se concluye que el Consejo 
de Estado y la Corte Constitucional discre-
pan en su interpretación en materia de 
consultas populares relacionadas con el 
uso del suelo. Para el Consejo de Estado, 
los alcaldes son competentes para convo-
car consultas populares en materia mine-
ro-energética, ya que la Nación no es la úni-
ca que puede decidir sobre la explotación 
del subsuelo. En cambio, la Corte Consti-
tucional señala que los alcaldes sí tienen 
límites sobre las materias a convocar a una 
consulta popular territorial, en especial lo 
relacionado a las competencias nacionales 
sobre el uso del subsuelo y la explotación 
de los recursos naturales no renovables en  

cabeza del Estado; por lo tanto, se conclu-
ye que la consulta popular no puede ser 
utilizada para prohibir actividades de ex-
tracción en un determinado municipio o 
distrito.

Considero que la posición de la Corte Cons-
titucional es equivocada y cercena la po-
sibilidad del pueblo de ejercer su derecho 
fundamental a la participación; ya que en el 
tema de la utilización del subsuelo debe pri-
mar la voluntad ciudadana, pues en últimas 
la afectación por la exploración y explota-
ción de recursos naturales no renovables y 
del subsuelo es de los habitantes del muni-
cipio en donde se efectúa la exploración y 
explotación de tales recursos. 

Además, con estas sentencias la Corte 
Constitucional dejó prácticamente sin uso 
la consulta popular como mecanismo de 
participación ciudadana, ya que en la prác-
tica el mismo se venía utilizando sobre todo 
por los alcaldes para convocar a la ciudada-
nía del municipio correspondiente, para 
que esta en ejercicio de la soberanía popu-
lar y la democracia participativa decida de 
manera autónoma si apoya o no que se ex-
plore y explote el uso del subsuelo y suelo 
que se encuentra en el municipio.

VIII. CONCLUSIONES

a)  En la Constitución de 1991 se implemen-
ta la democracia participativa, la cual es 
un eje axial de la Carta. En ese sentido 
se debe destacar el artículo 3° de la C. 
P., el cual señala que la soberanía reside 
en el pueblo. Además, el artículo 40 que 
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se refiere a los derechos políticos y el 
103 que señala los mecanismos de parti-
cipación ciudadana a título enunciativo, 
es decir, que la participación es amplia 
y se puede reflejar en otros escenarios 
diferentes tales como el educativo, la-
boral, familiar, etc. 

b)  Dentro de los mecanismos de participa-
ción ciudadana se encuentra la consulta 
popular, la cual está regulada en los artí-
culos 104 y 105 de la C. P., desarrollados 
por las leyes estatutarias 134 de 1994 y 
1757 de 2015. Además, se deben señalar 
los pronunciamientos de la Corte Cons-
titucional en ejercicio del control previo 
de constitucionalidad sobre estas leyes 
(sentencias C-180 de 1994, M. P. Her-
nando Herrera Vergara, y C-150 de 2015, 
M. P. Mauricio González Cuervo).

c)  La consulta popular puede ser de orden 
nacional, como el caso de la famosa 
consulta anticorrupción celebrada en 
el año 2018; o territorial, la cual tuvo su 
desarrollo más importante cuando los 
alcaldes podían convocar a la ciudada-
nía del municipio correspondiente para 
que decidiera sobre si autorizaba o no 
la exploración y explotación del suelo 
y subsuelo, sobre todo en materia mi-
nero-energética; este tema ha sido de 
gran controversia jurisprudencial, ya 
que se discute si los alcaldes tienen lí-
mites sobre convocar o no a una con-
sulta popular territorial, en relación 
con estos temas ya se deben observar 
las competencias nacionales sobre el 
uso del subsuelo y la explotación de 

los recursos naturales no renovables 

en cabeza del Estado. En ese sentido, 

el Consejo de Estado ha señalado que 

los alcaldes sí tienen la competencia 

para convocar consultas populares en 

el orden territorial para los temas mi-

nero-energéticos; por el contrario, la 

Corte Constitucional expone que los 

alcaldes sí tienen límites sobre las mate-

rias a convocar a una consulta popular 

territorial en tales materias, ya que las 

competencias nacionales sobre el uso 

del subsuelo y la explotación de los re-

cursos naturales no renovables están 

en cabeza del Estado.

d)  En consecuencia, la consulta popular 

con las decisiones de la Corte Constitu-

cional ha perdido su uso, ya que en el 

tema minero-energético era el que se 

utilizaba este mecanismo de participa-

ción ciudadana. Por lo cual, considero 

que mientras las normas en materia 

de mecanismos de participación ciu-

dadana no sean más flexibles, ejemplo 

umbrales, observo que será muy difícil 

que en la práctica se aplique el mode-

lo de democracia participativa, el cual 

fue un objetivo de la Constitución de 

1991. Ejemplo de lo anterior fue lo que 

sucedió con la Consulta Popular Antico-

rrupción en la cual todas las preguntas 

sometidas a la ciudadanía tuvieron en-

tre el 95% y 99% de votos por el SÍ, pero 

ninguna logró superar el umbral, que es 

la tercera parte de los integrantes del 

censo electoral. 
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e) Finalmente, considero que se debe 
efectuar una profunda reflexión sobre 
los mecanismos de participación ciuda-
dana, su eficacia, etc., si realmente es 
necesaria una remodelación a los mis-
mos, para que estos sean reflejo de una 
verdadera democracia participativa. En 
ese sentido, la academia, los órganos 
electorales tales como la Registraduría 
Nacional del Estado Civil y el Consejo 
Nacional Electoral, el Gobierno nacio-
nal, el Congreso de la República y la ciu-
dadanía deben presentar propuestas 
para que podamos señalar con claridad 
que estamos en Colombia en un mode-
lo de democracia participativa de acuer-
do a lo señalado en el artículo 3° de la 
Constitución. 
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RESUMEN

El presente artículo académico es producto de un análisis de re-
flexión teórica en el que el autor estudió las normas y actos admi-
nistrativos vigentes en materia registral en el país, y cómo estos 
han venido quedando rezagados frente a algunos fenómenos jurí-
dicos inesperados por el legislador colombiano, arrojando de ma-
nera concreta, después de la consignación de unos antecedentes, 
la determinación de una problemática precisa y la identificación 
de unas posibles soluciones, la radiografía actual de la realidad 
jurídica planteada.
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ABSTRACT

This academic article is the product of an analysis of theoretical 
reflection in which the author studied the rules and administra-
tive acts in force in the field of registration in the country, and 
how these have been lagging behind some unexpected legal 
phenomena by the Colombian legislator, throwing in a concrete 
manner after the recording of a background, the determination 
of a precise problem and the identification of possible solutions, 
the current radiography of the legal reality raised.

KEYWORDS

 Civil registry, legal reform, venezuelan migration, update.

INTRODUCCIÓN

La crisis humanitaria que viene experimen-
tando la hermana república de Venezuela 
ha devenido en que muchos de sus nacio-
nales se hayan visto en la obligación de emi-
grar a distintos países de América Latina, 
algunos otros con mayores posibilidades 
diplomáticas a Estados Unidos y Europa, 
todo con el objeto principal de oportunida-
des laborales y captación de divisas, para 
posteriormente generar remesas que des-
ahoguen las desventajas económicas de 
sus familiares aún en tierras de Bolívar.

Cabe resaltar que los países fronterizos han 
recibido mayores hordas de migrantes del 
vecino país, por la obvia facilidad relativa 
en el traslado de una nación a otra. Estas 
circunstancias han causado unos impactos 
en distintas áreas de la institucionalidad 
colombiana como lo son la salud, la edu-
cación, el escenario laboral, los índices de 
criminalidad y la identificación de la mano 
del registro civil.

Dentro del escrito al que hoy se accede, se 

tuvo el propósito de examinar de forma 

particular la incidencia de la migración ve-

nezolana en el registro civil colombiano, en 

cuanto la aplicabilidad de las normas vigen-

tes y la necesidad de su reforma, no solo 

para enfrentar esta crisis en particular sino 

otros fenómenos que le son semejantes al 

interior del país, las cuales no son absolu-

tamente resueltas mediante las directivas 

presidenciales y circulares administrativas, 

dada la ausencia de insumos jurídicos con la 

que cuenta la entidad competente.

Lo anterior se logró, inicialmente, con el 

desarrollo de un marco jurídico registral 

en Colombia, y, posteriormente, se decidió 

efectuar un planteamiento del problema 

para finalmente determinar las soluciones 

reformatorias que desde el juicio del autor 

son aplicables al caso concreto.
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MARCO JURÍDICO  
DEL DERECHO REGISTRAL 

EN COLOMBIA

Inicialmente debe recordarse que, de con-
formidad con la doctrina civil, los atributos 
de la personalidad son esas cualidades pro-
pias del ser humano que todo Estado debe 
respetar y garantizar. A manera de refres-
camiento se incluye dentro de esos atribu-
tos el nombre, la nacionalidad y el estado 
civil, entre otros, todos estos relacionados 
íntimamente con el registro civil, tema cen-
tral de este artículo.

En Colombia, de manera inicial, todo lo rela-
cionado con el registro civil se consignó en 
el Código Civil (1887); sin embargo, varias 
décadas después el Presidente de la época 
sancionó el Decreto 1260 de 1970, bajo el 
ejercicio de las facultades extraordinarias 
que le concedió la Ley 8ª de 1969, preten-
diendo con este reglamentar todo lo rela-
cionado con el estado civil de las personas 
y la prueba del mismo.

Esta normativa incluyó dentro de las órbi-
tas jurídicas del estado civil, las siguientes:

• Familia

• Sociedad

• Capacidad de goce y ejercicio de dere-
chos.

Del estado civil también se sostiene que se 
otorga en virtud de la ley, que es indivisible, 
indisponible e imprescriptible, pues, como 
se señaló en líneas supra, es inherente a la 

naturaleza humana de cada individuo. (Ar-
tículo 1º). Seguidamente, esta disposición 
consagra que ese estado civil es producto 
de los actos y hechos que efectúan las PER-
SONAS y la clasificación que las normas le-
gales les dan a dichas actividades (artículo 
2º). (Presidencia de la República de Colom-
bia, 1970).

Ahora bien, con relación al nombre, esta 
misma norma expuso de manera expresa 
lo siguiente

ARTÍCULO 3o. <NOMBRE>. Toda persona 
tiene derecho a su individualidad, y por 
consiguiente, al nombre que por ley le 
corresponde. El nombre comprende, el 
nombre, los apellidos, y en su caso, el 
seudónimo. 
No se admitirán cambios, agregaciones 
o rectificaciones del nombre, sino en las 
circunstancias y con las formalidades se-
ñaladas en la ley. 
El juez, en caso de homonimia, podrá to-
mar las medidas que estime pertinentes 
para evitar confusiones. (Presidencia 
de la República de Colombia, 1970).

Del anterior aparte se comprende que el 
derecho al nombre (identidad) no tiene 
relación al origen o lugar de nacimiento, 
sino a la naturaleza biológica y jurídica de 
SER PERSONA, es decir, existir; por lo tan-
to, todo individuo ostenta ese derecho, no 
solo bajo el amparo de esta norma nacio-
nal, sino también por tratados internacio-
nales, como más adelante se observará.

Constitucionalmente se destaca que a 
partir del artículo 42, relacionado con los  
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derechos sociales, económicos y culturales 
de las personas, ya se empezó a hablar del 
estado civil, y se delegó en el Congreso la 
regulación de todo lo relacionado con este 
fenómeno jurídico. (Constitución Política 
de Colombia, 1991).

Posteriormente, el artículo 44 expuso

ARTÍCULO 44. Son derechos funda-
mentales de los niños: la vida, la inte-
gridad física, la salud y la seguridad 
social, la alimentación equilibrada, su 
nombre y nacionalidad, tener una fa-
milia y no ser separados de ella, el cui-
dado y amor, la educación y la cultura, 
la recreación y la libre expresión de su 
opinión. Serán protegidos contra toda 
forma de abandono, violencia física o 
moral, secuestro, venta, abuso sexual, 
explotación laboral o económica y tra-
bajos riesgosos. Gozarán también de 
los demás derechos consagrados en la 
Constitución, en las leyes y en los tra-
tados internacionales ratificados por 
Colombia. 
La familia, la sociedad y el Estado tie-
nen la obligación de asistir y proteger 
al niño para garantizar su desarrollo 
armónico e integral y el ejercicio pleno 
de sus derechos. Cualquier persona 
puede exigir de la autoridad compe-
tente su cumplimiento y la sanción de 
los infractores.
Los derechos de los niños prevalecen 
sobre los derechos de los demás.

El lenguaje usado por el constituyente nue-
vamente es general, y da lugar a interpreta-
ción de forma directa que no hizo distingo 

entre los niños, es decir, que en consonan-
cia con el artículo 13 de la misma obra, no se 
realiza discriminación bajo ningún criterio a 
la garantía y ejercicio pleno del derecho de 
los niños, dentro de estos el de su nombre 
y estado civil.

 Continuando con esta revisión jurídica, y 
reafirmando lo antes relatado, se tiene que 
el Pacto de San José en sus artículos 18 y 
19 estableció como derecho de todo ser hu-
mano el del nombre (identidad), y de igual 
forma en la Carta del 91 colombiana se ubi-
ca el derecho de los niños como el más rele-
vante; asignando a la familia, la sociedad y 
al Estado la obligación de hacer cumplir es-
tos derechos y prerrogativas (Convención 
Interamericana de los Derechos Humanos, 
1969).

La anterior disposición es de obligatorio 
cumplimiento en el país, desde la ratifica-
ción del Pacto de San José por el Estado 
colombiano mediante la Ley 16 de 1972, y se 
entiende incluido en el bloque de constitu-
cionalidad de conformidad con lo expues-
to por el artículo 93 de la Carta Política de 
1991.

Finalmente se destaca lo dispuesto en el 
Decreto 356 de 2017, el cual entró a regular 
todo lo relacionado con la inscripción en el 
registro civil de manera extemporánea. En 
esta normativa, la Presidencia de la Repú-
blica tuvo como objeto atacar el fenómeno 
de la falsedad en el mismo por parte de ex-
tranjeros que vulneraban el artículo 96 de 
la Carta Política, es decir, se ostentaría la 
nacionalidad colombiana sin serlo realmen-
te, lo que les abre la puerta a la ciudadanía 
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posterior y a los derechos que ello implica, 

alterando el estado civil y atacando las fun-

ciones que le fueron asignadas al Registra-

dor Nacional del Estado Civil en el artículo 

266 de la Constitución.

Planteamiento del problema

Es menester que se inicie este segmento 

del documento abordando lo relacionado 

con la nacionalidad, dado que es una pro-

blemática de doble nacionalidad a la que se 

enfrenta esta institución cuando de la mi-

gración venezolana se refiere.

En palabras de Arellano García, esta puede 

definirse como ese vínculo de parte del in-

dividuo del pueblo, que concreta la unidad 

del Estado mismo mostrándolo ante la 

comunidad internacional como un sujeto 

UNITARIO, en el mismo sentido lo ha desa-

rrollado la Corte Constitucional colombiana 

adicionando el hecho de que se configura 

como un atributo de la personalidad que 

no solo interesa al Estado sino también a 

la persona. (Arellano García, 1994) (Corte 

Constitucional de Colombia, 1999) (Corte 

Constitucional de Colombia, 2006).

Así las cosas, el Estado tiene derecho a la 

regulación de la nacionalidad, como ese 

vínculo que lo une con los individuos per-

tenecientes a su pueblo, lo cual, se afirma, 

es propio de sus funciones; no obstante, al 

legislador se le permite limitar de alguna 

forma el ejercicio de este atributo de la per-

sonalidad. Esto acorde con lo consignado 

en el artículo 100 superior que expone

ARTÍCULO 100. Los extranjeros dis-
frutarán en Colombia de los mismos 
derechos civiles que se conceden a los 
colombianos. No obstante, la ley podrá, 
por razones de orden público, subordi-
nar a condiciones especiales o negar el 
ejercicio de determinados derechos civi-
les a los extranjeros. 
Así mismo, los extranjeros gozarán, 
en el territorio de la República, de las 
garantías concedidas a los nacionales, 
salvo las limitaciones que establezcan la 
Constitución o la ley. 
Los derechos políticos se reservan a los 
nacionales, pero la ley podrá conceder a 
los extranjeros residentes en Colombia 
el derecho al voto en las elecciones y 
consultas populares de carácter munici-
pal o distrital. (Constitución Política de 
Colombia, 1991)

Ello implica que el orden público es una de 
las causales por las cuales las instituciones 
competentes pueden limitar el ejercicio de 
los derechos civiles de los ciudadanos ex-
tranjeros que se encuentren permanente-
mente o de tránsito en el país. Lo anterior 
también fue explicado judicialmente por la 
Corte Constitucional en varios de sus pro-
nunciamientos (Corte Constitucional de Co-
lombia, 2015). 

Se tiene claridad, en todo caso, que el cons-
tituyente ha permitido que el legislador, ya 
sea ordinario o extraordinario, reglamente 
y determine los casos en que la excepción 
o limitación a los derechos civiles de los 
extranjeros en Colombia se aplique; en 
especial, por ejemplo, cuando poseen la  
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doble nacionalidad y desean acceder a car-

gos públicos, es decir, que se contempla 

la posibilidad de suspensión de derechos 

civiles siempre que se cuente con las con-

diciones necesarias para ello. (Corte Consti-

tucional de Colombia, 2015).

Para algunos autores, este vínculo de la 

nacionalidad tiene componentes jurídicos, 

políticos, sociales, que a su vez crean de-

rechos y obligaciones; en otras palabras, 

dicho vínculo permite que se proteja a los 

ciudadanos por parte del Estado aun cuan-

do se encuentran en el extranjero. A pesar 

de estos tres elementos, la interpretación 

de la nacionalidad supera lo socio-jurídico 

quedando con lo POLÍTICO, pues es esa co-

nexión supralegal entre los individuos y el 

Estado por lo que los doctrinantes también 

consideran que la nacionalidad se otorga 

no como mero hecho formal, sino por ac-

tuaciones reales que demuestren un víncu-

lo estrecho entre las personas naturales y 

el Estado. (Carrillo Castro, 1996) (Monroy 

Cabra, 2012) (Niboyet, 1960).

Al otro extremo se encuentra el concepto 

de ciudadanía, que es aquel nexo cuyos 

efectos es la concesión de ciertos derechos 

y obligaciones del cohorte político, poste-

rior al cumplimiento de unos requisitos que 

la misma Constitución y ley consagran, en 

consecuencia no puede confundirse con 

aquella, bajo el presupuesto de que la una 

es presupuesto de la otra, pero la más re-

ciente no es un atributo de la personali-

dad, dado que no es inherente al hombre 

mismo, sino al Estado frente al individuo, 

a diferencia de la nacionalidad. (González 
Amuchastegui, 2005).

El registro civil de  
nacimiento en Colombia y Venezuela

Acorde al Decreto 1260 de 1970, el registro 
civil en Colombia es el único instrumento 
válido para la prueba del estado civil, desde 
que dicha norma fue sancionada por el eje-
cutivo. Dentro de este documento pueden 
inscribirse los siguientes actos, y por ende 
pueden ser probados mediante su exhibi-
ción o aporte

Nacimientos, reconocimientos de hijos, 
adopciones, alteraciones de la patria potes-
tad, emancipaciones, habilitaciones de edad, 
matrimonio, capitulaciones matrimoniales, 
interdicciones judiciales, discernimientos de 
guarda, rehabilitaciones, nulidades de matri-
monio, divorcios, separaciones de cuerpos y 
de bienes, cambios de nombre, defunciones 
y declaraciones de presunción de muerte, 
entre otros, (art. 5°).

No obstante, la misma norma en su artículo 
44 ha dispuesto que solo pueden inscribir-
se los siguientes nacimientos en el registro 
colombiano:

• Los que ocurran en el país sin importar 
el origen de los padres (nacional o ex-
tranjero).

• Los que ocurran en el extranjero pero 
que sean de padres colombianos.

• Los que ocurran en el extranjero de 
padres colombianos por nacimiento o 
adopción (art. 96 de la C. P.).
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En atención a lo anterior, el registro civil es 
la herramienta que permite la apropiación 
del individuo de su personalidad jurídica, 
haciéndolo sujeto de derechos y obliga-
ciones, sin dejar de lado su utilidad al mo-
mento de la identificación mientras no se 
ha haya expedido la tarjeta de identidad y 
posteriormente la cédula al cumplir la ma-
yoría de edad.

Por su parte, en Venezuela el registro civil 
es regulado por la ley orgánica del 15 de 
septiembre de 2009, en la que se desarrolla 
en su artículo 84 el precedente de la inscrip-
ción en el registro que puede ser:

• Declaración de nacido vivo de un ente 
de salud nacional

• Decisión de autoridad judicial

• Documento auténtico emitido por insti-
tuciones extranjeras pero que son reco-
nocidas por las autoridades nacionales 
venezolanas.

• Como medida de protección al menor 
de conformidad con la misma ley.

Ahora bien, ¿qué pasa si se encuentra el 
país ante una problemática de los dobles 
registros?

Es un hecho notorio en el país que, en las 
ciudades fronterizas con Venezuela, o en 
los departamentos cercanos desde hace 
varios años, los padres de hijos colombia-
nos acostumbraban a registrarlos en el 
país, y posteriormente hacían lo propio con 
la hermana república, con el objeto de fre-
cuentar el país vecino con menos trámites 

y acceder a productos que en ese enton-

ces eran fáciles de adquirir con la moneda 

nacional, o simplemente para practicar el 

turismo.

Entrada la crisis de la que se ha escrito en 

muchos espacios literarios y periodísticos, 

el fenómeno ha sido llevado a cabo a la in-

versa por los venezolanos, pues huyendo 

de la misma han recurrido a la falsedad, 

intentado inscribir los nacimientos de hi-

jos de extranjeros nacidos fuera, con el 

objetivo de obtener el estatus de nacional 

colombiano y con ello el ejercicio de varios 

derechos constitucionales que la simple na-

cionalidad otorga.

Es claro que esta doble inscripción ante au-

toridades registrales distintas, causa una 

problemática sociojurídica, dado que ne-

cesariamente uno de los dos registros es 

inconstitucional, ilegal e irregular bajo cual-

quier perspectiva.

Vale decir en este punto, que se cuenta con 

instituciones jurídicas aplicables a la irregu-

laridad de los registros como pueden ser la 

corrección, anulación y la cancelación. La 

primera de ellas solo es procedente a solici-

tud del interesado, y aplica cuando se osten-

tan errores mecanográficos, de redacción u 

ortografía que puedan ser corroborados o 

constatados con la simple exhibición de do-

cumentos, ya que o pretenden la alteración 

del estado civil de las personas, que tratan-

do de aclarar, se entiende tocado cuando 

se hace referencia al sexo, la nacionalidad, 

si se es casado o soltero, el carácter de ma-

trimonial o extramatrimonial de los hijos o 
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de adoptivos, entre otros aspectos (Corte 

Constitucional de Colombia, 2013).

Como conclusión obvia del apartado an-

terior, se advierte que la corrección como 

acto administrativo con una finalidad no es 

la aplicable en estos casos, puesto que se 

hace mención a una coyuntura en la que se 

altera la nacionalidad como atributo mismo 

de la personalidad de un individuo.

Ahora, cuando se trata de la cancelación 

del registro, se encuentra que esta es pro-

cedente siempre que exista acreditación 

de que la persona ya está plenamente re-

gistrada (Presidencia de la República de 

Colombia, 1970); en otras palabras, cuando 

una persona acude a registrarse pero se 

avista que ya existe su registro debidamen-

te inscrito, es decir, son coincidentes los da-

tos consignados en él y se trata de la misma 

persona, por lo tanto, al existir dos regis-

tros con seriales y NUIP diferentes pero con 

un mismo sujeto, se procede a ordenar por 

vía administrativa su cancelación, estando 

como excepción a esta regla aquellos casos 

en que se trate de la misma persona pero 

no coincida el lugar de nacimiento, siempre 

y cuando sea un sitio del territorio nacional, 

eventos en los que también procede la can-

celación al no alterarse el estado civil (Vidal 

Kling, 2015). Es claro que para el caso que 

hoy ocupa el escrito, no es esta tampoco la 

herramienta jurídica procedente.

Finalmente se llega al mecanismo de la nu-

lidad del registro civil. El artículo 104 del De-

creto 1260 ha impuesto como causales de 

anulación las siguientes:

Artículo 104. Desde el punto de vista 

formal son nulas las inscripciones:

1.  Cuando el funcionario actúe fue-

ra de los límites territoriales de su 

competencia.

2. Cuando los comparecientes no ha-

yan prestado aprobación al texto de 

la inscripción.

3. Cuando no aparezca la fecha y el lu-

gar de la autorización o la denomi-

nación legal del funcionario.

4. Cuando no aparezca debidamente 

establecida la identificación de los 

otorgantes o testigos, o la firma de 

aquellos o estos.

5. Cuando no existan los documentos 

necesarios como presupuestos de la 

inscripción o de la alteración o can-

celación de esta.

Algunos pueden considerar que la causal a 

utilizar es la primera, haciendo mención a 

que al ser hijos nacidos fuera del territorio 

colombiano, los funcionarios registrales no 

contarían con jurisdicción y competencia. 

Sin embargo, cuando el legislador redac-

tó esta causal no hacía referencia al lugar 

de nacimiento del menor, sino de inscrip-

ción, es decir, que el registrador o notario 

tuviesen competencia en ese territorio, lo 

que sin dudas no se ve vulnerado, ya que 

el registrador especial de Santa Marta, por 

ejemplo, tiene plena competencia para re-

gistrar en su ciudad a todo niño que cum-

pla con ciertos requisitos, diferente sería 

que este mismo funcionario pretendiera 

hacer lo propio en Medellín (Antioquia), lo 

que a todas luces se configuraría la causal  
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esbozada. (Congreso de la República de Co-
lombia, 2010)

Sin duda, la causal que sí podría configu-
rarse no se encuentra en la norma transcri-
ta, sino en el artículo 65 de la misma obra, 
consistente en que ya la persona tenía un 
registro previo, en este caso ante las auto-
ridades venezolanas (Presidencia de la Re-
pública de Colombia, 1970).

Vale decir en este punto que la legislación 
hermana posee expresamente una cau-
sal de anulación que sí contempla el fun-
damento fáctico al que hoy se enfrenta 
Colombia, esto es, el artículo 150 de la ley 
orgánica de registro civil venezolano quien 
contempla como causal de nulidad la falta 
de veracidad en el registro y cuando el con-
tenido sea contrario a la Constitución y a 
la Ley. (Asamblea Nacional de la República 
Bolivariana de Venezuela, 2009). 

Al igual que en Colombia, la causal de un 
doble registro no es aplicable, pues la mis-
ma hace referencia a que se haya inscrito 
dos o más veces a una misma persona ante 
notarios y registradores venezolanos, no 
que se presenten un registro colombiano y 
otro venezolano, es decir, que solo puede 
predicarse una anulación bajo esta circuns-
tancia comparada, cuando lo consignado 
en el registro sea falso o contrario a la ley.

Lo anterior implica que en Colombia no se 
cuenta con una causal de anulación del re-
gistro civil en sede administrativa cuando 
se presente falsedad en la información con-
signada en el registro con relación al lugar 
de nacimiento, siempre que este fuese en 

el extranjero, y el menor no tuviese padres 

colombianos, lo que en todo caso demanda 

una reforma que dote al ente registral de 

atribuciones más precisas para el ataque 

de esta circunstancia, y no siendo necesario 

acudir a los estrados judiciales.

Vale decir que esto no es una circunstancia 

que se escape de la óptica de las autorida-

des internacionales, pues desde hace más 

de una década la Organización de Estados 

Americanos en un ejercicio diagnóstico 

sobre las legislaciones registrales de toda 

América Latina manifestó lo siguiente (Or-

ganización de Estados Americanos, 2008):

Al concentrarse en las causas concretas 

del inadecuado funcionamiento del RC y 

del subregistro, y partiendo por tanto de 

la constatación generalizada de la falta de 

voluntad política para hacer del RC y de la 

lucha contra el subregistro una prioridad de 

Gobierno, existe un alto nivel de coinciden-

cia dentro de los diferentes diagnósticos y 

opiniones de autores o de estudiosos: las 

causas son bien conocidas y están relativa-

mente claras (pero son complejas e interre-

lacionadas, y abordarlas requiere una visión 

integral, lo cual no siempre se da).

Desde la perspectiva del organismo inter-

nacional, a nivel legislativo los principales 

obstáculos a tener en cuenta para com-

prender el funcionamiento inadecuado del 

registro frente a casos como la migración 

venezolana son los siguientes:

1. Antigüedad y dispersión de las normas 

adjetivas y sustantivas relacionadas con 
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el registro civil. Requiriéndose en todo 
caso una actualización.

2. Insuficiente difusión de las funciones 
del registro.

3. Insuficiente coordinación entre la Re-
gistraduría y las demás dependencias 
del Estado, sean del poder central o de 
las otras ramas como la judicial.

4. Insuficiente legislación acerca de los 
mecanismos de coordinación y de ve-
rificación de identidad para efectos del 
registro civil.

5. Falta de autonomía del registro civil por 
parte del ejecutivo

6. Falta de adaptación de la norma vigen-
te a circunstancias de multiculturalidad 
o extranjerismos.

En atención a todo lo relacionado líneas 
arriba, es entendible que dentro de la ra-
diografía colombiana se encuentra la an-
tigüedad de las normas. Es imperativa la 
actualización del estatuto registral nacio-
nal, toda vez que la migración venezolana 
puede acarrear insuperables problemas de 
tipo social y económico en el país, dado los 
constantes fraudes a los que se enfrentan 
quienes desempeñan la función de regis-
tro. La identidad, la nacionalidad otorga 
unos derechos constitucionales de apli-
cación inmediata. Por lo tanto, carecer de 
herramientas administrativas celeras perju-
dica a todo el pueblo colombiano, que ve 
mermado su acceso a ciertos bienes y ser-
vicios a causa de la sobredemanda de los  

mismos a manos de personas que por or-
denamiento jurídico no deberían ser ampa-
radas por esas figuras, tal vez por unas de 
resorte internacional, pero no por el regis-
tro civil.

Es plausible en este punto indicar que en 
países como México se cuenta con figuras 
como el Registro de Personas Extranjeras 
en Tránsito o Residentes en el país, como 
instrumento idóneo para enfrentar este 
tipo de migraciones, ya que legaliza la pre-
sencia del extranjero desplazado por la 
crisis en este caso, ayuda al control institu-
cional y al despliegue de una serie de políti-
cas públicas de apoyo transnacional que se 
enfoquen de manera exclusiva en ayudar a 
quienes han padecido este flagelo, sin que 
se tengan que ver obligados a permanecer 
como ilegales en el país. (Organización de 
Estados Americanos, 2008)

Lo anterior también es aplicable para el fe-
nómeno laboral, la presencia de este tipo 
de herramientas puede facilitar la legalidad 
de la labor venezolana en la nación, ayu-
dando a la no discriminación de la mano de 
obra extranjera, la no explotación indebida 
de la misma, y la garantía de derechos am-
parados por tratados internacionales, obli-
gatorios en el país. 

CONCLUSIONES

De lo analizado a lo largo de este documen-
to se pude colegir de manera inicial que 
el estatuto registral del país data de hace 
más de medio siglo, y si bien es cierto ha 
sufrido algunas modificaciones y reglamen-



Re
vi

st
a 

D
em

oc
ra

ci
a 

Ac
tu

al
   

N
úm

. 4
   

 D
ic

ie
m

br
e 

20
19

 

128

taciones, se torna obsoleto para enfrentar 
eventualidades como la migración masiva 
de extranjeros a la nación.

Pese a los incansables esfuerzos institucio-
nales de la Registraduría Nacional del Esta-
do Civil, la competencia de configuración 
legislativa la posee el Congreso de la Repú-
blica, de conformidad con las normas cons-
titucionales expuestas en el documento, 
ello implica que, en contraste a la voluntad 
del ente, no se cuenta con las herramien-
tas legales para llevar a cabo una solución 
precisa y contundente en sede administra-
tiva que ponga fin a fenómenos similares al 
planteado.

Lo anterior hace volcar la mirada a legis-
laciones de países vecinos, incluido el ve-
nezolano, que sí cuentan con disposicio-
nes expresas que auspician la actividad 
administrativa en caso de falsedad de los 
datos consignados en un registro civil de 
nacimiento. Así mismo, México cuenta 
con herramientas del mismo tipo que 
permiten llevar un registro actualizado 
de los inmigrantes residentes en el país, 
con el objeto de prevenir o disminuir la 
propagación de prácticas ilícitas como las 
relacionadas ut supra. 

La prevención en este tipo de acciones es 
vital para mejorar la prestación del servicio 
registral, pero sin el ordenamiento jurídi-
co adecuado se hace inocua la labor de la 
institución competente, sin dejar de lado 
que el registrado irregularmente de hoy 
se convierte en el ciudadano y votante de 
mañana, en otras palabras, la problemática 
actual puede tornarse en la fuente de un 

fenómeno electoral en algunos años que 

podría claramente influir, de no tomarse 

las medidas necesarias, en la vida política, 

social y financiera del país.

Como bien lo señaló la Organización de Es-

tados Americanos en el año 2008, Colom-

bia, como parte de Latinoamérica, requiere 

de reformas sustanciales y procedimenta-

les en el tema registral, como reto vigen-

te de todos los gobiernos diagnosticados, 

urge una nueva legislación, en defensa del 

estado civil de los individuos, su relación 

con el Estado y el amparo de las normas in-

ternacionales, en especial las relacionadas 

con los derechos humanos.

En suma, el enfrentamiento a la problemá-

tica registral para la migración venezolana 

en sede administrativa debe desarrollarse 

en los estrados legislativos, con iniciativa 

del Gobierno, para posteriormente dotar 

de mecanismos idóneos a las autoridades 

administrativas competentes y en conse-

cuencia implementar tanto figuras como 

causales y procedimientos que sean adap-

tables a las problemáticas que jurídicamen-

te plantea el nuevo milenio y los venideros.
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Cultura política,  
democracia y proceso  
electoral en México

Francisco Hurtado Delgado1

RESUMEN

Este trabajo presenta una mirada al contexto político de las elec-
ciones 2018 en México, aborda el descontento con la democracia 
de los mexicanos, luego hace un breve análisis sobre el uso de las 
redes sociales en este proceso democrático.

Además se mencionan algunos aspectos acerca de la elección de 
Andrés Manuel López Obrador como Presidente de la República, 
y otros para atender sobre cultura política, con el fin de concluir 
verdaderamente si México se transforma políticamente.

PALABRAS CLAVE

Proceso electoral 2018, democracia mexicana, cultura política, re-
des sociales, participación política.

SUMMARY

This research presents a glance at the political context of the 2018 
elections in Mexico, starting off from the discontent of mexicans 
with democracy, followed by a brief analysis of the use of social 
networks in the democratic process.

And, finally, some aspects of the election of Andres Manuel Lo-
pez Obrador as the President of the Republic are mentioned, and 
others that must be addressed about political culture, to conclu-
de truly with Mexico’s transformation.

1  Magistrado del Tribunal Electoral del Estado de Morelos.

Derecho Comparado
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INTRODUCCIÓN

Considero que el proceso electoral 2018 en 
México fue una oportunidad para redefinir 
la democracia en el país. México tiene una 
democracia especial, por sus instituciones 
políticas o de gobierno, y lo más impor-
tante, por la heterogeneidad de sus ciuda-
danos. Los mexicanos hemos transitado 
por momentos muy difíciles, periodos de 
grandes crisis económicas y sociales, en los 
cuales se culpa a los gobiernos en turno, 
reconozco que ha sido complejo para los 
mexicanos mirar hacia adentro de sí mis-
mos, y reconocer que cualquier transfor-
mación necesitamos de una cultura política 
sólida, entendida no solo con la participa-
ción en los procesos esencialmente electo-
rales, sino con el interés para participar en 
los asuntos públicos.

Hablar de democracia en México significa 
destacar en una primera parte, el descon-
tento y la desconfianza con todo lo que se 
refiere al poder público, insatisfacción ha-
cia el sistema político y sus instituciones.

Si bien es cierto, las elecciones de 2000 
fueron un paraguas en la transformación 
política de México, tras la derrota electo-
ral del partido hegemónico, ello no ha sido 
aún suficiente para lograr consolidar un  

gobierno en el cual estemos satisfechos 

con la democracia.

En una segunda parte, considero que no 

basta con decir en repetidas ocasiones, 

como se ha sostenido en distintas esferas, 

que los mexicanos estamos en desencanto 

con la democracia. Hablar de política en 

México significa, también, preguntarnos 

¿qué es lo que sigue?

Cada una de las impresiones sobre política 

y gobierno que hacemos son exigencias, de 

derechos, crecimiento en la economía, y en 

muy pocas ocasiones, nos referimos a las 

obligaciones que cada uno tiene con el país, 

desde su espacio social o laboral.

Tener en cuenta los malestares de los 

mexicanos con el sistema político permite 

acercarnos a la subjetividad de los indivi-

duos respecto a la política. La identidad de 

los ciudadanos les permite apropiarse del 

contexto histórico en que viven y asumir 

su papel en una comunidad como sujetos 

individuales y sociales.

La construcción de esta subjetividad se da 

en distintos ámbitos de la sociedad como 

la familia, la escuela, el trabajo, etc., en los 

cuales una persona está en relación con dis-

tintos planos de la realidad. Como resultado 
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de lo anterior, el individuo adquiere una cul-

tura determinada por su entorno, en parti-

cular, la cultura política, relacionada con la 

percepción que tienen los ciudadanos so-

bre el sistema y los valores políticos.

Siendo integrante de una institución que 

imparte justicia en materia electoral, con-

sidero que el proceso electoral 2018 fue 

histórico, además de haber sido la elección 

concurrente más grande en la historia del 

país, en comparación con otras votaciones, 

los votantes manifestaron a través del voto 

popular su deseo indudable de transformar 

la vida democrática en México.

El proceso electoral 2018 superó las expec-

tativas de los analistas políticos, académi-

cos, instituciones políticas y de los propios 

ciudadanos, antes de que comenzara, for-

malmente solo se hablaba del desencanto 

con la democracia de los mexicanos, de los 

problemas de legitimidad del poder público.

Se llevaron a cabo distintos foros de análisis 

político y democrático en los que se consi-

deró que la elección de 2018 sería compleja, 

especialmente, los resultados electorales 

se presentaban cerrados, movilizaciones 

políticas, y que las autoridades electorales 

tendrían que resolver una inmensidad de 

conflictos electorales en sus respectivas 

competencias.

Se habló de una guerra sucia entre las dis-

tintas fuerzas políticas, a través de los me-

dios de comunicación tradicionales, por 

supuesto, en mayor medida, a través de las 

redes sociales.

Nada de eso ocurrió, la noche del domingo 
1º de julio, veíamos miles de personas reu-
nidas en el Zócalo de la Ciudad de México 
para celebrar el triunfo de acuerdo con los 
resultados preliminares del candidato pos-
tulado por el partido político Movimiento 
Regeneración Nacional –conocido por sus 
siglas MORENA–. Además seguían a pie el 
automóvil de López Obrador cuando lle-
gaba al zócalo capitalino, y así de manera 
similar a la celebración de Vicente Fox en 
2000, una vez más, la historia política se 
transformaría.

EL DESENCANTO  
CON LA DEMOCRACIA

La forma en que se legitima el poder polí-
tico es con la satisfacción que la población 
expresa sobre determinado gobierno. Mé-
xico ha pasado por tantas decepciones 
políticas que el reconocimiento al sistema 
democrático se pone en duda constante-
mente, los seres humanos con frecuencia 
resaltamos los aspectos negativos, en el 
plano político esta tendencia es comprensi-
ble, reconocemos internamente los aspec-
tos positivos de un gobierno, ya que con 
ímpetu señalamos los puntos externos que 
afectan nuestra calidad de vida o que nos 
ponen en riesgo.

Para medir la cultura política o la afección 
hacia el sistema democrático, se debe re-
currir al método conductista, analizando el 
comportamiento político de las elites y de 
las masas a través de encuestas de opinión 
científicas, las cuales a diferencia de las en-
cuestas electorales, contienen preguntas 
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sobre preferencia política, van más allá y 
evalúan diversos aspectos de los resulta-
dos.

El Latinobarómetro es la encuesta referen-
te para entender la opinión sobre la demo-
cracia, además, este estudio de opinión po-
lítica que se aplica anualmente en 18 países 
de América Latina2.

Esta encuesta ha evidenciado –por quinto 
año consecutivo–, que la democracia la-
tinoamericana no ha mejorado; en el año 
2016 la participación ciudadana era de 54% 
mientras que para 2017 fue del 53%. Uno de 
cada cuatro latinoamericanos es indiferen-
te al tipo de régimen de su respectivo país. 
Los latinoamericanos consideran que se 
gobierna para unos pocos.

Los países que más apoyan la democracia 
son Venezuela con 78%, Uruguay con 70%, 
Ecuador 69%, Argentina 67% y Costa Rica 
62%, entre ellos no se encuentra México.

En todos los países se presenta pérdida de 
apoyo, la encuesta afirma que la mayor pér-
dida se produce en México con 10 puntos 
porcentuales menos que en 2016, llegando 
a 38% en 2017, con un máximo de 59% en 
20053. 

En lo que respecta a la “democracia churchi-
liana”, es decir aquella por la cual los ciuda-
danos defienden a la democracia como el 
mejor sistema de gobierno en comparación 
con otros, entre 2016 y 2017 disminuyó en 

2  Informe 2017, disponible en: http://www.latinobarometro.
org/latNewsShow.jsp

3  Ídem. 

América Latina de 75% a 69%. El contraste 
se da en Uruguay el 84% está de acuerdo, 
ocupando el primer lugar y México, porque 
solo el 54% está conforme con la democra-
cia como sistema de gobierno, ubicándolo 
en el último lugar de los países de la región4.

En lo que se refiere a la evaluación de la 
democracia, el Latinobarómetro preguntó 
a los encuestados, en una escala de 1 a 10, 
si la democracia en su país era plena. Los 
mexicanos la calificaron con 2 puntos. Asi-
mismo, se les preguntó, dentro de la misma 
escala, en donde 1 no es democrático y 10 
es totalmente democrático “¿dónde ubica 
ud. a su país?”, los mexicanos encuestados 
respondieron un 4.7.

Lo anterior, frente al aspecto de para qué 
se gobierna, en América Latina mayorita-
riamente se tiene la percepción de que se 
gobierna para los intereses de unos pocos, 
en el caso de México, el 90% de los ciudada-
nos encuestados lo considera así, por ello 
ocupa el segundo lugar después de Brasil. 

En lo que se refiere a la aprobación del go-
bierno, solo el 20% de los mexicanos aprue-
ba la gestión del gobierno en cabeza del 
presidente, colocándose así entre los tres 
menores porcentajes, seguido de El Salva-
dor y Brasil.

En lo que se refiere a la confianza en las 
instituciones de la democracia y el Esta-
do, en donde se incluye a la iglesia, por ser 
históricamente la institución que recoge 
los mayores grados de confianza, México 

4  Ídem.
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confía más en esta última, con un 58%, en 
contraste con las fuerzas armadas (51%) o 
la policía (21%).

La figura del tribunal electoral es indispen-
sable en los procesos electorales y transi-
ciones democráticas, el Latinobarómetro 
considera emblemático el caso de México, 
en donde se transformó en garante de la 
elección y del proceso electoral.

Pese a ello, el país que más confía en su 
tribunal o institución electoral es Uruguay, 
con 51%, frente a México ya que este se ubi-
ca en el cuarto lugar con 33%, y el porcen-
taje se hace más pequeño en cuanto a la 
confianza en el poder judicial con 23%.

De los mexicanos encuestados, únicamen-
te el 22% confía en el poder legislativo, y en 
menor medida 15%, en el gobierno, ubican-
do a nuestro país en entre los tres últimos 
países. Aunado a que el 9% de los mexica-
nos confían en los partidos políticos.

Todas las cifras anteriores reflejan la situa-
ción de insatisfacción con la democracia y 
con el gobierno en nuestro país, los proble-
mas sociales influyen en gran medida en 
que los ciudadanos no confíen en el siste-
ma político y en el gobierno. 

México no está entre los países que más 
apoyan a la democracia, lo cual resulta 
triste, a pesar de que tenemos reglas que 
garantizan los procesos democráticos y las  
instituciones que garantizan los derechos 
políticos de las personas están haciendo un 
buen papel.

Cuando se habla de desconfianza con res-
pecto a la democracia, estamos ante una 
crisis de legitimidad en relación con el 
poder público. Los mexicanos no recono-
cemos el ejercicio del poder, no tenemos 
elementos para justificarlo ni considera-
mos que las personas electas por el voto 
popular nos representen en general, estas 
exigencias son características del sistema 
representativo, entonces, hablamos de una 
crisis de representación política.

Bajo este panorama, el Latinobarómetro 
reportó el inicio del proceso electoral 2017-
2018, el cual, a la fecha de la elaboración de 
este trabajo, no ha finalizado, hasta tanto, 
se dicte la última sentencia del Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federa-
ción relacionada con las elecciones.

La característica más importante en este 
proceso fue el uso del internet y de las re-
des sociales como un instrumento de infor-
mación y de participación política, en estas 
los actores políticos interactúan con la ciu-
dadanía, dejando atrás los medios tradicio-
nales de comunicación.

PROCESO ELECTORAL 
2018

Según la encuesta Latinobarómetro5, la 
forma en cómo la gente se informa sobre 
los asuntos políticos ha cambiado en los 
últimos años, el uso de la radio, la televi-
sión, periódicos o revistas ha disminuido 
de manera significativa, por otra parte, ha  

5  Ibídem. 
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aumentado el uso de las redes sociales 

como un medio de comunicación.

Esta encuesta plantea que el fenómeno po-

lítico en la actualidad es que las personas 

sustituyen sus fuentes de información polí-

tica, al tiempo en que se producen relevan-

tes cambios en la región de América Latina, 

como alternancias en el poder, fragmenta-

ción de partidos políticos, el desencanto 

con la política, entre otros6.

En 2017 la Encuesta Nacional sobre Disponi-

bilidad y Uso de Tecnologías de la Informa-

ción en los Hogares (ENDUTIH), realizada 

por el Instituto Federal de Telecomunica-

ciones (IFT), ha concluido que en México 

hay 71 millones de usuarios mexicanos de 

internet, que representan el 63% de la po-

blación. De los cuales 51.6 millones tenían 

18 años o más7 usaban internet, este grupo 

estaba en aptitud de votar en la elección 

del 1º de julio de 2018. De este grupo, el 

50.8% son mujeres y el 49.2%, hombres8. 

Además de lo anterior, la ENDUTIH 2017 

muestra que 96% de los usuarios de Inter-

net lo usa para obtener información y 76% 

para acceder a redes sociales. La población 

joven –entre 18 a 34 años– lo utiliza con un 

83%, esta población vive en el área urbana 

del país.

6  Ídem. p. 42.

7 Resultados de la encuesta, disponible en: http://www.beta.
inegi.org.mx/proyectos/enchogares/regulares/dutih/2017/
default.html 

8 Comunicado 015/2018, Instituto Federal de Teleco-
municaciones, disponible en: http://www.ift.org.mx/
comunicacion-y-medios/comunicados-ift/es/en-mexico-
713-millones-de-usuarios-de-internet-y-174-millones-de-ho-
gares-con-conexion-este-servicio. 

El uso de las redes sociales fue indispen-

sable para hacer campaña electoral y para 

que los ciudadanos interactúen, de manera 

directa y en tiempo real, con los candidatos 

a la presidencia, y para que se apropiaran 

del espacio, crearan política y construyeran 

una nueva forma de consolidar la democra-

cia.

A continuación presento algunos datos 

sobre el uso de las redes sociales de los 

candidatos a la Presidencia de la República, 

quienes participaron en la contienda de la 

elección histórica del 1º de julio de 2018. 

Según estudios de la Revista Forbes Mé-

xico9, el candidato Andrés Manuel López 

Obrador, logró mayor atención digital, es 

decir, de cada dos conversaciones en redes 

sociales una fue sobre él. Seguido de José 

Antonio Meade Kuribeña con el 24%, Ricar-

do Anaya Cortés, 17% y “Bronco”, 9%, estos 

porcentajes se basan en 20.5 millones de 

interacciones.

Ahora bien, este estudio refleja que duran-

te el periodo de las campañas electorales, 

López Obrador mantuvo una ventaja en las 

llamadas menciones en las redes sociales, 

aunque por momentos fue superado por 

los demás participantes, en la recta final de 

las campañas electorales, el candidato lo-

gró subir el índice y generó casi el doble en 

contraste con los demás candidatos.

9 ¿Cómo cierran las campañas electorales en redes sociales?, 
Análisis del desempeño de los candidatos a la Presidencia 
de la República, durante el periodo marzo 30 a junio 26 de 
2018. Revista Forbes, junio 27, 2018 Vázquez, Rubén. Dis-
ponible en: https://www.forbes.com.mx/amlo-a-la-cabeza-
al-cerrar-campanas-en-redes/, el día veinte de octubre de 
2018.



137Análisis Doctrinal  Cultura política, democracia y proceso electoral en méxico

En lo que respecta a los sentimientos, Mea-
de y López Obrador estaban prácticamente 
empatados respecto de los sentimientos 
positivos en las redes sociales, se destaca 
que a lo largo de la campaña presidencial, 
Ricardo Anaya cayó en la percepción positi-
va, por debajo del “Bronco”, quien después 
del tercer debate fue el candidato con el 
crecimiento positivo más notorio.

En cuanto a los temas de conversación el 
más cuestionado fue el de seguridad pú-
blica para todos los candidatos, seguido 
de reformas del Estado y educación, los de 
menos interés fueron empleo y salud.

En el estudio que realiza la Revista Forbes, 
en cuanto a la intención del voto digital, 
López Obrador reúne el 60%, es decir, 3.5 
veces por encima de José Antonio Meade 
(17%), Anaya (12%) y “Bronco” (11%).

Es importante destacar que los índices 
demográficos, según el estudio citado de 
Forbes, arrojan que la mayoría de las inte-
racciones digitales provienen del centro del 
país, en particular, de las ciudades metro-
politanas y del Estado de México, además, 
que en su mayoría fueron hombres, quie-
nes participaron a través de redes sociales, 
de cada dos hombres interactuando digital-
mente, solo había una mujer.

En lo que respecta a las cuentas oficiales de 
los candidatos a la Presidencia de la Repú-
blica, Andrés Manuel López Obrador, a la 
fecha, cuenta aproximadamente con cua-
tro millones doscientos mil seguidores en 
Facebook, mientras que en Twitter tiene 
cuatro millones seiscientos.

En comparación, Ricardo Anaya tiene dos 
millones de seguidores en Facebook y en 
Twitter, una cantidad considerablemente 
menor, setecientos cincuenta mil. Son me-
nos de la mitad de los de López Obrador.

En este mismo sentido, Jaime Heliodoro 
Rodríguez registra dos millones novecien-
tos mil suscriptores en Facebook, y en 
Twitter, una cantidad menor, seiscientos 
noventa mil.

A este candidato, le sigue José Antonio 
Meade, quien en Facebook tiene un ocho-
cientos mil seguidores y en Twitter una 
cantidad mayor, millón trescientos mil se-
guidores10.

La popularidad de Ándres Manuel López 
Obrador se confirma con el número regis-
trado por “personas hablando de esto” de 
Facebook, con ciento treinta y cinco mil 
personas seguido del “Bronco”, cuarenta 
y tres mil personas; José Antonio Meade, 
catorce mil, y muy por debajo de ellos, Ri-
cardo Anaya, mil quinientas personas.

En Twitter, sin embargo, el candidato que 
tiene el mayor número de tweets es el 
“Bronco” con veintisiete mil, seguido de 
Meade con doce mil, Ricardo Anaya con 
cuatro mil, y curiosamente López Obrador, 
en el último lugar, con tres mil tweets, aun-
que es el candidato que más seguidores tie-
ne en ambas redes sociales.

En Youtube, López Obrador tiene doscien-
tos noventa y seis mil suscriptores y cua-
trocientos veintiún videos, por encima de 

10  Estadísticas propias.
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Ricardo Anaya con cincuenta y cinco mil 
suscriptores y cuatrocientos setenta y un 
videos, el “Bronco” tiene treinta y siete mil 
seguidores y novecientos videos; finalmen-
te, quien tiene menos suscriptores es José 
Antonio Meade con veintitrés mil suscrip-
tores y setecientos cincuenta y tres videos.

De lo anterior, tenemos que López Obrador 
cuenta con el mayor número de seguidores 
en las redes sociales Facebook, Twitter y 
Youtube, aunque es quien en menor medi-
da ha publicado en estos medios de comu-
nicación.

Por otra parte, de los nueve partidos políti-
cos con registro nacional, Movimiento Ciu-
dadano encabeza el número de seguidores 
en Facebook, con un millón de ellos, pero el 
Partido de la Revolución Democrática tiene 
menos seguidores en esta red social ya que 
solo cuenta con noventa y tres mil. 

En lo que respecta a Twitter, el Partido Re-
volucionario Institucional tiene el mayor 
número de suscriptores: quinientos dieci-
nueve mil y el Partido del Trabajo: tres mil.

En la cuenta oficial de Youtube el partido 
con más suscriptores es nuevamente Movi-
miento Ciudadano con ciento noventa mil, 
este resultado está por encima del Partido 
Revolucionario Institucional, ya que cuenta 
con catorce mil seguidores. 

Cabe destacar que el número de seguidores 
del Movimiento Regeneración Nacional11, la 
fuerza política de mayor número de votos 
en las elecciones del pasado 1º de julio, se 

11  En adelante se nombrará por sus siglas Morena.

encuentra por debajo de Movimiento Ciu-
dadano y del Partido Revolucionario Insti-
tucional, porque tienen cuatrocientos mil, 
aunque dicho organismo no tiene cuenta 
oficial de Twitter ni en Youtube.

En lo que respecta a la participación de las 
autoridades electorales, ante los desafíos 
del uso de estos medios de comunicación 
durante el proceso electoral, se destaca 
que, en febrero de 2018, el INE y Facebook 
firmaron un convenio para promover la 
participación ciudadana en los comicios 
de 2018, el acuerdo incluye, entre otros 
puntos, que el día de la jornada electoral 
Facebook tenga un espacio físico en las ins-
talaciones del Instituto para realizar activi-
dades informativas.

Ante la supuesta falta de transparencia de 
dicho convenio, las reacciones en los me-
dios de comunicación no tardaron en salir 
a la luz. El 12 de febrero siguiente, el repre-
sentante propietario del partido político 
Morena solicitó al Instituto mostrar públi-
camente el contenido de dicho convenio12, 
el cual finalmente fue dado a conocer por el 
INE. Esto es importante, puesto que a tra-
vés de medios de comunicación se habló de 
que el motivo del convenio sería colaborar 
con Facebook, y evitar las noticias falsas, lo 
cual fue omitido de la información que dio 
a conocer el Instituto.

El tema de las noticias falsas en redes socia-
les ha dado mucho de qué hablar en los últi-
mos años, nos preguntamos cuáles son los 

12 Repositorio INE, disponible en: https://repositoriodocu-
mental.ine.mx/xmlui/bitstream/handle/123456789/95123/
CGex20180214-ip-12.pdf?sequence=1&isAllowed=y 
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intereses que hay de por medio, para influir 
en las conciencias de los usuarios de estos 
medios o qué tipo de regulación se dará al 
respecto, no solo en el ámbito electoral, 
sino una regulación integral para sancionar 
toda clase de conductas que sean contra-
rias a los derechos humanos que garantiza 
nuestra Constitución.

Después de la elección de Donald Trump 
como Presidente de Estados Unidos, gra-
cias a las redes sociales y a los tweets des-
de su cuenta oficial, en contrapeso con la 
información que se ventila en los medios 
de comunicación y la intervención del go-
bierno ruso para incidir en el resultado de 
las elecciones de 2016 en Estados Unidos, 
se consideró que el fenómeno de noticias 
falsas y la manipulación de información en 
las redes influiría en las elecciones en Méxi-
co en 2018.

Los planteamientos en torno a las noticias 
falsas y a las elecciones consistían en con-
cientizar a quienes se dedican a la comu-
nicación sobre su responsabilidad frente 
a la manipulación de la información y su 
difusión a la población, en especial con los 
mexicanos aptos para votar, además acer-
ca de aprender a diferenciar las noticias 
falsas de las verídicas, en favor de la buena 
comunicación y del voto informado.

A pesar de los pronósticos sobre manipu-
lación en la información y noticias falsas, 
la preferencia en redes sociales de Andrés 
Manuel López Obrador –quien resultó ga-
nador– y Ricardo Anaya –en segundo lu-
gar–, no daba margen a algún tipo de ma-
nipulación cibernética.

Lo que sucedía en las redes sociales, en par-
ticular, tuvo efectos en el proceso electoral 
2018 y en sus resultados. El fenómeno de 
las redes sociales en México es trascenden-
tal, no solo por su magnitud, sino por el 
impacto que pueden tener en el funciona-
miento de nuestra democracia incipiente. 
Los grandes protagonistas de la democra-
cia en el proceso electoral vivido y en los 
futuros, son indudablemente Facebook y 
Twitter.

Uno de los aspectos más relevantes sobre 
el crecimiento de Andrés Manuel López 
Obrador en redes es que en sus cuentas 
oficiales de Facebook y Twitter realizó me-
nos publicaciones, aunque es el personaje 
con más seguidores, en comparación con 
la diferencia considerable con los demás 
candidatos. 

La figura de López Obrador como un per-
sonaje popular, con simpatía ciudadana, al 
menos por la mayoría de los mexicanos que 
depositaron su voto en la jornada electoral, 
hizo que contra cualquier pronóstico, esta 
elección histórica marcará, sin duda alguna, 
la historia política de México.

PROCESO  
ELECTORAL 2018

El fenómeno de la alternancia del poder 
en México, como es bien sabido, inició en 
las elecciones federales en el 2000, tras el 
triunfo de Vicente Fox como presidente 
de la República, postulado por el partido 
Acción Nacional, se dejaron atrás siete déca-
das de gobierno del Partido Revolucionario  
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Institucional. Desde su creación como Par-
tido Nacional Revolucionario en 1929 hasta 
el año 2000, todos los presidentes de Mé-
xico pertenecían a este partido. En esta 
época, de partido hegemónico, el acceso al 
poder político de otras fuerzas políticas era 
limitado y no daba lugar a la competencia 
en el terreno político electoral.

A pesar del ímpetu de cambio con el cual 
los mexicanos decidieron ya no votar por 
el PRI, el gobierno de Fox, cambió el senti-
miento de esperanza en la transformación 
de la política y del gobierno, por el de insa-
tisfacción con el gobierno. 

Frente al pesimismo entre la población, lle-
gó el 2 de julio de 2006, en el que participó 
por vez primera López Obrador como can-
didato a la presidencia. Los resultados elec-
torales, pusieron a Felipe Calderón como 
triunfador en la contienda, generando la 
inconformidad de López Obrador, pues la 
diferencia entre el primer y segundo lugar 
fue mínima.

Por su parte, el gobierno de Felipe Calderón 
se caracterizó por la llamada “guerra con-
tra las drogas” la cual obedeció a un objeti-
vo explícito del Plan Nacional de Desarrollo 
2007-201213, esta política aumentó conside-
rablemente la violencia en México, refle-
jándose sobre todo en el incremento de la 
tasa de homicidios, ya que entre 2007 y 2011 
pasó de 8.1 a 23.7 homicidios por cada 100 
habitantes14.

13 Plan Nacional de Desarrollo 2007-2012, disponible en: 
http://www.cefp.gob.mx/intr/edocumentos/pdf/cefp/
cefp0962007.pdf 

14  Galindo, C., Gómez, M., Zepeda, R. & Castellanos, N. (2017). 
Seguridad Interior: elementos para el debate. Temas Estra-

Lo anterior, causó en la población, incer-
tidumbre e inseguridad, los medios de 
comunicación no dejaban de reportar los 
miles de homicidios efectuados a lo largo 
del país. 

Bajo este escenario, así como millones de 
mexicanos optaron con su voto por quitar 
del poder al PRI, para reemplazarlo por el 
PAN, en circunstancias similares, en el año 
de 2012, los mexicanos decidieron reinsta-
lar en el poder al PRI, con su candidato En-
rique Peña Nieto.

Por segunda ocasión, López Obrador que-
dó en segundo lugar para ocupar la presi-
dencia, con una diferencia aproximada de 6 
puntos porcentuales.

Durante la recién concluida presidencia de 
Peña Nieto, se trataron los temas de co-
rrupción, dudas sobre contratos de obra 
pública, desvío de recursos y fraudes fi-
nancieros, además cierto empeoramiento 
en su imagen de Presidente en las redes 
sociales. 

La desaparición forzada en Ayotzinapa y el 
“escándalo” de la Casa Blanca, fueron de 
los aspectos más negativos durante la pre-
sidencia del militante priísta.

Durante el periodo del desencanto hacia 
el sistema político, la constante crítica por 
todos los medios a la figura presidencial, 
tanto como institución, como de Enrique 
Peña Nieto en lo individual, el 1º de julio de 
2018 resultó electo luego de doce a años 

tégicos, núm. 39, Instituto Belisario Domínguez, Senado de 
la República, disponible en: http://bibliodigitalibd.senado.
gob.mx/handle/123456789/3344.
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de intentar ser el presidente de la Nación, 

López Obrador.

En la pasada elección del 1º de julio de 2018, 

los mexicanos elegimos más de 3.400 car-

gos de elección popular a nivel federal y 

local. Un presidente de la República, 128 

senadores y 500 diputados federales. Esta 

elección fue histórica en México, puesto 

que se llevaron a cabo concurrentes en 

30 entidades federativas, es decir, que las 

elecciones locales se hicieron a la par con 

las federales.

Los resultados electorales tras el voto de 

la ciudadanía arrojaron 30.1113.483 votos 

a favor de Andrés Manuel López Obrador, 

quien tuvo el 53.1936% de la votación total, 

fue seguido de Ricardo Anaya con 12.610.120 

votos lo que representa el 22.2750%; en ter-

cer lugar, José Antonio Meade con 9, 289, 

853 votos equivalentes al 16.4099% de los 

votos totales, finalmente, Jaime Heliodro 

Rodríguez Calderón con un 05.2317%. Estos 

votos incluyen realizados por los mexica-

nos en el extranjero, en donde López Obra-

dor también obtuvo la mayoría15.

Contrario al clima de insatisfacción y des-

encanto con el sistema democrático, la 

participación ciudadana respecto a los ciu-

dadanos que votaron conforme a la lista 

nominal de las actas computadas, fue de 

56.611.027 votos, con un total de participa-

ción del 63.4290%16.

15 Instituto Nacional Electoral (2018). Cómputos Distritales 
2018, Elecciones Federales, disponible en: https://compu-
tos2018.ine.mx/#/presidencia/nacional/1/1/1/1 

16  Ídem.

Tras participar en dos procesos electorales 

como candidato a la presidencia de la repú-

blica, López Obrador resultó electo por ma-

yoría absoluta como titular del ejecutivo. 

Fuimos testigos de una euforia en redes 

sociales, con publicaciones, notas, tanto de 

grupos que apoyaban a AMLO, y de usua-

rios de las mismas. La legitimidad en la vo-

tación del 1 de julio, provocó en México, no 

solo un cambio en el gobierno, sino una de 

las mayores transformaciones en el país.

Los votos del partido político Morena 

permitieron que su representación en el 

Congreso de la Unión sea del 51%, seguido 

del PAN con 15.2%, y del PRI con 9.4%. Los 

curules que ocupa este partido político es-

tán distribuidos de manera paritaria entre 

mujeres y hombres, considerando a los 256 

diputadas y diputados, de los 500 que con-

forman la cámara baja17.

La diferencia de representación en el Con-

greso es considerable en comparación con 

el PAN con 78 diputadas y diputados (33 

mujeres y 45 hombres), y se hace aún ma-

yor la diferencia con el PRI, ya que tiene 47 

diputados (2 mujeres y 25 hombres)18.

En lo que respecta al tipo de elección, 167 

de los diputados de Morena fueron electos 

por el principio de mayoría relativa y 89 por 

representación proporcional19.

17 Cámara de Diputados, Congreso de la Unión (s. f.). Inte-
gración por género y Grupo Parlamentario, disponible en: 
http://sitl.diputados.gob.mx/LXIV_leg/cuadro_genero.php. 

18  Ídem.

19  Ídem.
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Por otra parte, de los 128 Senadores, el Gru-

po Parlamentario Morena cuenta con 59 

senadores20, lo que representa el 46.09% de 

representación en la cámara alta. Seguido 

de este instituto político, está el PAN, con 

24 curules21, lo que equivale al 18.75% de re-

presentación en el Senado. En tercer lugar, 

el Grupo Parlamentario del PRI cuenta con 

14 senadores22, equivalente al 10.93%.

Aunado a la mayoría con la que cuenta el 

partido político MORENA, en ambas cá-

maras del poder legislativo en México, la 

elección de 2018, es especial en la historia 

política de México.

CULTURA POLÍTICA

Tras los resultados electorales, se puede 

considerar que la elección presidencial fue 

legítima, pues además de los votos obteni-

dos que representan más de la mitad, la re-

presentación política –que ejercerá López 

Obrador– es simbólica, como lo sostenía 

James Madison, basada en una identifica-

ción entre gobernados y gobernante de 

tipo emocional23.

Lo que sigue, dentro del contexto del cam-

bio en el gobierno es verificar el cumpli-

miento teórico y legal de la representación 

20 Senado de la República (s. f.). Senadores por Grupo Parla-
mentario, disponible en: http://www.senado.gob.mx/64/
senadores/por_grupo_parlamentario. 

21  Ídem. 

22  Ídem.

23  Madison, James & García, Guitián (2001). Crisis de la repre-
sentación política: las exigencias de la política de la pre-
sencia. Revista de Estudios Políticos Nueva Época núm. 111 
(enero-marzo): 216.

política que ejercerá el Presidente durante 
los próximos seis años.

Así, lo más importante no es que una per-
sona pueda ser electa mediante un proce-
so democrático, sino evaluar cómo actúa 
para promover y garantizar los intereses de 
los representados, los cuales son el centro 
para el ejercicio del poder público, así la res-
ponsabilidad del Presidente consistirá en 
no entrar en conflicto con la voluntad que 
expresamos los mexicanos.

El siguiente paso, atendiendo la dimensión 
formalista de la representación política, 
“accountability”, en la que el representan-
te es aquel individuo capaz de responder 
por sus acciones ante los miembros de una 
comunidad y las elecciones son el mecanis-
mo que sirve a los lectores para fijar res-
ponsabilidades, al final de su periodo, el re-
presentante será premiado o castigado por 
su desempeño24. Solo al final del periodo 
presidencial, se podrá hablar de un verda-
dero cambio en la política mexicana o no.

El ejercicio del derecho al sufragio es la 
actividad más característica del sistema 
democrático en México, una vez pasadas 
las elecciones, lo ideal es que los ciudada-
nos estén convencidos de que la forma en 
que se puede mejorar la calidad de vida en 
la sociedad es mediante la participación de 
todos en los asuntos públicos. 

Por consiguiente, si una persona decida o 
no ejercer sus derechos políticos tiene que 

24  Cfr. González Tule, Luis Antonio (2016). El rol de represen-
tación de los Diputados federales en Brasil y México, Mira-
da a la experiencia latinoamericana. Editorial Universidad 
del Norte, Colombia, p. 23.
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ver con una formación individual, con base 
en los procesos cognoscitivos, experiencias 
y una racionalidad, de esta forma es como 
la cultura, en especial, la cívica y política es 
fundamental para la construcción de la de-
mocracia.

Es indudable que la cultura es uno de los 
grandes valores que tiene la humanidad, y 
esta es diversa y multicultural, la cultura es 
elemental en el desarrollo de las comunida-
des, pero también para garantizar la paz y 
el bienestar social. La cultura crea identida-
des que se construyen a partir de la apro-
piación por parte de los actores sociales y 
que los diferencian de otros sujetos.

Por ello, la llamada transformación apenas 
ha comenzado, una vez emitidos los sufra-
gios, debemos trabajar en la construcción 
de una identidad política incluyente, res-
petuosa de los derechos de los demás, y 
activa en asuntos políticos, así formaremos 
una cultura democrática.

En este sentido, las tareas que tenemos los 
mexicanos serían las siguientes:

Conocer el país. Hablar de México, en ge-
neral, es referirnos a la diversidad, como 
una de las características más importantes. 
Seguramente muchos de nosotros hemos 
tenido la oportunidad de recorrer algunas 
de sus regiones, hemos leído sobre la histo-
ria de nuestro país, conocemos su música y 
sus costumbres, es innegable que es mara-
villoso para vivir. Sin embargo, nunca es su-
ficiente, entender a México es comprender 
por qué actuamos de determinada forma, 
por qué la economía no progresa, por qué 

la inseguridad es uno de los problemas que 

más nos afectan, por qué a lo largo de la 

historia cometemos errores en repetidas 

veces, no podemos dar respuesta entre 

estos a muchos otros puntos, sin que deje-

mos de culpar en gran medida al gobierno y 

a las instituciones que tenemos.

Conocer nuestro país significa interesar-

nos por aspectos como la economía, la so-

ciedad, las artes y la cultura, informarnos 

diariamente de la realidad. La información 

adecuada es poder, un poder que sirve para 

desarrollarnos como mejores ciudadanos y 

para participar en la vida política del país.

Saber que la democracia existe para ofrecer 

la posibilidad de una mejor vida. Es funda-

mental entender que, a lo largo de la his-

toria de las naciones, el sistema o régimen 

democrático ha sido la solución contra los 

gobiernos autoritarios en donde no se res-

petaban los derechos fundamentales de 

los ciudadanos. La democracia aspira a que 

el poder político que se ejerce no se con-

centre en una sola persona o en un grupo 

reducido, además permite que el poder se 

distribuya en las regiones, característica de 

las repúblicas. La democracia pugna por un 

equilibrio en la actuación de las institucio-

nes del Estado, las cuales no pueden inva-

dir la vida privada de las personas. Busca el 

respeto y garantía por los derechos funda-

mentales de los individuos, el respeto por 

la diversidad y las libertades individuales y 

colectivas.

Participar políticamente. Si bien intentamos 

defender la democracia como sistema de 
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gobierno y de vida, requiere la intervención 
activa de todos nosotros.

Entender que un buen ciudadano no es 
aquel que busca sólo que el gobierno le dé 
cualquier cosa sin tener obligaciones o res-
ponsabilidades, sino aquel que mediante la 
participación política y la crítica constructi-
va trata de aportar algo. Es aquel que ante 
las injusticias decide hacer algo, acudir a las 
instancias respectivas o algún otro tipo de 
denuncia.

La difusión de la cultura democrática. Como 
obligación del gobierno. Tanto para los que 
laboramos en instituciones electorales, 
como para autoridades diversas, promover 
la cultura democrática es uno de los objeti-
vos que se deben plantear. 
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I.  PALABRAS 
PRELIMINARES

En modo alguno constituye por mi parte 
el impertinente ejercicio de un deber pro-
tocolario el que agradezca, al comenzar mi 
exposición, a la Asociación de Tribunales 
Electorales de la República Mexicana, a la 
École de Droit de la Universidad París I, a la 
Sección Francesa del Instituto Iberoameri-
cano de Derecho Constitucional, al Centre 
des Amériques de la Universidad París I, 
al Centre de Droit Public de la Universidad 
París II y a Estado y Constitución su amable 
invitación para intervenir en este evento. 
Agradecimiento que quiero expresar muy 
especialmente a los auténticos organiza-
dores del encuentro, y que son mis bue-
nos amigos Renaud Bourget, Irina Graciela 
Cervantes Bravo y el inminente, bajo mi 
dirección, Doctor en Derecho César Wong 
Meraz.

A estos, de una manera más concreta, me 
atrevo, y arrogándome la representación 
de todos los participantes, a felicitarles 
muy sinceramente por su esfuerzo. Ha 
sido, en definitiva, su empeño, y buen ha-
cer, el que nos permite, en un retorno a la 
dialéctica platónica, realizar, desde las más 
variadas posiciones, una meditación colec-
tiva sobre algunos de los aspectos nuclea-
res, centrales y basilares del régimen de 
Democracia Constitucional. Y he de decir, 
honradamente, que su acierto es haber-
nos convocado, de un modo muy preciso, 
a meditar sobre los mismos, y desde el 
planteamiento de problemas por parte de 
los diversos intervinientes, y tanto desde la 

perspectiva práctica, como desde los plan-
teamientos académicos, nos situaremos en 
condiciones de tratar de aportar argumen-
tos para la cabal y ponderada resolución de 
los, muchas veces graves, problemas que 
tiene hoy planteada el funcionamiento de 
la Democracia Constitucional. Desde luego, 
este –es decir, el intentar plantear más que 
soluciones problemas–, va a ser el método 
con el que yo voy a operar para desarrollar 
esta conferencia magistral.

II. PLANTEAMIENTO  
DEL PROBLEMA

Constituye una incontestable evidencia 
que, por lo menos desde la década de 1980 
–y podemos recordar, a este respecto, y 
a título de mero ejemplo, los trabajos de 
recopilación realizados por Domenico Fisi-
chella1 y Françoise D’Arcy2–, vivimos bajo la 
sensación generalizada, y muy firmemente 
asentada en el imaginario colectivo, de que 
la representación política se encuentra en 
una situación de crisis total. Circunstancia 
esta que, entendemos, no ha de ser muy 
difícil de entender y comprender. En efec-
to, ha de tomarse en consideración que por 
doquier, y con machacona tenacidad e re-
iteración, se nos viene insistiendo en esta 
idea. A la que, por lo demás, se le otorga, y 
desde luego en nuestros días, la considera-
ción de ser una presunción iuris et de iure, 
contra la que, como es sobradamente co-
nocido, no cabe, por definición, prueba en 
contrario.

1  Cfr. D. Fisichella, La rappresentanza politica, Milán, 1983.

2  Cfr. F. D’Arcy, La réprésentation, París, 1985. 
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En el mismo orden de ideas, no dejaría de 
ser asimismo más que un ejercicio de cons-
tatación de lo evidente el afirmar que, de 
modo difícilmente cuestionable, esta ten-
dencia ha alcanzado su máxima expresión a 
raíz de los acontecimientos vividos en 2011. 
Me estoy refiriendo, innecesario debiera 
ser aclararlo, a lo que, por ejemplo, en Es-
paña se denominó “el movimiento 15 M”, 
sobre el que cada vez existen más dudas 
sobre si se trató de un movimiento ciuda-
dano espontáneo o si, por el contrario, se 
debía a algo orquestado a través de inter-
net y, en todo caso, por los mismos que, 
nadie lo ignora, habían tratado de interferir 
en el proceso electoral en Estados Unidos 
de América, en Francia y en México. Mo-
vimiento este que, habiendo sido iniciado 
contra la actuación de los partidos políticos 
con representación en el aparato institucio-
nal del Estado, ha dado, paradójicamente, 
lugar a la creación de nuevas organizacio-
nes políticas partidistas, así como a nuevas 
plataformas electorales, destinadas a inte-
grarse, a través del instituto de la represen-
tación política, en los centros de decisión y 
acción política y jurídica de la Comunidad 
Política.

Lo que, empero, no constituye un mero 
ejercicio de constatación de lo axiomático 
e indiscutible, sea el poner de manifiesto 
que si esto es así, y lo es, es lo cierto que 
nos encontramos ante un fenómeno que 
en modo alguno es nuevo. Antes al contra-
rio, el mismo se ha verificado a lo largo de 
toda la vida del Estado Constitucional, y en 
cualquiera de sus manifestaciones estructu-
rales posibles. Tanto es así, que la denuncia 

de la crisis de la representación política ha 
tenido una grandísima transcendencia en el 
ámbito de los estudios de las Ciencias del 
Estado y de las Ciencias del Derecho del Es-
tado. 

En efecto, es menester indicar que idéntica 
idea –es decir, la crisis de la representación 
política–, y con unos argumentos muy simi-
lares –y que, de una forma muy básica, se 
concretan en la creciente profesionaliza-
ción de la vida pública como consecuencia 
del fenómeno partidista–, apareció ya, y, 
además, con gran fuerza, en el primer ter-
cio de la pasada centuria. Podemos, en este 
sentido, recordar aquí los nombres de los 
antidemócratas y antiliberales Ostrogors-
ki3 y Michels4. Pero también evocar aquí, 
y por cuanto que, aunque no pueda iden-
tificarse plenamente con el discurso de los 
anteriores (H.-P. Schneider), si contribuye 
a generar el efecto que ahora nos interesa, 
la dramática afirmación realizada, en 1932, 
por Gustav Radbruch5, conforme a la cual 
las organizaciones políticas partidistas se 
configuraban, tan pronto como ocupaban 
las instituciones políticas estatales, como 
auténticos contrincantes del propio Cuerpo 
Electoral que les había elegido.

Para nadie es, ni puede ser, un misterio, y 
sobre todo para los que se dedican profe-
sionalmente al estudio de las Ciencias Jurí-
dicas, que esta crítica, fundamentada en la 

3 Cfr. M. Ostrogorski, La Démocratie et l’organization des 
partis politiques, París, 1903.

4 Cfr. R. Michels, Los partidos políticos. Un estudio sociológi-
co de las tendencias oligárquicas de la democracia moder-
na (1911), Buenos Aires, 1979, 2 vols.

5 Cfr. R. Radbruch, Filosofía del Derecho (1932), Madrid, 
2008, pp. 125 y ss.
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actuación de las organizaciones partidistas 
en la vida pública de la Comunidad Política, 
dio lugar a una de las más ricas, brillantes, 
fecundas y lúcidas polémicas en el ámbito 
del Derecho Constitucional. Nos referimos, 
obviamente, a la habida en torno al propio 
Estado Constitucional en cuanto que, por 
decirlo con la expresión acuñada por John 
Stuart Mill6, –y que, en realidad no hacía 
más que poner de manifiesto el cerval te-
mor que a todos los grandes pensadores 
liberales les inspiró siempre la participación 
directa del Pueblo en el gobierno del Cuer-
po Político7–, “gobierno representativo”. 
De un modo más particular, estamos pen-
sando ahora a la mantenida, en el contexto 
de la República de Weimar, por, de un lado, 
Schmitt8 y de otro, Kelsen9 y Thoma10, y en 
la que terciaría también Heller11, en cuyos 
extremos, y por su propia importancia ob-
jetiva, conviene, siquiera sea sucintamente, 
detenerse.

Por lo que hace a Carl Schmitt, sus tesis se 
encuentran desarrolladas en su célebre tra-
bajo “Die geistesgeschichlitche Lage des 
heuting Parlamentarismus”. Importa seña-
lar, y en tanto en cuanto ello contribuirá al 

6 Cfr. J. S. Mill, Del Gobierno representativo, Madrid, 1985.

7 Cfr. J. S. Mill, Sobre la opinión pública (1858), Madrid, 1984.

8 Cfr. Schmitt, C. Sobre el parlamentarismo (1923/1926), Ma-
drid, 1990.

9 Cfr. Kelsen, H. “Esencia y valor de la Democracia” (1920-
1921), en Kelsen, H. Esencia y valor de la Democracia, Barce-
lona, 1977, 2.ª ed., pp. 48 y ss.; “La Democrazia” (1926), e “Il 
problema del parlamentarismo” (1925), ambos en Kelsen, 
H. Il primato del Parlamento, Milán, 1982, pp. 3 y ss., y 173 y 
ss., respectivamente.

10 Cfr. R. Thoma, “Zur Ideologie das Parlamentarismus und Di-
ktatur”, Archiv für Sozialwissenchaffen, Bd. 53 (1925), pp. 
212 y ss.

11 Cfr., por ejemplo, Heller, H. Europa y el fascismo (1929). 
Heller, H. Escritos políticos, Madrid, 1985, pp. 24-25; ¿Esta-
do de Derecho o dictadura? (1929/1930). Heller, H. Escritos 
políticos, Madrid, 1985, pp. 292 y ss.

mejor entendimiento de la exposición, que 
se trata, sin duda alguna, del escrito, den-
tro de una obra claramente comprometida 
con los fines del totalitarismo fascista12, la 
obra más ideológica de este autor, donde 
no solo pone de manifiesto su radical ene-
miga –común, en todo caso, a todos los ju-
ristas que se mostraron partidarios, como 
sucedía, por ejemplo, con Triepel13 y Otto 
Hintze14 tanto de la forma de gobierno mo-
nárquica, como de articular la Comunidad 
Política tomando como criterio inspirador, 
vertebrador y fundamentador las ideas y 
el principio monárquico–, al sistema de go-
bierno parlamentario, sino que se muestra 
abiertamente decidido en la defensa del 
régimen autocrático, tratando, eso sí, de 
darle un ropaje formal democrático, y en la 
que, en todo caso, va a romper con el que 
fue su tradición modo de actuación en la 
explicación del Estado Constitucional libe-
ral15. 

En efecto, lo que sucede es que, como ha 
escrito el Maestro Pedro de Vega, su actua-
ción en esta publicación va a concretarse en 
que “desde una de las más brillantes expo-
siciones que jamás se han realizado de un 

12  Cfr., a este respecto, y por todos, J. Fijalkowski, La trama 
ideológica del totalitarismo. Análisis críticos de los compo-
nentes ideológicos en la Filosofía política de Carl Schmitt, 
Madrid, 1966. Vid., también, G. Gómez Orfanel, Excepción 
y normalidad en el pensamiento de Carl Schmitt, Madrid, 
1986.

13  Cfr. H. Triepel, Die Reichsaufsicht. Untersuchungen zum 
Staatsrecht des Deutschen Reiches (1917), Berlín, 1977.

14  Cfr. O. Hintze, “Monarchisches Prinzip und konstitutionel-
le Verfassung”, Prussische Jahrbücher, Bd. 144 (1911), pp. 
381-412;Staat und Verfassung, Gotinga, 1962.

15  Sobre esto, y por comodidad, cfr., por todos, Ruipérez Ala-
millo, J. La “ciudadanía europea” y sus implicaciones para 
el Derecho Constitucional (Un estudio de Teoría del Estado 
y de la Constitución sobre la moderna Unión de Estados de 
Derecho Internacional europea), Ciudad de México, 2018, 
nota 445, en pp. 184-185.
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modelo ideal del Estado Constitucional y de 
Democracia Parlamentaria, enfrentará ese 
modelo ideal que nunca existió a las lacras 
y miserias de su funcionamiento empírico. 

De este modo, despreciado el Estado Cons-
titucional y sus instituciones por las contra-
dicciones alarmantes de su praxis política, 
abría, fácil y demagógicamente, el portillo 
para negar su sistema de principios y pro-
clamar una nueva concepción del Estado, 
basada en el decisionismo y en las formas 
plebiscitarias legitimadoras del Estado To-
tal del Führer”16. Régimen este que, en opi-
nión de Schmitt, y desde la interpretación 
hobbesiana del Estado que tan cara le era, 
es el único que puede reclamar para sí la 
condición de ser la verdadera, perfecta y 
única realmente realizable democracia17.

Sea de ello lo que sea, lo que a nosotros nos 
interesa, aquí, es poner de manifiesto cuá-
les eran los contenidos cardinales y centra-
les de este escrito, Así, hemos de consignar, 
en primer término, que, parte, en él, Schmi-
tt de la confrontación de un Parlamento 
ideal, que, en realidad, nunca existió, con el 
funcionamiento de las Asambleas Legislati-
vas en el marco de la Democracia represen-
tativa en régimen de partidos. 

En segundo lugar, es necesario advertir 
que la anterior confrontación lleva a nues-
tro autor a concluir que, en un tal marco, 
que es el que se corresponde con el Estado 
Constitucional democrático y social puesto 

16  De Vega, P. “El tránsito del positivismo jurídico al positivis-
mo jurisprudencial en la doctrina constitucional”, Teoría y 
Realidad Constitucional, n. º 1 (1998), p. 78.

17  Para esta comprensión de la tesis schmittiana, cfr., por to-
dos, Heller, H. “Europa y el fascismo”, cit., p. 41.

en marcha, pese a los grandes poderes que 
se reconocían al Presidente de la Repúbli-
ca, por el venerable Constituyente de Wei-
mar, el Parlamento, que debía servir para 
encontrar la razón mediante la discusión 
libre de los parlamentarios, no funciona. Y 
ello, como consecuencia, dirá Schmitt, de la 
presencia en aquel de los partidos políticos, 
y la actuación disciplinada de los miembros 
de estos. 

De donde, finalmente, deduce, y nos trata 
de convencer, que porque la pieza basilar 
de todo régimen de Democracia Constitu-
cional es el Parlamento, y este no funciona, 
lo que sucede es que aquella es imposible 
e inviable, y, en consecuencia, –y esta es el 
punto de partida, y que tratará de reves-
tir de un modo convincente para llegar al 
único corolario que le interesaba llegar–, lo 
que ha de hacerse es proceder a la substi-
tución de la Democracia Constitucional por 
un régimen totalitario.

Bien distinta, como seguramente, y dada 
su condición de constitucionalistas positi-
vistas clara y definitivamente comprome-
tidos con la defensa de la Welstanchauung 
democrática frente al peligroso ascenso 
del fascismo y el nacional-socialismo18, es 
la postura defendida por Hans Kelsen y Ri-
chard Thoma. Su argumentación no puede 
ser más clara. En efecto, ambos, y porque 

18  En este sentido, y aunque referido expresamente al jurista 
austriaco, cfr., por todos, A. La Pergola, “Premesa” al Kel-
sen, H. La Giustizia Costituzionale, Milán, 1981, p. X; A. Bal-
dassarre, “Constitución y teoría de los valores”, Revista de 
las Cortes Generales, n. º 32 (1994), pp. 23-24, vid., también, 
y en general, pp. 22-25 y 27 y ss.; De Vega, P. “Supuestos po-
líticos y criterios jurídicos en la defensa de la Constitución: 
algunas peculiaridades del ordenamiento constitucional 
español”, Revista de Política Comparada, n. º 10-11 (1984), 
p. 396.
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los ataques schmittianos al Parlamento 
real, y, con él, al sistema de la democracia 
representativa en régimen de partidos, 
lo que esconde es un ataque a la propia 
Democracia Constitucional, lo que les pre-
ocupará será salvar a esta última. De esta 
suerte, lo que harán será negar no solo la 
crisis del Parlamento y de la representación 
política, sino también, y con igual contun-
dencia, los posibles fallos operativos del 
funcionamiento del mismo.

Por su parte, Hermann Heller, en una tesis 
que, por lo demás, será plenamente com-
partida por el Maestro Pedro de Vega19, 
defenderá una tesis equidistante y supera-
dora de las dos anteriores. Así, y en primer 
término, nos encontramos con que consi-
dera, por desproporcionada y falaz, into-
lerable y peligrosísima la argumentación 
schmittiana. Lo hace, y con toda razón, 
porque los mismos llevan a la destrucción 
del Estado Constitucional representativo. 
Pedro de Vega, con la sagacidad, inteligen-
cia, brillantez y contundencia que siempre 
le caracterizaron, se refirió a esta circuns-
tancia. Y creemos que, aunque la cita sea 
larga, merece la pena transcribir sus pala-
bras: “Baste indicar que su crítica al Estado 
Constitucional y la democracia parlamenta-
ria conduce, en realidad, a un razonamien-
to ad absurdum, en el que, a fin de cuentas, 
nos encontramos ante un pensamiento que 
se destruye a sí mismo. […] Desde una ló-
gica inmanente al propio proceso de con-
ceptualización liberal, la crítica schmittiana 

19  Cfr. De Vega, P. “Parlamento y opinión pública”, en M. A. 
Aparicio (coord.) y otros, Parlamento y Sociedad Civil (Sim-
posium), Barcelona, 1980, pp. 14-16.

hubiera resultado perfectamente válida y 
convincente. Cualquier realidad político-so-
cial muestra siempre degeneraciones y des-
víos del tipo ideal conforme al cual preten-
de construirse. 

Sin embargo, una cosa es denunciar la con-
traposición entre modelo teórico y realidad 
empírica (lo que entraría dentro de la crítica 
inmanente), intentando eliminar o, cuando 
menos, paliar las diferencias entre ambos, y 
otra muy distinta, condenar el modelo y sus 
bases legitimadoras (lo que entra dentro 
de la crítica trascendente). […] Como es 
obvio, desde esta segunda óptica se desa-
rrolla la construcción de Carl Schmitt. […]. 
Establecer cuándo en la práctica política 
los desvíos de un modelo teórico rebasan 
los límites de la legitimidad equivale a for-
mular juicios políticos y no científicos. Y es 
aquí donde, al convertirse en trascendente 
la crítica de Schmitt al sistema liberal, apa-
recen en toda su plenitud sus lacras y limi-
taciones. Lo que desde el punto de vista 
inmanente hay de válido y atractivo en su 
planteamiento resulta ahora inadmisible 
desde el punto de vista trascendente. Los 
mismos argumentos que sirven a Schmitt 
para condenar los principios liberales como 
una simple ideología, y relegar el Derecho 
Constitucional liberal al mundo de la fic-
ción, pueden emplearse contra él enten-
diendo su obra científica como mera elabo-
ración ideológica al servicio de los intereses 
del Estado totalitario”20.

20  De Vega, P. “Apuntes para una Historia de las doctrinas 
constitucionales del siglo xx” (1998), en De Vega, P. Obras 
escogidas, Madrid, 2018, pp. 180-181.
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En segundo lugar, va a entender Heller que 
si lo anterior es así, resulta igualmente peli-
groso para la suerte de la Democracia Cons-
titucional el practicar, como hacían Kelsen 
y Thoma, la “política del avestruz”. Y ello, 
por la muy simple y sencilla razón de que 
esta implica, inevitablemente, renunciar a 
descubrir los posibles problemas y defec-
tos de la democracia representativa. Lo 
que, ni que decir tiene, supone también la 
abdicación, con los peligros que ello com-
porta, a encontrar mecanismos para su po-
sible superación.

Tal vez no esté de más advertir, y de forma 
inmediata, que a esta conclusión llega He-
ller21 partiendo, de modo absolutamente 
correcto, por lo demás, de la creencia de 
que la democracia, en el orden histórico y 
en el de las ideas, nunca está, ni, además, 
puede estar, en crisis. De esta suerte, lo que 
ocurre es que lo que sí puede producirse, y 
de hecho se produce, es la crisis en la ges-
tión de la democracia. 

Para empezar, y como ha de ser para todos 
evidente –y mucho más para los profesio-
nales universitarios de las Ciencias Cons-
titucionales–, la crisis puede verificarse 
en relación al funcionamiento de su insti-
tución central: el Parlamento en cuanto 
que, como nos enseña el propio Heller22, 
órgano que fue concebido por los grandes  

21 Cfr. Heller, H. Las ideas políticas contemporáneas (1926), 
Granada, 2004, pp. 67 y ss.

22 Cfr. Heller, H. “Il concetto di legge nella Constituzione di 
Weimar” (1927), en Heller, H. La sovranità et altri scritti sul-
la Dottrina del Diritto e dello Stato, Milán, 1987, pp. 312-313 
y 316. Cfr., también y en el mismo sentido, Heller, H. La so-
beranía. Contribución a la Teoría del Derecho estatal y del 
Derecho internacional (1927), México, 1995, 2. ª ed., pp. 132, 
164, 194 y 205, por ejemplo.

revolucionarios liberal-burgueses que pu-
sieron en marcha el moderno Estado Cons-
titucional como el encargado de ejercer el 
poder legislativo del Pueblo. Y pocas dudas 
pueden, en nuestra opinión, existir sobre 
el que es, desde este entendimiento des-
de donde adquiere pleno sentido la idea 
helleriana –que es la que a nosotros nos 
parece más correcta–, de que esa crisis en 
el funcionamiento de la democracia repre-
sentativa es lo que ha de ser reconocido, 
constatado y, en definitiva, corregido para, 
justamente, salvar la Democracia Constitu-
cional que, no obstante ser, como escribió 
el Maestro Pedro de Vega, “el único régi-
men éticamente defendible, políticamente 
coherente y científicamente explicable”23, 
se encontraba tan cuestionada en el mar-
co temporal de lo que podemos llamar la 
“Teoría del Estado y de la Constitución de 
Weimar”, como lo está siendo en los años 
que llevamos de la presente centuria.

Importa señalar, de cualquiera de las ma-
neras, que a esta crítica a la representación 
política por el fenómeno partidista, –que 
es, en rigor, la fundamental, y la que sub-
yace en todas las demás–, se le añaden, en 
nuestros días, y por todas partes, otros dos 
elementos. Los cuales, por el momento, y 
ahora, nos limitaremos a enunciar.

1. º) A nadie puede ocultársele que, en la ac-
tualidad, la democracia representativa está 
siendo cuestionada, y muy discutida, por 
la escasa participación de las mujeres en 
el proceso de toma de decisiones políticas 

23  De Vega, P. “Prólogo” a De Vega, P. Escritos político cons-
titucionales, México, 1987, 1.ª reimpr., p. 8.
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fundamentales. Nada hay, por supuesto, 
que objetar a la lógica incorporación de la 
mujer a este proceso en absoluta igualdad 
con el varón –de la que, como he señalado 
en algún otro lugar, soy, de manera firme, 
tajante y radical, y desde la plena acepta-
ción de que tenía toda la razón Rudolph 
Laun cuando afirmó que “un Estado en el 
que las mujeres no poseen derechos polí-
ticos, no es una democracia en sentido es-
tricto de la palabra, sino … una aristocracia 
de hombres”24, un absoluto defensor25–. 
Tanto más cuanto esto constituye uno de 
los contenidos nodulares del pensamiento 
político democrático y desde siempre.

Acaso no esté de más recordar, en este sen-
tido, que fue ya Pericles quien, como culmi-
nación de la democracia radical ática26, se 
preocupó no solo de reivindicar la incorpo-
ración de las mujeres al proceso de toma 
de decisiones políticas fundamentales, sino 
de tratar de encontrar mecanismos jurídi-
cos tendentes a hacer real su presencia en 
el ágora. Y tampoco, entiendo, ha de ser 
ocioso recordar los argumentos que el gran 
Pericles esgrimió para tal empresa. Tan-
to más, cuanto que los mismos gozan de 
una total actualidad. Estos, en todo caso, 
no podían ser más claros y contundentes. 
A saber: porque la mujer tiene, en relación 
con la polis, las mismas obligaciones que el 

24  Citado por Leibholz, G. “El contenido de la democracia y 
las distintas formas en que se manifiesta”, en Leibholz, G. 
Conceptos fundamentales de la Política y de Teoría de la 
Constitución, Madrid, 1964, p. 113.

25  Cfr. Ruipérez Alamillo, J. El preámbulo constitucional. J. F. 
Palomino Manchego (coord.) y otros, El preámbulo consti-
tucional dialogado, Lima, 2018, pp. 201-202.

26  Sobre la misma, cfr., por todos, H. Bengtson, Historia de 
Grecia, Barcelona, 2005, p. 84; W. K. C. Guthrie, Historia de 
la filosofía griega, Barcelona, 2005, t. III, pp. 30-31.

hombre, es obligado, o, al menos, debiera 
ser obligado, que tenga también los mis-
mos derechos. Entre ellos, y como no po-
dría ser de otra manera, el que se presenta 
como el primer derecho del ciudadano: la 
participación en el proceso político.

Y tampoco, y en el mismo orden de ideas, 
estará de más, y teniendo en cuenta la 
confusión que a este respecto existe27, re-
cordar que fue, de un modo muy preciso, 
este mismo pensamiento el que condujo 
al Presidente Manuel Azaña –el más rous-
seauniano y robespierreiano de todos los 
políticos españoles28–, a defender, ya en 
1924, y frente a la propuesta, debida a Cal-
vo Sotelo, de la dictadura de Alfonso XIII/
Primo de Rivera de que las mujeres tan sólo 
pudieran votar en las elecciones municipa-
les, y siempre y cuando estuviesen casadas 
y actuasen bajo la tutela y vigilancia del ma-
rido, que la mujer española debía ser titular 
indiscutible, y pleno, tanto del derecho de 
sufragio activo, como del pasivo, y en todo 
tipo de elecciones e, y esto es lo importan-
te, sin vigilancias y tutelas de su cónyuge29. 
Tal es, en efecto, lo que se desprende de su 
afirmación de que “Es argumento especio-
so el de la interpretación de la mujer para 

27  Vid., sobre este particular, y por todos, C. de Rivas Cherif, 
Retrato de un desconocido. Vida de Manuel Azaña (se-
guido por el epistolario de Manuel Azaña con Cipriano de 
Rivas Cherif de 1921 a 1937), Barcelona-Buenos Aires-Méxi-
co, 1980, p. 210; Núñez Pérez, M.ª G. Sentimiento y razón: 
las mujeres en la vida de Azaña. A. Alted, A. Egido y M.ª. F. 
Mancebo (eds.) y otros, Manuel Azaña: pensamiento y ac-
ción, Madrid, 1996, pp. 167-195, especialmente pp. 183-195. 
En contra de esta generalizada idea, vid. J. Carabias, Azaña: 
los que le llamábamos don Manuel, Barcelona, 1980, 3.ª ed., 
p. 87.

28  En este sentido, cfr., por todos, R. Morodo, Tierno Galván y 
otros precursores políticos, Madrid, 1987, pp. 32, 40-41 y 50.

29  Cfr., sobre esto, Azaña, M. Doña fulana de tal ¡vota! 22 de 
marzo de 1924. Azaña, M. Obras Completas. 2. Junio de 
1920-abril de 1931, Madrid, 2007, pp. 342-343.
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las cuestiones políticas. Lo mismo podría 

decirse de los varones. De hecho ya se dice, 

por todos los enemigos de la democracia. 

Lo que nosotros afirmamos es que no hay 

razón para tratar desigualmente a los dos 

sexos en esa función sencillísima de votar. 

[…]. Todo el que vota, hombre, o mujer, 

sabe muy bien lo que quieren, y el sentido 

de su voto; a no ser que delante de las ur-

nas la humanidad electoral recaiga en una 

estupidez más densa que en otros nego-

cios de la vida. Y es una injusticia argumen-

tar con la inclinación conservadora del sexo 

femenino, que pondría en peligro la liber-

tad. […]. Obsérvese que repelen el voto fe-

menino, mirándolo como un peligro de la li-

bertad, los que la han visto perecer con una 

sonrisa de escepticismo en los labios. Lo 

chusco sería que las mujeres defendiesen 

mañana lo que han dejado perder los hom-

bres”30. Opinión esta que, por lo demás, se 

completa con lo anotado por él en el deba-

te de la Constituyente de 1931 el testimonio 

que el propio Azaña nos deja en sus diarios, 

donde consigna no solo que el derecho al 

voto de la mujer se aprobó con el concurso 

de los socialistas y republicanos católicos y 

en contra de la opinión de radicales y radi-

cales-socialistas, sino su propia posición al 

respecto: “Yo creo que tiene razón la Cam-

poamor y que es una atrocidad negar el 

voto a las mujeres por la sospecha de que 

no votarían a favor de la República”31.

30 Azaña, M. “Doña fulana de tal ¡vota!”. 22 de marzo de 
1924”, p. 343.

31 Azaña, M. Anotación de uno de octubre de 1931. Azaña, M. 
Azaña, M. Memorias políticas y de guerra. I. Año 1931, Ma-
drid, 1976, pp. 313-314, en concreto la cita se encuentra en 
p. 313.

De todas formas, lo que nos interesa es que 
las propuestas para superar esta situación, 
y que encuentran, de manera indiscutible, 
su máxima expresión en las llamadas “lis-
tas cremallera”, presentan, y ahora, insisto, 
tan sólo lo enunciamos, grandes dificul-
tades jurídicas para su articulación. Sobre 
todo, cuando, como sucede en España, se 
plantean en el marco de un sistema electo-
ral proporcional en el que operan las listas 
cerradas y bloqueadas.

2.º) Se habla de la crisis de la represen-
tación como consecuencia de la escasa 
explotación que se hace de las potencia-
lidades que ofrecen las “autopistas de la 
comunicación”, para desarrollar el proceso 
de toma de decisiones políticas fundamen-
tales. No hace falta ser muy perspicaz para 
comprender que, con ello, –que se vincula 
a la reivindicación actual del acceso a inter-
net como, por un lado, derecho social que 
permite el acceso a la cultura, y, por otro, 
como derecho político que facilita el deba-
te político–, se está pretendiendo conver-
tir a los ordenadores, y a ese invento no 
menos demoníaco que es internet, en el 
instrumento fundamental para la partici-
pación política. La especie sobre la que se 
construye esta demanda no puede ser más 
clara: Sólo así, y liberado el ciudadano de la 
presión de los dirigentes de los partidos po-
líticos, podrá hacerse real y efectivo aquel 
principio, que había sido defendido ya, por 
ejemplo, por Solón –“el padre de la demo-
cracia de los antepasados, de la patrios 
demokratia” (C. Mossé32)– en la Atenas  

32 Cfr. C. Mossé, Pericles. El inventor de la Democracia, Ma-
drid, 2007, p. 31.
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clásica33, y por el “Ciudadano de Ginebra” 

en el mundo moderno –en concreto, con 

su afirmación de que “Toute loi que le peu-

ple en personne n’a pas ratifiée es nulle: ce 

n’est point une loi”34–, conforme a la cual 
la ley que ha de ser obedecida por gober-
nantes y gobernados, ha de ser, inexcusa-
blemente, el resultado de la voluntad de 
los destinatarios. Pero, al mismo tiempo, 
se pretende que con la participación de los 
ciudadanos en el debate público a través 
de las “redes”, y pese a los claros y obs-
curos que ello presenta todavía35, se haría 
también real aquella demanda realizada 
por Barère en la Constituyente francesa de 
1792-1793, en el sentido de que “La Cons-
titución de un gran República [entiéndase 
cualquier tipo de norma jurídica] no puede 
ser obra de unos pocos, sino del espíritu 
humano. Por ello, quien sea capaz de es-
cribir una Constitución debe ser invitado a 
publicar su pensamiento, convirtiéndose 
en miembro del Comité”36.

Ante este confuso, y complejo, panorama, 
y porque, en nuestra opinión, tenía toda 
la razón Smend37 cuando afirmaba que tan 
solo puede obtenerse una cabal y pondera-
da comprensión del Derecho Constitucio-
nal vigente, cuando se parte de un cono-
cimiento fundado de lo que es, y significa, 

33  Cfr., a este respecto, y por todos, J. Burckhardt, Historia de 
la cultura griega, Barcelona, 2005, vol. I, pp. 234-235.

34  Rousseau, J.-J. Du Contrat Social ou principes de Droit Poli-
tique (1762), París, 1966, Libro III, cap. XV, p. 134.

35  Sobre esto, cfr. https://youtu.be/XJcAX5do80s

36  Citado por De Vega, P. “Poder Constituyente y regionalis-
mo” (1979), en De Vega, P. Obras escogidas, Madrid, 2018, 
p. 699.

37  Cfr. Smend, R. “Constitución y Derecho Constitucional” 
(1928), en Smend, R. Constitución y Derecho Constitucio-
nal, Madrid, 1985, p. 44.

el Estado, parece conveniente enmarcar 
el estudio de la crisis de la representación 
política, y sus posibles soluciones jurídicas, 
atendiendo a los procesos de conceptuali-
zación y fundamentación del propio Estado 
Constitucional representativo. Es, en todo 
caso, así como nosotros vamos a actuar 
para tratar no tanto de aportar soluciones, 
sino de plantear problemas para contribuir 
a su posible solución.

III. EL ESTADO 
CONSTITUCIONAL 

REPRESENTATIVO EN SUS 
FUNDAMENTOS

No hace al caso, a los efectos que ahora im-
portan, que nos detengamos a realizar una 
exposición exhaustiva y pormenorizada so-
bre los muy distintos motivos que existie-
ron en Gran Bretaña –y que, como señala, 
entre otros muchos, Adhémar Esmein38, te-
nían, de una mera muy básica, una motiva-
ción práctica y de eficacia–, y en la Francia 
revolucionaria, –donde esta substitución se 
presentaba como el resultado de la lucha 
de los burgueses contra los esquemas del 
Antiguo Régimen, y, a la postre, de la con-
traposición entre la soberanía nacional con 
la soberanía del rey39–, para abandonar es 

38  Cfr. Esmein, A. y Nézard, H. Élements de Droit 
Constitutionnel français et comparée. I. La Liberté mo-
derne: Principes et institutions, 8. ª ed., París, 1927, p. 568.

39  En cuanto a lo que hace a la inescindible relación entre 
la moderna representación política y el mandato libre, 
cfr., por todos, G. Jellinek, Teoría General del Estado 
(1900/1905), Buenos Aires, 1981, p. 436. R. Carré de Mal-
berg, Teoría General del Estado, México, 1948, pp. 914 y ss. 
C. Ollero Gómez, “El sistema representativo”, Revista de 
Estudios Políticos, n. º 119 (1961), pp. 1-28. De Vega, P. “El 
significado constitucional de la representación política”, 
Revista de Estudios Políticos, n. º 44 (1985), pp. 28-30; “La 
crisis de la representación en la democracia de partidos”, 
en R. Márquez Romero y M. López Ruiz (eds.) y otros, Ten-
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sistema del “mandato imperativo” por el 
del “mandato representativo” o “manda-
to libre”. Nos limitaremos, ahora, a indicar 
sobre ello que, en rigor, y en la medida en 
que, como advierte, Jellinek40, el primero 
se basaba en los esquemas jurídicos del De-
recho Privado –lo que, por lo demás, que 
queda perfectamente demostrado con el 
hecho de que el representante sometido al 
mandato imperativo se obligaba con sus re-
presentados personalmente al cumplimien-
to estricto de los límites del mandato que 
se contenían en los “cahiers d’instructions”, 
de modo tal que en caso de incumplir tales 
órdenes no solo podría ser revocado en su 
mandato de manera inmediata, sino que, 
además, y aquí es donde se ve bien clara la 
influencia de la lógica del Derecho Privado 
a la relación representativa, respondía con 
todo su patrimonio presente y futuro por 
los perjuicios que pudiese haber causado 
a sus representados por el incumplimiento 
de lo acordado en los cuadernos de instruc-
ciones41–, resulta realmente difícil hablar de 
la existencia de una auténtica representa-
ción política en el supuesto de las Asam-
bleas Legislativas anteriores a los procesos 
revolucionarios liberal-burgueses de finales 
del siglo xviii42.

dencias contemporáneas del Derecho electoral en el Mun-
do. Memoria del II Congreso Internacional de Derecho Elec-
toral, México, 1993, pp. 184 y ss. A. J. Porras Nadales y De 
Vega, P. “Introducción: el debate sobre la crisis de la repre-
sentación política”, en A. J. Porras Nadales (ed.) y otros, El 
debate sobre la crisis de la representación política, Madrid, 
1996, p. 10. J. A. Portero Molina, “Sobre la representación 
política”, Revista del Centro de Estudios Constitucionales, 
n. º 10 (1991), pp. 95-100.

40  Cfr. G. Jellinek, Teoría General del Estado, cit., p. 433.

41  Sobre este particular, cfr., por todos, Ch. Müller, Das impe-
rative und freie Mandat, Bonn, 1966, pp. 28 y ss.

42  Cfr. Leibholz, G. Das Wessen der Reprasentation und der 
Gestaltwandel der Demokratie im 20 Jahrhundert, Berlín, 
1966, p. 82; Virga, P. Il partito nell’ordinamento giuridico, 
Milán, 1948, pp. 162 y ss.; De Vega, P. “El significado consti-

Lo que, en verdad, nos importa, y aunque 
ello parezca una obviedad, es que, con la 
única excepción relevante del Bundesrat 
alemán –lo que, sin embargo, y muy en con-
tra de la opinión de Neunreither43, no impi-
de que, como han observado, con acierto, 
Hesse y Schneider, su funcionamiento se 
vea condicionado por la lógica del fenóme-
no partidista44–, hoy el Estado Constitucio-
nal, cualquiera que sea su forma de gobier-
no (monarquía-República), su sistema de 
gobierno (parlamentario, presidencialista, 
semipresidencialista) y su forma territo-
rial (Estado Unitario, Estado Políticamente 
Descentralizado), se articula en base a la 
democracia representativa en régimen de 
partidos45. Y lo que nos interesa es conocer 
el por qué esto es así. Problemática esta 
que, de modo constrictivo, remite al funda-
mento teórico-ideológico del Estado Cons-
titucional mismo.

Para nadie es un misterio que, desde el an-
terior punto de vista, nació el Estado Cons-
titucional como resultado de la confronta-
ción de los planteamientos mantenidos por 
los, acaso, más grandes maquiavelistas de 
la Historia46: Montesquieu y Rousseau. Y, 
de una manera mucho más concreta, de la 

tucional de la “El significado constitucional de la represen-
tación política”, cit., pp. 26-27.

43  Cfr. K. H. Neunreither, Der Bundesrat zwischen Politik und 
Verwaltung, Heidelberg 1959.

44  Sobre esto, y por comodidad, cfr., por todos, Ruipérez 
Alamillo, J. Reforma constitucional y supresión del Senado 
como Cámara de representación territorial (Un estudio de 
Teoría del Derecho Constitucional como ciencia conceptual 
y ciencia práctica), México, 2018, pp. 179-181.

45  Cfr., a este respecto, y desde una óptica general, E. E. Scha-
ttschneider, Régimen de partidos (1941), Madrid, 1964.

46  Cfr. De Vega, P. La Democracia como proceso. (Algunas re-
flexiones desde el presente del republicanismo de Maquia-
velo). A. Guerra y J. F. Tezanos (eds.) y otros, Alternativas 
para el siglo xxi. I Encuentro Salamanca, Madrid, 2003, p. 
492.
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confrontación derivada de la muy diferente 
visión que, uno y otro, mantenían sobre la 
materialización real del “vivere civile” teori-
zado, como siempre de forma asistemática, 
por el autor de “El Príncipe”. Así, nos encon-
tramos con que para el barón de La Brède 
y de Montesquieu, aristócrata y partidario 
del elitismo político, el peor error posible 
en el que podría incurrirse al vertebrar el 
Estado, sería el de permitir que los ciuda-
danos pudieran participar directamente en 
el proceso de toma de decisiones políticas, 
siendo siempre preferible el que lo hagan a 
través de sus representantes. Esto, de cual-
quiera de las maneras, queda absolutamen-
te claro en su más célebre escrito. 

Nos estamos refiriendo, innecesario debie-
ra ser aclararlo, a su contundente aserto de 
que el 

“pueblo es admirable cuando reali-
za la elección de aquellos a quienes 
debe confiar parte de su autoridad 
porque no tiene que tomar decisiones 
más que a propósito de cosas que no 
puede ignorar y de hechos que caen 
bajo su dominio de los sentidos. Sabe 
perfectamente cuándo un hombre 
ha estado a menudo en la guerra o 
ha tenido tales o cuáles triunfos; por 
ello está capacitado para elegir un ge-
neral. Sabe cuándo un juez es asiduo 
[…]: cosas suficientes para que elija un 
pretor. […]. Son estos hechos de los 
que se entera mejor en la plaza pública 
que el monarca en su palacio. Pero, en 
cambio, no sabría llevar los negocios 
ni conocer los lugares, ocasiones o 

momentos para aprovecharse debida-
mente de ellos. […] Del mismo modo 
que la mayoría de los ciudadanos que 
tienen suficiencia para elegir no la tie-
nen para ser elegidos, el pueblo, que 
tiene capacidad para darse cuenta de 
la gestión de los demás, no está ca-
pacitado para llevar la gestión por sí 
mismo”47. 

Lo que, en definitiva, hace que Charles de 
Secondat, y en tanto en cuanto que, a la 
postre, encarga a los representantes, y no 
a los ciudadanos, del ejercicio del maquia-
vélico vivere civile, deba ser considerado 
como el antecedente inmediato de la teori-
zación de la democracia representativa. Del 
mismo modo que, por elevación, y porque 
su propuesta sería la que determinó que, 
de una u otra suerte, y en la medida en que 
el Parlamento –concebido, desde esta óp-
tica, como el órgano estatal en el que los 
“representantes del pueblo han de impedir 
la corrupción del poderoso, pero también 
deben instruir al súbdito ignorante. Es de-
cir, han de constituir la élite del país por su 
fuerza de carácter y su visión política”48–, 
quedaba configurado como una especie 
de Poder Constituyente permanente49, la 
burguesía50, en un primer momento –y de 

47  Montesquieu, Del espíritu de las leyes	(1748),	Madrid,	1985, 
Primera Parte, Libro II, cap. II, pp. 12-13.

48  Smend, R. Criterios de Derecho electoral en la teoría ale-
mana del Estado del siglo xix (1912). Smend, R. Constitución 
y Derecho Constitucional, Madrid, 1985,	p.	5.	Sobre	la	con-
cepción	del	 representante	parlamentario	como	 instructor	del	
ciudadano,	cfr.	De	Vega,	P.	“El	principio	de	publicidad	parla-
mentaria	y	su	proyección	constitucional”,	Revista de Estudios 
Políticos,	n.	º	43	(1985),	pp.	49-50.

49  Cfr., a este respecto, y por todos, De Vega, P. “En torno al 
concepto político de Constitución” (1997), en De Vega, P. 
Obras escogidas, Madrid, 2018, p. 248.

50  Cfr. G.	Berlia,	«De	la	compétence	constituante»,	en	Revue de 
Droit Public,	1945,	p.	353.
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un modo muy particular, cuando, como 
consecuencia de operar el sufragio restrin-
gido, las Asambleas Legislativas se inte-
graban fundamentalmente por miembros 
de la burguesía propietaria51, con lo que, 
de una u otra suerte, no se hacía más que 
reproducir la situación propia del Estado 
Absoluto, en la que, como escribió Fichte, 
“el estamento de los grandes poseedores 
de bienes, […], serían los únicos y verda-
deros propietarios, los únicos ciudadanos 
que forman el Estado”52–, y los partidos 
políticos, posteriormente, pretendieran 
configurarse como los únicos depositarios 
posibles de la titularidad de la soberanía en 
el Estado53, podría considerarse que es uno 
de los principales causantes de la aparición 
de la idea de la crisis de la representación 
política.

Por su parte, Rousseau, que era mucho más 
coherente con el pensamiento de Maquia-
velo, y cuyas diatribas al sistema represen-
tativo, que únicamente aceptará como un 
mal menor y como consecuencia de la ex-
tensión de los modernos Estados-nación54, 
son harto conocidas55, defenderá que han 

51  Cfr. Smend, R. “Criterios de Derecho electoral en la teoría 
alemana del Estado del siglo xix”, cit., p. 6.

52  J. G. Fichte, El Estado comercial cerrado. Un ensayo filosófi-
co como apéndice a la doctrina del Derecho, y como muestra 
de una política a seguir en el futuro (1800), Madrid, 1991, 
Libro primero, cap. séptimo, p. 70.

53  Cfr., sobre este particular, y por todos, De Vega, P. La refor-
ma constitucional y la problemática del Poder Constituyente, 
Madrid, 1985, p. 34.

54  Cfr., en este sentido, Rousseau, J.-J. “Proyecto	de	Consti-
tución	para	Córcega”	(1765),	en	Rousseau,	J.-J.	Proyecto de 
Constitución para Córcega. Consideraciones sobre el Gobier-
no de Polonia,	Madrid,	1988, p. 10.

55  Cfr. Rousseau, J.-J. Du Contrat Social ou principes de Droit 
Politique, cit., Libro III, cap. XV, p. 134; “Consideraciones 
sobre el gobierno de Polonia y su proyecto de reforma” 
(1771), en	Rousseau,	J.-J.	Proyecto de Constitución para Cór-
cega. Consideraciones sobre el Gobierno de Polonia,	Madrid,	
1988, cap. VII, p. 83.

de participar todos los ciudadanos del Es-
tado. Lo de menos, como ha de ser para 
todos obvio, sería detenernos a precisar 
que, como se encargó de poner de relieve 
el propio “Ciudadano de Ginebra”56, a esta 
posibilidad de que todos los ciudadanos del 
Estado pudieran participar en el proceso 
de toma de decisiones políticas fundamen-
tales, es a lo que este denominaba “una-
nimidad”, y que, por ello mismo, en modo 
alguno resulta desacertado el juicio de He-
ller57 en el sentido de que, de un modo muy 
diverso a lo que suele afirmarse, la volonté 
générale se formaba de acuerdo con el prin-
cipio mayoritario. Lo que ha de ser desta-
cado, es que, porque el pensador ginebrino 
exige que todos los ciudadanos puedan 
participar libremente en el gobierno de la 
Comunidad Política, se presenta a Rous-
seau como el gran defensor de lo que, por 
ejemplo, Martin Kriele58 llama la “democra-
cia de la identidad”, en donde, innecesario 
debiera ser aclararlo, todos los ciudadanos 
de la Comunidad Política se convertirían al 
mismo tiempo en gobernantes y goberna-
dos.

Debemos, no obstante, advertir que Rous-
seau era bien consciente de las dificultades 
que plantea el ejercicio de la democracia 
de la identidad en las sociedades moder-
nas. Circunstancia esta que, de manera 
inevitable, le conducirá a aceptar la repre-
sentación política, pero, eso sí, y como 

56  Cfr. Rousseau, J.-J. Du Contrat Social ou principes de Droit 
Politique, cit., Libro II, cap. II,	p.	64,	a	pie	de	página.

57  Cfr. Heller, H. La soberanía. Contribución a la Teoría del De-
recho estatal y del Derecho internacional, cit., p. 166.

58  Cfr. M. Kriele, Introducción a la Teoría del Estado. Funda-
mentos históricos de la legitimación del Estado constitucional 
democrático,	Buenos	Aires,	1980,	pp.	315	y	ss.
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defenderían posteriormente sus principa-
les seguidores (Robespierre, Saint-Just), 
sometida a un control permanente de los 
representantes/gobernantes por parte de 
los representados, siquiera sea para evitar 
que los primeros procedan a la subrepticia 
substitución de la volonté générale por la 
suya propia. Y, por cierto, que no se trata 
sólo de que para Rousseau la representa-
ción sólo debiera admitirse cuando, al te-
ner la consideración de meros comisarios, 
los representantes tan sólo pudiesen hacer 
aquello que expresamente les ha sido au-
torizado por el Cuerpo Electoral, y que su 
obra normativa deba ser sometida a la ra-
tificación de los ciudadanos. Junto a ello, 
lo que el “Ciudadano de Ginebra” exige es 
que los ciudadanos ejerzan diariamente, y 
de modo directo, la virtud política maquia-
vélica.

Importa señalar, y de manera inmediata, 
que la moderna democracia representativa 
no surge, y como no pocas veces se afirma, 
como consecuencia de la imposibilidad de 
llevar a la práctica la democracia de la iden-
tidad, sino que, más bien al contrario, esta 
se presenta como el triunfo de la concep-
ción liberal del mundo, y se construyó defi-
nitivamente sobre unos presupuestos bien 
distintos a los que sirvieron de base a Rous-
seau59. Lo que en modo alguno significa 
que no fuera preciso, en los albores del mo-
derno Estado Constitucional, proceder a la 
conciliación de tan dispares concepciones, 
como eran las de Montesquieu y Rousseau, 

59  Cfr., en este sentido, y por todos, De Vega, P. “En torno a la 
crisis de las ideas de representación y de legitimidad en la 
democracia actual” (1996), en De Vega, P. Obras escogidas, 
Madrid, 2018, p. 448.

sobre el modo en que debía gobernarse la 
Comunidad Política. Y fue, en todo caso, y 
no obstante las críticas que se le hicieron 
por parte, fundamentalmente, del demo-
cratismo radical60, el gran mérito de Sieyès 
el haber tratado de hacerlo. Y lo hizo al 
teorizar la representación política en unos 
términos que rompían, y de manera defini-
tiva, con la situación de los Parlamentos del 
medioevo y los del Estado Absoluto.

Esta, en definitiva, se articula con base en 
tres grandes ideas. A saber: En primer lu-
gar, la de que, a diferencia de lo que suce-
día en el sistema del mandato imperativo, 
el representante parlamentario, tal y como 
se desprende de las palabras del propio 
Sieyès61, lo es de toda la nación, o de todo 
el Pueblo, y no solo de los electores de su 
circunscripción. 

En segundo término, nos encontramos con 
que, ahora, el parlamentario actúa bajo su 
exclusivo criterio y responsabilidad, pero 
afirmándose que conoce, en todo momen-
to, y actúa fielmente la voluntad de todos 
los ciudadanos de la nación. Se comprende, 

60 Recuérdese, a este respecto, la clara y contundente crítica 
realizada al sistema representativo por parte de Maximilien 
Robespierre, en el sentido de que “Es imposible pretender 
que la nación esté obligada a delegar todas las autoridades, 
todas las funciones públicas; que no tenga ningún modo 
de retener alguna parte de ellas… No puede decirse que 
la nación sólo puede ejercer sus poderes por delegación; 
no puede decirse que exista un derecho que no tenga la 
nación; se podrá reglamentar que no hará uso de ellos, 
pero no se puede decir que exista un derecho del cual no 
pueda hacer uso la nación si así lo quiere” (Archives parle-
mentaires, 1.ª Serie, vol. XXIX, pp. 326-327, citado por Carré 
de Malberg, Raymond, Teoría General del Estado, cit., pp. 
967-968).

61  Cfr. E.-J. Sieyès,	“Opinión del abate Sieyès sobre la cues-
tión del veto real en la sesión del 7 de septiembre de 1789”, 
en E.-J.	Sieyès,	Escritos y discursos de la Revolución,	Ma-
drid,	1990, p. 119.
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sin dificultad, el motivo por el cual Heller62, 

Kelsen63 y De Vega64 llegaron a afirmar que 

toda la democracia representativa se basa 

en una ficción. Lo que se hace totalmente 

evidente cuando el esquema ideal de Sieyès 

se confronta con la propia realidad política 

y jurídica. Y es que, en efecto, lo que en 

realidad sucede es que los parlamentarios 

no expresan y representan, como sí defen-

dieron, por ejemplo, Bluntschli y Klüber65, la 

voluntad de la nación, sino que, como, con 

meridiana claridad, señalaron Lalumiére y 

Demichel66, lo que hacen es crear esta vo-

luntad nacional. 

Por último, el mandato de los parlamen-

tarios será irrevocable, y, por ello mismo, 

y siempre, naturalmente, en condiciones 

de normalidad, se mantendrán en el cargo 

hasta que no haya unos nuevos comicios. 

Principio este que, con acierto, Orlando67 

vinculó al hecho de que los parlamentarios 

son representantes de la nación, o del Pue-

blo, en su conjunto, y no únicamente de los 

62  Cfr. Heller, H. La soberanía. Contribución a la Teoría del De-
recho estatal y del Derecho internacional, cit., p. 167.

63  Cfr. Kelsen, H. “Esencia y valor de la Democracia”, cit., pp. 
52-53; “Il problema del parlamentarismo” (1925), en Kel-
sen, H. Il primato del Parlamento, Milán, 1982, pp. 176-177.

64  Cfr. De Vega, P. “En torno a la crisis de las ideas de repre-
sentación y de legitimidad en la democracia actual”, cit., p. 
449.

65  Cfr. J. C. Bluntschli, Allgemeine Staatsrecht, Munich, 1852, 
p. 50; J. L. Klüber, Öffentlichen Rechte des Deutschen Bund 
und der Bundesstaaten, Franckfurt, 1817, p. 397.

66  Cfr. P. Lalumiére y A. Demichel, Les régimes parlamentaires 
européennes, París 1966, p. 10. En un sentido muy similar al 
aquí expresado, cfr., también, G. Balladore-Pallieri, Diritto 
Costituzionale, Milán, 1976, 11.ª ed., p. 102; F. Caamaño Do-
mínguez, “Edmund Burke ha vuelto a morir (Parlamento y 
descentralización política)”, Teoría y Realidad Constitucio-
nal, n. º 41 (2108), pp. 62-63.

67  Cfr. V. E. Orlando, “Del fondamento giuridico della rappre-
sentanza política”, V. E. Orlando, Diritto Pubblico Genérale: 
scritti varii (1881-1940) coordinati in sistema, Milán, 1945, 
reimpr. inalterada, pp. 417 y ss.

electores de una determinada circunscrip-
ción.

Nacía, de esta suerte, el sistema de la repre-
sentación política liberal. Sistema este que, 
a pesar de los pesares, y nos guste o no, se-
guimos siendo hoy tributarios.

No es este, y siquiera sea por motivos de 
espacio, el momento oportuno de analizar, 
y en profundidad, la relación existente en-
tre la representación política liberal con la 
opinión pública burguesa68. Como tampoco 
lo es, y por idéntico motivo, el de estudiar 
las grandes distorsiones que esta sufre en 
el marco del Estado Constitucional demo-
crático, y que, en todo caso, no han de ser 
muy difíciles de comprender. Las mismas, 
en último extremo, se derivan del hecho, 
innegable, de que en este, la opinión públi-
ca burguesa se ha visto substituida por la 
“opinión publicada” del “gran capital” –lo 
que hoy, y de modo eufemístico, se llama 
“mercados”–, que son quienes, en verdad, 
controlan el “poder comunicativo” (J. Ha-
bermas, P. De Vega, J. Carpizo).

Lo que nos interesa, aquí y ahora, es poner 
de manifiesto que Emmanuel-Joseph Sieyès 
a la hora de teorizar la democracia repre-
sentativa, que, por considerar que es el me-
jor sistema de gobierno69, entendía como 
un bien a proteger, y de regularla, optó por 
no tomar en consideración la realidad polí-
tica. Esto es, no atendió el abate revolucio-

68  Sobre esto, cfr., por todos, J. Habermas, Strukturwandel 
der Offentlichkeit, Neuwied, 1962, p. 224. 

69  Cfr., en este sentido, y por todos, R. Carré de Malberg, Teo-
ría General del Estado, cit., pp. 921 y 965; De Vega, P. “El 
significado constitucional de la representación política”, 
cit., pp. 31-32.
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nario liberal el hecho de que las Asambleas 
Legislativas se encontraban integradas por 
parlamentarios que se agrupaban por su 
ideología. Grupos parlamentarios e ideo-
lógicos estos que si bien, y como enseñan, 
por ejemplo, un Charlot, un Duverger o un 
Virga, ello no resulta correcto desde el pun-
to de vista técnico, podemos perfectamen-
te, y por lo menos a los efectos que aquí 
interesan, identificar con los actuales parti-
dos políticos con representación parlamen-
taria. Circunstancia esta que, en todo caso, 
no puede sino considerarse paradójica, ya 
que el propio Sieyès actuaba en el contexto 
de la facción centrista del Parlamento revo-
lucionario francés.

No se necesita, creemos, ser demasiado 
perspicaces para comprender lo que sub-
yace en la actitud del Sieyès teórico de la 
democracia representativa. Y esto no es 
más que el que este, al igual que va a ocu-
rrir con otros prácticos de la política de en 
los albores del Estado Constitucional (G. 
Washington, J. Madison, M. Robespierre, 
etc.), va a mantener un rechazo frontal al 
fenómeno partidista, debido a la idea de 
que las organizaciones políticas partidistas 
venían a imposibilitar la satisfacción de los 
supuestos intereses superiores del Esta-
do, entendido como una unidad perfecta 
y homogénea70. Lo que, por cierto, no de-
jaría de producir efectos en el orden de la 
realidad jurídico-normativa. Nos referimos, 
obvio es, al hecho de que, como ha escrito 
el Maestro Pedro de Vega, “El inicial y jus-

70  Cfr., en este sentido, y por todos, De Vega, P. “Teoría y 
práctica de los partidos políticos” (1977), en De Vega, P. 
Obras escogidas, Madrid, 2018, p. 514.

tificado recelo del proceso revolucionario 
francés hacia el asociacionismo, impregnó 
después, aunque por otras razones, toda 
la construcción del Derecho Público liberal, 
que si bien contempló y reconoció al indivi-
duo aisladamente considerado, desconoció 
en forma continua a los partidos”71.

Del mismo modo, no ha de ser muy difícil de 
comprender que este esquema propuesto 
por Sieyès ejercería no poca influencia en el 
discurso de quienes atacaran el fenómeno 
partidista como factor principal y primor-
dial de la crisis de la democracia representa-
tiva. Tal es el caso, en nuestra opinión, y de 
un modo muy destacado, de Carl Schmitt. 
En efecto, la enemiga mostrada por el aba-
te revolucionario a aceptar que la represen-
tación política se veía condicionada por la 
existencia de grupos ideológicos es la que, 
a la postre, serviría a Schmitt para formu-
lar su, ya aludida, diatriba a la Democracia 
Constitucional basada en lo que debiera ser 
el correcto funcionamiento de ese, insista-
mos inexistente, Parlamento ideal que él 
había imaginado.

De cualquiera de las maneras, lo que en 
este momento nos interesa reseñar es que 
la lógica de la moderna democracia repre-
sentativa, al menos en sus orígenes libera-
les, no puede ser más clara. A diferencia de 
lo que sucedía en las Asambleas anteriores 
a los grandes procesos revolucionarios 
liberal-burgueses, ahora el escaño perte-
nece al parlamentario individual, y no a los 
electores de la circunscripción por la fueron  

71  De Vega, P. “Estado social y Estado de partidos. La pro-
blemática de la legitimidad” (1994), en De Vega, P. Obras 
escogidas, Madrid, 2018, p. 547.
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elegidos. Como, asimismo, tampoco pertene-
ce, desde la óptica de la representación po-
lítica liberal, al partido político en cuyas lis-
tas el parlamentario individual fue elegido.

IV. LA CRISIS DE LA 
REPRESENTACIÓN 

POLÍTICA EN SUS CAUSAS

A nadie puede, ni debe, ocultársele que es, 
justamente, en la afirmación de este prin-
cipio –esto es, que el escaño pertenece a 
un parlamentario individual que, por no 
encontrarse sometido a instrucción algu-
na por parte del electorado, representa al 
Cuerpo Político estatal en su conjunto–, 
donde se encuentra el primer, y más evi-
dente, motivo del nacimiento de la idea de 
la crisis de la representación política en el 
marco de la democracia representativa en 
régimen de partidos. La cual, en definitiva, 
va a aparecer vinculada a las transformacio-
nes que, como consecuencia, e inmediata, 
de la extensión del derecho de sufragio, va 
a experimentar el Parlamento como princi-
pal institución representativa de los ciuda-
danos. Transformaciones estas que, nadie 
puede, ni debe, ignorarlo, se hacen mucho 
más patentes cuando, ya en el ámbito de 
la realidad jurídico-normativa –y con ese 
proceso gradual descrito por Triepel72– el 
Estado Constitucional, singularmente en su 
manifestación estructural de Estado Cons-
titucional democrático y social, se transfor-
ma en lo que, por ejemplo, Heinrich Triepel 
denominó “Estado de partidos”.

72  Cfr. H. Triepel, La Constitución y los partidos políticos 
(1927/1930), Madrid, 2015.

Debemos, en este sentido, a autores como 
Morstein-Marx, Radbruch la fundamental 
observación de que la configuración del 
Estado Constitucional como Estado de par-
tidos ha supuesto un substancial cambio en 
el sentido del proceso electoral y, al mismo 
tiempo, y con igual importancia, en el modo 
en que se desarrolla la actividad represen-
tativa. Lo que, por lo demás, no es muy difí-
cil de comprender.

Por lo que se refiere al cambio en el pro-
ceso electoral, la variación respecto del 
Estado Constitucional liberal se presenta, 
a nuestro juicio, como algo evidente. Se 
caracterizaba este último, por lo menos 
desde el punto de vista jurídico-formal, y 
mucho más cuando operaba el sufragio res-
tringido, por el hecho de que los electores 
decidían dar su voto a los candidatos indi-
vidualmente considerados, y en atención 
a sus características y posicionamientos 
individuales. Esta circunstancia en la que, 
acaso, y no está de más advertirlo, pueda 
encontrarse el fundamento a la crítica que, 
entre otros, y operando con las ideas y el 
principio monárquico, realizó Triepel73 a la 
democracia representativa, y, más en con-
creto, al sistema de gobierno parlamenta-
rio, desde la especie de que el mismo favo-
recía el gobierno de la Comunidad Política 
pudiera desarrollarse con un elevado grado 
de cesarismo. 

Pues bien, frente a esto, lo propio del Es-
tado de partidos, y derivado, de modo di-
recto, del desarrollo de la cultura política 

73  Cfr. H. Triepel, Unitarismus und Föderalismus in Deutschen 
Reiche, Tubinga, 1907, p. 124.
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democrática, así como del hecho de que, 
por lo menos de facto, los partidos políticos 
van a presentarse, de algún modo, como 
representantes y representados74, es el 
que el Cuerpo Electoral se pronuncia sobre 
personas individuales, sino, por el contra-
rio, sobre distintos programas ideológicos. 
Programas ideológicos que, en todo caso, 
se encontrarán representados por los par-
tidos políticos en cuanto que instrumentos, 
fundamentales por lo demás, para la cana-
lización de los distintos intereses existen-
tes en la sociedad, y que se encuentran en 
pugna75.

Porque esto es así, va a producirse también, 
y como decíamos, una substancial modifi-
cación en el ejercicio de la representación 
política. Transformación esta que, estima-
mos, no ha de ser muy difícil de entender. 
En efecto, para nadie puede, ni debe, ser un 

74 El Maestro Pedro De Vega se refirió a esta circunstancia, 
señalando que “hay que constatar igualmente que el im-
portante papel de los partidos en las campañas electorales 
les obliga a asumir la doble función de representantes y 
representados, desvirtuando así de una manera definitiva 
el significado de la representación en su configuración clá-
sica. La razón es muy simple: […]. Ahora bien, al convertir-
se el partido en sujeto pasivo de la relación electoral, esos 
votantes no lo son tanto de las personas que componen las 
listas como de la propia organización de la que socialmente 
forman parte, con lo cual, los partidos políticos aparecen 
como representantes y representados al mismo tiempo. 
Por un lado, son representantes, en cuanto confeccionan 
listas, seleccionan candidatos y hacen que las campañas 
electorales no giren en torno a las personas sino en torno 
a los programas, los logotipos y los líderes (que a veces, 
ni siquiera se presentan como candidatos). Por otro lado, 
son representados, en cuanto sus propias bases sociales, 
bien como militantes, bien como simpatizantes, actúan 
como sujetos activos en la relación electoral. El momen-
to social partidista, a través de la mecánica electoral, se 
transforma así en momento político. Lo que llevará consi-
go, como es lógico, que el fraccionamiento social que los 
partidos expresan, se convierta por necesidad también en 
un fraccionamiento político de la representación”. Vid. De 
Vega, P. “El significado constitucional de la representación 
política”, cit., pp. 38-39.

75 Sobre este fenómeno, cfr., por todos, y a título de mero 
ejemplo, De Vega, P. “Fuerzas políticas y tendencias ideo-
lógicas en los últimos años del franquismo” (1974), en De 
Vega, P. Obras escogidas, Madrid, 2018, p. 75.

misterio que si en el Estado Constitucional 
liberal se afirmaba que el parlamentario in-
dividual actuaba bajo su exclusivo criterio 
y responsabilidad, ahora, y en el contexto 
del Estado Constitucional democrático en 
el que, gracias a la conquista –propiciada 
por la actitud de las fuerzas políticas de la 
izquierda burguesa y proletaria76, siendo, 
en todo caso, este el contenido basilar de 
la lucha por la democracia en el siglo xix77–, 
del sufragio universal, y, con ello, la indis-
cutida presencia del partido político en la 
institución parlamentaria, esto ya no suce-
de. Muy lejos de la situación, en realidad 
puramente formal, del Estado Constitu-
cional liberal, lo que hoy sucede es que los 
parlamentarios, pese a que mandato libre 
sigue estando vigente desde el punto de 
vista jurídico-formal, se ven sometidos al 
mandato del partido, que, de algún modo, 
y como llegó a comprender Torres del Mo-
ral78, vienen a ocupar el lugar de los viejos, 
y jurídicamente prohibidos (v. gr. art. 67. 2 
CE1978), “Cahiers d’instructions”.

Surge, en tales circunstancias, el gran pro-
blema que ahora nos interesa, y que, a 
nadie puede ocultársele, afecta, de modo 
directo e inmediato, a la presencia genera-
lizada de la crisis de la representación políti-
ca. Problema que, en definitiva, podríamos 

76 Cfr., a este respecto, y por todos, De Vega, P. Estado social 
y Estado de partidos. La problemática de la legitimidad, cit., 
pp. 548-549. En el mismo sentido, y por comodidad, cfr., 
también, Ruipérez Alamillo, J. Libertad civil e ideología de-
mocrática. De la conciliación entre Democracia y Libertad a 
la confrontación liberalismo-democracia, México, 2008, p. 
94.

77 Cfr., a este respecto, y por todos, De Vega, P. “La función 
legitimadora del Parlamento”, en F. Pau Valls (ed.) y otros, 
Parlamento y opinión pública, Madrid, 1995, p. 238.

78 Cfr. A. Torres del Moral, “Crisis del mandato representativo 
en el Estado de partidos”, Revista de Derecho Político, n. º 
14 (1982), p. 17.
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concretar en el siguiente interrogante: 
¿Cómo conciliar la idea de que el proceso 
de toma de decisiones políticas funda-
mentales en sede parlamentaria, que, de 
acuerdo con la teoría de la representación 
política liberal, es el resultado de un proce-
so individual, con una realidad política en la 
que, como escribe Smend79, el Parlamento 
ha perdido esa condición prominente que 
le habían otorgado los primeros liberales, 
para convertirse, de manera inevitable, y 
cada vez más, en una fachada en la que se 
formalizan los acuerdos intra- e interparti-
dos, y en el que, consecuencia del mandato 
de partido, la mayoría de los parlamenta-
rios se limitan a aprobar las decisiones que 
previamente se han adoptado en los Comi-
tés Ejecutivos de las organizaciones políti-
cas partidistas80?

Lo anterior, ni que decir tiene, implica una 
segunda gran transformación en el orden 
ideal del Estado Constitucional represen-
tativo liberal. Esta vez, y como debiera ser 
para todos inconcuso, referida al sentido 
del discurso parlamentario. Ya no se trata, 
como debía suceder en el Parlamento ideal 
schmittiano81, de convencer a los otros 
parlamentarios para encontrar la Razón, 
la Verdad y la Justicia, sino que de lo que 
se trata de es de convencer al Cuerpo Elec-

79 Cfr. Smend, R. “La transformación del orden constitucional 
liberal por el sistema proporcional” (1919), en Smend, R. 
Constitución y Derecho Constitucional, Madrid, 1985, p. 30.

80 Cfr., a este respecto, y por todos, Leibholz, G. La rappresen-
tazione nella Democrazia, Milán, 1989, pp. 161-176, especial-
mente pp. 161, 163 y ss., y 173 y ss. E. Forsthoff, “Problemas 
constitucionales del Estado social”, en W. Abendroth, E. 
Forsthoff y K. Doehring, El Estado social, 1986, pp. 63-64. 
M. García-Pelayo, El Estado de partidos, Madrid, 1986, pp. 
80-81 y 86-87. De Vega, P. “El significado constitucional de 
la representación política”, cit., p. 39. J. A. Portero Molina, 
“Sobre la representación política”, cit., pp. 101 y ss.

81 Cfr. Schmitt, C. Sobre el parlamentarismo, cit., pp. 41-65.

toral82. E, innecesario debiera ser aclararlo, 
con lo que nos encontramos es con que, 
una vez más, de un modo muy preciso, esta 
circunstancia la que servirá de fundamento 
a quienes preconizan la definitiva crisis de 
la representación política.

Vuelve otra vez a la escena política, y jurí-
dica, el discurso antipartido, y contrario, 
por no decir radicalmente enemigo, de la 
Democracia Constitucional, de, exempli 
gratia, Robert Michels, quien, por cierto, y 
no conviene perderlo de vista, acabaría, no 
obstante su pretendida neutralidad ideoló-
gica, sus días actuando como asesor remu-
nerado de Mussolini83. Pero, lo curioso es 
que esta vez, y de un modo bien diverso a 
lo que había sucedido en la primera mitad 
de la pasada centuria, esta enemiga a los 
partidos políticos no va a producirse, o, al 
menos, no de forma exclusiva y principal, 
por parte del conservadurismo, el autorita-
rismo y el totalitarismo, sino por parte de 
las izquierdas y del populismo.

Su discurso, de cualquiera de las maneras, 
no puede ser más elocuente. Tomando en 
consideración un peligro real, y que, en 
definitiva, es el que, como ya se ha indica-
do, Georges Berlia había concretado en la 
idea de que los representantes del Pueblo 
soberano pueden pretender convertir-
se en los soberanos representantes del  

82 Cfr., en este sentido, y por todos, De Vega, P. “Supuestos 
históricos, bases sociales y principios políticos en el Dere-
cho Constitucional democrático” (1982), en De Vega, P. 
Obras escogidas, Madrid, 2018, p. 164. 

83 Sobre esto, y por comodidad, cfr., por todos, Ruipérez 
Alamillo, J. “La Constitución y su estudio. Un episodio en la 
forja del Derecho Constitucional europeo: Método jurídico 
y régimen político en la llamada Teoría Constitucional de 
Weimar” (I), Teoría y Realidad Constitucional, n. º 21 (2008), 
p. 286.
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Cuerpo Político –ya que es, en último extre-

mo, y refiriéndose en concreto, y como el 

propio Berlia, al ejercicio de la función cons-

tituyente como actividad jurídica reglada y 

limitada, había conducido a ese gran cons-

titucionalista positivista italiano que fue 

Ferruccio Pergolesi a defender que, por su 

propia importancia objetiva, toda reforma 

constitucional, incluso aunque ello no estu-

viera previsto en el Código Jurídico-Político 

Fundamental, habría de ser sometida al voto 

directo de los ciudadanos en referéndum–, 

volverán a argüir el lema de “no nos repre-

sentan”, del que, nadie puede ignorarlo, 

con tanto éxito se aprovecharon Hitler y 

Mussolini, y al que, por influencia de He-

rrera Oria, apelaron en la España de 1933 la 

CEDA y Lerroux84. Sobre lo que habremos 

de volver posteriormente.

V. PROBLEMAS 
OPERATIVOS DEL 

RECONOCIMIENTO DEL 
FENÓMENO PARTIDISTA 
Y LA VIGENCIA JURÍDICO-

FORMAL DEL SISTEMA 
DE LA REPRESENTACIÓN 

LIBERAL

Como ya hemos indicado, se articula, con 

carácter general, el Estado Constitucional 

representativo sobre la base de la prohi-

bición del mandato imperativo85. Princi-

84  Sobre esto, y por comodidad, cfr., por todos, Ruipérez Ala-
millo, J. “Hermann Heller marcha al exilio (Un ensayo de 
Teoría del pensamiento político y constitucional)”, Revista 
de Derecho Político, n. º 75-76 (2009), pp. 565 y ss.

85  Cfr., en este sentido, y por todos, D. Uras, L’assamblea 
costituente ed il principio rappresentativo nel problema 
costituzionale italiano, Roma, 1944, pp. 63 y ss.

pio este que, en opinión de Pietro Virga86, 
tiene como único coralario posible el que 
el escaño pertenece al parlamentario indi-
vidual, y no a la organización partidista. A 
este esquema es, como acaso no podría ser 
de otra forma, al que responde también 
el sistema representativo consagrado en 
la actual Constitución española. Lo que, 
por cierto, sería confirmado por el Tribu-
nal Constitucional a principios de los años 
1980. Lo hizo, en efecto, y en primer lugar, 
en la STC 5 /1983, por la que se resolvía el 
recurso de amparo presentado por M. A. 
Bellido del Pino por su cese como concejal 
por haber sido expulsado del PSOE. Y lo 
hizo, en todo caso, en unos términos bien 
expresivos. A saber: 

“El precepto transcrito consagra el 
derecho de los ciudadanos a participar 
en los asuntos públicos por medio de 
representantes libremente elegidos 
en elecciones periódicas, lo que evi-
dencia a nuestro juicio que los repre-
sentantes dan efectividad al derecho 
de los ciudadanos a participar –y no de 
ninguna organización como el partido 
político–, y que la permanencia de los 
representantes depende de la volun-
tad de los electores que la expresan a 
través de elecciones periódicas, como 
es propio de un Estado democrático 
de derecho, y no de la voluntad del 
partido político. En definitiva, y sin 
perjuicio de las incompatibilidades 
que pueda regular la Ley, el cese en 
el cargo público representativo al que 
se accede en virtud del sufragio no  

86  Cfr. Virga, P. Diritto Costituzionale, Milán, 1967, pp. 197 y ss. 
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puede depender de una voluntad aje-
na a la de los electores, y eventual-
mente a la del elegido. […] Los parti-
dos políticos, tal y como establece el 
art. 6 de la Constitución, ejercen fun-
ciones de trascendental importancia 
en el Estado actual, en cuanto expre-
san el pluralismo político, concurren 
a la formación y manifestación de la 
voluntad popular y son instrumento 

fundamental para la participación po-
lítica. Pero, sin perjuicio de lo anterior, 
lo cierto es que el derecho a participar 
corresponde a los ciudadanos, y no a 
los partidos, que los representantes 
elegidos lo son de los ciudadanos y no 
de los partidos, y que la permanencia 
en el cargo no puede depender de la 
voluntad de los partidos sino de la ex-
presada por los electores a través del 
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sufragio expresado en elecciones pe-
riódicas”87. 

La misma idea se contiene en la STC 
10/1983, de la que fue ponente el Profesor 
Rubio Llorente, y por la que se resolvía el 
recurso de amparo presentado por los se-
ñores Almeida, Larroque Allende, Mangada 
Samáin, Martín Palacín y Vilallonga Elviro, 
privados de su condición de concejales por 
haber sido expulsados del PCE. De nuevo, 
la aceptación del sistema de representa-
ción liberal se hace de manera clara. Así se 
desprende de las afirmaciones hechas por 
el supremo custodio constitucional en el 
sentido de que 

“El sentido democrático que en nues-
tra Constitución (art. 1.2) reviste el 
principio del origen popular del poder 
obliga a entender que la titularidad de 
los cargos y oficios públicos sólo es 
legítima cuando puede ser referida, 
de manera mediata o inmediata, a un 
acto concreto de expresión de la vo-
luntad popular. Es obvio, sin embargo, 
que pese a esta identidad de legitima-
ción de todos los titulares de cargos y 
funciones públicas, sólo se denominan 
representantes aquellos cuya designa-
ción resulta directamente de la elec-
ción popular, esto es, aquellos cuya 
legitimación resulta inmediatamente 
de la elección de los ciudadanos. […] 
La función del representante puede 
revestir, ciertamente, muy distintas 
formas y aunque en el entendimien-
to común y en la opción política de  

87  STC 5/1983, de 4 de febrero, F. J. 4. º.

nuestra Constitución (art. 1.3) la idea 
de representación va unida a la de 
mandato libre, no es teóricamente ini-
maginable un sistema de democracia 
mediata o indirecta en la que los re-
presentantes estén vinculados al man-
dato imperativo de los representados. 
No es este, sin embargo, el problema 
que aquí se nos plantea, pues en el 
presente caso no se discute la legiti-
midad o ilegitimidad constitucional de 
una norma que sujete los represen-
tantes al mandato de los representa-
dos de la forma que, con referencia a 
los miembros de las Cortes Generales 
prohíbe expresamente el art. 67.2 de 
nuestra Constitución. […] El extremo 
que debe ser analizado es el de si, dada 
la conexión necesaria e inmediata que, 
como acabamos de afirmar, existe en-
tre representación y elección popular, 
cabe considerar constitucionalmente 
legítima una organización de la repre-
sentación en la que los representantes 
pueden ser privados de su función por 
una decisión que no emana de los pro-
pios electores. No requiere este análi-
sis de muy largo desarrollo para llegar 
a una respuesta inequívocamente ne-
gativa. Si todos los poderes del Estado 
emanan del pueblo, podrá discutirse la 
conveniencia o, dentro de un sistema 
representativo concreto, la licitud de 
la facultad de revocación concedida a 
los electorales, o la oportunidad o la 
justicia de aquellas normas jurídicas 
que, de modo general, establezcan, 
como consecuencia necesaria de cier-
tos supuestos de hecho, el cese del 
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representante en las funciones que 
el pueblo le ha conferido. No es, por 
el contrario, constitucionalmente le-
gítimo otorgar a una instancia que no 
reúne todas las notas necesarias para 
ser considerada como un poder pú-
blico, la facultad de determinar por sí 
misma ese cese sujetándose sólo a las 
normas que libremente haya dictado 
para sí”88. 

Argumento que completa con el de 

“En razón de la función constitucio-
nalmente atribuida de servir de cau-
ce fundamental para la participación 
política, la legislación electoral (Real 
Decreto-ley 20/1977, de 18 de marzo y 
Ley 39/1978, de 17 de julio) otorga a los 
partidos la facultad de presentar can-
didaturas en las que, junto con el nom-
bre de los candidatos, figura la deno-
minación del partido que los propone. 
La decisión del elector es así producto 
de una motivación compleja que sólo 
el análisis sociológico concreto per-
mitiría, con mayor o menor precisión, 
establecer en cada caso. De acuerdo 
con la Constitución (arts. 6, 23, 68, 69, 
70 y 140) es inequívoco, sin embar-
go, que la elección de los ciudadanos 
sólo puede recaer sobre personas de-
terminadas y no sobre los partidos o 
asociaciones que los proponen al elec-
torado. El procedimiento legalmente 
establecido para la sustitución de can-
didatos antes de la proclamación de 
los electos y para cubrir las vacantes  

88  STC 10/1983, de 21 de febrero, F. J. 2. º.

producidas en los órganos represen-
tativos puede quizás enturbiar para al-
gunos esta evidencia, pero ese entur-
biamiento debe quedar disipado con 
la simple reflexión de que tal proce-
dimiento es una consecuencia técnica 
del sistema proporcional, dentro del 
cual no cabe la celebración de eleccio-
nes parciales para cubrir una sola va-
cante y opera por ello con referencia 
a la lista propuesta a los electores, con 
independencia de que la propuesta 
haya sido presentada por un partido 
político, que preexiste y subsiste a la 
elección, o por una simple agrupación 
electoral que, en cuanto tal, desapare-
ce con la celebración de aquella”89.

No es necesario ser en exceso sagaz y pers-
picaz para llegar a comprender que lo an-
terior, es decir, la atribución del escaño al 
parlamentario individual, puede generar, y 
de hecho genera, una serie de problemas 
operativos para el funcionamiento ordina-
rio del Estado de partidos. Tanto más cuan-
to que, en este, el partido político, aunque 
configurado jurídicamente, y, por lo que 
hace a España, desde la Ley 54/1978, como 
un ente privado al que se le reconoce, sin 
embargo, una relevancia constitucional por 
las funciones que desempeña90, se convier-

89  STC 10/1983, cit., F. J. 3. º.

90  Cfr., por todos, Alzaga Villaamil, Ó. “Hacia el estudio de lo 
preocupante en nuestro régimen de partidos”, en Alzaga 
Villaamil, Ó. Sociedad democrática y Constitución (Estudios 
y cabos sueltos), Madrid-Barcelona-Buenos Aires-Sâo Pau-
lo, 2018, p. 478. Es menester hacer notar que la incongruen-
cia que esta consideración genera trató de ser utilizada 
por Herri Batasuna para oponerse al proceso de su ilega-
lización; vid., a este respecto, en un sentido crítico con esa 
pretensión, y por todos, E. Vírgala Foruría, “La STS de 27 de 
marzo de 2003 de ilegalización de Batasuna: El Estado de 
Derecho penetra en Euskadi”, Teoría y Realidad Constitu-
cional, n. º 12-13 (2003-2004), p. 611, nota 3.
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te en el verdadero protagonista del proce-

so político democrático. Como es lógico, no 

podemos realizar, aquí y ahora, un estudio 

exhaustivo y pormenorizado de todos es-

tos problemas. Nos limitaremos, en conse-

cuencia, a realizar algunas consideraciones 

sobre tres de ellos.

A) Los intentos de los partidos políticos 

de asegurar su posición frente al “transfu-

guismo”

El primero de los problemas que, en este 

sentido, presenta el hecho de que aparezca 

constitucionalmente consagrado el siste-

ma de la representación liberal, mientras 

que, en el terreno de los hechos, lo que 

opera es el sistema de la representación 

en régimen de partidos, es el que se deriva, 

como nadie puede desconocer, de la posi-

bilidad de que se plantee el conflicto entre 

el representante parlamentario y el partido 

político en cuyas listas resultó elegido. De 

un modo más concreto, el conflicto entre la 

disciplina de partido, y el principio de la pro-

hibición de que el parlamentario individual 

pueda verse sometido al mandato imperati-

vo, y que, a la postre, es lo que da origen al 

fenómeno del “transfuguismo”, entendido 

como aquel supuesto en el que “el diputa-

do que obtiene su escaño parlamentario 

por mediación de un partido que le coloca 

en sus listas, podrá luego, en nombre del 

mandato representativo, actuar libremen-

te, como único titular jurídico del puesto 

que ocupa”91. 

91  De Vega, P. Estado social y Estado de partidos. La proble-
mática de la legitimidad, cit., p. 551. 

Lo que, en último extremo, choca con la 
lógica interna de la democracia de parti-
dos con un sistema electoral proporcional. 
Y es que, en efecto, lo que esta pretende 
es, como, con acierto, señala Franz Adler92, 
que los partidos políticos, atendiendo al 
principio de proporcionalidad, mantengan 
el mismo número de escaños durante toda 
la duración de la legislatura. Es, justamente, 
para tratar de dar cumplimiento a este prin-
cipio por lo que los partidos políticos van a 
adoptar una serie de medidas, las más de 
las veces contrarias a la solución jurídica 
constitucionalizada93, tendentes a hacer 
prevalecer la disciplina de partido sobre la 
libertad del parlamentario individual. Son, 
de modo indiscutible, muy variadas las me-
didas que, a este respecto, han ideado los 
distintos partidos políticos. Lo que, a la pos-
tre, determina que no podamos estudiar la 
muy diversa casuística que las mismas plan-
tean. Nos limitaremos, por ello, ha referir-
nos a dos de ellas.

1) Prestación de una fianza por parte del ciu-
dadano que va a figurar como candidato en 
las listas de un determinado partido

Por lo que hace a esta medida, lo prime-
ro que, acaso, convenga señalar es que la 
misma, por lo que yo sé, fue puesta en mar-
cha en España por algunos partidos políti-
cos en los primeros años de la década de 
1990. Y, creemos, no ha de ser muy difícil 
de comprender que la misma se debió a la 

92  Cfr. Adler, F. Freies oder imperatives Mandat? Zeitschift 
für Politik, vol. 18 (1929), p. 138. En el mismo sentido, cfr., 
también, y por todos, Virga, P. Il partito nell’ordinamento 
giurídico, cit., p. 159.

93  Cfr. De Vega, P. “El significado constitucional de la repre-
sentación política”, cit., p. 40.
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importancia que en aquel momento tenía 
en la vida pública española el fenómeno 
del transfuguismo, en muy buena medida 
como consecuencia de la circunstancia de 
que las mayorías absolutas se hacían difí-
ciles de lograr. Y si esto era así desde una 
perspectiva general, ocurre que esta prác-
tica se inició en una Comunidad Autónoma 
donde el abandono del escaño por algunos 
parlamentarios había provocado el triunfo 
de una moción de censura.

De lo que se trata, o, al menos, se trataba, 
era de asegurar la lealtad del parlamenta-
rio individual a la organización por la que 
fue elegido, a través de un tipo de sanción 
económica. En efecto, el parlamentario 
perdería la fianza, que en modo alguno era 
pequeña, si rompía la disciplina de partido, 
o si abandonaba el grupo parlamentario.

No hace falta mucho esfuerzo para com-
prender qué es lo que subyace en esta 
práctica. Dado que no hay posibilidad jurí-
dica alguna, y como consecuencia, directa 
e inmediata, de la constitucionalización 
del mandato libre, de exigir que el parla-
mentario discrepante devuelva el escaño a 
la organización partidista que lo había de-
signado como candidato, y que, en rigor, 
no puede ser considerado más que como 
una obligación moral94, de lo que se trata 
es, dando, de algún modo, cumplimiento 
a la observación de Maquiavelo de que “el 
hombre olvida antes la muerte de su padre 
que la pérdida de su fortuna”, forzar al par-
lamentario individual al cumplimiento de la 

94  Cfr., en este sentido, y por todos, A. Torres del Moral, “Cri-
sis del mandato representativo en el Estado de partidos”, 
cit., p. 23.

obligación moral de cumplir los mandatos 

del partido, por el perjuicio patrimonial que 

puede generarle no devolver el escaño par-

lamentario.

Lo de menos, como ha de ser para todos 

evidente, sería detenernos a constatar la 

eficacia real de este tipo de sanciones. Aun-

que, en todo caso, debemos pensar que sí la 

tienen, y mucha. No otra cosa cabe, en efec-

to, pensar dadas las pocas dimisiones que se 

producen en la vida pública española.

De cualquier modo, y en tanto en cuanto 

que, por lo que sé, no se ha producido con-

flicto alguno por este motivo, no podemos 

conocer la solución que al mismo podrán 

dar los tribunales de justicia. Ahora bien, no 

excluye que podamos decir algo al respecto. 

Y, en este sentido –y aunque ello suponga 

adelantar algunos conceptos–, lo primero 

que hay que decir es que el fundamento últi-

mo de este tipo de contratos tan sólo puede 

encontrarse en la propia configuración que 

se hace en nuestro ordenamiento jurídico 

de los partidos políticos como, y ya lo hemos 

indicado, entes privados a los que se les re-

conoce transcendencia constitucional. 

A nadie puede ocultársele, en nuestro hu-

milde parecer, que con lo primero, es decir, 

su consideración de ser, como también lo 

son los sindicatos, asociaciones privadas, 

los partidos políticos se presentan, por lo 

menos desde el punto de vista jurídico-for-

mal, como innegables e inequívocos ejem-

plos de lo que el constitucionalista italiano 
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Giorgio Lombardi95 denomina “poderes 
privados”. 

En efecto, ha de recordarse que con este 
término se designa a aquellos sujetos que, 
siendo formalmente sujetos de Derecho 
Privado, actúan en su relación con los parti-
culares no en condiciones de igualdad y, en 
todo caso, sometidos al juego del principio 
de la autonomía de la voluntad, que es lo 
característico de las relaciones civiles, sino 
en situación de superioridad e imperio, que 
era, como nadie ignora, lo que de manera 
tradicional definía el obrar de la Administra-
ción Pública respecto de los administrados. 

Su importancia, por lo demás, resulta difícil-
mente discutible. Sobre todo, si se toma en 
consideración que, pese a la miopía demos-
trada por la mayoría de los Constituyentes96, 
estos poderes privados, por un lado, condi-
cionan el desarrollo de la vida de los indivi-
duos en su condición de sujetos privados y, 
por otro, no con una menor importancia, se 
encuentran presentes, y cada vez con mayor 
intensidad, en el proceso de toma de deci-
siones políticas fundamentales. 

De ahí, justamente, el que el constitucio-
nalista no pueda, pese al silencio que al 
respecto mantiene la normativa consti-
tucional, ignorarlos. Sobre todo, en el su-
puesto de que los partidos políticos son, 
quiérase o no, los auténticos protagonistas 
del proceso de toma de decisiones políticas  

95  Sobre el concepto de “poder privado”, y a título de mero 
ejemplo, cfr. G. Lombardi, Potere privato e diritti fonda-
mentali, Turín, 1970, pp. 90 y ss.

96  Cfr., a este respecto, y por todos, De Vega, P. “Supuestos 
políticos y criterios jurídicos en la defensa de la Constitu-
ción: algunas peculiaridades del ordenamiento constitucio-
nal español”, cit., p. 420.

fundamentales en el marco de la Comuni-
dad Política. Hasta tal punto es esto así, que 
no puede olvidarse que un constitucionalis-
ta tan relevante como lo es, por ejemplo, 
Rescigno97, no ha dudado, aunque si bien 
llamando la atención sobre la necesidad de 
establecer límites jurídicos a su actuación, 
en calificar al partido político como el “nue-
vo soberano” o “el “nuevo príncipe” en el 
Estado.

Pero, si esto es así, nos encontramos que, 
de una forma muy precisa, los partidos po-
líticos, en la medida en que se les recono-
ce transcendencia constitucional, y que se 
desprende, como señaló el Profesor Alza-
ga98, tanto de la redacción dada al artículo 
6. º, como de su inclusión en el Título Preli-
minar, han de ser, y de manera inexcusable, 
sometidos a controles en su actuación. Lo 
que, en definitiva, parece separarles, desde 
luego en el plano formal, del resto de los 
poderes privados. Y es que, como decimos, 
la exigencia de la existencia de controles 
jurídicos sobre los mismos, que parece 
desprenderse ya del propio artículo 6.º del 
Texto Constitucional de 197899, hace que, 
al menos en vía de principio, se eluda el 
gran peligro que, para la vida democrática, 
encierran los poderes privados, y que, con 
la brillantez, rigor y acierto que siempre le 
caracterizaron, fueron puestos de manifies-

97  Cfr. G. U. Rescigno, “Limitare al sovrano. Brevi note sui par-
titi politici”, Critica del Diritto, n. º 27-28 (1982-1983), pp. 11 y 
ss.

98  Cfr. Alzaga Villaamil, Ó. Comentario sistemático a la Consti-
tución española de 1978, Madrid, 2016, p. 99.

99  Cfr. De Vega, P. “Comentario al Título IX. Tribunal Consti-
tucional” (1979), en De Vega, P. Obras escogidas, Madrid, 
2018, p. 561. En el mismo sentido, cfr., también, R. Morodo, 
“Comentario al artículo 6. º”, en Ó. Alzaga Villaamil (dir.) y 
otros, Comentario a las Leyes Políticas. Constitución espa-
ñola de 1978, Madrid, 1983, p. 240. 
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to por el Maestro Pedro de Vega al señalar 
que 

“cuando en nombre de la libertad se 
condena al Estado, se olvida siempre 
decir que lo que se ofrece como al-
ternativa son unos poderes privados 
mucho más peligrosos para la libertad 
de los ciudadanos que el propio poder 
político, en la medida en que se trata 
de poderes cuya actuación no está 
sometida a [... la] vinculación positiva 
a la norma, como ocurre con el poder 
del Estado, sino a la vinculación nega-
tiva como poderes particulares. Esto 
es, por tratarse de poderes privados, 
se trata de poderes sin ningún tipo de 
control en los que, sarcásticamente, 
las ideas de poder y libertad se hacen 
coincidir. Porque son poderes socia-
les, son poderes con libertad absoluta, 
y porque son poderes absolutamente 
libres son poderes cada vez más peli-
grosos”100.

Es, obviamente, desde esta consideración 
de que tanto el candidato/representante 
electo, como el partido político, son entes 
privados, desde donde puede entenderse 
el que celebren contratos entre ellos que, 
por oponerse al régimen de la represen-
tación política liberal constitucionalizado, 
habría que reconducir a la vieja figura de 
los contratos contra legem, que, como nin-
gún jurista puede desconocer, no tienen 
cabida, dado el carácter imperativo de sus 

100  De Vega, P. “Democracia, representación y partidos po-
líticos (Consideraciones en torno al problema de la legiti-
midad)”, en J. Asensi Sabater (coord.) y otros, Ciudadanos 
e instituciones en el Constitucionalismo actual, Valencia, 
1997, p. 37.

preceptos en el marco del Derecho Público 
y mucho menos en el del Derecho Consti-
tucional. 

Y es que, en efecto, nadie puede descono-
cer que es en el marco del Derecho Priva-
do, informado, de manera muy principal, y 
por el juego del principio de la autonomía 
de la voluntad –que, en rigor, y como, entre 
otros ha puesto de relieve Luigi Ferri101, tan 
sólo goza de una verdadera entidad, reali-
dad y eficacia cuanto la relación contractual 
se establece entre sujetos que se encuen-
tran en situación de total igualdad; cosa 
que en modo alguno sucede en el supuesto 
que nos ocupa aquí–, y la máxima de que 
el contrato es “ley entre las partes”, don-
de puede tener lugar la celebración de este 
tipo de contratos contrarios a la ley. 

Pero, si esto es así, y lo es, lo que no puede 
olvidarse es que la principal característica 
de los contratos contra legem es, justamen-
te, y como tuve ocasión de indicar en algún 
otro escrito, 

“la de que su contenido únicamente 
resulta obligatorio y vinculante en la 
medida en que ambas partes con-
tratantes lo consienten y, además, y 
como condición indispensable, acep-
tan cumplirlo de manera voluntaria. 
Cuando esto no sucede, es decir, 
cuando alguno de los contratantes 
deja de estar conforme con el cumpli-
miento de unas obligaciones contra-
rias a la ley, el contrato perderá toda 
su eficacia y, en último extremo, se  

101  Cfr. L. Ferri, L’autonomia privata, Milán, 1959.
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presentará como lo que en realidad es: 
un contrato nulo de pleno Derecho. En 
realidad, lo anterior no es más que el 
consecuente corolario de la propia 
lógica jurídica, en virtud de la cual si 
bien es posible admitir la existencia de 
situaciones contrarias a la ley, y que las 
mismas desplieguen efectos jurídicos, 
es lo cierto que lo mismo queda siem-
pre supeditado al consentimiento de 
los destinatarios de esa obligación de 
suerte tal que no se plantee auténtico 
y verdadero conflicto entre la fuen-
te de la obligación, sea esta cual sea 
(legal o contractual) y el principio de 
legalidad vigente en la Comunidad Po-
lítica de que se trate. Y es que, en efec-
to, cuando, por las razones que sea, 
se produce ese conflicto y, además, se 
plantea en términos de incompatibili-
dad absoluta, lo que la lógica del Esta-
do de Derecho impone es el que haya 
de aplicarse la solución normativa”102.

Recordar lo anterior, tenía pleno senti-
do, en cuanto que es este mismo régimen 
jurídico el que se acabaría teniendo que 
aplicar en el supuesto en que estallase el 
conflicto entre el parlamentario individual 
y el partido político en cuyas listas fue ele-
gido, y con motivo de la eficacia jurídica 
que habría de reconocerse a este o cual-
quiera de los contratos privados que pudie-
ran celebrar estos sin respetar el principio  

102 Ruipérez Alamillo, J. “El derecho constitucional a la vivien-
da y la problemática de su ordenamiento en el Estado So-
cial (Un estudio de Teoría del Estado y de la Constitución 
como ciencia conceptual y ciencia práctica)”, en R. Colina 
Garea (dir.) y otros, La protección del arrendador como 
instrumento para dinamizar el mercado del alquiler de vi-
viendas. Perspectiva desde la reforma, Pamplona, 2014, pp. 
49-50.

constitucionalizado de que, en el actual or-
denamiento constitucional español, el es-
caño pertenece al parlamentario individual, 
y no a la organización política partidista. 

Nos sumamos, de este modo, a la siempre 
sabia y atinada opinión del Maestro Pedro 
de Vega cuando, apoyándose en Virga103, 
escribió que 

“Ni que decir tiene que, en este caso, se 
trata de un negocio jurídico entre diputado 
y partido que, por ir en contra de la prohi-
bición del mandato imperativo, es un con-
trato con causa ilícita y, por tanto, carente 
de efectos jurídicos. La pretensión de con-
figurar esa relación como una obligación 
natural de la que, si bien no se puede ob-
tener coactivamente la ejecución tampoco 
se puede negar su validez jurídica, resulta 
igualmente inadmisible. Y ello por razones 
tanto jurídicas como políticas. Ya que si, 
jurídicamente, ninguna obligación natural 
puede surgir de un negocio prohibido por 
la ley, políticamente, resulta absurdo ape-
lar a expedientes cuya eficacia no puede en 
ningún caso asegurarse”104.

2) La firma por el parlamentario de la “dimi-
sión en blanco”

En relación con esta segunda técnica, es 
menester advertir, y de modo inmediato, 
que, pese a lo que pudiera parecer, y no 
obstante el hecho de que será el partido 
político que, llegado el caso, pueda presen-
tar la carta de dimisión firmada sin fecha 

103  Cfr. Virga, P. Il partito nell’ordinamento giuridico,	 cit.,	 p.	
187;	Diritto Costituzionale,	cit.,	p.	199.

104  De Vega, P. “El significado constitucional de la “El significa-
do constitucional de la representación política”, cit., p. 43.
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por el candidato, no estamos en presencia 
de uno de esos contratos, contra legem, 
que pudieran celebrar el parlamentario in-
dividual y la organización partidista a la que 
pertenece, o, en todo caso, por la que se 
presentó a los comicios. Cierto es, y a na-
die puede ocultársele, que, como ellos, la 
técnica de la dimisión en blanco está des-
tinada a la eliminación real de la figura del 
parlamentario individual en el marco de la 
democracia de partidos. Ocurre, sin embar-
go, que existe una substancial diferencia 
entre ambas figuras. 

En efecto, y como yo aprendí del Maestro 
Pedro de Vega105, en el supuesto de las di-
misiones en blanco no existe un contrato 
entre el diputado y el partido, sino que 
estamos en presencia de un negocio jurí-
dico que se verifica entre el parlamenta-
rio individual y el Parlamento, o el órgano 
parlamentario –usualmente las Mesas–, 
encargadas de atender las renuncias ex-
presas de los parlamentarios. Lo que, en 
último extremo, significa que mientras que 
el supuesto de los contratos a los que ha-
cíamos referencia en el apartado anterior, 
el partido político se presentaba como una 
de las partes contratantes, ahora, en el de 
las dimisiones en blanco, y aunque sea a él 
a quien corresponde la decisión transcen-
dental de cuándo presentarla, su papel, 
como, con acierto, observó Pietro Virga, es, 
y siquiera sea por el hecho de que la única 
voluntad jurídicamente relevante es la del 

105 De Vega, P. “La crisis de la representación en la democracia 
de partidos”, en R. Márquez Romero y M. López Ruiz (eds.) 
y otros, Tendencias contemporáneas del Derecho electoral 
en el Mundo. Memoria del II Congreso Internacional de De-
recho Electoral, México, 1993, p. 200.

diputado, el de actuar como un nuncius, es 

decir, como un simple transmisor de una 

voluntad en la que no ha participado ni for-

malmente participa.

Dicho esto, es también importante dejar 

constancia de que aunque, y ello es indu-

dable, esta práctica se ha generalizado en 

el marco del Estado Constitucional demo-

crático, que es, en definitiva, el que verda-

deramente se configura como el Estado de 

partidos, se trata, empero, y como señaló 

Esmein106, de una pretensión que viene ya 

de antiguo, y que, en todo caso, fue pro-

puesta desde los partidos obreros. El pro-

pio Adhémar Esmein se refiere, en este sen-

tido, a lo propuesto, en la sesión celebrada 

el 25 de agosto de 1894, por el Comité Elec-

toral del Partido Obrero de Dijon107. Y fue 

esta propuesta de los partidos obreros la 

que, en la medida favorecía la defensa de 

los intereses de la organización sobre los 

de los parlamentarios individuales, sería 

posteriormente asumida por el resto de las 

organizaciones partidistas108, hasta genera-

lizarse, como señala el reputado compara-

tista italiano Biscaretti di Ruffia109, por to-

dos los sistemas políticos articulados desde 

la lógica de la democracia de partidos.

106 Cfr. A. Esmein y H. Nézard, Élements de Droit 
Constitutionnel français et comparée. I. La Liberté mo-
derne: Principes et institutions, cit., pp. 450-451.

107 Cfr. A. Esmein y H. Nézard, Élements de Droit 
Constitutionnel français et comparée. I. La Liberté mo-
derne: Principes et institutions, cit., p. 450.

108 En este sentido, cfr., por todos, De Vega, P. “El significado 
constitucional de la “El significado constitucional de la re-
presentación política”, cit., p. 42.

109 Cfr. P. Biscaretti di Ruffia, “Su alcune recenti procedure e 
tendenze contrarié al principio dell’irresponsabilitá politica 
parlamentare”, Rassegna di Diritto Pubblico, 1947, p. 90.
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Sea de ello lo que sea, lo que nos interesa 
advertir es que si, como decimos, la dimi-
sión en blanco se diferencia, y claramente, 
desde el punto de vista jurídico de los con-
tratos que pueden celebrarse entre el par-
lamentario individual y las organizaciones 
políticas partidistas, es lo cierto, sin embar-
go, que su finalidad política es la misma. 

En efecto, de lo que se trata es de articu-
lar una técnica a través de la cual se haga 
primar la voluntad del partido político so-
bre la del parlamentario individual, y todo 
ello, y esto es, a la postre, lo importante, 
resulta transcendente y, además, explica 
su propia inutilidad, en el contexto de un 
sistema constitucional donde, al haberse 
consagrado, como sucede, por ejemplo, en 
la España de 1978, el sistema de la repre-
sentación política liberal, la única voluntad 
jurídicamente relevante es la del parlamen-
tario individual, y en tanto en cuanto que es 
él, y no la organización partidista, quien es 
el titular del escaño parlamentario. 

La manera de articular esta técnica no pue-
de ser, en verdad, más sencilla. Lo que su-
cede es que la organización partidista exi-
girá al diputado que firme un documento 
donde presenta su dimisión ante el órgano 
parlamentario competente, pero sin 
especificar la fecha de la misma, siendo el 
partido, más bien su dirección, la que decide 
el momento para presentarla ante la Mesa 
de la Cámara parlamentaria. Lo que, ni que 
decir tiene, hará el partido atendiendo a sus 
propios intereses coyunturales, pudiendo 
prescindir del diputado que le resulte incó-
modo.

Ocurre, de cualquiera de las maneras, que 

estamos ante una técnica que, como ob-

servó el Maestro Pedro de Vega110, resulta 

de una muy escasa eficacia. Y, además, su 

virtualidad y posible potencialidad se ve 
comprometida tanto desde el punto de 
vista político, como desde la óptica estric-
tamente jurídica. Sobre todo, cuando los 
intereses del parlamentario individual y los 
de la organización política partidista entran 
en pugna, y la tensión, siempre latente, en-
tre la realidad política y la realidad jurídica 
se plantea ya en términos de conflicto. La 
razón es, según nuestro parecer, fácilmen-
te comprensible.

La técnica de las dimisiones en blanco que, 
en todo caso, se realizan como un auténti-
co fraude de ley, resulta ineficaz desde el 
punto de vista político es algo que, en nues-
tra opinión, está fuera de toda duda. Como, 
entendemos también, lo ha de estar que 
esta falta de eficacia política se debe, de un 
modo muy preciso, a motivos de carácter 
jurídico. Y ha sido, en todo caso, el Doctor 
De Vega111 quien se ha encargado de poner-
lo de manifiesto, con una argumentación 
que, por compartirla plenamente, no po-
dríamos dejar de consignar aquí. A saber:

Constituye, en este sentido, una evidencia 
que sólo el diputado sumiso aceptará, y sin 
reparo alguno, la ficción que esconde la di-
misión en blanco, por la cual es la dirección 

del partido, o del grupo parlamentario, la 

110 Cfr. De Vega, P. “El significado constitucional de la “El signi-
ficado constitucional de la representación política”, cit., pp. 
44 y ss.

111 Cfr. De Vega, P. “La crisis de la representación política en la 
democracia de partidos”, cit., pp. 200 y ss.



177Análisis Doctrinal  Coloquio Internacional 
Justicia, Constitución y Democracia crisis de  

la representación política y sus posibles soluciones

que presenta, y en su caso, hace efectiva la 
renuncia al escaño parlamentario por par-
te del parlamentario individual, y, además, 
aceptará, como consecuencia de la discipli-
na de partido, que sea esta la que decida 
el momento en que aquélla ha de hacerse 
efectiva. A nadie puede ocultársele, sin em-
bargo, que esto plantea una gran paradoja. 
Y es que, en efecto, también constituye una 
evidencia que, justamente porque se trata 
de un parlamentario sumiso, y que, por ello 
mismo, va a acatar obedientemente todas 
las consignas del partido, lo que ocurrirá es 
que la dirección de este no estará interesa-
da de prescindir de él.

No sucede, en cambio, lo mismo con el di-
putado díscolo. Nos referimos, obviamen-
te, a aquel que lejos de aceptar de manera 
incondicionada las órdenes de la dirección 
del partido, somete las mismas a discusión 
e, incluso, se atreve, apelando a esa liber-
tad de criterio que le otorga la prohibición 
del mandato imperativo, a votar en contra 
de lo decidido previamente por el Comité 
Ejecutivo de la organización partidista por 
la que se presentó. 

En este caso, lo que sucede es que, de una 
manera bien diversa a lo que acontecía en 
el supuesto anterior, “los diputados incó-
modos para el partido, y contra los que 
lógicamente se prevé la utilización de la re-
nuncia sin fecha, son los que, sin ninguna 
duda, manifestarán su voluntad en contra, 
dejándola reducida a una medida perfecta-
mente inútil”112. Lo que se explica fácilmente. 

112 De Vega, P. “La crisis de la representación política en la de-
mocracia de partidos”, cit., p. 201.

Debemos, a este respecto, a Claudio Rossa-
no113 una observación fundamental. Y esta, 
en definitiva, no es otra que la de que en un 
sistema constitucional en el que el escaño 
pertenece al parlamentario individual ope-
rará con total eficacia el principio elemental 
del Derecho Público, conforme al cual las 
dimisiones son siempre revocables hasta 
que las mismas no son aceptadas.

Como ha de ser para todos inconcuso es, 
precisamente, aquí donde, de forma in-
evitable, se produce la oposición, a la que 
antes aludíamos, entre lo fáctico y lo nor-
mativo. Y es también aquí donde la lógica 
jurídico-constitucional obliga a hacer preva-
lecer la prohibición del mandato imperativo 
y, con ello, el principio de que el escaño per-
tenece al parlamentario individual, sobre la 
disciplina de partido, y sobre el hecho de 
que el partido político, en su condición de 
representante y representado, se convier-
te, de facto, en el verdadero protagonista 
del proceso político de toma de decisiones 
jurídicas. 

Téngase en cuenta, a este respecto, que 
cuando el conflicto entre lo fáctico y lo nor-
mativo estalla, lo que sucede es que, como 
escribió el Maestro, “En el supuesto de 
confrontación entre diputado y partido es 
evidente que la lógica de la democracia par-
tidista y del principio de proporcionalidad 
tienen que ceder por obligación a la lógica 
del principio clásico de representación por 
ser el único constitucionalmente regula-
do. Proceder de otra manera equivaldría a 

113 Cfr.	C.	Rossano,	Partiti e Parlamento nello Stato contemporá-
neo,	Napolés,	1927,	pp.	357	y	ss.
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consagrar auténticas rupturas y violaciones 
constitucionales”114.

B) Problemas derivados de la atribución de 
la titularidad del escaño al parlamentario 
individual

Dos son, de forma fundamental, los proble-
mas que se derivan del sistema de repre-
sentación inaugurado por los grandes pro-
cesos revolucionarios liberal-burgueses, y 
que siguen gozando de una auténtica e in-
discutible actualidad. Uno de ellos, tiene ya 
un rico recorrido en la Historia del Derecho 
Constitucional, donde encontramos varios 
ejemplos de cómo se ha intentado solucio-
nar. Nos estamos refiriendo, innecesario 
debiera ser aclararlo, a la cuestión de qué 
debe hacerse en los supuestos en los que el 
partido político en cuyas listas se presentó 
el parlamentario individual, y que se con-
vierte, insistamos en ello, en el titular jurídi-
co del escaño, sea disuelto por ser conside-
rado contrario al orden constitucional.

El segundo, por su parte, es mucho más 
nuevo. De hecho, el mismo surge como 
consecuencia de la, ya aludida, reivindi-
cación de la incorporación de la mujer al 
proceso de toma de decisiones políticas 
fundamentales, y no solo como electora de 
los cargos públicos, sino como represen-
tante electa de la ciudadanía. Lo que, a la 
postre, determina que nos tengamos que 
referir a él desde la óptica que, de acuerdo 
con, por ejemplo, Ferdinand Hermens115, 

114 De Vega, P. De Vega, P. “El significado constitucional de la 
“El significado constitucional de la representación políti-
ca”, cit., p. 41.

115  Cfr. F. A. Hermens, Verfassungslehre, Colonia-Opladen, 
1968, 2.ª ed.

es propia de los estudios de la Teoría de 
la Constitución, y que se concretaría en el 
enjuiciamiento de las distintas propuestas 
que, sobre este particular, están haciendo 
los prácticos de la política, y con la finalidad 
de, como fue sentido por la mejor doctrina 
constitucionalista (v. gr. G. Jellinek, H. He-
ller, P. De Vega, P. Lucas Verdú, F. Rubio 
Llorente), tratar de contribuir a la feliz evo-
lución del Estado Constitucional.

1) Disolución del partido político por ser con-
siderado contrario al orden constitucional

Por lo que se refiere al primero de estos 
problemas –que, en todo caso, ha de ser 
distinguido nítidamente de los supuestos 
de abandono voluntario del parlamentario 
individual del partido político al que perte-
necía, o de la expulsión de aquel por este 
último, en cuyo caso se impondrá, de modo 
indubitado, y así, no importa repetirlo, lo 
puso de manifiesto nuestro Tribunal Cons-
titucional en la STC 5/1983 y la STC 10/1983, 
el criterio de que el diputado podrá perma-
necer en el Parlamento–, poco interés tie-
ne, a los efectos que aquí importan, el que 
nos entretengamos en discutir si resulta no 
solo más conveniente, sino también más 
coherente que, como sucede en el Derecho 
Constitucional alemán e italiano, la diso-
lución de la organización partidista –cuya 
posibilidad ha sido también admitida, aun-
que con un criterio en exceso restrictivo, y, 
por ello mismo, criticable116, aunque pueda 
afirmarse que “supone un reforzamiento 

116 |Cfr., a este respecto, y por todos, J. Tajadura Tejada, “La 
doctrina del Tribunal Europeo de Derechos Humanos sobre 
la prohibición de partidos políticos”, Boletín Mexicano de 
Derecho Comparado, n. º 123 (2008), pp. 1431-1475.
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del Estado democrático en España y del 

adecuado funcionamiento de sus mecanis-

mos legales y judiciales en la lucha contra el 

terrorismo y sus acólitos políticos”117, por el 

Tribunal Europeo de Derechos Humanos–, 

debería ser consecuencia de la declaración 

de inconstitucionalidad por parte del juez 

constitucional, o si, por el contrario, la mis-

ma ha de ser decretada por la jurisdicción 

ordinaria, y como consecuencia de un con-

trol de legalidad. 

Motivos de espacio nos obligan, de forma 

inevitable, a limitarnos a señalar que, en 

nuestra opinión, el primer sistema que, por 

lo demás, había sido ya reivindicado, a la luz 

de lo dispuesto en el actual artículo 6.º del 

Código Constitucional, tanto en el momen-

to del proceso constituyente por Morodo y 

De Vega118, como en los primeros años de 

vigencia de la Constitución de 1978119, nos 

parece la solución que hubiera sido la de-

seable. Ocurre, empero, que fue la segunda 

alternativa la que finalmente se adoptó de 

manera efectiva. Lo que, en definitiva, se 

debe tanto al hecho de no haber recogido 

expresamente tal posibilidad ni el Legisla-

dor Constituyente de 1977-1978, ni, como 

podría haber hecho amparándose en la, 

117  Vírgala Foruría, E. El TEDH avala la ilegalización de “Ba-
tasuna” (Aspectos positivos y negativos de su jurispru-
dencia). Revista de Derecho Constitucional Europeo, n. 13 
(2010), p. 416.

118  Vid. supra, nota 99. Cfr., también, De Vega, P. Problemi e 
prospettive attuali della giustizia costituzionale in Spagna 
(ponencia presentada al coloquio internacional. Venticin-
que anni di Giustizia Costituzionale). Lombardi G. (ed.) y 
otros. Costituzione e Giustizia costituzionale nel Diritto 
Comparato, Rimini, 1985, p. 131.

119  Cfr., por todos, Morodo R. y Murillo de la Cueva, P. Lucas. 
El ordenamiento constitucional de los partidos políticos, 
México, 2001, p. 132.

ciertamente criticable120, desconstituciona-
lización de las competencias del supremo 
custodio constitucional121 operada en el 
artículo 161.1 d), como a la temprana inter-
pretación realizada, en relación con la Ley 
54/1978, por el Tribunal Constitucional, de 
acuerdo con la cual 

“Este Tribunal Constitucional no tiene 
competencia directa para decidir so-
bre la inconstitucionalidad de un parti-
do político. Con arreglo al artículo 22.4 
de la Constitución, las asociaciones 
sólo podrán ser disueltas o suspen-
didas en virtud de resolución judicial 
motivada. La misma Ley de Partidos 
Políticos aplicada por el Ministerio del 
Interior establece, en su art. 5, que la 
suspensión o disolución de los par-
tidos políticos sólo podrá acordarse 
por decisión de la autoridad judicial 
competente, y entre las causas que 
justifican tal decisión figuran que la 
organización o actividades de aquellos 
sean contrarios a los principios demo-
cráticos. Resulta, por tanto, que al Po-
der Judicial, y sólo a este, encomienda 
la Constitución y también la legislación 
ordinaria la función de pronunciarse 
sobre la legalidad de un partido políti-
co. Precisamente la apelación al Poder 
Judicial, que puede decretar, como se 
acaba de decir, su suspensión provisio-
nal y, en último término, su disolución, 

120  Cfr., en este sentido, De Vega, P. “Comentario al Título IX. 
Tribunal Constitucional”, cit., pp. 561-562. 

121  Sobre esta consideración del Tribunal Constitucional, cfr., 
por todos, Leibholz, G. “El Tribunal Constitucional de la 
República Federal de Alemania y el problema de la apre-
ciación judicial de la política”, en Leibholz, G. Problemas 
fundamentales de la democracia moderna, Madrid, 1971, p. 
148.
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constituye el medio con que cuenta el 

Estado para su defensa en el caso de 

que sea atacado por medio de un par-

tido que, por el contenido de sus esta-

tutos o por su actuación al margen de 

estos, atente contra su seguridad”122.

Del mismo modo, y por idénticos motivos, 

tampoco podemos detenernos ahora a ex-

poner las dificultades que esto, y ya se trate 

de declararlo inconstitucional, ya de decla-

rarlo ilegal, en España. Aunque, en todo 

caso, no podríamos dejar de consignar que 

esto no es más que la consecuencia, debi-

da, en último extremo, a una, a nuestro jui-

cio, inadecuada interpretación del artículo 

168 del actual Texto Constitucional123, de la 

afirmación, en una reiterada, pero no por 

ello correcta, jurisprudencia, del Tribunal 

Constitucional de que en España no exis-

ten, ni pueden existir, límites materiales 

absolutos a la reforma constitucional124. 

Afirmación esta que, en todo caso, ha sido 

llevada a sus últimas consecuencias por al-

gún ex Magistrado Constitucional cuando,  

122  STC 3/1981, de 2 de febrero, F. J. 9. º.

123  Sobre esto, y por comodidad, cfr., por todos, Ruipérez 
Alamillo, J. “Algunas consideraciones sobre las dificulta-
des existentes en la Política y el Derecho Constitucional 
español para el entendimiento de la reforma constitucional 
como una operación jurídica limitada. Especial referencia a 
alguno de los problemas planteados por el artículo 168 de 
la Constitución de 1978”, en M. Carbonell, H. Fix-Fierro, L. 
R. González Pérez, de. Valadés (dirs.) y otros, Estado Cons-
titucional, derechos humanos, justicia y vida universitaria, 
UNAM, México, 2015, vol. II, pp. 559-636.

124  Cfr.	STC	48/2003,	de	12	de	marzo,	F. J.	7.	º;	STC,	103/2008,	
11	de	septiembre, F. J.	4.	º;	STC	31/2010,	de	28	de	junio,	F. J. 
12;	STC	42/2014,	de	25	de	marzo, F. J.	4.	º.	Sobre	las	mismas,	
cfr.,	por	todos,	y	sin	ánimo	de	ser	exhaustivos,	J.	Tajadura	Te-
jada, Partidos políticos y Constitución. Un estudio de la L. O. 
6/2002, de 27 de junio, de Partidos Políticos y de la S.T.C. 
48/2003, de 12 de marzo,	Madrid,	2004;	“Referéndum	en	el	
País	Vasco	(Comentario	a	la	STC	103/2008)”,	Teoría y Rea-
lidad Constitucional,	n.	º	23	(2009),	pp.	363-385.	Fondevila	
Marón,	M.	Derecho	a	decidir	y	soberanía.	A	propósito	de	la	
STC	42/2014,	de	25	de	marzo. Teoría y Realidad Constitucio-
nal,	n.	º	34	(2014),	pp.	587-606.

separándose, y de modo radical y definiti-
vo, de lo que está constituyendo la regla 
general en el Derecho Comparado, y que 
se concreta, como señala el Profesor Pego-
raro125, en que los jueces constitucionales 
entienden como una de sus funciones prio-
ritarias, en cuanto que guardianes de la vo-
luntad soberana del Legislador Constituyen-
te originario que son, la de hacer patentes 
los posibles límites materiales absolutos 
implícitos, no duda en afirmar que en el De-
recho Constitucional español no existen lí-
mites materiales a la revisión constitucional 
en la medida en que el Tribunal Constitucio-
nal ha dicho que estos no existen. 

Aunque, de todos modos, no querría, ni 
tampoco podría, dejar de señalar que todo 
esto, y muy en contra de lo mantenido por 
quienes entienden que se trata de asuntos 
que “no responden a preocupaciones polí-
ticas y constitucionales reales, sino a preo-
cupaciones académicas, que son legítimas, 
pero mucho menos importantes”126, no 
hace más que poner de manifiesto la deci-
siva y categórica transcendencia que tiene 
la determinación de esos límites materiales 
absolutos a la reforma constitucional de-
rivados, de forma directa e inmediata del 
principio democrático127, y cuya existencia, 

125  Cfr. Pegoraro, L. “Revisión constitucional. El caso italiano 
en el contexto de la Teoría General y del Derecho Compa-
rado”. Boletín Mexicano de Derecho Comparado. número 
conmemorativo, sexagésimo aniversario (2008), pp. 914 y 
ss.

126  Pérez Royo, J. “Algunas reflexiones sobre el Título X de 
la Constitución”, Revista de Política Comparada, n. º 10-11 
(1984), p. 450.

127  Cfr. De Vega, P. La reforma constitucional y la problemática 
del Poder Constituyente, cit., pp. 283-284. En desarrollo de 
esta idea, cfr. Ruipérez Alamillo, J. Reforma versus revo-
lución. Consideraciones desde la Teoría del Estado y de la 
Constitución sobre los límites materiales a la revisión cons-
titucional, México, 2014, pp. 259-295.
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como, entre otros, han afirmado Hesse y 

Zagrebelsky128, se verifica incluso aunque 

no existan cláusulas de intangibilidad. Y es 

que, en efecto, lo que sucede es que, como 

escribí en 2005, 

“El problema planteado por la apro-

bación de la Ley Orgánica 6/2002, de 

27 de junio, y la posibilidad por ella 

establecida de ilegalización, y conse-

cuente disolución, de los partidos que 

incumplan el deber de respeto a los 

principios democráticos y los valores 

constitucionales, nos ofrece un mag-

nífico ejemplo a este respecto. Pién-

sese, […], que cuando se afirma que, 

porque el Texto de 1978 no establece 

cláusulas de intangibilidad y, además, 

abre la posibilidad de la revisión total, 

todo puede ser cambiado e, incluso, 

debería considerarse jurídicamente 

admisible la hipótesis de la autodes-

trucción, […], no existe posibilidad al-

guna de argumentar de modo cabal y 

ponderado la ilegalización de los parti-

dos políticos. Por el contrario, cuando 

la Teoría del Derecho Constitucional 

se construye con referencia al Poder 

Constituyente, y con la finalidad de 

hacer realmente efectivos los princi-

pios y valores que aquél consagró en 

el Texto, no existirá ningún problema 

para admitir, y fundamentar, la posible 

ilegalización de las organizaciones que 

128  Cfr. Hesse, K. Grundzüge des Verfassungsrecht der Bun-
desrepublik Deutschland, Heidelberg-Karlsruhe, 1978, 11. ª 
ed., p. 277: G. Zagreblesky, Il sistema costituzionale delle 
fonti del Diritto, Turín, 1984, pp. 100-104.

actúen contra tales principios y valo-

res”129.

Lo que, en realidad, y a los efectos de este 

estudio, nos interesa es que no existe 

un criterio unánime en torno a cuál ha de 

ser la solución al problema de que ha de 

hacerse con el parlamentario individual 

cuando el partido por el que se presentó, 

y por el que obtuvo el escaño, ha sido 

disuelto por ser considerado contrario al 

orden constitucional. No la hay, en efecto, 

entre los profesionales de las Ciencias 

Constitucionales. Así, nos encontramos 

con que, por ejemplo, para Virga, la situa-

ción del parlamentario individual no debe 

verse afectada por esta eventualidad. Su 

argumentación, debe señalarse, se encuen-

tra en total y absoluta coherencia con el 

sistema de representación liberal consti-

tucionalizado, así como con la configura-

ción jurídica del partido político como una 

entidad privada. Téngase en cuenta, a este 

respecto, que lo primero, como ya hemos 

indicado, y de manera reiterada, termina 

traduciéndose en que es el parlamentario 

individual, que no puede ser, porque así lo 

ordena la Lex Superior del ordenamiento ju-

rídico estatal, sometido a mandato impera-

tivo, el titular del escaño parlamentario, de 

donde se deriva que no podría verse afec-

tado por un fallo jurisdiccional que afectase 

a un partido al que, por lo último, y de ma-

nera que no puede considerarse sino como 

129  Ruipérez Alamillo, J. Estática y dinámica constitucionales 
en la España de 1978. Especial referencia a la problemáti-
ca de los límites a los cambios constitucionales. Roura, S. 
y Tajadura, J. (dirs.) y otros. La reforma constitucional. La 
organización territorial del Estado, la Unión Europea y la 
igualdad de género, Madrid, 2005, p. 172.
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paradójica130, se le reconoce como sujeto 
que actúa en el ámbito electoral y en el de 
la vida parlamentaria, pero no como grupo 
social131.

Bien distinta es la postura de Rossano132. 
Parte también, y como, con toda probabili-
dad, no podría ser de otra manera, este au-
tor de la constatación de la chocante situa-
ción a la que acabamos de referirnos. Ahora 
bien, frente a la tesis de Virga, mantendrá 
Rossano que en el supuesto que ahora nos 
ocupa, tal lógica ha de romperse, de suerte 
tal que, declarada la inconstitucionalidad, 
o la ilegalidad, de un partido político, sus 
parlamentarios han de ser privados de su 
condición de representantes. Conclusión 
a la que, por lo menos si nosotros hemos 
entendido bien su tesis, no tanto por la in-
terpretación jurídico-formal de la Constitu-
ción y de la normativa ordinaria relativa a 
la titularidad de los escaños, sino desde un 
orden de consideraciones jurídico-políticas 
materiales. 

Consideraciones que, a la postre, y como 
yo aprendí de mi dilecto Maestro Pedro de 
Vega, comportan el reconocer para este su-
puesto específico, y distinguiéndolo perfec-
tamente, y con la finalidad de salvar el siste-
ma de representación constitucionalizado, 
de los supuestos de expulsión y abandono 
del partido por parte del diputado, la figura 
de la revocación parlamentaria desde el re-
conocimiento de la existencia de un “víncu-

130  Cfr., en este sentido, y por todos, De Vega, P. “Teoría y 
práctica de los partidos políticos”, cit., p. 519.

131  Cfr. Virga, P. Il partito nell’ordinamento giuridico, cit., pp. 
35 y ss., y 89 y ss.

132  Cfr. C. Rossano, Partiti e Parlamento nello Stato contempo-
ráneo, cit., pp. 350 y ss.

lo entre representante y partido, que ya no 
permite colocar toda la temática de la repre-
sentación bajo la relación representantes y 
representados, en la que los partidos, desde 
un orden de consideraciones estrictamente 
jurídicas, no tienen incidencia ni significación 
alguna”133. De cualquiera de las maneras, la 
justificación de esta segunda postura doctri-
nal no puede ser, según nuestro parecer, más 
clara, En efecto, la misma descansa en la idea 
de que no resulta lógico proceder a la diso-
lución del partido político por considerarle 
contrario al orden constitucional, y al mismo 
tiempo permitir que continúen actuando en 
el Estado, y con la propaganda que les pro-
porcionaría la institución parlamentaria, sus 
principales dirigentes.

Y si esto es así, y lo es, en el ámbito acadé-
mico, hemos de señalar, inmediatamente, 
que lo mismo sucede en el orden jurisdic-
cional. En efecto, partiendo de regulaciones 
constitucionales iguales, y que consagran el 
sistema de la representación política liberal, 
han sido muy distintas las soluciones que ha 
recibido este problema por parte de los dis-
tintos órganos jurisdiccionales nacionales. 
Así, podemos destacar la audacia demos-
trada por el Tribunal Constitucional Federal 
alemán en 1952 y 1956, cuando decidió privar 
de la condición de representantes a los parla-
mentarios del partido neonazi y del partido 
comunista tan pronto como los mismos fue-
ron declarados inconstitucionales.

No hizo lo mismo, en cambio, el Tribunal 
Supremo español. Este, en la STS de 27 de 

133  De Vega, P. “La crisis de la representación política en la 
democracia de partidos”, cit., p. 202.
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marzo de 2003 –que sería, posteriormente, 
avalada por el supremo custodio constitu-
cional134– hizo prevalecer la lógica de la re-
presentación política liberal. 

De esta suerte, si bien se declara ilegal a 
Herri Batasuna por considerarle una orga-
nización política partidista claramente vin-
culada con el grupo terrorista ETA, y que, 
además, actuaba sin respetar el principio 
democrático y los derechos fundamentales 
–que es, no lo olvidemos, lo que el Tribunal 
Constitucional había considerado como la 
única causa posible para la ilegalización de 
un partido político135– y ordena, de confor-
midad con lo dispuesto en el artículo 12. 1 a) 
de la Ley Orgánica 6/2002, el cese inmediato 
de toda actividad partidaria –lo que, dada la 
relación que ambos guardan, comportaba 
también, y de modo difícilmente cuestiona-
ble, la disolución del grupo parlamentario, 
utilizando la expresión en su sentido más 
amplio136–, no adopta ningún tipo de medi-
da en relación con las personas individuales 
que habían obtenido la condición de repre-
sentantes políticos por haber sido elegidos 
en las listas del partido declarado ilegal. 

Resultado de lo cual fue, nadie lo puede ig-
norar, que Batasuna, a través de estos últi-
mos, no solo pudo seguir desarrollando su 
actividad en las instituciones, sino que, ade-
más, y esto es lo que se evitaba con la solu-
ción adoptada por el Tribunal Constitucio-
nal Federal alemán, continuó gozando de 

134  Cfr. STC 5/2004 y STC 6/2004, ambas de 16 de enero.

135  Cfr. STC 48/2003, cit., F. J. 7.º.

136  Sobre este particular, cfr., por todos, “La STS de 27 de 
marzo de 2003 de ilegalización de Batasuna: El Estado de 
Derecho penetra en Euskadi”, cit., pp. 622 y ss.

los beneficios que estar en el Parlamento y 

demás instituciones representativas. Entre 

ellas, y dada la, ya aludida, transformación 

que ha conocido el discurso parlamentario 

como consecuencia del fenómeno partidis-

ta, la de poder disfrutar del más importante 

medio de propaganda política.

2) Las “listas cremallera” y la paridad absolu-

ta en la legislatura

Por lo que hace al problema derivado de la 

incorporación, efectiva y real, de la mujer 

al proceso electoral, no es menester que 

nos detengamos a realizar una exposición 

exhaustiva y pormenorizada del largo pro-

ceso histórico de esta conquista. 

Tampoco, y a los efectos de este estudio, 

importa el que expongamos el hecho de 

que, en su desarrollo, se han producido 

ciertos datos contradictorios tanto en las 

filas de la izquierda, como en los de la dere-

cha. Me estoy refiriendo, de un modo muy 

concreto, al hecho de que siendo, como se-

guramente no podría ser de otra forma por 

su propia esencia, las fuerzas progresistas 

las que, de manera tradicional, han defendi-

do la ampliación del sufragio hasta hacerlo 

verdaderamente universal, no faltó quien, 

de entre sus filas, se mostró radical y defini-

tivamente contrario al reconocimiento del 

derecho de sufragio a mujer.

Tal es el caso, por ejemplo, de Pierre-Joseph 

Proudhon, quien no dudaría en afirmar que 

“El día que la legislación concediese a las 

mujeres el derecho electoral, sería el día de 
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mi divorcio”137. Pero también nos encontra-
mos, y no sería justo dejar de consignarlo, 
que en las filas de los conservadores, de 
usual tan contrarios al sufragio universal, 
y buena prueba de ello es la afirmación de 
Gaetano Mosca de que “La concesión del 
sufragio universal fue uno de los errores 
que se cometen con ligereza y obedecien-
do a las incitaciones de la lógica, y que des-
pués es difícil y peligroso corregir”138, hubo 
quien, como Antonio Maura, y a diferencia 
de Vázquez de Mella, se mostró favorable a 
ese reconocimiento139.

Lo que, en verdad, nos interesa es aclarar 
que la satisfacción de la reivindicación de 
las “listas cremallera”, no plantea, natu-
ralmente desde el punto de vista jurídico, 
problema alguno en cuando a la posible 
confección de la candidatura. Por lo menos, 
esto es así en España.

En efecto, desde que la Constitución de la 
Segunda República reconoció, y con inde-
pendencia de lo que sucedió en relación 
con el voto definitivo a la solución norma-
tiva, desde el reconocimiento generalizado 
por parte de los miembros de la Constitu-
yente de 1931 –en cuyas elecciones, por 
cierto, ya habían disfrutado las mujeres 
del derecho a ser elegidas, y que era lo que 
defendió en aquellas el Diputado gallego  

137 Citado por Alzaga, Ó. “El Partido Social Popular ante la 
problemática de la representación política y la defensa del 
sistema proporcional” (1972), en Alzaga Villaamil, Ó. Socie-
dad democrática y Constitución (Estudios y cabos sueltos), 
Madrid-Barcelona-Buenos Aires-Sâo Paulo, 2018, p. 148.

138 Citado por De Vega, P. “Ciencia Política e ideología” (1970), 
en De Vega, P. Obras escogidas, Madrid, 2018, p. 49, nota 
47.

139 Sobre esto cfr. Alzaga, Ó. “El Partido Social Popular ante la 
problemática de la representación política y la defensa del 
sistema proporcional”, cit., pp. 149 y ss.

Novoa Santos–, en su artículo 36140, la igual-
dad de derechos electorales entre hombres 
y mujeres, y que pudo hacerse efectivo por 
vez primera en las elecciones de 19 de no-
viembre de 1933, no ha habido nunca en la 
España democrática –que no así durante la 
dictadura franquista141–, obstáculo jurídico 
alguno para que las mujeres pudiesen ser 
elegidas en los comicios.

Los problemas, en efecto, han venido, y 
pueden seguir viniendo, desde el punto 
de vista social. Esto es, derivados de una 
cultura secularmente patriarcal, a la que 
en modo alguno ha sido ajeno el hecho de 
que los esquemas religiosos han estado, no 
obstante el proceso de la desacralización 
de la vida pública que exigía el desarrollo 
de la democracia, muy presentes en la or-
ganización de la Comunidad Política. Como 
es lógico, y siquiera sea por razones de es-
pacio, no podemos nosotros a reflexionar 
sobre estos problemas que, insisto, tiene 
una naturaleza metajurídica.

Lo que nos importa es, única y exclusiva-
mente, indicar que es, justamente, para 
corregir esta situación, por lo que en los 
distintos Estados democráticos se han ido 
produciendo ciertas reformas normativas 
tendentes a hacer real y efectiva la, consti-
tucionalmente proclamada, igualdad de de-
rechos electorales entre los hombres y las 
mujeres, facilitando la incorporación efec-

140 Cfr. Pérez Serrano, N. La Constitución española (9 diciembre 
de 1931). Antecedentes. Texto. Comentarios, Madrid, 1932, 
pp. 161-162.

141 Sobre esto cfr. Alzaga, Ó. Estudio-propuesta para una 
nueva Ley Electoral en España (1974). Alzaga Villaamil, Ó. 
Sociedad democrática y Constitución (Estudios y cabos suel-
tos), Madrid-Barcelona-Buenos Aires-Sâo Paulo, 2018, pp. 
161-206.
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tiva de estas al proceso electoral. Medidas 

estas que, de cualquiera de las maneras, 

resultan difícilmente objetables desde la 

óptica del pensamiento político democráti-

co. Al fin y al cabo, las mismas, y no debería 

perderse de vista –y mucho menos por par-

te de los que se dedican profesionalmente 

al estudio de las Ciencias Jurídicas, y, de 

un modo, muy particular cuando el objeto 

principal de su atención lo constituyen las 

Ciencias Constitucionales–, no hacen sino 

tratar de materializar aquella idea defendi-

da por Jean-Jacques Rousseau142 –el indis-

cutido, e indiscutible, padre de la democra-

cia moderna–, conforme a la cual, y porque 

“La ley fundamental de vuestra Constitu-

ción debe ser la igualdad”143, resulta inad-

misible el tratar de establecer cualquier 

tipo de desigualdad moral o política entre 

los ciudadanos –la cual “depende de una 

especie de convención y está establecida, o 

cuando menos autorizada, por el consenti-

miento de los hombres”144, y que, en último 

extremo, se concreta en la singular posi-

ción que cada uno de los individuos/ciuda-

danos ocupa en el seno de la organización 

social y política–, sobre todo si la misma se 

pretende justificar atendiendo a la, por lo 

demás inevitable, existencia de la desigual-

dad física o natural entre ellos.

142  Cfr., en este sentido, Rousseau, J.-J. Rousseau, J.-J. Du 
Contrat Social ou principes de Droit Politique, cit., Libro I, 
cap. IX, pp. 58-59; “Segundo discurso: Sobre el origen y los 
fundamentos de la desigualdad entre los hombres” (1753), 
en Rousseau, J.-J. Discurso sobre el origen y los fundamen-
tos de la desigualdad entre los hombres y otros escritos, 
Madrid, 1987, pp. 117-118, y II, p. 194.

143  Rousseau, J.-J. “Proyecto de Constitución para Córcega”, 
cit., p. 13.

144  Rousseau, J.-J. “Segundo discurso: Sobre el origen y los 
fundamentos de la desigualdad entre los hombres”, cit., 
“Discurso”, p. 118.

Fue, como decimos, para intentar dar cum-
plida satisfacción a la reivindicación de la 
efectiva incorporación de la mujer al pro-
ceso de toma de decisiones políticas fun-
damentales por lo que se fueron adoptan-
do, por doquier, medidas normativas, ya 
fueran legales, ya contenidas en cláusulas 
estatutarias de las organizaciones políticas 
partidistas –cuya violación por parte de sus 
órganos directivos puede ser objeto de 
control jurisdiccional145, sobre todo si de 
esta se deriva también una conculcación de 
los derechos constitucionalmente recono-
cidos–, tendentes a garantizar la presencia 
de ambos sexos en las listas electorales. 

Las primeras de ellas son, a nadie puede 
ocultársele, las que se limitaban a esta-
blecer que en la confección de las listas 
electorales, los comités electorales de los 
distintos partidos debían respetar el prin-
cipio de paridad. No es, obviamente, este 
el momento oportuno para detenernos a 
analizar las diferentes soluciones que se 
adoptaron al respecto, y que, en último 
extremo, iban desde las que entendían que 
sólo se respetaba la paridad cuando fuese 
igual el número de mujeres y hombres can-
didatos, a las que entendían que este prin-
cipio se cumplía, y de manera sobrada, con 
sólo asegurar que se respetaría la propor-
ción 60-40%. 

Lo que interesa es advertir, más bien cons-
tatar, que unas tales medidas tuvieron, 
pese a lo enfático de su declaración for-
mal, una muy escasa virtualidad práctica, 
y como consecuencia de las, ya aludidas, 

145  Cfr. STC 56/1995, de 6 de marzo, F. J. 3.º.
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resistencias de tipo social y cultural que 

se presentaban en no pocas organizacio-

nes políticas partidistas. Todos somos, en 

efecto, bien conscientes de que por todas 

partes se produjeron no pocas denuncias 

en el sentido de que si bien desde el punto 

de vista puramente jurídico y formal se daba 

cumplimiento a la exigencia de la paridad, la 

misma no se respetaba, sin embargo, en el 

terreno de lo jurídico-político y material. Lo 

que, a la postre, sucedía por cuanto que los 

partidos, respetando, cómo no, la obliga-

ción legal de incluir un porcentaje mínimo 

de mujeres a las listas electorales, no ase-

guraban la efectiva y real incorporación de 

las mujeres al proceso de toma de decisio-

nes políticas fundamentales en la medida en 

que estas aparecían al final de las listas, y, en 

consecuencia, no era probable que pudieran 

obtener el acta parlamentaria.

Nada de extraño tiene, en tales circunstan-

cias, que la reivindicación de la incorpora-

ción de la mujer al proceso electoral cono-

ciese una, por así decirlo, radicalización. Ya 

no se trata de asegurar la presencia de la 

mujer en las listas electorales, sino de ga-

rantizar su presencia en los órganos repre-

sentativos, deliberantes y decisorios del 

Estado. A esto es, ni que decir tiene, a lo 

que responden las llamadas “listas crema-

llera”, en cuyo seno, por lo menos en prin-

cipio, mujeres y hombres se irán alternado 

en la candidatura en unas listas cerradas y 

bloqueadas en el contexto de un sistema 

de representación proporcional –que, por 

lo demás, como escribió el Maestro Pedro 

de Vega146, y conviene no olvidarlo, es el 
que ofrece una mayor calidad de la repre-
sentación política, muy superior, en todo 
caso, a la que ofrece el sistema mayori-
tario, siquiera sea por cuanto que, pese a 
todos sus posibles fallos, es el que permite 
la representación de los grupos sociales, o 
ideológicos si se prefiere, que existen en el 
Estado atendiendo a su implantación efec-
tiva en él147–, permitiendo la presencia de 
ambos sexos siempre que el partido obten-
ga más de un escaño en la circunscripción 
electoral que sea.

Es menester, y de forma inmediata, que 
estas medidas tienen, en realidad –y, por 
supuesto, desde una perspectiva estricta-
mente jurídico-formal–, un valor mucho 
más simbólico que real. Lo que, creemos, 
no ha de ser muy difícil de entender, com-
prender e, incluso, compartir. Ha de tomar-
se en consideración, a este respecto, que, 
aunque no se hubiera incorporado una tal 
exigencia al Derecho Positivo, no había nin-
gún problema de orden jurídico para que 
los partidos pudiesen presentar este tipo 
de listas. Como tampoco lo hubiera habido, 
una vez que fue constitucionalmente reco-
nocido el derecho de sufragio a la mujer, 
para que en alguna, o en todas las circuns-
cripciones un partido optase por presentar 
una lista electoral integrada tan sólo por 
mujeres. El problema que ha habido, hay y 
puede haber es, insistamos en ello, de ca-
rácter social y cultural, y, asimismo, de las 

146 Cfr. De Vega, P. Crítica al sistema electoral español (1982). 
De Vega, P. Obras escogidas, Madrid, 2018, p. 750. 

147 Cfr., en este sentido, Smend, R. “Criterios de Derecho elec-
toral en la teoría alemana del Estado del siglo xix”, cit., p. 
23.
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reticencias que, desde este orden, puedan 
existir en la organización partidista de que 
se trate.

Ahora bien, si esto es así, hemos de ad-
vertir, al mismo tiempo, que si desde una 
óptica jurídica no existe problema alguno 
para que pueda obligarse a los partidos 
políticos a confeccionar sus papeletas elec-
torales respetando la paridad e, incluso, el 
que hayan de hacerlo con el criterio de la 
“cremallera”, no ocurre lo mismo, empero, 
cuando de lo que se trata es de reivindicar, 
como en algunas ocasiones se ha hecho, la 
articulación de un sistema a través del cual 
se sancione la obligatoriedad de mantener 
esa paridad absoluta entre parlamentarios 
hombres y mujeres a lo largo de toda la le-
gislatura. 

Y ello, por cuanto que una tal exigencia ven-
dría, de modo irremediable, a causar una 
más que notable conmoción en la propia ló-
gica que inspira el sistema electoral propor-
cional, según la cual, y para conseguir que 
los partidos mantengan el mismo número 
de escaños durante todo el mandato par-
lamentario, se suele establecer que “los es-
caños de diputados que vayan quedando, 
por cualquier causa, vacantes, se atribuyan 
al candidato sucesivo en la misma lista”148. 

Piénsese, en este sentido, que la reivindica-
ción última, y más radical, de la “lista crema-
llera”, lo que en último extremo comporta 
es la necesidad de incorporar una cláusula 
que establezca que presentada la dimisión 
por parte de algún o alguna parlamentaria, 

148  De Vega, P. “La crisis de la representación política en la 
democracia de partidos”, cit., p. 197. 

quien ha de sucederle no es el siguiente en 
la candidatura, que será, con toda probabi-
lidad, del otro sexo, sino el primer candida-
to del mismo sexo que el dimisionario que 
aparezca en la lista electoral.

No es preciso ser en exceso sagaz y pers-
picaz para darse cuenta de que es, exac-
tamente, en esta exigencia donde reside 
el gran problema al que nos referimos. La 
razón, de cualquier modo, es fácilmente 
comprensible. Basta, en efecto, con tomar 
en consideración que exigir que en caso 
de renuncia por parte de algún o alguna 
representante a su escaño, quien haya de 
substituirle no sea el primero de los candi-
datos que figura en la lista propuesta por 
el partido, sino, por el contrario, el prime-
ro de estos que tenga el mismo sexo que 
el que había renunciado, lo que, en último 
extremo, implica es que el parlamentario 
que libremente decide dimitir, se convier-
te, como mínimo de facto, en el titular del 
derecho de dimisión del parlamentario que 
figura a continuación en la candidatura. Lo 
que, como ha de ser para todos palmario, 
choca, y de forma radical, con la solución 
constitucionalmente consagrada, por la 
que, como ya se ha dicho, el escaño se 
atribuye al parlamentario individual, y, en 
consecuencia, es a él, y exclusivamente a 
él, a quien corresponde la decisión sobre la 
dimisión.

Porque esto es así, inconcuso resulta que 
la única alternativa válida y lícita para po-
der articular una tal propuesta, no será la 
de, acudiendo a las siempre, y en la me-
dida en que no hacen más que poner de  
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manifiesto la precariedad de la compren-
sión de presupuestos fundamentales del 
constitucionalismo moderno en la sociedad 
de que se trate, rechazables vías alternati-
vas a la actuación del power to amend the 
Constitution149, actuar sobre la legislación 
ordinaria relativa a la materia electoral, 
en el supuesto español la Ley Orgánica de 
Régimen Electoral General, que es como 
pretenden llevarlo a cabo los partidos po-
líticos españoles, sino, por el contrario, la 
de poner en marcha el proceso de revisión 
constitucional. Esto es, sería necesario –y 
no entramos, aquí, en la cuestión de si ello 
pudiera ser considerado materialmente in-
constitucional por la posible colisión de la 
medida, y tanto si el obligado a dimitir es un 
hombre o una mujer, con lo establecido en 
el art. 14 de la Constitución de 1978–, llevar 
a cabo una reforma del Código Constitucio-
nal para, con ello, proceder a la substitu-
ción del sistema de representación política 
liberal, por un sistema de representación 
más acorde con la lógica de la democracia 
en régimen de partidos, en el que los es-
caños pertenecerían a la organización par-
tidista, y, por ello mismo, sería esta la que 
decidiría sobre el quién ha de ocuparlos en 
cada momento.

Pero, ello, y no podríamos dejar de consig-
narlo, plantea otro problema. Esta vez de 
carácter político. Forma parte, nadie puede 
desconocerlo, y mucho menos los profesio-
nales universitarios de las Ciencias Consti-
tucionales, el que el ciudadano, a diferencia 

149 Cfr., en este sentido, y por todos, De Vega, P. La reforma 
constitucional y la problemática del Poder Constituyente, 
cit., pp. 93-94.

de lo que sucedía, al menos teóricamente, 
en el Estado Constitucional liberal, no elige 
personas individuales, sino programas e 
ideologías concretas150. No hace al caso el 
que nos detengamos a indicar que, como 
puso de relieve el Maestro Pedro de Vega, 
este principio ha sufrido una más que so-
bresaliente conmoción como consecuencia 
de los avances tecnológicos en el desarro-
llo de las propias campañas electorales, 
en el sentido de que –y aunque la cita sea 
larga, merece la pena transcribir sus pala-
bras–, “Se configuran, al menos teórica-
mente, las campañas electorales como un 
enorme y simbólico diálogo entre electores 
y elegibles, entre representados y repre-
sentantes. 

Ocurre, no obstante, que la revolución 
operada en los medios de comunicación 
determina que ese impresionante diálogo 
colectivo sufra una conmoción notable, en 
la medida en que acaba haciendo sucumbir 
a los principios inspiradores de la conducta 
del homo sapiens ante los requerimientos y 
urgencias del homo videns. Entra en la lógi-
ca de los acontecimientos que, en un mun-
do dominado por la televisión y la ciber-
nética, las formulaciones ideológicas y los 
programas de acción concreta propios de 
épocas pasadas se vean sustituidos por las 
exigencias y los imperativos de la imagen. 
[…] Nos guste o no, somos testigos de una 
adaptación escandalosa de la propagan-
da política a las técnicas publicitarias del  

150 Cfr., a este respecto, por todos, y a título de ejemplo, De 
Vega, P. “El significado constitucional de la representación 
política”, cit., p. 38; “La crisis de la representación política 
en la democracia de partidos”, cit., p. 194: “Estado social y 
Estado de partidos. La problemática de la legitimidad”, cit., 
p. 549; “Crítica al sistema electoral español”, cit., p. 751.



189Análisis Doctrinal  Coloquio Internacional 
Justicia, Constitución y Democracia crisis de  

la representación política y sus posibles soluciones

mercado, que transforman inexorablemen-
te el discurso democrático racional en la 
forma de argumentación pragmática, emo-
cional y seductora que imponen las reglas 
del marketing comercial. 

Nada tiene de particular que, encerrada en 
esa atmósfera perversa, y al eliminar de su 
contenido la discusión seria y responsable 
sobre opciones, intereses y valoraciones 
políticas, la democracia quede fatalmente 
condenada a ser entendida como un mero 
mecanismo formal de selección de élites o 
de sustitución de gobernantes […] Ahora el 
problema es diferente o, si se prefiere, más 
dramático. La suplantación absoluta del 
discurso político racional por la seducción 
emotiva de una retórica falaz, a lo único 
que puede conducir es a conculcar en su 
núcleo más profundo el sistema de valores 
y principios en los que fundamentó su gran-
deza la democracia representativa”151. 

Lo que nos interesa es, tan sólo, indicar que 
la lógica del Estado de partidos a la que 
aludíamos venía a consagrar, y de modo 
definitivo, la idea de la despersonalización 
del poder político que, siendo inherente a 
toda estructura democrática152, se presen-
taba como el rasgo definidor más caracte-
rístico del Estado Constitucional mismo en 
tanto en cuanto que, en él, y como escribió 
el constitucionalista holandés Hugo Krab-
be, “Ya no vivimos bajo el dominio de per-
sonas, sean estas naturales o construidas 

151  De Vega, P. Campañas electorales y democracia (2000). De 
Vega, P. Obras escogidas, Madrid, 2018, pp. 775-776.

152  Cfr., en este sentido, Kelsen, H. Das Problem der Souverä-
nität und die Theorie des Völkerrecht. Beitrag zu einer Rei-
nen Rechtslehre, Tubinga, 1920, pp. 260 y 320; “Esencia y 
valor de la Democracia”, cit., pp. 111 y ss.

jurídicamente, sino bajo el imperio de las 
normas, fuerzas espirituales en las que se 
refleja la idea de Estado”153.

Desde la anterior óptica, indiscutible resul-
ta que debiera dar igual quien ocupase el 
escaño atribuido a un determinado partido. 
Y ello, por la muy simple y sencilla razón de 
que, sometido al mandato de partido, fuera 
este un hombre o una mujer lo que haría se-
ría representar no los intereses y la volun-
tad de la nación toda, como ficticiamente 
se afirmaba en el marco de la representa-
ción política liberal, sino los de los electores 
que dieron su voto a su candidatura154. 

No parece, sin embargo, que esto sea lo 
que se deriva de la reivindicación que ahora 
nos ocupa. Antes al contrario, el corolario 
que de ella parece desprenderse es el de 
que lo que ha de resultar verdaderamen-
te relevante en la relación representativa 
no es, y ni mucho menos, la ideología y el 
programa que fue sometido por el partido 
político al criterio del electorado, sino, por 
el contrario, el sexo de quien ha de ocupar 
los escaños parlamentarios. 

Y es, por ello mismo, por lo que surge, y 
de modo ineluctable, por lo que se pre-
senta ante nosotros un interrogante que, 
a la postre, podría aparecer formulado en 
los siguientes términos: al insistir tanto 
en las características personales del parla-
mentario, no estaremos contribuyendo a 
que la democracia representativa, dando, 

153 	H.	Krabbe,	Lehre der Reichssouveränität: Beitrag zur Staat-
slehre,	Groninga,	1906,	p.	97.

154  Cfr. Virga, P. Il partito nell’ordinamento giuridico,	 cit.,	 p.	
162;	De Vega, P. “El significado constitucional de la repre-
sentación política”, cit., p. 39.
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de una u otra suerte, una materialización 

real a todos aquellos temores que, como 

sabemos, despertaba el parlamentarismo 

en ese gran constitucionalista monárquico 

y conservador que fue Triepel155, adquiera 

unas connotaciones cesaristas, que, fun-

damentadas en aquellas concepciones ho-

bbesianas que tan caras le resultaban a Carl 

Schmitt156, siempre, y porque, como se en-

cargó de poner de relieve este último, ter-

minaban abriendo el portillo a la existencia 

de regímenes autocráticos157, han resultado 

tan perniciosas para el desarrollo, profun-

dización y consolidación de la Democracia 

Constitucional.

No era mi intención, y así lo he hecho cons-

tar, ofrecer en mi exposición soluciones 

categóricas y definitivas al problema de la 

sedicente crisis de la representación políti-

ca, sino, por el contrario, la de plantear pro-

blemas para una reflexión colectiva sobre 

la misma tendente a facilitar el encuentro 

de las posibles soluciones. Mucho menos, 

podría yo pretender dar la solución a este 

interrogante, respecto del que, como segu-

ramente no podría ser de otra forma, sólo 

tengo dudas. De esta suerte, me limito, 

aquí y ahora, tan sólo a apuntar el proble-

ma, e invitar a que se reflexione sobre el 

mismo.

155 Para esta caracterización de Triepel como un jurista ul-
traconservador, cfr., por todos, F. Sosa Wagner, Maestros 
alemanes del Derecho Público, Madrid, 2005, 2. ª ed., pp. 
528-529.

156 Cfr. Schmitt, C. El Leviathan en la Teoría del Estado de Tomas 
Hobbes (1938), Granada, 2004.

157 Cfr. Schmitt, C. La dictadura. Desde los comienzos del pen-
samiento moderno de la soberanía hasta la lucha de clases 
proletaria (1921/1978). Schmitt, C. Ensayos sobre la dictadu-
ra. 1916-1932, Madrid, 2013, p. 92.

3) Un fenómeno nuevo: la posible delegación 
del voto por parte del parlamentario indivi-
dual en algún otro miembro de su grupo par-
lamentario

De todos es, sin duda, bien conocido que la 
situación política derivada tras la comisión 
del mayor ilícito constitucional que puede 
existir: la declaración unilateral de indepen-
dencia en el contexto normativo de una 
Constitución que no reconoce el derecho 
de secesión158, por parte de las fuerzas del 
catalanismo, ha hecho surgir en la Comuni-
dad Autónoma catalana una nueva incógni-
ta en relación al doble problema de, por un 
lado, la atribución, de conformidad con el 
sistema de la representación política libe-
ral constitucionalizado, del escaño al par-
lamentario individual, y, por otro, el cómo 
puede ejercerse la función representativa 
por este en el contexto de un régimen de 
democracia de partidos. 

Nos estamos refiriendo, innecesario debie-
ra ser aclararlo, a la pretensión que, desde 
las elecciones autonómicas catalanas de 
2017, viene manteniendo el nacionalismo 
catalanista. Esto es, la de que, como quiera 
que algunos de los parlamentarios del ca-
talanismo fueron elegidos o bien estando 
en situación de prisión preventiva, o bien 
estando fugados de la justicia, y no pueden 

158 Sobre este problema, y por comodidad, cfr., por todos, Rui-
pérez Alamillo, J. “La nueva reivindicación de la secesión 
de Cataluña en el contexto normativo de la Constitución 
española de 1978 y el Tratado de Lisboa”, Teoría y Reali-
dad Constitucional, n.º 31 (2013), pp. 89-135. Asimismo, cfr., 
también, Ruipérez Alamillo, J. “El ius seccesionis en la con-
frontación derechos humanos- fundamentales. Algunas 
reflexiones sobre las últimas propuestas de los partidos na-
cionalistas en España”, en J. M. Serna de la Garza (coord.) y 
otros, Federalismo y regionalismo. Memoria del VII Congre-
so Iberoamericano de Derecho Constitucional, México, 2002, 
pp. 441-493.
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acudir a las sesiones del Parlamento cata-
lán, lo que se solicita es que estos puedan 
delegar su voto en sus compañeros de par-
tido.

Cabría pensar que el catalanismo se mueve, 
en este punto, en el marco de la más estric-
ta lógica de la democracia de partidos, en 
donde, como ya ha quedado, y de forma 
reiterada, consignado en este trabajo, el 
elector no da su voto a los candidatos in-
dividuales, y atendiendo a sus propias con-
diciones personales, sino, por el contrario, 
a una lista electoral que encarna un deter-
minado programa y una concreta ideología. 

Dicho de otro modo, y si se me permite la 
licencia, podríamos llegar a pensar que lo 
que los prácticos de la política del catala-
nismo, así como aquellos profesionales uni-
versitarios de las Ciencias Constitucionales 
que actúan como sus asesores, pretenden 
no es, en realidad, más que dar plena ma-
terialización a la idea de aquel Kelsen que, 
constatando, como no podría ser de otro 
modo, tanto que la libertad de criterio del 
parlamentario individual, que se derivaba 
de la prohibición constitucional del manda-
to imperativo, –que él, por lo demás, con-
sideraba irrevocable159–, ha perdido toda 
su virtualidad como consecuencia de la 
operatividad fáctica del mandato de parti-
do, como el que, y aunque no lo reconozca 
explícitamente, la introducción del sistema 
proporcional ha determinado que haya de 
dársele la razón a Rudolf Smend cuando 
advirtió que el fenómeno partidista había 

159 Cfr., en este sentido, Kelsen, H. “Esencia y valor de la De-
mocracia”, cit.,	p.	66.

provocado que “El debate parlamentario 
ha dejado de ser el momento creador de 
la decisión política para pasar a convertirse 
cada vez más en una fachada detrás de la 
que se realizan con toda discreción las ne-
gociaciones entre los partidos. 

Desde que la actividad parlamentaria de-
pende de los grupos parlamentarios, son 
estos los que concretan la vida parlamen-
taria, […]. Apenas se puede decir ya que 
nuestro parlamentarismo es un “Gover-
nment by talking”, esto es, una forma de 
gobierno [como señaló, refiriéndose al mo-
delo británico, Josep Redlich160] “se basa en 
el instrumento de la palabra como motor y 
fórmula esencial de su ejecución””161, escri-
bía, no sin ironía, que 

“Hasta se podría plantear la idea de no 
obligar a los partidos políticos a enviar 
un número de diputados individual-
mente designados, y siempre los mis-
mos, en proporción a la importancia 
del partido, que hubiesen de colaborar 
en la resolución de todas las cuestio-
nes, […], sino que se podría permitir 
a los partidos delegar de su propio 
seno, según la oportunidad de cada 
caso, los expertos con que pudieran 
contar para participar en la delibera-
ción y adopción de acuerdos sobre las 
diversas leyes, expertos que en cada 
caso influirían en la resolución con el 
número de votos asignados proporcio-

160 Cfr.	 Redlich,	 J.	Recht und Technik des englischen Parlam-
entarismus: Die Geschäftsordum des House of Commons in 
ihrer geschichtlichen Entwicklung imd gegenwätigen Gestalt, 
Leipzig,	1905,	p.	587.

161 Smend, R. “La transformación del orden constitucional li-
beral por el sistema proporcional”, cit., pp. 30-31.
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nalmente a sus respectivos partidos 
políticos”162.

Nos inclinamos, sin embargo, por creer 
que esta interpretación no solo sería in-
genua, sino también errónea. En efecto, a 
nuestro juicio, y tomando en consideración 
que, desde su aparición histórica, el cata-
lanismo, como también el españolismo y 
el vasquismo, actúa desde los esquemas 
conceptuales que se derivan de lo que, 
desde las más variadas comprensiones 
políticas y posicionamientos metodológi-
cos, Heller163 y Kelsen164 afirmaron como las 
concepciones antidemocráticas sobre el 
nacimiento del Estado, de acuerdo con las 
cuales, nadie debiera desconocerlo –y sin-
gularmente quienes tienen la condición de 
ser profesionales universitarios del estudio 
de las Ciencias del Estado y de las Ciencias 
del Derecho del Estado–, este nace por un 
proceso histórico que se desarrolla de arri-
ba abajo, y que, además, tiene como único 
protagonista a un gobernante que, por ello 
mismo, se presenta, como enfáticamente 
afirmó Max von Seydel165, como el propieta-
rio tanto de la Comunidad Política, como de 
sus ciudadanos, –aserto este que, a la pos-
tre, es el que permitió, como nos recuerda 
Leibholz166, afirmar a Karl Marx que en la 
Alemania de la monarquía constitucional, 

162  Kelsen, H. “Esencia y valor de la Democracia”, cit.,	pp.	70-
71.

163 Cfr. Heller, H. Las ideas políticas contemporáneas, cit., p. 25; 
“Democracia política y homogeneidad social” (1928), en 
Heller, H. Escritos políticos, Madrid, 1985, p. 262; “Europa 
y el fascismo”, cit., pp. 22 y 56.

164 Cfr. Kelsen, H. “Forma	de	Estado	y	visión	del	mundo”	(1933),	
recogido	en	Correas,	Óscar	(comp.),	El otro Kelsen.	México,	
1989, p. 236.

165 Cfr.	Seydel	von,	M. Das Staatsrecht der Königsreichs Bayern, 
Friburgo,	1888,	p.	23.

166 Cfr. Leibholz, G. “El orden social, estatal y las asociaciones”, 
en Leibholz, G. Problemas fundamentales de la democracia 
moderna, Madrid, 1971, pp. 98-99.

no eran los alemanes quienes poseían un 
Estado, sino que era este el que poseía un 
Pueblo–, lo que subyace en esta pretensión 
del catalanismo es la vuelta a los esquemas 
de la representación del Derecho Privado. 

Esto es, de lo que se trataría es de que en la 
medida en que el parlamentario individual 
se convierte, por el mero hecho de ser ele-
gido, en el propietario del escaño, aquel po-
dría nombrar un representante para que, a 
través de las figuras del mandato o del apo-
deramiento privado, ejerza las facultades 
que a él corresponden.

Sea de ello lo que sea, lo que debemos pre-
guntarnos es si esto es posible. Y, en este 
sentido, hemos de comenzar señalando 
que los órganos jurisdiccionales españo-
les, atendiendo a la mecánica propia de la 
representación liberal, se han pronunciado, 
y de manera reiterada, en contra de una tal 
posibilidad. Ello no obstante, el Parlamento 
catalán, más bien su Mesa, controlada por 
las fuerzas del catalanismo, lo han admiti-
do en no pocas ocasiones. Y lo han hecho, 
desde la idea, en la que es posible apreciar 
una más que sobresaliente influencia de 
los planteamientos hobbesianos, de que 
porque son los representantes de algunos 
sectores de la ciudadanía catalana, y que, 
en el proceso de conversión de votos en 
escaños, disponen del mayor número de 
escaños en la Asamblea Legislativa, ellos 
no se encuentran sujetos, como si lo están, 
empero, el resto de los gobernantes, esta-
tales y regionales, del Estado español, al 
deber de obediencia a la ley y a los fallos de 
los tribunales. 
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Lo que, como a nadie puede ocultársele, 
supone la negación absoluta, radical y de-
finitiva de los fundamentos mismos de la 
Democracia Constitucional, conforme a la 
cual, y como comprendió, de modo conclu-
yentemente correcto, el Tribunal Constitu-
cional español167, porque la Constitución, 
en cuanto que Lex Superior que es, se si-
túa por encima de la dicotomía gobernan-
tes-gobernados, obligando a ambos por 
igual, pero no de idéntica manera, quienes 
ocupan los cargos públicos tienen una es-
pecial vinculación en el sentido de que ellos 
tan sólo pueden hacer aquello que el Dere-
cho les autoriza a hacer.

Ocurre, sin embargo, que la demanda del 
nacionalismo catalán se presenta, por lo 
menos desde la óptica de quienes no pre-
tendan reducir el estudio de toda la rica 
problemática del Estado Constitucional al 
mero aprendizaje acrítico y avalorativo de 
las Sentencias del Tribunal Constitucional, 
como algo absolutamente lógico con sus 
propios presupuestos. Han sido, a este res-
pecto, Enrique Tierno Galván y Santos Ju-
liá168 quienes, con gran acierto y rigor, han 
puesto de manifiesto que el catalanismo, al 
igual, por lo demás, que el vasquismo y el 
españolismo, encontró su fundamentación 
última en los presupuestos, políticos y jurí-
dicos de aquella monarquía constitucional 
alemana que habían puesto en marcha los 
Stahl, Treitschke y von Bismarck, y que, no 
conviene perderlo de vista, no tenía, dijese 

167  Cfr. STC	101/1983,	de	18	de	noviembre,	F. J.	3.º.

168  Cfr.	 Tierno	 Galván,	 E.	 “Costa	 y	 el	 regeneracionismo”,	 en	
Tierno	Galván,	 E.	Escritos (1950-1960),	Madrid,	 1971,	 pp.	
429-436; S. Juliá, Historias de las dos Españas, Madrid, 2004, 
pp.	176	y	ss.

lo que dijese a este respecto Schmitt169, la 
misión de consolidar el Estado Constitucio-
nal en la Alemania decimonónica, sino, jus-
tamente, el evitar su adopción170.

Nada de extraño tiene, de esta suerte, que 
porque el catalanismo parte de los presu-
puestos políticos de la monarquía constitu-
cional, acepte también las consecuencias 
jurídicas de esta, y de una forma muy par-
ticular las que se refieren al valor jurídico 
de la Constitución171. Y no puede olvidarse, 
en este sentido, que lo propio de esta fue 
el de que, en ella, se mantuvo, como nos 
dicen, entre otros, Anschütz y Thoma172, la 
Constitución era entendida como una mera 
ley reforzada y no, y como realmente le co-
rresponde para ser un verdadero Código 
Constitucional173, como una Ley Suprema. 
De donde, de manera tan inevitable como 
fatal, y en tanto en cuanto que el principio 
anterior era el que, a la postre, permitió 
afirmar a Laband que cualquier norma jurí-
dica posterior a la Constitución, y que tuvie-
ra por objeto la satisfacción de los intereses 
del rey de Prusia, en cuanto que titular tan-
to de la soberanía como del ejercicio de la 
soberanía en el marco del Imperio alemán, 

169 Cfr. Schmitt, C. El Leviathan en la Teoría del Estado de Tomas 
Hobbes, cit., pp. 64-66.

170 Cfr. Heller, H. Las ideas políticas contemporáneas, cit., pp. 
28-29.

171 Sobre esto, y por comodidad, cfr. Javier Ruipérez Alamillo, 
“Una primera aproximación a la problemática de la efica-
cia jurídica de las leyes de reforma constitucional”, en V. A. 
Wong Meraz, C. León Bastos y J. L. Sosa Carrero (coords.) y 
otros, La reforma constitucional y su problemática en el De-
recho Comparado, México, 2017, pp. 362-375.

172 Cfr. G. Anschütz, Die Verfassung-Urkunde für des Preussi-
schen Staat, Erster Band,	Berlín,	1912;	R.	Thoma, Handbuch 
des Deutschen Staatsrechts,	Tubinga,	1932,	vol.	2,	pp.	153	y	
ss.

173 Cfr., en este sentido, y por todos, De Vega, P. “Prólogo a la 
edición de la Constitución española de la Editorial Bibliote-
ca Nueva” (1996), en De Vega, P. Obras escogidas, Madrid, 
2018, p. 270.
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podría modificar formalmente la Constitu-

ción, se desprende que habrá siempre, y sin 

excepción, una prevalencia de lo fáctico so-

bre lo normativo. De ahí, justamente, que 

desde el constitucionalismo monárquico ni 

se admitieran límites a la reforma constitu-

cional, ni tampoco a la posible modificación 

no formal del Texto Constitucional, hacien-

do, en definitiva, imposible la necesaria, e 

imprescindible, distinción entre los supues-

tos de mutación constitucional y los de “fal-

seamiento de la Constitución”174.

VII. LA CRISIS DE LA 
REPRESENTACIÓN 

POLÍTICA Y LA 
DESCONFIANZA EN LOS 

PARTIDOS POLÍTICOS

Ya hemos indicado, pero en modo alguno 

resulta inoportuno repetirlo, que la idea 

de que la democracia representativa vive 

una situación de grave crisis y deterioro, ha 

adquirido una especial fuerza en la actuali-

dad. Fenómeno este que, derivado, de un 

modo muy directo, de las nuevas formas 

de actuación de las fuerzas políticas en las 

campañas electorales como consecuencia 

del avance de los medios de comunicación, 

y que, insistamos en ello, genera un cierto 

cesarismo175, se concretará desde 2011 en 

que va a existir en una buena parte de los 

ciudadanos una desconfianza total en los 

representantes parlamentarios elegidos 

174 Sobre esto, y por comodidad, cfr., por todos, Ruipérez Ala-
millo, J. Reforma versus revolución. Consideraciones desde 
la Teoría del Estado y de la Constitución sobre los límites 
materiales a la revisión constitucional, cit., pp. 1-31.

175 Vid. supra, nota 151.

por el propio Cuerpo Electoral de entre las 

listas, cerradas y bloqueadas, propuestas 

por los distintos partidos políticos. Vuel-

ve a escena, en tales circunstancias, aquel 

viejo lema, esgrimido ya en las décadas de 

1920 y 1930, del “no nos representan”, que, 

de nuevo, y como entonces, se explicará, 

–que no se justificará; y mucho menos en 

ordenamientos en donde, como sucede, 

merced a una enmienda presentada por el 

Diputado del PSP Raúl Morodo176, el en el 

art. 6. º, se establece constitucionalmente 

la exigencia de que su estructura y funcio-

namiento interno ha de ser democráticos–, 

por la falta de confianza que merecen las 

organizaciones políticas partidistas. Y ello, 

se debe a que, en la actualidad, se ha ma-

terializado, de algún modo, de manera 

definitiva aquella tendencia a la oligarqui-

zación de los partidos políticos de la que 

nos hablaban ya, y a título de mero ejem-

plo, Michels y Ostrogorski. Existe, en efec-

to, en el imaginario colectivo la muy firme 

impresión, –y en algunos supuestos, no sin 

alguna razón–, de que esto es así, y que, 

por ello mismo, se ha producido un total, 

absoluto, radical y definitivo divorcio entre 

los intereses que defiende en la institución 

parlamentaria el partido, que, se dirá, se 

corresponde con los de quienes ocupan sus 

órganos directivos, y los intereses políticos, 

sociales y económicos que tienen, en reali-

dad, los militantes, simpatizantes y votan-

tes de esos partidos.

176 Cfr., a este respecto, Morodo R. y Murillo de la Cueva, P. Lu-
cas. El ordenamiento constitucional de los partidos políticos, 
cit., pp. 41 y ss.
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No hace falta, en nuestra opinión, realizar 
un gran esfuerzo intelectual para compren-
der qué es lo que subyace en tales plantea-
mientos. Para todos, y especialmente para 
los que se dedican, ya sea como prácticos, 
ya como estudiosos, a la Política y al Dere-
cho, ha de ser inconcuso que el discurso de 
los animadores de estas protestas no hace 
más que resucitar el discurso antipartido. 
Y, además, con gran éxito. Nadie puede, en 
efecto, discutir que el mismo, aunque, con 
toda probabilidad, de manera inconsciente, 
ha sido asumido por una buena parte de la 
ciudadanía de los diversos Estados Consti-
tucionales que en el mundo son, el que se 
ha hecho realidad aquella apocalíptica sen-
tencia de Lord Bryce de que “La organiza-
ción traiciona la voluntad del Pueblo”177.

Seguramente no está de más recordar, 
aquí y ahora, que este discurso antipartido, 
que, insistamos en ello, se ha encontrado 
siempre presente a lo largo de toda la exis-
tencia histórica del Estado Constitucional, 
y en cualquiera de sus manifestaciones 
estructurales, no ha sido igual. Es verdad, 
y nadie puede negarlo, que en todas sus 
fases, el mismo se ha construido desde la 
idea de que existe una insalvable contradic-
ción entre la existencia, y la actuación, de 
los partidos políticos, y la satisfacción de 
unos pretendidos intereses superiores del 
Cuerpo Político, considerado como un todo 
unitario. Ahora bien, si esto es así, y lo es, 
es lo cierto, sin embargo, que el discurso en 
defensa de estos supuestos intereses supe-
riores del Cuerpo Político ni ha sido igual en 

177	 Bryce,	J.	The American Commonwealth,	Londres,	1888,	t.	II,	
p.	660.

sus formas, ni en su sentido último a lo lar-
go de la vida del Estado Constitucional. Así, 
y como nos enseñó el Maestro Pedro de 
Vega178, nos encontramos con que a finales 
del siglo xviii el discurso antipartido adqui-
ría una dimensión progresista y democráti-
ca al ser enarbolado por los revolucionarios 
liberal-burgueses que, con su actuación, ha-
bían dado lugar a la aparición histórica del 
Estado Constitucional. Tal era el caso de los 
Washington, Madison, Robespierre, Saint-
Just, etc. Todos ellos, en efecto, rechaza-
rían al partido político. Y lo hicieron, como 
indica, entre otros Leibholz179, desde la idea 
de que el partido político impedía la satis-
facción de unos intereses nacionales su-
periores, los cuales tan sólo podrían verse 
atendidos con la formación de un Gobierno 
que representase a todo el Cuerpo Político.

Lo de menos, como ha de ser para todos, 
obvio, sería el detenernos a explicar que 
la creencia en la existencia de esos intere-
ses nacionales superiores, así como en la 
posibilidad de su satisfacción a través de 
la representación de los ciudadanos consi-
derados como un todo homogéneo, se veía 
facilitado en el marco de un sistema jurídi-
co-político en el que, por mor del sufragio 
restringido –y con el que, conviene ponerlo 
de manifiesto, no se hacía más que reeditar, 
de una u otra suerte, la realidad política del 
Estado absoluto, tal y como la misma había 
sido descrita por Johann Gottlieb Fichte, 
y que, en definitiva, se concretaba en que 

178 Cfr. De Vega, P. “Teoría y práctica de los partidos políticos”, 
cit., pp. 514-515.

179 Cfr.	 Leibholz,	 G.	 Das Wesen der Repräsentation und der 
Gestalwand der Demokratie im 20. Jahrhundert, Berlín, 1966, 
pp. 101 y ss.
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“el estamento de los grandes poseedores 
de bienes, […], serían los únicos y verdade-
ros propietarios, los únicos ciudadanos que 
forman el Estado, no siendo los restantes 
más que simples accesorios, obligados a 
comprar su reconocimiento al precio que 
les plazca a los primeros. 

No es de extrañar, digo, puesto que en-
tre todas las cosas existentes, el terreno, 
el suelo, es la que más evidentemente se 
puede apropiar”180–, la burguesía, que, 
además, pretendía ser la única depositaria 
de la Razón181, podía presentarse como la 
“portadora de los intereses de la humani-
dad, haciendo coincidir con ello sus propios 
intereses de clase con los intereses de los 
hombres en general”182. Del mismo modo 
que tampoco reviste una especial relevan-
cia, naturalmente a los efectos de este tra-
bajo, el detenerse a especificar que fue, de 
un modo muy especial, esta identificación 
entre la burguesía como portadora de los 
intereses de la humanidad, y el Estado la 
que determinó la crítica realizada, y des-
de la nueva identificación del proletariado 
como portador de los intereses de huma-
nidad, por Marx y Engels al Estado Cons-
titucional183, y que les llevó, nadie puede 
ignorarlo, a proponer la destrucción no tan-
to, y como mantendrían, empero, Adler y  

180 Fichte, J. G. El Estado comercial cerrado. Un ensayo filosófi-
co como apéndice a la doctrina del Derecho, y como muestra 
de una política a seguir en el futuro, cit., Libro primero, cap. 
séptimo, pp. 70-71.

181 Sobre esto, cfr., por todos, M. García-Pelayo, “Constitución 
y Derecho Constitucional (Evolución y crisis de los ambos 
conceptos)”, Revista de Estudios Políticos, n. º 37-38 (1948), 
pp.	55-56.

182 De Vega, P. El carácter burgués de la ideología nacionalista 
(1976). De Vega, P. Obras escogidas, Madrid, 2018, p. 25.

183 Cfr., en este sentido, y por todos, De Vega, P. “Para una 
teoría política de la oposición” (1970), en De Vega, P. Obras 
escogidas, Madrid, 2018, pp. 483-484.

Lenin184, del Estado en sí, sino, y como, con 
meridiana claridad, entendió Heller185, la del 
Estado burgués.

Lo que, en este momento, nos interesa 
es, única y exclusivamente, advertir que 
si esto era así en los albores del Estado 
Constitucional, lo que sucedió es que este 
discurso antipartido, apelando también a 
la existencia de esos pretendidos intereses 
nacionales, sería enarbolado en el siglo xix 
por el conservadurismo y el autoritarismo, 
y, en todo caso, oponiéndose a los plantea-
mientos políticos de unos demócratas y so-
cialistas que habían cobrado ya conciencia 
de que en la sociedad operaban distintas 
fuerzas políticas cuya presencia, en último 
extremo, se debía a la existencia en el seno 
de la sociedad de muy distintos intereses 
que no solo resultaban contrapuestos, sino 
muchas veces irreconciliables. 

Pedro de Vega, con la brillantez que siem-
pre le caracterizó, se refirió a esta circuns-
tancia, señalando que bien característico 
de esta situación decimonónica es el discur-
so de Napoleón y de Maurras. El primero 
afirmaría que “Gobernar a través de un par-
tido es colocarse tarde o temprano bajo su 
dependencia. Jamás caeré en ese error. Yo 
soy nacional”186. El segundo, por su parte, 
se opondría a los partidos políticos afirman-
do que “Francia está desgarrada porque 
quienes la gobiernan no son hombres de 

184 Cfr. Adler, M. Die Staatsauffssung des Marxismus,	 Viena,	
1922,	p.	146;	Lenin, El Estado y la revolución (1917), Madrid, 
2009, pp. 34-35.

185 Cfr. Heller, H. El sentido de la política (1924). Heller, H. El 
sentido de la política y otros ensayos, cit., pp. 59-60.

186 Citado por De Vega, P. “Teoría y práctica de los partidos 
políticos”, cit., p. 515.
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Estado, sino de partido; los cuales, cuando 

son honestos, miran tan solo al bien del 

partido, y cuando son deshonestos, procu-

ran solamente llenar sus bolsillos. Unos y 

otros son los enemigos de Francia, porque 

Francia no es un partido” 187.

En el siglo xx, nadie lo ignora, la diatriba 

contra los partidos políticos será uno de 

los contenidos medulares del discurso de 

las fuerzas claramente antidemocráticas y 

antiliberales y, de un modo muy particular, 

por parte de los totalitarismos, especial-

mente los de derechas. Circunstancia esta 

que, de forma constrictiva, hará que la opo-

sición al partido conozca unos caracteres 

nuevos. Cierto es, y nadie podría negarlo, 

que el totalitarismo fascista apelaría tam-

bién a la idea de los superiores intereses de 

la nación. Pero lo haría, y esto es lo impor-

tante, apoyándose en la más radical y extre-

ma construcción romántica e irracionalista 

de la ideología de la nación188 que, renun-

ciando a sus primigenias vinculaciones con 

el pensamiento político democrático y libe-

ral189, llevaba a sus últimas consecuencias 

los presupuestos de un nacionalismo que, 

como puso de relieve, entre otros muchos, 

Enrique Tierno190, se mostraba incapaz de 

admitir la coexistencia de diversas tota-

lidades políticas, sociales y culturales, y,  

187 Citado por De Vega, P. “Teoría y práctica de los partidos 
políticos”, cit., p. 515.

188 En relación con la vinculación de los totalitarismos de dere-
chas y el nacionalismo, cfr., por todos, Heller, H. “Europa y 
el fascismo”, cit., pp. 41 y 53 y ss.; De Vega, P. “El carácter 
burgués de la ideología nacionalista”, cit., pp. 30 y ss.

189 Sobre este particular, cfr. Heller, H. Las ideas políticas con-
temporáneas, cit., p. ej., pp. 91-95.

190 Cfr. Tierno Galván, E. Tradición y modernismo, Madrid, 1962, 
pp. 18-19.

además, tendía a la identificación del Esta-

do con el gobernante. 

Nada de extraño tiene, de esta suerte, el 

que los partidos del totalitarismo fascista 

se vieran obligados a esforzarse en montar 

una construcción ideológica en la que, de 

modo arbitrario, se establecía una visión 

unitaria y exclusivista del mundo desde la 

que las categorías de división y fracciona-

miento no se comprenden, y en la que, en 

todo caso, y como lógico correlato de su 

esencia de ideología de la ocultación, no 

hay lugar al conflicto191.

Debemos, sin embargo, advertir que fue, y 

de una manera muy principal, esta última 

circunstancia la que, en todo caso, tuvo 

una mayor importancia en relación con su 

oposición al partido político. La razón, cree-

mos, no ha de ser muy difícil de entender, 

comprender e, incluso, compartir. Como 

ha de ser para todos evidente, unos gober-

nantes que, debido tanto a su concepción 

unitaria y exclusivista del mundo, como a 

su pasión por la unanimidad192, se mostra-

ban no solo incapaces de reconocer la exis-

tencia de conflictos y de la discrepancia, 

sino que además negaban estos, tan sólo 

podrían aceptar un sistema político basa-

do en la negación absoluta y definitiva de 

la legitimidad de la oposición política, y en 

el que, además, se ejercería, apelando a la 

concepción de la política como, y según la 

formulación que, con igual brillantez que 

191 Cfr., en este sentido, y por todos, De Vega, P. “El carácter 
burgués de la ideología nacionalista”, cit., pp. 29-30.

192 Cfr. Friedrich,	 C.	 J.	 La Democracia como forma política y 
como forma de vida,	Madrid,	1965,	2.	ª	ed.,	p.	13.
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falta de rigor científico193, había realizado 
en favor del totalitarismo Carl Schmitt194, 
la relación “amigo-enemigo”, una brutal 
represión sobre todos aquellos ciudadanos 
que, desde cualquiera de los ámbitos del 
Estado, se atreviesen a realizar cualquier 
tipo de crítica, pública o privada, a la actua-
ción del gobernante. 

Lo que comporta, necesariamente, la subs-
titución del Estado de partidos por un Es-
tado-partido195, que, en la medida en que 
implica la aparición, más o menos explícita, 
de un Estado dictatorial de partido único, 
suponía, como bien comprendió Kelsen196, 
un ataque letal al Estado Constitucional 
mismo. Lo que, de nuevo, estimamos no ha 
de ser muy difícil de comprender. Bastará, 
en efecto, para ello, con tomar en conside-
ración que la eliminación del pluripartidis-
mo en lo que, en realidad, se acaba tradu-
ciendo es, como, con meridiana claridad, 
observó Heller197, en hacer absolutamente 
inviable la materialización de la efectividad 
de los principios inspiradores del constitu-
cionalismo moderno, y de un modo muy 
singular el de la división de poderes, que, 
conviene no olvidarlo, en el marco del Es-
tado Constitucional democrático y social ya 
no se articula como aquella confrontación 
imanada por Montesquieu entre Poder Le-
gislativo, Poder Ejecutivo y Poder Judicial, 
sino, por el contrario, lo que sucede es que, 

193  Cfr. Heller, H. “Europa y el fascismo”, cit., p. 85.

194  Cfr. Schmitt, C. El concepto de lo político. Texto de 1932 con 
un prólogo y tres corolarios, Madrid, 1991, pp. 56 y ss.

195  Cfr. De Vega, P. Estado social y Estado de partidos. La pro-
blemática de la legitimidad, cit., p. 550.

196  Cfr. Kelsen, H. “Esencia y valor de la Democracia”, cit.,	p.	
36.

197  Cfr. Heller, H. “Europa y el fascismo”, cit., pp. 72 y ss.

como ha escrito el Maestro Pedro de Vega, 

el “juego de fuerzas políticas no se contra-

pesa ya entre el legislativo y el ejecutivo, 

habida cuenta que los partidos electoral-

mente triunfantes suelen estar en ambos, 

sino entre mayorías y minorías, entre los 

partidos que ganan las elecciones, pero 

pueden perderlas en el futuro, y los parti-

dos que pierden las elecciones, pero en una 

próxima convocatoria pueden resultar ven-

cedores”198.

Por último, nos encontramos con que el 

viejo discurso antipartido, que parecía defi-

nitivamente desterrado del debate político 

con la definitiva consolidación, del Estado 

Constitucional democrático tras la II Guerra 

Mundial, ha vuelto a hacer su entrada en 

escena en las últimas décadas del siglo xx 

y, de modo muy patente, en los años que 

llevamos del siglo xxi. Circunstancia esta 

a la que, según nuestro parecer199, no re-

sulta ajeno el fenómeno de la aceptación 

incondicionada, aunque muchas veces de 

manera inconsciente, de los presupuestos 

políticos del neoliberalismo tecnocrático 

globalizador, que, a la postre, ha hecho que 

no solo se ponga en cuestión el concepto 

moderno, técnico y actual de Constitución, 

al que hasta hace poco se le daba una vali-

dez universal, sino que también ha determi-

nado que el Estado Constitucional mismo 

haya empezado a ser discutido como el 

198  De Vega, P. “Jurisdicción constitucional y crisis de la Cons-
titución”, Revista de Estudios Políticos,	n.	º	7	(1979),	p.	106.

199  Cfr., a este respecto, Ruipérez Alamillo, J. El constitucio-
nalismo democrático en los tiempos de la globalización. Re-
flexiones rousseaunianas en defensa del Estado Constitucio-
nal democrático y social, México, 2005, passim.
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más acabado y perfecto instrumento de li-
beración de los hombres200. 

Lo de menos, como ha de ser para todos 
palmario, sería el detenernos a denunciar 
que todos esos efectos benéficos que 
pretendía el neoliberalismo tecnocrático 
globalizador con la substitución de los dis-
tintos Estados Constitucionales democráti-
cos y sociales por una “aldea global”, están 
muy lejos de materializarse. No podríamos, 
por lo demás, y siquiera sea por razones de 
espacio, entrar en un tal problema. Báste-
nos, por ello, con limitarnos a indicar que el 
efecto que, en verdad, ha tenido el proceso 
de mundialización ha terminado siendo en 
extremo nocivo para la libertad de los ciu-
dadanos, en tanto en cuanto que, por decir-
lo con el Maestro Pedro de Vega, lo que ha 
terminado sucediendo es que 

“pretendió el liberalismo establecer 
un nuevo tipo de comunidad política 
en la que la libertad, situada al margen 
del Estado, y, la igualdad ubicada al 
margen de la sociedad, se convertían 
en valores ininteligibles y apócrifos, 
que pasaban a ser la manifestación 
más palpable de un pensamiento 
incapaz de dar cuenta de su propio 
mundo. […] Peregrina la libertad en la 
Arcadia feliz de la sociedad, pronto se 
pudo constatar que, en los múltiples 
conflictos generados en su seno en-
tre los intereses privados, el ejercicio 
del vivere libero se transformaba en el 

200 Para la denuncia de esto último, cfr., por todos, Considera-
ciones sobre el Estado Constitucional, la ciencia y la con-
centración de la riqueza. Guerra, A. y Tezanos, J. F. (eds.) y 
otros, Alternativas para el siglo xxi. I Encuentro Salamanca, 
Madrid, 2003, pp. 180-181.

ejercicio del dominio de los intereses 
más poderosos sobre los más débiles. 
Lo que, en definitiva, representaba, 
como ya había señalado el humanismo 
renacentista, la más abyecta la forma 
de opresión y dominación, pues al 
convertirse unos hombres en meros 
instrumentos para que otros pudieran 
satisfacer sus ambiciones, no se hacía 
más que consagrar lo que Aristóteles 
consideraba la esencia misma de la es-
clavitud”201.

En lo que, de cualquiera de las maneras no 
podemos dejar de insistir es en el dato de 
la relación que tiene este proceso de mun-
dialización con el resurgir de los ataques a 
la democracia representativa en régimen 
de partidos. Y, en este sentido, lo primero 
que hemos de decir es que, acaso, la me-
jor prueba de ello, la encontremos en el 
hecho de que el discurso antipartido es 
enarbolado en nombre de la democracia y 
del progresismo por parte de los partidos 
que flirtean con el movimiento antisistema, 
y por el populismo, los cuales se muestran 
especialmente reacios a los fenómenos de 
integración supraestatal. 

Las formas que adoptan sus diatribas a los 
partidos políticos tradicionales, permiten, 
en efecto, llegar a esta conclusión. El pun-
to de partida de estos ataques al Estado 
de partidos se encuentra, inexorablemen-
te, en la constatación del modo en que se 
está desarrollando el debate político en la 
actualidad. A saber: en la medida en que 

201 De Vega, P. “La Democracia como proceso. (Algunas re-
flexiones desde el presente del republicanismo de Maquia-
velo”, cit., p. 491.
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los partidos tradicionales, seducidos o con-
fundidos por el pensamiento neoliberal 
tecnocrático, han acabado asumiendo, y de 
forma plena, la idea defendida por Daniel 
Bell202, conforme a la cual, y para lograr el 
total y absoluto sometimiento de la políti-
ca a los dictados de la razón tecnocrática 
e instrumental, es menester que el Estado, 
como unidad de decisión política, se organi-
ce según la lógica empresarial, de suerte tal 
que de igual modo que en el mundo empre-
sarial son los técnicos, y no todos los tra-
bajadores de la empresa, los que adoptan 
las decisiones, también en el Estado ha de 
existir una élite dirigente que, con base en 
su formación técnica, controle el proceso 
de toma de decisiones políticas fundamen-
tales. 

Y es, ni que decir tiene, porque conciben 
a los partidos tradicionales como los suje-
tos que, en definitiva, permiten que todas 
las medidas jurídicas y políticas que se 
aprueban en el Estado, se aprueben res-
pondiendo no a los intereses reales de los 
ciudadanos, a quienes se aparta de la vida 
pública, sino, y haciendo reales aquellos 
peligros que, ya en 1922, había denuncia-
do ese gran constitucionalista alemán que 
fue Richard Schmidt que se derivan de que 
el Estado opta por no oponer su poder al 
del gran capital203, a los de los titulares del 

202 Cfr. Bell, D. Cfr., por todos, Bell, D. El fin de las ideologías, 
cit., pp. 25-26, por ejemplo., pp. 25-26, por ejemplo.

203 El discurso de Richard Schmidt a este respecto, no puede 
ser, en verdad, más contundente, y, por ello mismo, y aun-
que ello parezca alejarnos del objeto de atención en este 
estudio, creemos oportuno transcribirlo. Así, escribió este 
constitucionalista conservador que “El	poder	partidista	más	
activo,	con	mucho,	y	el	que	significa	inmediatamente	la	mayor	
amenaza	para	la	situación	actual	de	Europa,	es	naturalmente,	
el	gran	capital	internacional.	[…].	En	tanto	no	le	hagan	frente	
los	 poderes	 estatales,	 lleva	 a	 cabo,	 en	 obsequio	 a	 su	 propia	

poder económico transnacional, por lo que 
su propuesta no puede ser sino la de la eli-
minación del Estado de partidos y, sin ser 
conscientes del riesgo que ello comporta 
–y que no es otro que el de la transforma-
ción del Estado Constitucional en un Estado 
totalitario204–, su substitución por un nuevo 
Estado plebiscitario, fundamentado en la 
democracia directa.

Ahora bien, si la propuesta de la elimina-
ción de los partidos políticos adquiere, 
como decimos, unas formas nuevas en la 
actualidad, es lo cierto, sin embargo, que 
su articulación concreta en modo alguno 
es novedosa. La argumentación empleada 
hoy por los nuevos sujetos contrarios a los 
partidos políticos es, pese a su pretendida 
modernidad, muy parecida a la que había 
empleado ya, y en el primer tercio de la 
pasada centuria, el pensamiento antide-
mocrático y antiliberal. De hecho, el mismo 
no puede dejar de recordar a las tesis esgri-
midas, verbi gratia, por Michels su célebre 
“ley de hierro de la oligarquía”. 

En efecto, las ideas principales de esta, esto 
es, la de que la estructura piramidal de las 
organizaciones políticas partidistas favore-

omnipotencia,	una	acción	devastadora	de	valores,	y	en	verdad	
el	daño	del propio país	[y,	añadiríamos	nosotros	respecto	de	la	
situación	actual,	de	esto	empiezan	a	ser	conscientes	los	ciuda-
danos	alemanes,	quienes	no	pueden	dejar	de	constatar	cómo	
las	políticas	de	austeridad	impuestas	por	el	capital	financiero	
alemán	al	resto	de	los	Estados	comunitarios,	que	se	les	“ven-
de”	como	algo	absolutamente	necesario	para	evitar	la	quiebra	
económica	de	la	propia	Alemania,	termina	siendo,	y	de	forma	
inevitable,	altamente	lesiva	para	sus	propios	intereses	econó-
micos	 en	 la	medida	 en	 que	 priva	 a	 los	 ciudadanos	 de	 estos	
otros	Estados	de	la	posibilidad	real	de	adquirir	los	productos	
alemanes]	tanto	como	pueda	serlo	–no	hay	ninguna	diferencia	
esencial–	en	daño	de	los	países	extraños”.	Citado por Heller, 
H.	“Socialismo	y	Nación”	(1925/1931),	en	Heller,	H.	Escritos 
políticos, Madrid, 1985,	pp.	214-215.

204  Cfr., en este sentido, y por todos, De Vega, P. En torno a 
la crisis de las ideas de representación y de legitimidad en la 
democracia actual, cit., p. 455. 
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cen el distanciamiento de los dirigentes del 
partido respecto de sus bases, y que ello 
provoca el que se pase a defender los in-
tereses concretos y coyunturales de aque-
llos, incluso cuando puedan ser contrarios 
a los de sus militantes, simpatizantes y vo-
tantes, se encuentran, como acabamos de 
ver, muy presentes en el moderno discurso 
antipartido.

Y si esto es así, a nadie puede, ni debe, ex-
trañar que las conclusiones de los moder-
nos enemigos del Estado Constitucional 
de partidos sea la misma que la que de-
fendieron en la pasada centuria los deci-
didamente antidemócratas y antiliberales 
Ostrogorski, Michels, Schmitt, Koellreuter, 
etc. En ambos casos, la receta es la misma 
el partido político debe desaparecer para 
que los individuos que integran el Estado 
puedan llegar a ser realmente libres. Se 
olvidan hoy, como también lo hicieron los 
del período entre guerras, de advertir las 
consecuencias que la abolición de los par-
tidos políticos, en cuanto que instrumentos 
fundamentales para la participación políti-
ca de los ciudadanos, generaría en el seno 
de la sociedad. Debemos, a este respecto, 
a Pedro de Vega la observación fundamen-
tal de que “experiencia nos enseña es que 
cuando los partidos desaparecen, los que le 
substituyen son los grupos de presión, los 
magnates de las finanzas o los demagogos 
convocación de dictadores”205.

Debemos, de cualquiera de las maneras, 
indicar que si, como estamos diciendo, el 

205 De Vega, P. Legitimidad y representación en la crisis de la 
Democracia actual, Barcelona, 1998, p. 26.

diagnóstico es hoy el mismo que el que 
hicieron los antidemócratas y antiliberales 
en el período entre guerras, no lo es, sin 
embargo, la solución que va a proponerse. 
En efecto, conscientes, por un lado, del pe-
ligro que conllevaría la eliminación total de 
las organizaciones partidistas, y, por otro, 
de que no le faltaba la razón a Kelsen –cuya 
condición de ser, como, entre otros, han 
puesto de relieve, y así lo hemos hecho 
constar ya en este escrito, Baldassarre, La 
Pergola y De Vega206, el constitucionalista 
positivista más claramente comprometido 
con la defensa de la Democracia Constitu-
cional en los convulsos años 1920-1930 se 
encuentra, creo, y no obstante las críticas 
que le dirigió Franz Neumann207, fuera de 
toda duda–, cuando, polemizando con Trie-
pel, advirtió que “no puede dudarse que 
el descrédito de los partidos políticos por 
parte de la teoría y la doctrina del derecho 
político de la monarquía constitucional en-
cubría un ataque contra la realización de 
la democracia. Sólo por ofuscación o dolo 
puede sostenerse la posibilidad de la demo-
cracia sin partidos políticos. 

La democracia, necesaria e inevitablemen-
te, requiere un Estado de partidos”208, lo 
que los nuevos críticos del Estado de par-
tidos hacen, es, y ya desde la década de, 
tratar de encontrar soluciones con las que, 
según ellos, se vendrían a solucionar las 
distorsiones provocadas en la democracia 
representativa como consecuencia de la 
actuación de unos partidos políticos oligar-

206 Vid. supra, nota 18.

207 Cfr. Neumann, F. Behemoth. Pensamiento y acción en el na-
cional-socialismo (1942), México, 1983.

208 Kelsen, H. “Esencia y valor de la Democracia”, cit.,	p.	37.
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quizados, y que, a la postre, no hacen sino 

dar de algún modo la razón a Duverger209 

cuando, apelando a la ya aludida “ley de 

hierro de la oligarquía” de Michels, senten-

ció que la democracia representativa en 

régimen de partidos terminaba presentán-

dose como una democracia sin el Pueblo.

Este es, en efecto, el fundamento de aquel 

mito de la “democracia participativa” que 

encontró en Pier Luigi Zampetti210 uno de 

sus más brillantes expositores. La misma, 

de una manera muy básica, se concretará, y 

con la pretensión de conciliar, por un lado, 

la necesidad de recuperar la capacidad de-

cisoria de los ciudadanos frente a un siste-

ma representativo que prima la actuación 

de los tecnócratas y, por otro, la creencia 

del neocapitalismo en que la participación 

directa de unos ciudadanos despolitizados 

será el mejor instrumento para alcanzar la 

paz social, en el “establecimiento de unos 

cauces de participación diferentes a los 

tradicionalmente establecidos por la demo-

cracia representativa clásica, y desde los 

que se piensa que los ciudadanos pueden 

hacer valer mejor sus intereses, satisfacer 

sus aspiraciones y, sobre todo, generar las 

adhesiones y alimentar los entusiasmos 

que, como consecuencia de la pérdida de 

legitimidad de ciertas instituciones repre-

sentativas, se comienzan a dar definitiva-

mente por perdidos”211. 

209 Cfr. Duverger, M. La démocratie sans le peuple,	París,	1967.	

210 Cfr.	 Zampetti,	 P.	 L.	Società emite e participazione politica, 
Milán,	1970.

211 De Vega, P. “En torno a la crisis de las ideas de representa-
ción y de legitimidad en la democracia actual”, cit., p. 464. 

Razones de espacio nos obligan, y a pesar 
del interés que ello puede tener, a renun-
ciar a realizar un estudio pormenorizado de 
las distintas propuestas que se han hecho 
para materializar en el orden práctico esta 
“democracia participativa”. Nos limitare-
mos, por ello mismo, a señalar que noso-
tros, como tal vez no podría ser de otro 
modo, compartimos el juicio que sobre la 
misma tenía el Maestro Pedro de Vega. 

Nos estamos refiriendo, en concreto, a su 
aserto de que 

“A fin de cuentas, la representación 
de intereses no significa otra cosa que 
la consagración e institucionalización 
en el orden político del statu quo. Se 
comprenden por ello las palabras que 
antes transcribía de Burdeau cuando 
afirmaba que “el neocapitalismo con-
templa la participación como el instru-
mento ideal para realizar la integración 
social y, por ello, para lograr la paz en 
las relaciones laborales. Despolitizan-
do los problemas y desmovilizando las 
ideologías, la participación sería, al fin, 
el instrumento ideal para consolidar el 
orden económico existente”. Lo que 
no se comprende, sin embargo, es que 
amplios sectores del progresismo pue-
dan contemplarla con el mismo entu-
siasmo. […] Como pura construcción 
artificiosa y mítica, y como a todos los 
mitos que se introducen en el mundo 
de la política, quizá lo mejor que se 
puede hacer con la idea de democra-
cia participativa es no hablar siquiera 
de ella, y aplicarle aquellas palabras 
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del Virgilio dantesco: ‘Non ragioniam 
di lor, ma guarda e passa’”212.

Mayor importancia tiene, por lo menos a 
los efectos que ahora interesan, detener-
se en ese otro gran mito, al que, con gran 
brillantez, se refirió ya, y en los años 1970, 
Francesco Mercadante213, conforme al cual, 
y pretendiendo dar satisfacción a la idea 
rousseauniana de que la más perfecta de-
mocracia es la de la identidad, la única ma-
nera posible de salvar la democracia es la 
de proceder a transformar la actual demo-
cracia representativa en una democracia 
plebiscitaria. Y ello, por la muy sencilla y 
simple razón de que, como a nadie debiera 
ocultársele, la misma se encuentra en cone-
xión directa con la moderna reivindicación 
del acceso libre a internet no solo como, 
y en cuanto que facilita el acceso a la cul-
tura, un derecho fundamental social, sino 
también, y con una mayor importancia para 
nuestro trabajo, como instrumento funda-
mental para permitir la participación real 
de los ciudadanos en el proceso de toma de 
decisiones políticas fundamentales.

La anterior reivindicación, fácil es de com-
prender, tiene, ciertamente, una dimensión 
general. Y que, en todo caso, se manifesta-
rá en un doble sentido. En primer término, 
lo que se pretende, y desde la comprensión 
de esta técnica como un mecanismo com-
plementario de la democracia representa-
tiva, es facilitar la intervención real de los 
ciudadanos aisladamente considerados 

212  De Vega, P. “En torno a la crisis de las ideas de representa-
ción y de legitimidad en la democracia actual”, cit., p. 465.

213  Cfr.	 Mercadante,	 F.	 La democrazia plebiscitaria,	 Milán,	
1974.

tanto en el proceso electoral como cam-
paña electoral, como en la efectiva desig-
nación de los representantes del Cuerpo 
Electoral en el Parlamento. Aparece, de 
este modo, lo que, de una manera genéri-
ca, podemos llamar el “voto electrónico”. 
Técnica esta que si bien, y en una primera, 
y simplista, aproximación pudiera ser con-
siderada como, y en la medida que vendría 
a abrir nuevos cauces para que los ciuda-
danos puedan ejercer sus deberes demo-
cráticos, altamente correcta para lograr la 
consolidación y profundización del régimen 
democrático, no está exenta de problemas. 
Debemos, en este sentido, recordar que en 
un momento en el que se produce, y de 
manera por el momento inevitable, la para-
doja de, por un lado, la existencia de unos 
poderes públicos estatales que ponen todo 
su empeño en conseguir que toda la vida 
del Estado se desarrolle por vía informáti-
ca, nos encontramos, por otro, ante la, de 
modo indiscutible e irrefutable, lamentable 
realidad de que no existen medios infalibles 
de defensa de la comunicación por la red. 

Internet, y sobre todo, y para lo que a noso-
tros importa ahora, sigue siendo, en efecto, 
un terreno donde proliferan los “hackers” 
y, en consecuencia, harto propicio para la 
manipulación informativa en el período 
electoral. Podemos recordar aquí, los ya 
citados supuestos de intento de manipu-
lación del resultado electoral acaecidos en 
Estados Unidos de América, en Francia o en 
México, y que fueron denunciados en su 
día. Pero podemos también referirnos a la 
denuncia, formulada en el momento mis-
mo en que yo estaba redactando estas pá-



Re
vi

st
a 

D
em

oc
ra

ci
a 

Ac
tu

al
   

N
úm

. 4
   

 D
ic

ie
m

br
e 

20
19

 

204

ginas, realizada por el Presidente de Ecua-
dor en el sentido de que, abusando de su 
condición de beneficiario del asilo político 
en la Embajada de este Estado en Londres, 
Julien Assange, al que también se le impu-
ta la intoxicación sobre Hilary Clinton, ha-
bía empleado sus vastos conocimientos, y 
medios, informáticos para, previa remune-
ración, crear un ambiente internacional fa-
vorable a las pretensiones del nacionalismo 
catalanista. Y, si esto es así, en el proceso 
electoral, no podemos descartar que esta 
misma manipulación pudiera producirse 
también en el supuesto extremo de la rei-
vindicación, que es la que solicita la inter-
vención, vía telemática, de los ciudadanos, 
hombres y mujeres, en los debates y vota-
ciones parlamentarias.

En segundo lugar, la reivindicación tiene 
por objeto el que sea el propio ciudadano, 
y no los partidos políticos, el sujeto que 
realmente decide sobre la vida del Estado. 
Tampoco está exento de riesgos, y por las 
mismas causas, el voto electrónico. De ello 
se ha ocupado, recientemente, el Profesor 
Guilles Giuglemi214, a su exposición, obliga-
dos por razones de espacio, nos remitimos.

Por su parte, la conversión de la democra-
cia representativa en régimen de partidos 
en una suerte de democracia plebiscitaria 
va a manifestarse también hacia el interior 
de las organizaciones políticas partidistas. 
Su pretensión no puede ser más clara, y, en 
principio, más acorde con la lógica demo-
crática. Siendo evidente que el fenómeno 

214 Cfr. G. Giuglemi y O. Ihl (dirs.) y otros, El voto electrónico, 
Madrid, 2017.

oligárquico se verifica en el interior de los 
partidos políticos, como sucede también, 
por lo demás, en toda organización social, y 
que existe en todos ellos el riesgo de que se 
produzca el divorcio entre los intereses de 
los dirigentes y los de las bases, pero tam-
bién el que la solución a este problema no 
puede ser la de, como defendían los antide-
mócratas y antiliberales en el período entre 
guerras, la de eliminar a los partidos políti-
cos, sino, por el contrario, la propuesta por 
Kelsen en el sentido de que la tendencia a la 
oligarquización ha de ser combatida desde 
el interior de los propios partidos políticos, 
de lo que se trata es de articular algún me-
canismo que asegure que las decisiones de 
los partidos políticos por la voluntad de la 
mayoría de sus militantes, y no por los inte-
reses de sus dirigentes. 

De esta suerte, lo que se propondrá es que 
las organizaciones partidistas actúen como 
una asamblea permanente, en la que han 
de participar directamente todos los mili-
tantes y simpatizantes del partido no solo 
expresando su opinión sobre todos y cada 
uno de los puntos del día, sino decidiendo, 
con su voto, positivamente cuál va a ser la 
posición del partido en el Parlamento. Lo 
que, se nos dirá, tan sólo podrá hacerse 
efectivo cuando esa asamblea se realice no 
a través de la libre discusión en las tradicio-
nales asambleas de las diversas agrupacio-
nes de los distintos partidos, sino mediante 
la participación de los militantes a través de 
internet. 

Y ello, se nos seguirá diciendo, por cuanto 
que sólo así podrá el militante y el simpa-
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tizante expresar libremente su parecer, 
eludiendo la presión que sobre él puede 
ejercer la presencia física de los miembros 
de las ejecutivas partidistas.

El argumento, al menos en nuestra opi-
nión, no puede ser considerado como cla-
ramente desalentador. Lo es, en efecto, en 
tanto en cuanto que lo que hace es poner 
de manifiesto la falta de fe que hoy tienen 
los ciudadanos en los propios mecanis-
mos democráticos para la adopción de las 
decisiones políticas fundamentales. Y es 
que, en definitiva, lo que la especie que 
ahora nos ocupa supone es que, frente a 
la correcta comprensión de que porque, 
como señaló Hans Kelsen, nos guste o no, 
la “democracia del Estado moderno es una 
democracia mediata, parlamentaria, en la 
cual la voluntad colectiva que prevalece es 
la determinada por la mayoría de aquellos 
que han sido elegidos por la mayoría de los 
ciudadanos”215, se tiene hoy la impresión, e 
incluso por los hombres y mujeres “politi-
zados”, de que las decisiones que han sido 
aprobadas por las mayorías de las distintas 
asambleas de los militantes van a ser, siem-
pre, y sin excepción, ignoradas, y substitui-
das por otras que respondan a sus propios 
intereses, por quienes habían sido elegidos 
por los militantes para que las ejecutasen. 

Pero lo es también, e incluso todavía más, 
por cuanto que pone asimismo de relieve la 
incapacidad de los militantes y simpatizan-
tes para comprender que cuando esta pa-
tología se produzca, cuentan siempre con 
mecanismos, jurídicos y políticos, adecua-

215  Kelsen, H. Esencia y valor de la Democracia, cit.,	p.	47.

dos, y que, en último extremo, son los que 
se derivan de la exigencia constitucional 
de que, como reza el artículo 6.º del actual 
Código Jurídico-Político Fundamental espa-
ñol, su estructura y funcionamiento interno 
han de ser democráticos, para corregirla, 
como sería, por ejemplo, la substitución de 
esos dirigentes por otros que sí respetasen 
las decisiones mayoritarias de la militancia.

Sea de ello lo que sea, lo que interesa po-
ner de relieve es que la ambicionada elimi-
nación de la estructura piramidal del parti-
do político mediante su conversión en una 
suerte de asamblea permanente de militan-
tes, en modo alguno está exenta de ries-
gos. Sobre todo, y como estamos diciendo, 
cuando esto pretende conseguir con la par-
ticipación directa de los últimos a través de 
la red. Los mismos peligros de la posible ac-
tuación de los hackers alterando el sentido 
del voto de los militantes y simpatizantes, 
y el de la intoxicación previa a la votación 
final que veíamos antes, se encuentran 
también presentes en el supuesto de las 
decisiones intrapartido. Circunstancia esta 
que, entendemos, nos exime de mayores 
comentarios.

VI. ALGUNAS 
REFLEXIONES FINALES

Como hemos indicado, resulta indiscutible 
que, como testigos privilegiados, estamos 
atravesando un momento político donde la 
idea de la crisis de la democracia represen-
tativa en el marco del Estado de partidos se 
encuentra muy generalizada. Sobre todo, 
la misma se ha hecho, como decíamos, es-
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pecialmente fuerte a partir de 2011. Siendo 

así, lo que nos cumple ahora es preguntar-

nos si no estaremos asistiendo a un nuevo 

ataque a la Democracia Constitucional. Tan-

to más, cuanto que, como hemos visto, los 

nuevos ataques a la democracia represen-

tativa no hacen, aunque a veces con nuevas 

formas, más que resucitar los argumentos 

que los grandes antidemócratas y antilibe-

rales del período entre guerras –y podemos 

recordar aquí, y a título de mero ejemplo, 

los discursos de aquellos Schmitt216 y Koe-

llreuter217, quienes, nadie debiera olvidarlo, 

habiendo criticado el sistema parlamenta-

rio representativo en los años 1920, y en 

nombre de una democracia que debía res-

ponder directamente a la voluntad de los 

ciudadanos, no dudaron, como nos dice, p. 

ej., Harold Laski218, en proceder a la diviniza-

ción de Hitler tan pronto como este se hizo 

con el poder–, contra la democracia repre-

sentativa en régimen de partidos219. 

Y esto es, según nuestro parecer, sobre lo 

que debiéramos reflexionar. Sobre todo, 

porque lo que debemos preguntarnos es si 

con la aceptación por parte de los nuevos 

administradores del Estado de la lógica del 

216 Vid., Schmitt, C. Estructura	del	Estado	y	derrumbamiento	del	
Segundo	Reich.	La	victoria	del	burgués	sobre	el	soldado. Sch-
mitt,	C.	Estructura del Estado y derrumbamiento del Segundo 
Reich. “La victoria del burgués sobre el soldado”. La lógica 
de la sumisión espiritual,	Madrid,	2006,	pp.	1-85.

217 Vid.	 O.	 Koellreuter,	 Vom Sinn und Wesen der nationalen 
Revolution (Recht und Staat in Geschichte und Gegemwart, 
Cuaderno	101),	Tubinga,	1931;	Volk und Staat in des Verfas-
sungkrise (Zugleich eine Auseinandersetzung mit der Verfas-
sungslehre Carl Schmitts),	 1933;	Grundiss der Allgemeinen 
Staatslehre,	 Tubinga,	 1933; Deutsches Verfassungsrecht, 
Berlín,	 1935; Volk und Weltanschuung des Nazionalismus. 
(Vortrag),	Berlín,	1935.

218	 Cfr.	H.	J.	Laski, El Estado en la teoría y la práctica	(1934),	
Madrid,	2008,	pp.	224-225.

219 Cfr., en el mismo sentido, De Vega, P. La función legitimado-
ra del Parlamento, cit., p. 439. 

neoliberalismo tecnocrático, por un lado, 

y la respuesta que se le pretende ofrecer 

a esto por parte, en muchos casos, de los 

que responden, y de forma inequívoca, a lo 

que Jürgen Habermas llamaba el “revolu-

cionarismo aparente”, y Tierno Galván “ra-

dicalismo estético”, no nos conducen a esa 

situación descrita por el Maestro Pedro de 

Vega cuando escribió que 

“La pretensión de reconstruir un or-

den liberal en el que las instancias 

políticas […] cedan su puesto a las 

instancias sociales, terminará convir-

tiéndose de esta forma en una crítica 

directa e injusta de los partidos po-

líticos, de los que sin pudor alguno 

se denunciarán sus males, y en una 

apologética indirecta, pero no por 

ello menos decidida, de los grupos de 

presión. Se condena a los partidos y se 

critica su acción, para que en su lugar 

se desarrolle la actividad de los grupos 

y de los poderes privados. Constituye 

un hecho perfectamente verificable 

que en aquellas democracias donde 

los partidos todavía gozan de un mí-

nimo prestigio, los grupos de presión 

tienen una acción mucho más limitada 

que en aquellas otras donde han per-

dido definitivamente su legitimidad. 

Hablar, en estas circunstancias, de una 

reconstrucción de la sociedad liberal, 

dando por buena la hipótesis de que 

nos enfrentamos a una sociedad presi-

dida por la acción de los grupos de pre-

sión, obliga a conferir la razón a aquel 

discípulo de Hegel que decía que los 
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grandes acontecimientos históricos se 

repiten siempre como farsas”220.

Cierto es, en este sentido, que los partidos 

políticos que, de una u otra suerte, estaban 
llamados, desde la óptica democrática, a 
configurarse como el substitutivo histórico 
de la opinión pública burguesa en la forma-
ción de las decisiones políticas fundamen-
tales del Estado –que es, en último extre-
mo, lo que explica la ya aludida necesidad 
de que los mismos se vean sometidos a 
controles de constitucionalidad en su ac-
tuación221–, han dejado mucho, sin duda, 
mucho que desear. Así ha sido, y nadie lo 
puede negar, desde el punto de vista histó-
rico. 

Lo que, en último extremo, se explica por 
cuanto que, aunque ciertamente injusta y 
exagerada, no dejaba de tener alguna razón 
Michels en su crítica a los partidos políticos 
por su tendencia a la oligarquización. Y nin-
guna duda puede existir sobre el hecho de 
que esto se ha agravado en la actualidad, 
y, de manera fundamental, por dos órde-
nes de circunstancias. En primer lugar, por 
la ya aludida aceptación de los parámetros 
conceptuales del neoliberalismo tecnocrá-
tico, que ha llevado a entender a no pocos 
miembros de la clase política que la función 
del gobernante no es, y ni mucho menos, 
la de hacer política, sino, por el contrario, 
la de convertirse en meros gestores de la 

cosa pública para que el capital obtenga las 

220 De Vega, P. En torno a la crisis de las ideas de representación 
y de legitimidad en la democracia actual, cit., p. 456. 

221 Cfr., en este sentido, por todos, y a título de mero ejemplo, 
De Vega, P. Fuerzas políticas y tendencias ideológicas en los 
últimos años del franquismo, cit., p. 167.

mayores cuotas de ganancia y beneficio. 
Lo que, de modo inevitable, ha generado 
consecuencias sobre la vida de los partidos 
políticos, y sobre el papel que los mismos 
estaban llamados a desempeñar. 

En efecto, los partidos que debían servir 
para desarrollar la discusión y el debate so-
bre los modos en que debían materializar-
se en normas jurídicas las soluciones a los 
distintos problemas formuladas desde una 
determinada visión del mundo, la ideología 
en definitiva, se ha visto, de algún modo, 
convertidos en meros instrumentos para 
justificar ante los electores las decisiones 
adoptadas por sus dirigentes.

En segundo término, pero relacionado di-
recta e inmediatamente con lo anterior, 
hemos de referirnos a las consecuencias 
que, en este orden, ha generado el enorme 
desarrollo experimentado por la tecnolo-
gía de las comunicaciones. Ya nos hemos 
referido al hecho de que hoy, y desde las 
más variadas posiciones partidistas, se está 
reivindicando el libre acceso a internet en 
cuanto que, se nos dice, instrumento para 
la satisfacción de los derechos políticos. 

No seré yo, desde luego, el que venga a 
discutir que las posibles virtualidades de 
internet como mecanismo adecuado para 
lograr la participación de todos los ciuda-
danos en el proceso de toma de decisio-
nes políticas fundamentales. Nadie puede 
discutir que, desde un punto de vista teó-
rico, las redes sociales pueden entenderse 
como un mecanismo adecuado para lograr 
la participación de todos los ciudadanos en 
el proceso de toma de decisiones políticas 
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fundamentales; y ello, por la muy sencilla y 

simple razón de que, insistamos desde el 

punto de vista teórico, permitiría que todos 

los ciudadanos contribuyesen a la forma-

ción de estas decisiones, con lo cual podría 

entenderse cumplida aquella, ya conocida, 

pretensión expresada, en nombre de la ló-

gica democrática, por Barère en la Constitu-

yente francesa de 1792-1793222.

Ahora bien, si esto es así, y lo es en vía de 

principio, es lo cierto, sin embargo, que 

tan solo desde una ingenuidad propia del 

Pangloss volteriano podríamos entender 

que esta función se está cumpliendo. Y no 

nos estamos refiriendo al hecho, innegable 

por lo demás, que las más de las veces el 

supuesto debate político en la red, lejos de 

ser un intercambio de ideas, en lo que se 

traduce es en la aparición de mensajes con 

la única finalidad de insultar y descalificar al 

adversario, entendido, al modo schmittia-

no, como un “enemigo total” al que debe 

destruirse. A lo que nos referimos es a que, 

al haber reducido el debate político a los 

140 caracteres gratuitos del mensaje, lo ha 

terminado sucediendo es que se han agudi-

zado las tendencias cesaristas de los líderes 

partidistas. Con lo que, inevitablemente, el 

partido político se ve condenado a abando-

nar el papel de actuar de lugar de encuen-

tro y discusión entre los ciudadanos de si-

milar visión del mundo, para convertirse en 

meras maquinarias electorales, y de justifi-

cación de las decisiones del gobernante tan 

pronto como este alcanza el poder.

222 Vid. supra, nota 36 y texto al que se refiere.

No es menester ser en exceso sagaz y pers-
picaz para comprender que, es justamente 
esta tendencia, propiciada, como decimos, 
por la presencia de internet en el proceso 
político, la que, aunque sea paradójicamen-
te, refuerza la idea de que la democracia re-
presentativa está en una situación de crisis 
definitiva. Así como la de que los partidos 
políticos, definitivamente anquilosados en 
la gestión, se presentan como los grandes 
enemigos del Pueblo.

Nada de particular tiene que, ante un tan 
desolador panorama, sean muchos los que, 
con un mayor o menor grado de romanti-
cismo, apelen a los planteamientos de los 
rousseaunianos Robespierre y Saint-Just 
sobre la “nación en armas”, para reivindi-
car la participación directa de los ciudada-
nos en el proceso de toma de decisiones 
políticas fundamentales. Y tanto desde el 
interior de las propias organizaciones par-
tidistas, a las que, como ya ha quedado di-
cho, se pretende transformar en una suer-
te de asamblea plebiscitaria permanente 
a través de internet, como en el contexto 
general del Estado. 

En el mejor de los casos, y como a nadie 
puede ocultársele, una tal reivindicación se 
presentará como una reedición de aquella 
idea lanzada, ya en 1911, por él, sin disputa, 
más rousseauniano y robespierreiano de 
los políticos españoles. Nos referimos, ob-
vio es, al aserto azañista de que 

“En lo político necesitamos […], la 
revisión de todas las instituciones de-
mocráticas en nombre de su principio 
de origen, […]. ¿Democracia hemos 
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dicho? Pues democracia. No caeremos 
en la ridícula aprensión de tenerla mie-
do: restaurémosla, o mejor, implanté-
mosla, arrancando de sus esenciales 
formas todas las excrecencias que la 
desfiguran. No odiéis ni os apartéis de 
la política, porque sin ella no nos salva-
remos. Si política es arte de gobernar 
a un pueblo, hagamos todos política y 
cuanta más mejor, porque sólo así po-
dremos gobernarnos a nosotros mis-
mos e impedir que nos desgobiernen 
otros”223.

Con ella, lo que Manuel Azaña hizo fue, in-
necesario debiera ser aclararlo, apelar a la 
vieja, y ya conocida por nosotros, concep-
ción democrática conforme a la cual porque 
las leyes que los hombres y mujeres han de 
obedecer han de ser, inexcusablemente, 
fruto de su voluntad, todos los ciudadanos 
del Estado han de participar en su elabora-
ción y aprobación. Pero, ello implica, y esto 
es lo importante y lo que, en definitiva, re-
sulta transcendente, también el volver a la 
concepción de que el gobierno de la Comu-
nidad Política, lejos de plantearse como la 
mera toma de decisiones por parte de los 
técnicos, que es como, nadie puede igno-
rarlo, se plantea en la actualidad y en muy 
buena medida como consecuencia de la 
aceptación de los esquemas conceptuales 
del neoliberalismo tecnocrático, y que, a la 
postre, es uno de los mayores factores para 
la generalización de la idea de la crisis total 
de la representación política en el Estado 

223 Azaña, M. El problema español. Conferencia pronunciada 
en la Casa del Pueblo de Alcalá de Henares el 4 de febrero 
de 1911. Azaña, M. Discursos políticos, Barcelona, 2004, pp. 
34-35.

de partidos, se vuelva a entender como el 
resultado de la confrontación de ideas por 
parte de unos ciudadanos que, de manera 
coextensa, se presentan como los únicos 
dueños del destino del Cuerpo Político, y 
como los destinatarios últimos de las deci-
siones jurídicas adoptadas en el Estado.

Importa señalar, a este respecto, que fue, 
justamente, tratando de hacer efectivo 
este principio por lo que, ya en la década de 
1950, se procedió en Francia a resucitar la fi-
gura de los “clubes políticos”, a los que los 
profesionales universitarios de las Ciencias 
del Estado prestaron alguna atención224, y 
en cuyo tratamiento no podemos entrete-
nernos. Lo que, en verdad, nos interesa, es 
tan sólo verificar que si los mismos surgie-
ron fue, y de un modo muy fundamental, 
para que actuaran como mecanismo para 
paliar la esclerosis de unos partidos centra-
dos en la mera gestión de la cosa pública, y 
a los que se pretendía, desde el mundo de 
las ideas y de las ideologías, instar a estos 
a su renovación programática y estructu-
ral225. Y, en todo caso, no podríamos dejar 
de constatar que, en cuanto que, en la ma-
yoría de los supuestos, creados por unas 
élites que buscaban en ellos algún meca-
nismo de promoción personal en el mundo 
de la política, su virtualidad y repercusión 
social fueron muy limitados. Tanto, que 
bien podríamos afirmar que tan sólo aque-
llos clubes de opinión que se encontraban 
vinculados, del modo que fuera, con los  

224 Vid. Faucher, J. A. Les clubs politiques en France. París, 1965; 
J. Mossuz, Les clubs et la Politique en France, París, 1970.

225 Cfr., a este respecto, y por todos, De Vega, P. Fuerzas políti-
cas y tendencias ideológicas en los últimos años del franquis-
mo, cit., pp. 93-94.
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partidos políticos tradicionales tuvieron 
una cierta transcendencia, y, por lo demás, 
son los únicos que han pervivido en el tiem-
po.

Lo anterior, de manera inevitable, y con 
esto ya termino, nos conduce a una con-
clusión. Es, y de forma innegable, deseable 
que los ciudadanos, haciendo suya la tesis 
del más sólido y consolidado pensamien-
to político democrático, tengan una parti-
cipación activa en el proceso de toma de 
decisiones políticas fundamentales. Lo es 
también, el que cobren conciencia de que 
esa participación no puede limitarse a de-
positar su voto en cada consulta electoral, 
sino que, por el contrario, han de desarro-
llar, y siquiera –y si se me permite la licencia 
de seguir el consejo de aquel sabio cons-
titucionalista positivista italiano Ferruccio 
Pergolesi, en el sentido de la conveniencia 
de que los juristas, y con el fin de mantener 
la atención del público, introduzcan en su 
discurso alguna frivolidad–, sea por cuanto, 
por decirlo en la expresión acuñada en Es-
paña por un famoso bailarín (A. Gades), la 
política es tan importante y tan seria, que 
no puede dejarse en manos de los políticos 
profesionales, ha de desarrollar, al modo 
demandado, de una u otra suerte, por 
Rousseau y el democratismo radical, una 
actividad de control permanente sobre los 
gobernantes/representantes. 

Pero, si esto es así, lo que no puede olvi-
darse es que, querámoslo o no, hoy sigue 
siendo el partido político el mejor instru-
mento con el que contamos los ciudadanos 
para participar en el proceso de toma de  

decisiones políticas fundamentales. De 
donde, en primera instancia, se deduce 
que, como ya se había puesto de relieve 
en el primer tercio de la pasada centuria, la 
solución al problema que hoy se nos plan-
tea, la sedicente crisis de la representación 
política, no puede ser el que habían pro-
puesto los antidemócratas y antiliberales 
de eliminar el partido político. Lo que se 
explica, además, fácilmente. En el fondo, lo 
que unas tales reivindicaciones pretenden, 
y tanto en su formulación original, como en 
la actual, es el retorno a una idílica situación 
política, en la que el centro del sistema es-
taría ocupado por un Parlamento que, en 
realidad, nunca existió226.

De esta suerte, de lo que se trataría, enton-
ces, no es de condenar apriorísticamente 
a los partidos políticos, como tampoco de 
renunciar a la Democracia Constitucional, 
sino de buscar algún medio para conciliar 
adecuadamente la actuación de aquellos 
en el marco de la segunda. Lo que, en de-
finitiva, nos lleva a tener que recordar lo 
dicho, en 1994, y enfrentado ya a la pro-
blemática de la crisis de la representación 
por política por la presencia de los partidos 
políticos en el Estado Constitucional demo-
crático y social –que, a pesar de los pesares, 
sigue siendo el más perfecto y acabado ins-
trumento de liberación de los hombres, en 
el sentido de que a esta expresión le otor-
ga, desde siempre, el pensamiento político 
democrático227–, por el Maestro Pedro de 

226  Cfr. De Vega, P. La función legitimadora del Parlamento, cit., 
p. 439.

227  Sobre esto, y por comodidad, cfr., por todos, Ruipérez Ala-
millo, J. Estado social versus aldea global. J. M. Serna de la 
Garza (coord.) y otros, Metodología del Derecho Compara-
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Vega. De un modo muy concreto, aludimos 
a su afirmación conforme a la cual 

“Es incuestionable que en el Estado 
Constitucional y democrático no se 
puede y no se debe prescindir de los 
partidos. Pero también lo es, que no 
se puede prescindir de los criterios y 
los supuestos legitimadores que justi-
fican la existencia del Estado. Máxime 
en unas circunstancias en las que se 
pone en duda, como indicábamos al 
principio, su propia virtualidad. Son los 
partidos políticos los primeros intere-
sados en que el Estado no fenezca. A 
fin de cuentas, es en su ámbito donde 
únicamente su presencia tiene razón 
de ser. Y porque esto es así, está en la 
lógica de la Democracia Constitucional 
que, mientras el Estado de partidos se 
muestre incapaz de ofrecer un criterio 
legitimador diferente al que presenta 
la democracia representativa clásica, 
carece de todo fundamento prescindir 
de este último. No es la democracia re-
presentativa clásica la que, en el plano 
constitucional, debe ser sacrificada en 
favor de la democracia plebiscitaria de 
partidos, sino que son los partidos los 
que deben adaptar su actuación a las 
exigencias y requerimientos de aqué-
lla. Quizá sea este el único mecanismo 
inteligente para que, colaborando a la 
salvación del Estado (sometido a otros 
y no menos peligrosos embates), los 

do. Memoria del Congreso Internacional culturas y sistemas 
jurídicos comparados, México, 2005, pp. 453-522.

partidos políticos puedan, a su vez, 
salvarse a sí mismos”228.

Espero haber satisfecho las expectativas 
que tenían los organizadores de este even-
to al confiarme la tarea de reflexionar ante 
ustedes sobre la sedicente crisis de la repre-
sentación y del Estado de partidos. En todo 
caso, me gustaría haber logrado a contri-
buir a aclarar algunos extremos del proble-
ma, y no haber contribuido a generar una 
mayor confusión. Sobre todo, por cuanto 
que mi interés al aceptar la invitación era el 
de colaborar a la defensa de la Democracia 
Constitucional en unos momentos, como 
nadie ignora, especialmente convulsos. De 
cualquiera de las maneras, muchas gracias 
por su atención.

228  De Vega, P. Estado social y Estado de partidos. La problemá-
tica de la legitimidad, cit., pp. 552-553.
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RESUMEN

Los autores realizan un análisis estadístico transversal de las ca-
racterísticas de la abstención y la participación electoral en cua-
tro elecciones federales en México durante el periodo de 2009 
a 2018. Se parte de la premisa de que la abstención, como la par-
ticipación, son conductas políticas complementarias que posibi-
litan trazar un perfil básico de la cultura política de la población 
y de la eficiencia de las instituciones políticas, siempre que sea 
posible contar con el perfil de la estructura demográfica de las 
poblaciones que participan y se abstienen. El texto expone las 
características de la participación y la abstención de acuerdo al 
sexo, el ciclo de vida y la generación. La información estadística 
tratada proviene de los Conteos Censales de Participación Electo-
ral (CCPE) que realiza el Instituto Nacional Electoral (INE). Asimis-
mo, perfilan la concurrencia del comportamiento electoral con la 
competencia política con base en los cómputos distritales (CCDD) 
que también realiza el INE, destacando aspectos susceptibles de 

1 ∗ Candidato	a	Doctor	en	Planeación	Estratégica	y	Dirección	de	Tecnología	del	Área	de	
Ingeniería	en	la	Universidad	Popular	Autónoma	del	Estado	de	Puebla. Director Ejecu-
tivo de Capacitación Electoral y Educación Cívica del Instituto Nacional Electoral.

2 ∗∗ Doctor en Ciencias Políticas y Sociales por la Universidad Nacional Autónoma de 
México. Líder de Capacitación Electoral del Instituto Nacional Electoral.
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mayor reflexión con otras variables en tanto existe la posibilidad 
de homologar estos registros con otras fuentes de información. 

PALABRAS CLAVE

Democracia, participación electoral, abstención electoral, siste-
mas electorales, registro de electores.

ABSTRACT

This paper exposes the results on a cross-sectional statistical 
analysis of the characteristics of abstention and vote in four fe-
deral elections in Mexico during the period comprising the years 
2009 to 2018. It is based on the premise that abstention, such as 
participation, is complementary political performance that makes 
it possible to draw a basic profile of the political culture of the 
population and the efficiency of political institutions, as much is 
possible to have profiles about population structure of the popu-
lation participating and abstaining. The text sets out the charac-
teristics of participation and abstention in accordance with sex, 
life cycle, and generation. The statistical information addressed 
comes from the contested election participation census (CCPE) 
that performs the Instituto Nacional Electoral (INE), electoral au-
thority in Mexico. The authors also perform the concurrence of 
electoral performance with political competition, based on the 
vote count from electoral districts (CCDD) that also make the INE, 
so that they highlight more sensitive aspects with other variables, 
as such there is the possibility of approaching these records with 
other sources of information.

KEYWORDS

Democracy, electoral participation, electoral abstention, electoral 
systems, voter’s registry.

PRESENTACIÓN

La fuente de legitimación es la preocu-
pación permanente de todo régimen de 
gobierno para sustentar su dominio y per-
durar. La abstención lacera la legitimación 
en los gobiernos que apelan a la voluntad 

popular; es el caso para las democracias y 
los autoritarismos competitivos, como se 
llama en la actualidad a las formas de go-
bierno dictatorial que cumplen con los as-
pectos formales de la democracia electoral 
(Carothers, 2018). Nuestra reflexión con-
cierne a una sociedad democrática, lo cual 
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implica básicamente que la transmisión 
del poder sucede mediante elecciones au-
ténticas y periódicas mediante el sufragio 
universal, libre y secreto, en condiciones de 
igualdad para todas las personas que pue-
den decidir voluntariamente manifestar su 
preferencia. De esta manera, hablamos de 
participación o abstención en regímenes 
donde son respetados los derechos civiles y 
políticos de las ciudadanas y los ciudadanos 
en atención al ejercicio del derecho huma-
no a la participación en el gobierno de su 
país (ONU, 1948: artículos 21 y 29 §2). Para 
estos regímenes, la abstención se convierte 
en un riesgo de legitimidad cuando repre-
senta más de la mitad del electorado, pues 
la democracia es una forma de gobierno 
que aspira al gobierno de la mayoría para 
evitar la concentración del poder en una 
minoría.

Se imputa a la abstención ser una acción 
opuesta al interés de participar en la con-
formación del gobierno representativo. De 
esta manera, la participación es percibida 
como una acción racional, esto es, un com-
portamiento coherente en la consecución 
de un fin: votar permite la conformación 
de gobiernos sustentados en la voluntad 
general. De esta forma, al oponerse a la 
participación, la abstención es vista como 
un acto no racional o, al menos, de carácter 
no-democrático, pues consistiría en la omi-
sión del acto ciudadano primario y básico 
para incidir en el gobierno de su país.

Sin embargo, tanto la abstención y la partici-
pación como objetos de análisis implican di-
ficultades similares para realizar inferencias 

válidas, pues en ambos casos no es posible 
imputar sus causas de manera contunden-
te. En el caso del abstencionismo podrían 
considerarse diversas causas por las cuales 
las personas no acuden a sufragar. En pri-
mer lugar está el caso de quienes no acu-
den a la mesa de votación por aspectos de-
mográficos, geográficos o culturales, como 
son defunción, migración, salud, movilidad, 
falta de vías de acceso a los centros de vo-
tación o, incluso, el impedimento impuesto 
por el medio laboral o el familiar. Otro ru-
bro corresponde a la imposibilidad de im-
putar motivaciones políticas, como sería el 
desinterés o la desaprobación. Tampoco es 
posible reconocer con certeza si la ausencia 
del sufragio se debe a consideraciones es-
tratégicas, como serían la utilidad del voto 
(la relevancia del cargo en disputa o los 
beneficios inmediatos o ulteriores del su-
fragio), la viabilidad de que la opinión pro-
pia se perciba como determinante a favor 
de su preferencia o, al menos, lograr que 
no triunfe la opción contraria (abstención 
estratégica), actitud especialmente válida 
en las convocatorias plebiscitarias, como 
ha sido señalado por algunos autores (Alt-
man, 2011: 43; Prud’homme, 1997: 49-50; 
Topaloff, 2017: 128). Al final de cuentas, no 
se puede generalizar la abstención como 
un producto de actitudes apáticas, antide-
mocráticas o carentes de valores cívicos.

Todas las limitaciones para el análisis de la 
abstención están igualmente presentes en 
el análisis de la participación. En realidad, 
¿en qué medida sabemos con certeza cuál 
es la magnitud del voto surgido de convic-
ción ideológica, evaluación retrospectiva, 
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reflexión política, coacción, lealtad par-
tidaria, comercio de votos, obtención de 
beneficios o comunidad con entornos de 
confianza como son la familia, el gremio o 
la pertenencia de cualquier índole? Como 
se ha mostrado en el caso de las prime-
ras elecciones de la Revolución francesa 
(Gueniffey, 1993), el análisis electoral ge-
neralmente presume de conocer el perfil 
político de la población al observar tan solo 
el resultado electoral, pero no necesaria-
mente se puede asumir con claridad la vo-
luntad política de la sociedad ante las fluc-
tuaciones de participación, los trasiegos de 
votos entre partidos de diversa presenta-
ción programática, los mecanismos para 
la movilización de las lealtades partidarias 
o, menos aún, cuando podemos observar 
que las ofertas programáticas no son muy 
diferentes entre los referentes políticos, a 
menos que exista una confrontación políti-
ca tal que convierta la elección, antes que 
un proceso deliberativo, en una resolución 
plebiscitaria. Todos estos aspectos son par-
te del proceso democrático: la abstención y 
la participación son, al final de cuentas, dos 
aspectos complementarios que denotan la 
dinámica de las instituciones democráticas 
en un contexto y lugar determinado.

La magnitud y transformación del compor-
tamiento electoral son fenómenos multi-
factoriales. No se agotan con las variables 
a las que se puede acceder en un registro 
de votación. La ciencia política, para ello, ha 
desarrollado líneas de análisis complejas, 
cuya muestra más notoria encontramos en 
el estudio ya clásico de Lipset, quien conca-
tena participación electoral y características 

socioeconómicas de la población (Lipset, 
1959). Otros estudios han hecho énfasis 
en el aspecto cultural, desde la perspecti-
va de contextos sociales propicios para el 
desarrollo de instituciones democráticas 
(Almond, et al., 1963) o bien a través de la 
herencia cultural y el reemplazo genera-
cional (Abramson, 1975, 1976; Cox, 2014; 
Jennings, et al., 1981; Putnam, 2000; Sears, 
1983; Siemienska, et al., 2010; Wass, 2007). 
Al final del siglo pasado se mostraba una 
concurrencia de ambas perspectivas (Lip-
set, 1993; Przeworski, s/f), para constar la 
complejidad del análisis de la participación 
y la abstención electorales.

En cualquier caso, se ha constatado que, 
para un análisis fructífero, resulta impres-
cindible acceder a múltiples variables que 
abarquen todas las esferas de la vida social. 
Sin embargo, los registros electorales tra-
dicionales, en atención a la obligación de 
la garantía del voto libre y secreto como 
sustento de todo régimen democrático, no 
hacen sencilla la labor para obtener infor-
mación homologable. No basta saber las 
magnitudes de la abstención y la partici-
pación; resulta imprescindible conocer las 
características de la población que asume 
tal o cual opción en un tiempo y lugar. Ade-
más, sería deseable conocer esa dinámica 
en lapsos amplios, de manera transversal, 
pues son procesos dinámicos realizados 
por personas en diversos momentos de su 
vida, personas que se manifiestan en distin-
tas etapas de su ciclo de vida con un bagaje 
cultural acorde a la experiencia y las creen-
cias más profundas. Estos cimientos posibili-
tarían asociar los datos con los provenientes 



217Análisis Doctrinal  Abstención y participación en las elecciones  
nacionales en Máxico 2009-2018

de otras fuentes, como son los censos de 
población y las diversas encuestas sobre los 
más variados aspectos de la vida económi-
ca, social y cultural de una sociedad.

Resulta fundamental, entonces, partir del 
reconocimiento de los conglomerados po-
blacionales y de su dinámica demográfica 
(incluido el reemplazo generacional) del 
comportamiento electoral en sus dos di-
mensiones —abstención y participación— 
para observar su concomitancia con las 
diversas manifestaciones de la dinámica 
social. Este tipo de análisis posibilitaría 
enmarcar con mayor precisión las carac-
terísticas para delinear comportamientos 
sociales con perfiles antidemocráticos, de 
insatisfacción democrática o condicionada 
por la dinámica incluyente o excluyente de 
las instituciones democráticas. Todos estos 
aspectos están presentes en la realidad, 
se imbrican y requieren acciones públicas 
diferenciadas y focalizadas en materia de 
educación cívica, difusión, información, re-
forma legislativa e ingeniería institucional.

Un análisis de estas características requie-
re información que permita conocer la es-
tructura demográfica del electorado. Las 
encuestas electorales están orientadas a 
cumplir este objetivo; desafortunadamen-
te, lograr el levantamiento de una muestra 
significativa adquiere dimensiones incos-
teables si deseamos trascender la repre-
sentatividad en los estratos nacional y por 
sexo. Lograr una representación a niveles 
subnacionales y de grupos etarios requiere 
una logística poco atractiva para las em-
presas encuestadoras. Aun en el caso de 

que fuere posible, la transversalidad se ve 
comprometida, pues cada levantamiento 
capta la opinión de una muestra que no ne-
cesariamente será fuente de información 
en las subsecuentes. Las encuestas son 
fotografías de eventos donde aparecen 
diversos segmentos de la población con 
personas distintas en cada ocasión; si bien 
representativas, en el mejor de los casos 
las inferencias son susceptibles de aplicar-
se únicamente para ese tiempo y lugar, a lo 
más con inferencias válidas a nivel nacional.

Una situación totalmente distinta ocurre 
con la información censal. El conteo de 
votos en una elección, al final de cuentas, 
responde a un levantamiento de este tipo: 
sabemos la magnitud de la población elec-
tora que sufragó por una u otra opción; 
incluso podemos saber cuántas personas 
no acudieron, optaron por alternativas no 
registradas o emitieron sufragios nulos. 
Sin embargo, por principio democrático, 
no podemos saber quién ni cómo votó. La 
identidad de la persona no está asociada a 
la papeleta electoral y el registro electoral 
cuenta con información sensible de identi-
ficación que no debe ser pública.

El Instituto Nacional Electoral de México 
(INE) cuenta con los recursos informáticos 
que hacen posible avanzar en un análisis 
homologable, desagregado y transversal 
para explorar la abstención y la participa-
ción electoral en México a través de Con-
teos Censales de Participación Electoral 
(CCPP) y que levanta regularmente des-
pués de cada proceso electoral federal 
desde 2009. Estos agregados estadísticos 
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garantizan la confidencialidad de los datos 
personales de quienes integran el listado 
nacional de electores, de manera que no es 
posible determinar la identidad; se limita a 
conocer las estadísticas de votantes agre-
gadas por sexo, edad y tipo de territorio 
(urbano, mixto o rural).

La integración de esta información ha per-
mitido consolidar una base de datos sus-
ceptible del análisis de la participación y la 
abstención electoral para los años 2009, 
2012, 2015 y 2018, que puede ser desagre-
gado en el ámbito geográfico, a nivel nacio-
nal, entidad federativa, municipio, distrito 
electoral federal, distrito electoral local, 
sección electoral y tipo de sección (urbana, 
mixta o rural). Cada unidad geográfica es 
susceptible de mostrar la participación y la 
abstención según la estructura poblacional 
(sexo y años de edad), además de conocer 
el comportamiento en las unidades geográ-
ficas según la presencia de población origi-
naria. Al conocer los agregados de la pobla-
ción electora por año de edad cumplido, es 
posible la agrupación y el análisis de acuer-
do a grupos etarios decenales y quinquena-
les, pero además las correspondientes a los 
ciclos de vida y cohortes para observar el 
reemplazo generacional.

Este texto se dedica a exponer la potencia 
analítica de este instrumento para explorar 
el comportamiento electoral de la pobla-
ción mexicana en sus dimensiones de abs-
tención y participación. La primera parte 
está dedicada a explicar las características 
del sistema electoral mexicano pertinen-
tes para explicar los antecedentes y los 

procedimientos para la integración de los 
CCPE. La segunda parte del texto muestra 
los resultados transversales para el periodo 
2009-2018 respecto a las características de 
la participación según el ciclo de vida; la ter-
cera parte se dedica a aplicar la exploración 
de la abstención según la pertenencia ge-
neracional. Por último, concluimos sobre la 
importancia de complementar los registros 
de población con aquellos de participación 
para la configuración de políticas públicas 
orientadas a la consolidación en nuestras 
democracias.

SISTEMA ELECTORAL 
MEXICANO Y CCPE

Los Estados Unidos Mexicanos son una 
república federal integrada por 31 Estados 
soberanos y la Ciudad de México, con ca-
racterísticas especiales por ser sede de los 
poderes federales. Desde 1991, el Instituto 
Federal Electoral (IFE) fue el organismo del 
Estado mexicano (autónomo desde 1996) 
responsable de organizar las elecciones fe-
derales, esto es para la designación de los 
cargos de representantes populares al Con-
greso de la Unión (Senado y Diputaciones) 
y titular de la Presidencia de la República. 
A partir del año 2014, las atribuciones del 
IFE fueron subrogadas al INE, pues este 
además participa —en concurrencia con 
las autoridades electorales locales— en 
la organización de las elecciones en las 32 
entidades federativas de titulares de los po-
deres ejecutivos, representantes populares 
e integrantes de los cabildos municipales, 
aunque existe la posibilidad de que el or-
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ganismo nacional asuma la responsabilidad 
total.

Cada seis años se convoca a elecciones pre-
sidenciales y de integrantes del Senado, lo 
que denominamos «elecciones presiden-
ciales», y cada trienio se renueva la Cáma-
ra de Diputadas y Diputados («elecciones 
intermedias»). Para ello, el territorio nacio-
nal se delimita en 300 distritos electorales 
federales, uno para cada representante a 
diputación por el principio de mayoría rela-
tiva. Cada distrito se compone de la unidad 
electoral más simple denominada «sección 
electoral», que agrupa desde cien hasta 
tres mil personas en el listado nominal, ins-
trumento por el cual se registra a las perso-
nas que disponen de la credencial que les 
acredita como electores residentes en la 
sección correspondiente. En caso de que 
la persona cambie de domicilio, debe con-
signarlo al Registro Federal de Electores 
(RFE) del INE; en caso de que la residencia 
estuviere en otro país, la autoridad electo-
ral deberá ser informada para proceder de 
acuerdo a lo mandatado por la Constitu-
ción federal y las constituciones estatales.

La sección electoral tiene como objetivo la 
ubicación de los centros de votación por 
cada 750 electores, donde el funcionariado 
de mesas directivas de casilla recibe y con-
tabiliza los sufragios. La mesa directiva de 
casilla está integrada por vecinos residen-
tes en la sección electoral, seleccionados 
por sorteo y capacitados por el INE. De esta 
forma, cada casilla electoral cuenta con 
un listado nominal de electores en el cual 
se consigna a las personas que pueden vo-

tar en dicha casilla, incluido el caso de las 
mexicanas y los mexicanos residentes en el 
extranjero; la secretaria o el secretario de 
casilla debe marcar en el listado el registro 
de las personas que votaron. Esta es la ma-
teria prima del CCPE.

El CCPE fue levantado por primera vez por 
el Instituto Federal Electoral (IFE) en las 
elecciones intermedias de 2009, práctica 
que tuvo como precursor al ejercicio mues-
tral realizado en el año 2003 (IFE, 2011, 2013; 
INE, 2016b). Allí se levantó una muestra re-
presentativa de secciones electorales para 
cada uno de los 300 distritos federales en 
que se divide el territorio nacional, con la in-
tención de conocer las características de la 
participación electoral según las variables 
de sexo, edad y tipo de territorio (urbano, 
mixto y rural). De esta forma fue posible co-
nocer las características demográficas de la 
población que participaba, pero, aún más 
relevante: detectar las características de la 
población abstencionista, de manera que 
fuese posible diseñar acciones focalizadas 
de educación cívica y promoción del voto 
para incentivar tanto el registro en el lista-
do nominal como la participación electoral.

Para tal fin fueron recuperados los lista-
dos nominales de las casillas seleccionadas 
por la muestra, para proceder a registrar 
los casos de las personas que votaron, las 
que no votaron y, además, los casos donde 
no era posible especificar uno u otro caso. 
Esta información fue levantada mediante 
una plataforma de captura diseñada por el 
RFE, de manera que los agregados estadís-
ticos impiden la identificación de las perso-
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nas, pues solamente se recupera la edad y 
el sexo de votantes; el tipo de territorio se 
deriva de la clasificación de la sección elec-
toral en el catálogo del marco geográfico 
electoral.

La labor de 2003 fue estimulante, en la 
medida que posibilitó establecer un perfil 
básico de participación y abstención elec-
toral a nivel distrito electoral federal. Sin 
embargo, existían dos aspectos a conside-
rar. En primer lugar, los distritos electorales 
federales son susceptibles de modificación 
en sus límites, pues la dinámica poblacional 
obliga a realizar adecuaciones para mante-
ner un número de pobladores similar entre 
las trescientas divisiones. De esta forma, 
los ejercicios posteriores no serían com-
parables en su totalidad. Por otra parte, 
la muestra partió de una muestra basada 
en la selección de secciones electorales, lo 
cual no necesariamente representaba los 
estratos por sexo y edad de la población en 
cada distrito electoral.

En el año 2006 no fue posible hacer el le-
vantamiento muestral, debido a que más 
de la mitad de las casillas electorales fueron 
susceptibles de revisión por la autoridad ju-
dicial electoral ante las inconformidades in-
terpuestas en la elección para presidencia 
de la República. Para 2009 se decidió que 
fuera nuevamente aplicada la exitosa expe-
riencia de seis años antes, pero además fue 
aprobado el levantamiento de un ejercicio 
censal, es decir, proceder a la captura de 
todos los listados nominales disponibles 
en casilla, lo cual permitió tener informa-
ción desagregada para el 97.6% del listado 

nominal. Es importante subrayar que este 
registro no es susceptible de ser relaciona-
do, de ninguna manera, con el registro de 
votación, pues la boleta que se introduce 
en la urna no tiene ningún elemento iden-
tificador.

Tener la disponibilidad de agregados esta-
dísticos posibilitó ubicar geográficamente 
con precisión las zonas de mayor incidencia 
de la participación y de la abstención, de 
forma que la focalización fue más precisa 
en el diseño de acciones de difusión y edu-
cación cívica. Además, contar con informa-
ción a este nivel posibilita que no afecte 
la adecuación de los distritos electorales 
federales, pues estos se diseñan con base 
en la sección electoral. De esta forma, el 
levantamiento censal posibilita el análisis 
transversal de la participación y de la abs-
tención, respondiendo a preguntas básicas: 
¿cómo ha cambiado la participación elec-
toral de un determinado grupo de edad 
en una determinada región? ¿Cuál ha sido 
la transformación de la participación elec-
toral entre las mujeres? ¿Puede imputarse 
comportamientos sistemáticos de partici-
pación y abstención electoral según sexo y 
cohortes de edad?

La disponibilidad de la información a nivel 
sección electoral permite, además, la ho-
mologación con otras fuentes de informa-
ción. La sección electoral se diseña de ma-
nera que esté contenida siempre dentro de 
los límites de las divisiones políticas básicas 
del territorio nacional: la entidad federativa 
y el municipio. De esta manera, es posible 
realizar análisis precisos a nivel entidad y, 
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aún más relevante, para cada uno de los 
municipios del país. De esta forma es po-
sible realizar comparaciones con los datos 
provenientes de los censos de población 
o diversas encuestas. Así, en el levanta-
miento 2015 fue posible realizar un estudio 
transversal sobre participación electoral 
2009, 2012 y 2015 (INE, 2017a) y otro donde 
sobre participación electoral a nivel muni-
cipal asociada con los índices de bienestar, 
seguridad pública y percepción de la seguri-
dad en 2015, datos provistos por el Instituto 
Nacional de Estadística y Geografía (Inegi) 
provenientes de la Encuesta Intercensal de 
Población, los registros administrativos de 
índices delictivos y justicia del Estado mexi-
cano y la Encuesta Nacional de Victimiza-
ción y Percepción sobre Seguridad Pública, 
todos ellos levantados en 2015 (INE, 2017b).

Para el año 2018, los 300 distritos electo-
rales federales habían sido objeto de un 
importante ajuste, derivado de la dinámica 
poblacional del país durante la última déca-
da. Al contar con este tipo de información, 
la adecuación de los nuevos límites distri-
tales e incluso municipales fue posible por 
la continuidad de las unidades básicas que 
son las secciones electorales. Aún más, fue 
factible determinar la participación no solo 
en los distritos electorales federales, sino 
también de acuerdo a la delimitación de 
los distritos electorales locales, es decir, las 
unidades de representación en las cámaras 
de diputadas y diputados establecidos por 
las entidades federativas. De esta forma, 
los organismos electorales locales cuen-
tan con información adecuada para la rea-
lización de sus funciones en atención a su  

propia división electoral, tanto distrital 
como municipal, desde 2009. Por último, 
además de las características del territorio 
en atención a su dimensión urbana, rural o 
mixta, fue posible determinar la participa-
ción y la abstención en aquellas delimitacio-
nes con importante presencia de población 
perteneciente a comunidades indígenas.

Al igual que todo levantamiento censal, el 
CCPE cuenta con un margen de «no res-
puesta» que ronda entre el 2.4% en 2009 a 
6.8% para 2018, referente al porcentaje de 
personas del listado nominal consignadas 
bajo el rubro de «no especificados». Este 
margen es similar a los ejercicios censales 
en México, pero no afecta las agregacio-
nes. El porcentaje de participación y abs-
tención mantiene las mismas magnitudes 
de participación reportadas por los cómpu-
tos distritales, que son el escrutinio de las 
actas de votación que determinan los vo-
tos emitidos y las preferencias consignadas 
para determinar los sufragios para cada op-
ción en cada cargo sujeto a elección. Esto 
se debe a que los registros «sin especificar» 
se distribuyen de manera uniforme según 
la edad y sexo de las personas, como pode-
mos ver en la Figura 1 al final del texto. La 
media para cada grupo etario según etapa 
de vida nos da medias de 3.9% a 4.3%, con la 
consideración de que la base de datos con-
cerniente al año 2012 no reporta el caso de 
aquellas casillas donde no fue posible acce-
der al cuadernillo de listado nominal.

Conforme se desagrega la información, al 
pasar de la entidad a los distritos o los mu-
nicipios, ocurren casos donde aumenta el 
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porcentaje de registros no especificados; 
sin embargo, precisamente por ser un le-
vantamiento censal, es posible determinar 
con certidumbre el margen de no respues-
ta y determinar si procede excluirlo del aná-
lisis. Esto sucede en cualquier levantamien-
to censal, con la ventaja de que se tiene 
precisión sobre el margen de certidumbre. 
Para determinar los porcentajes de partici-
pación y abstención se decidió medirla ex-
cluyendo los registros «no especificados», 
con resultados similares a los arrojados por 
los cómputos distritales.

El levantamiento censal permite observar 
la diversidad de la población por unidad 
geográfica, como puede suceder en un mu-
nicipio respecto a la entidad a la que perte-
nece. Esto se muestra en la Figura 2, donde 
ilustramos el cuarto Distrito Federal Electo-
ral (DEF) en el Estado de Quintana Roo, uno 
de los dos distritos que dividen Cancún, un 
lugar reconocible a nivel internacional por 
sus playas, y en la Figura 3 su pirámide de 
edades.

Al desagregar las pirámides de edad de los 
dos municipios en el distrito, esto son Be-
nito Juárez (Figura 4) y Puerto Morelos (Fi-
gura 5), resulta notoria la diferencia no solo 
en cuanto a la participación electoral (56.1 
y 64.0%, respectivamente): baste ver el ni-
vel de la participación entre la población de 
mayor edad, o bien el número de personas 
de 18 años de edad en el distrito y en el mu-
nicipio de Benito Juárez.

Podemos agregar, además, que la participa-
ción del municipio de Benito Juárez, en ge-
neral, fue menor (55.7%) que la participación 

concerniente a la parte del municipio en el 
DEF número 4 (56.1%); la superficie restante 
de este municipio conforma el DEF número 
3 (con 55.4% de participación, la más baja de 
la entidad). Aún más, la distribución de la 
participación dentro del municipio se desa-
gregaría como lo podemos ver en la Figura 
6, donde es posible ubicar el nivel de parti-
cipación en el territorio municipal en 2018, 
altamente contrastante con la elección pre-
sidencial seis años antes (Figura 7).

No dudamos de que estas ilustraciones 
pueden llevar a las lectoras y los lectores 
a observaciones mucho más agudas de las 
que hemos podido hacer aquí; precisamen-
te en eso consiste la riqueza del CCPE. La 
variedad de indicadores que aporta un le-
vantamiento censal posibilita dimensiones 
de análisis diversos, tanto para la autori-
dad electoral como para el ámbito de la 
investigación académica. A continuación, 
de manera muy esquemática, abordamos 
dos aspectos que consideramos relevantes 
con el levantamiento censal: participación 
y abstención desde la perspectiva del ciclo 
de vida y el reemplazo generacional.

PARTICIPACIÓN SEGÚN 
EDAD Y CICLO DE VIDA

La desagregación por años de edad tiene 
importantes implicaciones, como hemos 
podido ver anteriormente con la compara-
ción de las pirámides de edad. También ha 
sido posible combinar promedio de edad 
de la población electora y porcentaje de 
participación, como podemos ver en la Fi-
gura 8. En este caso, la media de edad del 



223Análisis Doctrinal  Abstención y participación en las elecciones  
nacionales en Máxico 2009-2018

electorado mexicano se ubica en 41.3 años 
para el periodo de 2003 a 2018, y la media 
de participación electoral señala 56.3 pun-
tos porcentuales. A nivel entidad federa-
tiva, se puede ver que la población de la 
Ciudad de México se mantiene como la más 
longeva (43.2 años de edad y 54.9% de par-
ticipación); además, en esa entidad la parti-
cipación en elecciones intermedias se ubica 
entre las ocho entidades de menor porcen-
taje a nivel nacional, y aumenta de manera 
importante en elecciones presidenciales, 
para ubicarse entre las ocho entidades con 
mayor participación. Por su parte, el Estado 
de Quintana Roo se mantiene como la enti-
dad de menor participación y menor edad: 
medias de 48.1 y 37.7%, respectivamente; al 
igual que en la Ciudad de México (y a nivel 
nacional en general), las elecciones presi-
denciales son más atractivas para la pobla-
ción electora en México.

En efecto, la población electoral de menor 
edad es la menos propensa a participar, 
algo ya detectado en los estudios anterio-
res, y parece ser persistente a través de 
los años. La Figura 9 permite ver a detalle 
la diferencia de participación según tipo de 
elección por año de edad: en todos los ca-
sos, aumenta en las elecciones presidencia-
les y se reduce en las intermedias. En segun-
do lugar, resulta similar el comportamiento 
según los años de edad, aunque también es 
notorio cómo se cruzan las líneas de los 25 
a los 38 años de edad; no obstante, pode-
mos hablar de un comportamiento similar. 
Un aspecto detectado ya en los primeros 
estudios censales desde 2009, consiste en 
la alta participación de las personas que  

recién ingresan al listado nominal al cumplir 
los 18 años de edad, para después decrecer 
al aumentar la edad y alcanzar la sima entre 
los 25 y 29 años de edad, para volver a in-
crementarse de manera continua hasta las 
edades mayores.

La primera percepción permitía suponer 
que las personas jóvenes eran poco pro-
pensas a la participación. Así, la autoridad 
electoral incentivó la credencialización y la 
participación entre la población joven. Con 
el último levantamiento censal es posible 
observar que la primera percepción era 
solo eso: un primer acercamiento que re-
quería información más detallada. Al hablar 
en términos porcentuales, parecía que no 
se habían logrado resultados importantes; 
sin embargo, es otra la lectura a la luz de los 
datos demográficos. En la última década (y 
en la que está por venir), cada año en Méxi-
co las personas con 18 años de edad alcan-
zan la cifra de 2.2 millones de individuos, re-
partido de manera paritaria entre los sexos 
(Conapo, 2013). La pirámide de edad de la 
población electora en México para 2018 se 
muestra en la Figura 10.

La gráfica nos muestra que la población en 
edad de votar se registra prácticamente 
en su totalidad hasta los 23 años de edad, 
es decir, un lustro posterior al año en que 
adquiere la edad ciudadana. Así, en 2018 
se habían registrado casi 759 mil mujeres 
y 765 mil hombres de 18 años de edad (las 
tres cuartas partes del universo suscepti-
ble), y participaron casi 477 mil mujeres y 
444 mil hombres. Así, los hombres se regis-
tran más temprano, pero participan menos, 
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mientras que las mujeres que se registran 
participan más.

 Ahora bien, al comparar estos datos con 
los disponibles en el año 2009, se puede 
ver que las acciones de la autoridad elec-
toral impulsadas desde ese año han dado 
sus primeros frutos. Veamos la pirámide de 
edad para el año 2009, como se muestra en 
la Figura 11. Ese año se inscribieron a la lista 
nominal más de 441 mil mujeres y participa-
ron casi 225 mil; los hombres registrados 
fueron casi 459 mil y sufragaron poco más 
de 208 mil.

Tres años después, para la elección de 2012, 
con 21 años de edad, ya se había registrado 
casi la totalidad de esa cohorte (más de 1 
millón de mujeres y poco más de 990 mil 
hombres), como ilustra la Figura 12. Para 
2018, cuando contaban ya con 27 años de 
edad, se habían registrado casi 1 millón 120 
mil mujeres y más de 1 millón 101 mil hom-
bres.

De los datos reportados, entonces, pode-
mos sacar tres conclusiones principales. 
La labor para incentivar el registro de la 
población que cumple la mayoría de edad 
ha sido exitosa, pues hace nueve años se 
registraba menos de las dos quintas partes 
de la población susceptible de hacerlo; en 
la actualidad, ese índice ya alcanza una pro-
porción superior a las tres quintas partes. 
En segundo lugar, se ha logrado que las 
mujeres se registren en mayor incidencia 
que los hombres. Por último, se observa 
que el registro en el listado de electores es 
incentivado principalmente para ejercer el 
derecho al voto, como lo muestra el alto 

porcentaje de votación que no se ha reduci-
do a pesar de que ha aumentado el número 
absoluto de personas que ingresan al elec-
torado (en México, la credencial de elector 
es el principal documento de identificación 
oficial para el trámite de cualquier servicio 
público o privado). De esa manera, la labor 
de promoción de la credencialización y de 
la participación electoral, especialmente 
entre la población joven, parece mostrar 
que ha logrado incentivar tales disposicio-
nes entre las personas en edades jóvenes.

Ahora bien, se impone una pregunta: ¿el ci-
clo de vida incide de manera determinante 
en el comportamiento electoral? Dicho de 
otra manera, ¿los jóvenes votan menos por-
que son jóvenes? El presupuesto de este 
tipo de incógnitas asume que la edad im-
pele a determinadas actitudes que deben 
ser atendidas por políticas adecuadas de 
educación cívica, especialmente entre los 
sectores más jóvenes de la población. Para 
poder responder a este tipo de cuestiona-
mientos, nos abocamos a determinar la 
relación entre ciclo de vida y participación 
electoral (Morales Noble, 2018).

El concepto de ciclo o etapa de vida hace 
referencia a la situación de la persona en 
atención al aspecto más relevante en el 
transcurso de vida: la reproducción. Para 
el análisis del comportamiento electoral, 
consideramos pertinentes cinco agrupacio-
nes de las población: joven (18 a 24 años de 
edad), adulta joven (25 a 34 años de edad), 
adulta (35 a 44 años de edad), adulta ple-
na (45 a 59 años de edad) y adulta mayor 
(60 años de edad o más). Las agrupaciones 
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corresponden a cohortes de edad determi-
nadas por las características de fecundidad 
y descendencia de la población en el último 
cuarto de siglo.

De esta forma, hacemos referencia a las 
características reproductivas de manera 
genérica de los grupos poblacionales, de 
modo que la población joven generalmente 
no cuenta con un descendiente nacido vivo 
o está por iniciar la etapa de responsabili-
dades parentales; en cambio, la población 
adulta joven, en general, corresponde a las 
edades en que las personas tienen descen-
dientes con edades menores a los quince 
años, esto es lo que en demografía se de-
nomina etapa de expansión. La población 
adulta corresponde a quienes en términos 
generales tienen descendientes menores y 
mayores a los quince años de edad (etapa 
de fisión). La población adulta plena co-
rresponde a aquellas con descendientes de 
15 años de edad o más (etapa de reempla-
zo). Por último, la población adulta mayor 
corresponde a la edad determinada legal-
mente en México como tal y, además, para 
la población cuyos descendientes, siempre 
en términos genéricos, ya han iniciado su 
propio ciclo de vida en términos de repro-
ducción (descendientes en etapa de expan-
sión).

Ciertamente, los ciclos de vida pueden ser 
distintos según el contexto social, especial-
mente en cuanto al contraste entre regio-
nes urbanas o rurales; también incide el ni-
vel de escolaridad, pues se ha demostrado 
que el incremento de la escolaridad entre 
la población femenina incide en retardar el 

primer embarazo y reduce la tasa de fecun-
didad (ONU, 2014; Shankar Singh, 1998; UN-
FPA, 2004). No obstante, una catalogación 
general permite observar, precisamente, 
este tipo de contrastes, como lo hemos vis-
to en otros estudios que hemos llevado a 
cabo (Cardiel Soto, et al., 2017; Morales No-
ble, et al., 2018).

En resumen, atendiendo a los resultados 
detectados podemos señalar que el ciclo 
de vida incide en el comportamiento elec-
toral, pero no implica una diferenciación 
que haga de estos agrupamientos conjun-
tos excluyentes, como podemos ver en la 
Figura 9. En este caso, las barras de error 
entre la población joven y la adulta joven se 
superponen, pues van del 36.5 al 53.7% de 
participación en el primer caso, y de 35.6 a 
53.0% para el otro. El resto de las agrupa-
ciones mantienen diferencias importantes, 
pues la media de la población adulta plena 
(63.2% de participación) se ubica en el límite 
del cuartil superior de la población adulta, 
así como también se ubica en el cuartil su-
perior de la población adulta mayor. Este 
grupo poblacional, a su vez, tiene mucha 
similitud con la población adulta. Estas di-
ferencias, de manera más simplificada, se 
puede observar en la Figura 13.

En efecto, en términos generales, las pobla-
ciones jóvenes y adulta joven tienen pro-
medios de participación similares en cada 
tipo de elección, mientras que la población 
adulta media tiende a participar en una ma-
yor proporción en elecciones presidencia-
les e intermedias, a diferencia de la pobla-
ción adulta, la cual reduce su participación 
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en elecciones intermedias. La población 
adulta mayor tiende a participar en mayor 
medida de manera consistente, pues tiene 
el mayor porcentaje en elecciones interme-
dias, aquellas de 2015.

Al parecer, el ciclo de vida incide de alguna 
manera en el comportamiento electoral y 
la disposición de las personas hacia el ám-
bito político. Una veta de exploración que 
apenas iniciamos tiene que ver con el factor 
de la descendencia: adquirir las responsabi-
lidades de la atención de infantes no afecta 
el comportamiento electoral pero, al mis-
mo tiempo, tener descendientes mayores 
de 15 años de edad implica, al parecer, la 
transformación de los valores que impelen 
a la participación electoral y el cambio de 
disposiciones hacia el ámbito político. A 
partir de esta reflexión se han implemen-
tado labores de educación cívica, con la 
intención de que interactúen los distintos 
grupos de edad, de manera que las perso-
nas adultas mayores establezcan contacto 
con la población joven para intercambiar 
percepciones sobre la importancia de la 
democracia, de la participación electoral y 
comuniquen esquemas de valores cívicos 
para el encuentro de coincidencias, todo 
ello en el marco del eje Diálogo impulsado 
por la Estrategia Nacional de Estrategia Cí-
vica 2017-2023 (INE, 2016a).

Este tipo de iniciativas se perfilaron más a 
detalle a la luz de los hallazgos en el ámbito 
del reemplazo generacional, aspecto que 
abordamos a continuación desde el análisis 
de la abstención, la otra cara de Jano del 
comportamiento electoral.

LA ABSTENCIÓN  
DESDE LA PERSPECTIVA 

DEL REEMPLAZO 
GENERACIONAL

El análisis del reemplazo generacional par-

te de la premisa de que las personas no 

cambian, pero sí las poblaciones, apelando 

a un hecho: el transcurso de vida de las per-

sonas en atención a los hitos demográficos, 

es decir, el nacimiento, la reproducción y la 

muerte. De esta manera, en el transcurso 

del tiempo, las poblaciones se renuevan 

con personas que adquieren experiencias 

distintas a los de sus predecesores, en con-

textos distintos a los que ellos vivieron. 

Atendiendo a las consideraciones de Man-

nheim y de Margaret Meade, iniciamos la 

exploración de la población mexicana de 

acuerdo a generaciones, que se definen 

como cohortes de población con carac-

terísticas sociodemográficas comunes en 

contextos equivalentes en las edades tem-

pranas, esto es, antes de los 18 años de 

edad (Kertzer, 1983; Mannheim, 1952; Ma-

rías, 1949; Mead, 1969).

Aprovechando los datos de los censos y 

conteos de población en México de 1990 a 

2015, se logró configurar una agrupamien-

to por generaciones, en tanto que sus agru-

paciones eran concurrentes y excluyentes 

entre sí en cuanto a los aspectos sociode-

mográficos, principalmente en los indica-

dores de escolaridad, accesos a servicios 

de salud, fecundidad, ingresos y movilidad 

(Cardiel Soto, et al., 2016, 2017, 2018; Mora-

les Noble, 2018; Morales Noble, et al., 2018).
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De esta manera hemos podido determinar 

seis agrupaciones generacionales principa-

les, en atención a características sociode-

mográficas comunes y el contexto en que 

ocurrió la incorporación a la edad ciudada-
na y su experiencia electoral, de lo cual re-
sultó la siguiente configuración:

• Generación Revolucionaria. Personas 
nacidas en los años de 1890 a 1924. 
Edad ciudadana (a los 21 años de edad 
en ese tiempo) que le permitió partici-
par electoralmente desde 1911, al inicio 
de la Revolución mexicana.

• Generación Silente. Personas nacidas 
entre 1925 y 1942, donde hemos detec-
tado un comportamiento diferenciado 
entre la población femenina, pues en 
1953 se reconoció su derecho al voto y a 
ser elegidas. Por ello, la subagrupación 
Silente A corresponde a quienes inicia-
ron la edad ciudadana antes de 1954, y 
la Silente B para aquellas personas cuya 
primera experiencia ciudadana ocurrió 
desde 1954, cuando las mujeres podían 
votar y ser votadas.

• Generación Explosión Demográfica. Co-
nocida generalmente como Baby Boo-
mer corresponde a las personas nacidas 
entre 1943 y 1960. Su primera experien-
cia ciudadana ocurre de 1964 a 1978, 
periodo en el cual se reconoce, desde 
1970, el derecho al voto a cualquier per-
sona con edades de 18 a 20 años.

• Generación Equis. Nacieron de 1961 a 
1978, y adquirieron la calidad ciudada-
na de 1979 a 1996, esto es, antes de la  

reforma electoral que dio autonomía a 
la autoridad electoral (IFE).

• Generación Milenial. Mujeres y hom-
bres que nacieron entre 1979 y 1997, y 
cumplieron la edad ciudadana de 1997 
a 2015, esto es, antes de que el INE asu-
miera atribuciones en la organización 
de los procesos electorales subnacio-
nales.

• Generación Nueva Era. Esta generación 
corresponde a las personas nacidas en 
los años de 1998 y posteriores. Inaugu-
ran su aparición en el electorado mexi-
cano en procesos regulados por las re-
formas de 2014 y votan por primera vez 
en la elección de 2018.

En la Figura 14 podemos ver el comporta-
miento de la participación según generacio-
nes y año de edad. Al igual que en el caso 
del ciclo de vida, (Figura 9), observamos 
un comportamiento electoral consistente, 
pero aún más: obsérvese cómo, a pesar de 
que se incrementan los años de edad, los ni-
veles de participación son similares, no obs-
tante que cada generación es más longeva 
en cada proceso electoral. Aún es tempra-
no para determinar el comportamiento de 
la generación más joven, en la medida que 
los próximos ejercicios de CCEP permitan 
corroborar un comportamiento electoral 
específico.

En la Figura 14 igualmente podemos obser-
var agrupaciones excluyentes en el caso 
de las generaciones Milenial, Silente A y Si-
lente B, de una manera más marcada que 
en los ciclos de vida (Figura 9). En cambio, 
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si bien existe diferencia entre las genera-
ciones Equis y Explosión Demográfica, las 
diferencias de la media y el último cuartil 
hablan de un distanciamiento en el com-
portamiento electoral, algo similar a lo que 
ocurre con la generación Silente B.

Las diferencias generacionales son más 
evidentes al agrupar el porcentaje de abs-
tención por generaciones, como podemos 
atender en la Figura 15. Aunque aún es tem-
prano para imputarle una tendencia clara 
en su comportamiento electoral, la gene-
ración Nueva Era muestra un bajo nivel de 
abstención que lo ubica en los cuartiles in-
feriores del comportamiento electoral para 
el periodo en cuestión. En cambio, la abs-
tención en elecciones intermedias es una 
característica exclusiva de la generación 
Milenial, en tanto que la generación Revo-
lucionaria muestra los mayores niveles de 
abstencionismo en todas las elecciones, 
destacando la salvedad de que su alta abs-
tención pueda deberse a la imposibilidad 
de concurrir a los centros de votación por 
motivos de salud, dado que es una genera-
ción con edades superiores a los 94 años de 
edad en 2018 (85 en 2009). La generación 
Explosión Demográfica se caracteriza por 
ser la que detenta los menores índices de 
abstención, especialmente en las eleccio-
nes presidenciales.

La generación Silente B muestra bajos ni-
veles de abstención, una situación muy dis-
tinta a sus vecinos de la generación Silente 
A, algo notorio entre la población electora 
de mujeres, como mostramos en la Figu-
ra 16. La generación Silente A de mujeres  

incrementa el nivel de abstencionismo en 
las elecciones de 2018, pues en lo general 
fue de 57.9%, pero entre las mujeres alcanza 
los 61.9 puntos porcentuales. En cambio, la 
generación Silente B de mujeres aumenta 
la abstención a 40.0% en 2018, cuando en lo 
general fue de 37.2 puntos. Mientras entre 
las generaciones Silente A y B el comporta-
miento de las mujeres es diferenciado, en el 
caso de la generación Milenial resulta simi-
lar al de la población en general. Al parecer, 
la percepción de la participación electoral 
difiere entre las mujeres, especialmente en 
el caso de las generaciones más longevas, 
algo que cambia entre las generaciones 
más jóvenes.

El análisis de la abstención electoral desde 
la perspectiva del reemplazo generacional 
promete importantes revelaciones, como 
lo pudimos destacar en otra ocasión (Car-
diel Soto, et al., 2017). Aprovechando la po-
sibilidad de homologar con los resultados 
de Latinobarómetro para el periodo 1991-
2015 (Latinobarómetro, 2017), nos fue po-
sible observar las diferencias intergenera-
cionales en la percepción de la democracia, 
las instituciones y la participación electoral. 
Los resultados nos permitieron concluir 
que

El sentimiento de profundo orgullo na-
cional es prácticamente absoluto entre 
las generaciones con edades mayores a 
los 34 años de edad. Esta característica, 
aunada a la reprobación de las institu-
ciones de gobierno y de los partidos 
políticos, combinadas con la insatisfac-
ción democrática, nos permite percibir 
que el individualismo, la generalización 
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de sentimientos religiosos sin iglesias 
y el alto orgullo nacional podrían dar 
pie a situaciones de crispación social 
e intolerancia que deberá enfrentar a 
una generación Milenial estigmatizada 
por unos antecesores que le acusan no 
compartir las valoraciones del resto de 
la población. 

 El resultado de las elecciones del año si-
guiente parece haber avalado la percep-
ción expuesta en aquella ocasión.

A MANERA DE 
CONCLUSIÓN: LOS 

VALORES EN EL ÁMBITO 
ELECTORAL

La posibilidad de realizar análisis de un fe-
nómeno multicausal como es la participa-

ción electoral, como hemos visto, requiere 

la construcción de información fidedigna 

y certera de su comportamiento a través 

del tiempo, atendiendo a la estructura de-

mográfica de la población electora. Solo 

hemos logrado en el mundo un esfuerzo 

similar al realizado en México, con la dife-

rencia que en Finlandia debieron recuperar 

los registros administrativos de la participa-

ción electoral en manos de las autoridades 

locales (Wass, 2007).

Contar con este tipo de información posibi-

lita acceder a otras fuentes de información 

que trascienden el comportamiento electo-

ral, como son las encuestas de cultura polí-

tica o los censos poblaciones, de donde se 

pueden extraer perfiles sociodemográficos 

de bienestar, escolaridad, movilidad, fecun-

didad, en fin, una veta infinita para lograr 

detectar a tiempo las acciones públicas per-

tinentes para la consolidación de nuestras 

democracias. En este sentido, las institucio-

nes encargadas del registro poblacional ad-

quieren una relevante importancia.



Re
vi

st
a 

D
em

oc
ra

ci
a 

Ac
tu

al
   

N
úm

. 4
   

 D
ic

ie
m

br
e 

20
19

 

230

Figuras

Figura 1. Porcentaje de registros no especificados respecto al listado nominal según año de edad por elección.

Figura 2. Distrito Electoral Federal 4 del Estado de Quintana Roo 2018.
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Figura 3. Pirámide población electora en 2018 en el DEF 4 del Estado de Quintana Roo.

Figura 4. Pirámide población electora en 2018 del municipio de Benito Juárez en el DEF 4.
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Figura 5. Pirámide población electora en 2018 del municipio de Puerto Morelos en el DEF 4.

Figura 6. Participación electoral en el municipio de Benito Juárez de Quintana Roo en 2018.
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Figura 7. Participación electoral en el municipio de Benito Juárez de Quintana Roo en 2012.

Figura 8. Promedio de edad y participación electoral por entidad federativa 2009-2018.
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Figura 9. Porcentaje de participación electoral por año de vida 2009-2018.

Figura 10. Pirámide de edades de la población electoral en 2018.
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Figura 11. Pirámide de edades de la población electoral en 2009.

Figura 12. Pirámide de edades de la población electoral en 2012.
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Figura 13. Promedio de participación electoral según etapa de vida 2009-2018.

Figura 14. Abstencionismo por edad según generación 2009-2018.
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Figura 15. Abstencionismo según generación 2009-2018.

Figura 16. Abstencionismo según generación entre la población electora de mujeres 2009-2018.
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RESUMO

O presente artigo, produto de investigação sobre uma metodo-
logia dedutiva, com consulta em obras e documentos nacionais 
e internacionais, pretende abordar a Política Nacional de Partici-



243Análisis Doctrinal  A Política Nacional de Participação Social em  
face do cenário atual da democracia brasileira

pação Social no Brasil, em face da atualidade do Estado brasileiro 
Democrático de Direito. Para tanto, far-se-á primeiramente uma 
breve análise dos conceitos de democracia cidadã e de autono-
mia decisória, para, em seguida, cotejar diretamente o Decreto 
Presidencial brasileiro 8.243/2014 e a luta de determinados seto-
res sociais para a aprovação da Política Nacional de Participação 
Social. Por fim, a conclusão que se chega é que a Constituição Fe-
deral de 1988, diploma maior vigente do Estado brasileiro, é man-
damental no sentido das proposições em prol da atuação ativa da 
sociedade sobre os programas políticos estatais, o que, por outro 
lado, deve ser compatibilizado com a universalidade dos direitos 
humanos fundamentais.

PALAVRAS-CHAVE

Democracia; Brasil; Política Nacional de Participação Social; Esta-

do Democrático de Direito.

THE NATIONAL POLICY OF SOCIAL 
PARTICIPATION IN THE FACE OF THE 
CURRENT SCENARIO OF BRAZILIAN 
DEMOCRACY

ABSTRACT

This article, research product on a deductive methodology, with 
consultation in national and international works and documents, 
intends to approach the National Politics of Social Participation 
in Brazil, given the current situation of the Brazilian Democratic 
State of Law. In order to do so, a brief analysis of the concepts 
of citizen democracy and decision-making autonomy will be done 
first, and then directly cross-check the Brazilian Presidential De-
cree 8.243 / 2014 and the struggle of certain social sectors for the 
approval of the National Policy of Social Participation. Finally, the 
conclusion reached is that the Federal Constitution of 1988, the 
most important instrument in force in the Brazilian State, is in the 
sense of proposals for active action by society on state political 
programs, which, on the other hand, must be compatible with 
the universality of human fundamental rights.
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LA POLÍTICA NACIONAL DE 
PARTICIPACIÓN SOCIAL EN 
EL ESCENARIO ACTUAL DE LA 
DEMOCRACIA BRASILEÑA

RESUMEN

El presente artículo, producto de investigación sobre una meto-
dología deductiva, con consulta en obras y documentos nacio-
nales e internacionales, pretende abordar la Política Nacional de 
Participación Social en Brasil, frente a la actualidad del Estado 
brasileño Democrático de Derecho. Para ello, se hará primero un 
breve análisis de los conceptos de democracia ciudadana y de 
autonomía decisoria, para luego cotejar directamente el Decre-
to Presidencial brasileño 8.243 / 2014 y la lucha de determinados 
sectores sociales para la aprobación de la Política Nacional de Par-
ticipación Social. Por último, la conclusión que se llega es que la 
Constitución Federal de 1988, un diploma mayor vigente del Esta-
do brasileño, es mandamental en el sentido de las proposiciones 
en favor de la actuación activa de la sociedad sobre los programas 
políticos estatales, lo que, por otro lado, debe ser compatible con 
la universalidad de los derechos humanos  fundamentales.

PALABRAS-CLAVE

Democracia; Brasil; Política Nacional de Participación Social; Esta-
do Democrático de Derecho.

INTRODUÇÃO

Os instrumentos democráticos de partici-
pação da sociedade brasileira no processo 
decisório do Estado, inclusive pelo voto, 

são recentes, tendo em vista o período de 
ditadura militar vivido no Brasil entre 1964 
e 1985.
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Com a democracia sendo prevista, norma-
tizada e garantida somente em 1988 pela 
Constituição Federal, ainda em vigor, te-
mos enunciados que prescrevem a partici-
pação popular, e o elenca como um dos re-
quisitos para o Estado Social Democrático 
de Direito brasileiro.

Essa possibilidade de participação da socie-
dade é encontrada na Constituição vigente 
em várias passagens, por exemplo, já no 
art. 1º, parágrafo único, está prescrito que 
todo o poder emana do povo, que o exer-
ce por meio de representantes eleitos ou 
diretamente, nos termos da Constituição; 
no art. 8º, VI, que define como obrigatória 
a participação dos sindicatos nas negocia-
ções coletivas de trabalho; no art. 10, sendo 
assegurada a participação dos trabalhado-
res e empregadores nos colegiados dos 
órgãos públicos em que seus interesses 
profissionais ou previdenciários sejam ob-
jeto de discussão e deliberação; no art. 37, 
o qual, estabelecendo que a administra-
ção pública direta e indireta, de qualquer 
dos Poderes, obedecerá aos princípios de 
legalidade, impessoalidade, moralidade, 
publicidade e eficiência e, também, no seu 
§3º, que a lei disciplinará as formas de parti-
cipação do usuário na nessa administração; 
no art. 187, o qual estabelece que a políti-
ca agrícola será planejada e executada na 
forma da lei, com a participação efetiva do 
setor de produção, envolvendo produtores 
e trabalhadores rurais, bem como dos seto-
res de comercialização, de armazenamen-
to e de transportes; no art. 194, parágrafo 
único, o qual determina a organização da 
seguridade social como um dos objetivos 

do poder público, visando, entre outros, o 
caráter democrático e descentralizado da 
administração, com participação dos traba-
lhadores, dos empregadores, dos aposen-
tados e do Governo nos órgãos colegiados, 
entre outros. 

Assim, João Carlos Azuma bem salienta que 
o princípio da democracia participativa 

[...] compõe o núcleo essencial (tam-
bém lembrado por Konrad Hesse) da 
Constituição. Assim sendo, carece ser 
destacada a sua utilização em toda in-
terpretação do Texto Constitucional, 
[...]. Enfim, é de se ressaltar: a ativi-
dade interpretativa da Constituição 
destina-se à sua aplicação no caso con-
creto.2

Porém, mesmo com essas previsões cons-
titucionais chamando para a promulgação 
de enunciados normativos que promovam 
de fato a densificação de propostas de 
participação direta da sociedade civil nas 
decisões políticas, o Congresso Nacional, e 
igualmente o Poder Executivo, em diversos 
momentos evitam entrar no debate, por 
vezes adiando votações de projetos de lei 
neste sentido.

No cenário mundial, há diversas normas em 
outros países que direcionam as decisões 
públicas para a sociedade. Por exemplo, 
em países de 1º mundo, como a Noruega e 
a Suíça, seus eleitores têm a oportunidade 
de participar frequentemente de referen-

2 AZUMA, João Carlos. Democracia participativa: uma di-
mensão interpretativa concretizadora. Revista de Direito 
Constitucional e Internacional v. 68, pp. 86-110, jul./set. 
2009.
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dos e iniciativas populares vinculantes, que 
costumam fazer parte da agenda do Poder 
Executivo.

Apesar disso, no presente texto não se en-
trará na questão comparativa, tendo em 
vista que cada país tem suas singularidades 
históricas, o que leva à observação de que 
a busca pela democracia, condicionada aos 
ditames da Carta Constitucional de 1988 
e aos Direitos Humanos, deve ser projeto 
especificamente brasileiro, pois, mesmo 
vislumbrando alcançar os patamares de ou-
tras soberanias, o cotejo das vicissitudes do 
projeto democrático do Brasil é dotado de 
particularidades intrínsecas.

Tendo isso em vista, o presente trabalho 
buscará trazer de início determinadas dou-
trinas que podem auxiliar na construção de 
um ambiente brasileiro mais voltado aos 
instrumentos de democracia direta. Em 
seguida, será analisado especificamente o 
Decreto Presidencial 8.243/2014 e a luta de 
determinados setores da sociedade pela 
aprovação da Política Nacional de Participa-
ção Social. Por fim, caminha-se à conclusão.

2. BREVE DELINEAMENTO SOBRE  
A DEMOCRACIA CIDADÃ E A  

AUTONOMIA DECISÓRIA

Como se observou na Introdução, a possi-
bilidade de participação da sociedade brasi-
leira nas decisões políticas é decorrente do 
viés democrático juridicamente prescrito 
pela Constituição. Esse viés está principio-
logicamente balizado na emancipação do 
indivíduo e da sociedade, visando garan-
tir a autonomia decisória dos brasileiros.  

Assim, como bem salienta Marcelo Lopes 
de Souza:

A heteronomia, o oposto da autono-
mia, [...] se instala quando as leis e 
normas com base nas quais uma socie-
dade é, direta ou indiretamente, go-
vernada e organizada, são deliberadas 
não pelo conjunto dos indivíduos per-
tencentes a essa sociedade, de manei-
ra tão lúcida e bem informada quanto 
possível, mas sim impingidas na base 
da opressão interna, da opressão ex-
terna e/ou divinizadas/naturalizadas. A 
heteronomia é, sempre, alienação po-
lítica de parte da população, consenti-
da ou arrancada à força.3

Deliberar sobre as principais questões que 
envolvem a administração pública, e tam-
bém sobre os enunciados dotados de san-
ção que devem ou não fazer parte do sis-
tema jurídico nacional, é premente para a 
garantia da autonomia da sociedade, sendo 
esta decorrente de uma democracia o má-
ximo possível descentralizada e vinculada 
aos interesses comunitários. Assim, sobre 
o conceito de deliberação, bem informa 
Ângela Cristina Salgueiro Marques:

A deliberação pode ser compreendida 
como uma atividade discursiva capaz 
de conectar esferas comunicativas for-
mais e informais, nas quais diferentes 
atores e discursos estabelecem um 
diálogo, que tem por principal objeti-
vo a avaliação e a compreensão de um 

3 SOUZA, Marcelo L. de. A prisão e a àgora. Reflexões em 
torno da democratização do planejamento e da gestão das 
cidades. Rio de Janeiro: Bertrand Brasil, 2006, p. 70.
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problema coletivo ou de uma questão 
geral.4

Dito debate sobre as possibilidades de deli-
beração pelos cidadãos, ao mesmo tempo 
em que é acolhido pelo Estado Democrático 
de Direito, é negado pelo moderno Estado 
liberal, “o  que  não  comporta  abandonar  
as suas  contribuições  –,  no  qual  a  cidada-
nia  era  concebida  apenas  como  ‘liberda-
de negativa’,  ou  seja,  como  instrumento  
jurídico  de  resistência  ao  poder  político 
arbitrário”5.   

Com efeito, nos Estados liberais, como bem 
afirmam Alexandre Sanson e Eurico Zec-
chin Maiolino, há uma relação de confiança 
de onde defluirá todo o regime liberal da 
representação política na base das esco-
lhas políticas por intermédio dos arranjos e 
procedimentos eleitorais. Assim:

Ora, se se estabelece esta relação de con-
fiança entre o eleitor e o escolhido, tal im-
plica o reconhecimento de que este último 
pode agir em nome dos eleitores e tomar 
as decisões que lhe aprouver com autono-
mia em relação ao povo. Após as eleições, 
postas as escolhas políticas possíveis, pas-
sa o representante a decidir de acordo 
com seus critérios políticos e no exercício 
da liberdade do mandato representativo 
moderno, rompendo-se qualquer vínculo 
“conteudístico” que exista e que envol-
va a relação estabelecida no mandato re-
presentativo. Nem mesmo os programas 

4  MARQUES, Ângela C. S. As interseções entre o proces-
so comunicativo e a deliberação pública. In: MARQUES, 
Ângela C. S. (Org. e trad.). A deliberação pública e suas 
dimensões sociais políticas e comunicativas: textos funda-
mentais. Belo Horizonte: Autêntica Editora, 2009, p. 13.

5  Pg 91 – dissertação Erick

partidários foram capazes de estabelecer 

diretrizes concretas para a atuação dos re-

presentantes.6

Nesse sentido, a definição de liberdade 

a ser introduzida no Estado Democrático 

contemporâneo se dá além da esfera nega-

tiva, constituindo-se dentro de um viés po-

lítico de cidadania. Como bem diz Hannah 

Arendt:

[o] potencial  liberdade  da  politica  

não  nos  é reclamada  meramente  

pelas  nossas  experiências  mais  re-

centes;  ela  desempenhou  um  amplo  

papel na  história  da  teoria  política.  

Não  necessitamos  ir  além  dos  pen-

sadores  dos  século  XVII  e  XVIII,  que, 

na  maioria  das  vezes,  simplesmen-

te  identificavam  liberdade  e  política  

como  segurança.7

Nesse mesmo sentido da relação intrínseca 

de cidadania com democracia em Arendt, 

bem salientam Ingo Wolfgang Sarlet e Tia-

go Fensterseifer, que: 

A democracia, portanto, não se esgota 

no voto. A democracia é um conceito 

jurídico, mas, mais do que isso, é uma 

práxis político-jurídica em constan-

te aprimoramento e consolidação. A 

participação pública, nesse contexto, 

situa-se como elemento central do con-

ceito constitucional contemporâneo de 

6 SANSON, Alexandre; MAIOLINO, Eurico Z. Das aporias 
democráticas do século XXI: a evolução e os impasses da 
representação política. Revista dos Tribunais, v. 941, mar. 
2014.

7  ARENDT, Hannah. Entre o passado e o futuro. São  Paulo: 
Perspectiva, 2011, p. 195-196.
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democracia, o qual, reitera-se, extrapo-
la substancialmente o espectro deve-
rás limitado do voto popular.8

 Com efeito, a tese do constitucionalismo 
democrático reflete o debate, na doutrina 
constitucional, acerca de uma das grandes 
tensões no constitucionalismo contempo-
râneo, referente ao embate entre direito 
e democracia. Esse embate se mostra fru-
tífero para os intérpretes jurídicos espe-
cialmente em relação ao alcance e a funda-
mentalidade dos direitos humanos.

Assim, deve-se aferir até que ponto a de-
mocracia radicalmente comprometida com 
os instrumentos institucionais do referen-
do, do plebiscito, do recall, entre outros, 
pode avançar em questões que envolvem 
a compreensão – geralmente sobre os as-
pectos culturais ocidental e capitalista - dos 
direitos humanos e fundamentais, ditos 
universais e inerentes ao Homem.

Dentro de uma democracia mais partici-
pativa, há espaço para um controle de de-
terminadas pessoas sobre a interpretação 
do que deve ou do que não deve ir para o 
escrutínio popular? E, se sim, quais seriam 
os critérios para balizar os possíveis fun-
damentos? Dessa maneira, bem colocam 
Cristiano Elias e Luiza Antunes Magalhães 
ao dizerem que:

Diante da contraposição que se apre-
senta algumas vezes entre a proteção 
dos direitos fundamentais com a ideia 

8 SARLET, Ingo W.; FENSTERSEIFER, Tiago. Democracia par-
ticipativa e participação pública como princípios do Estado 
Socioambiental de Direito. Revista de Direito Ambiental, v. 
73, pp. 47–90, jan./mar. 2014.

de democracia representativa, é vista 

como produto do antagonismo entre 

o resultado da deliberação democrá-

tica no âmbito dos parlamentos e os 

direitos fundamentais consagrados 

constitucionalmente.

Esse debate é premente, se se tiver em vis-

ta o necessário aumento da participação 

popular nos processos decisórios. 

Por outro lado, a consolidação de uma for-

ma de democracia mais direta, assente nos 

pressupostos que levam à dignidade da 

pessoa humana, se sustenta somente en-

quanto houver a sua efetiva prática, sobre 

a qual dito tema pode de fato ser tratado 

enquanto situado na respectiva sociedade 

em que se busca um nível aberto de inter-

pretação dos ditames constitucionais.

E isso especialmente no momento de 

construção das políticas públicas, as quais 

devem, de forma mandamental, cumprir 

com o diploma maior de maneira orientada 

aos interesses populares. Esse é o objetivo 

constitucional.

3. O DECRETO PRESIDENCIAL  

BRASILEIRO 8.243/2014 E A LUTA PELA 

APROVAÇÃO DA POLÍTICA NACIONAL  

DE PARTICIPAÇÃO SOCIAL

Assinado em junho de 2014 pela então pre-

sidente do Brasil Dilma Rousseff, o Decreto 

8.243 instituía o que o governo chamou de 

uma nova política de participação social, 

assim como um maior diálogo entre socie-

dade civil e governo. 
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O foco do Decreto era a criação da Política 
Nacional de Participação Social (PNPS) e 
do Sistema Nacional de Participação Social 
(SNPS).

Como diz o seu próprio art. 1º, o objetivo 
do PNPS era de “fortalecer e articular os 
mecanismos e as instâncias democráticas de 
diálogo e a atuação conjunta entre a admi-
nistração pública federal e a sociedade civil”.

Já o Sistema Nacional de Participação So-
cial (SNPS), coordenado pela Secretaria-
-Geral da Presidência da República, seria 
integrado pelas instâncias de participação 
social previstas no art. 6º do mesmo Decre-
to, ou seja: conselho de políticas públicas, 
comissão de políticas públicas, conferência 
nacional e ouvidoria pública federal.

Isso “sem prejuízo da integração de outras 
formas de diálogo entre a administração pú-
blica federal e a sociedade civil” (art. 7º).

Os objetivos da Política Nacional de Parti-
cipação Social, conforme referido no art. 
4º, seriam, entre outros: consolidar a par-
ticipação social como método de gover-
no; promover a articulação das instâncias 
e dos mecanismos de participação social; 
aprimorar a relação do governo federal 
com a sociedade civil, respeitando a auto-
nomia das partes; promover e consolidar a 
adoção de mecanismos de participação so-
cial nas políticas e programas de governo 
federal; desenvolver mecanismos de par-
ticipação social nas etapas do ciclo de pla-
nejamento e orçamento; incentivar o uso 
e o desenvolvimento de metodologias que 
incorporem múltiplas formas de expressão 

e linguagens de participação social,  desen-

volver mecanismos de participação social 

acessíveis aos grupos sociais historicamen-

te excluídos e aos vulneráveis; incentivar 

e promover ações e programas de apoio 

institucional, formação e qualificação em 

participação social para agentes públicos e 

sociedade civil; e incentivar a participação 

social nos entes federados.

Além disso, o art. 5º desse Decreto 

8.243/2014 fornece uma noção da ambição 

deontológico-democrática dessa normati-

va ao dizer ser dever dos órgãos e entida-

des da administração pública federal direta 

e indireta considerar as instâncias e os me-

canismos de participação social, previstos 

naquele Decreto, para a formulação, a exe-

cução, o monitoramento e a avaliação de 

seus programas e políticas públicas.

Tal Decreto, por políticos brasileiros de 

uma linha mais conservadora e de direita, 

foi chamado de “bolivariano”, fazendo re-

ferência pejorativa a um termo apropriado 

pelo ex-presidente venezuelano Hugo Chá-

vez, originado do sobrenome do libertador 

Simón Bolívar, esse que liderou os movi-

mentos de independência da Venezuela, da 

Colômbia, do Equador, do Peru e da Bolívia.

“Convencionou-se, no entanto, chamar de 

bolivarianos os governos de esquerda na 

América Latina que questionam o neolibera-

lismo e o Consenso de Washington (doutrina 

macroeconômica ditada por economistas do 

FMI e do Banco Mundial)”9.

9  GOMBATA, Marcilea. Você sabe o que é o bolivarianismo? 
Carta Capital, 07 nov. 2014. Disponível em: <https://www.
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Nesse sentido, bem informa Thamy Pogre-
binschi:

A participação popular no processo 
político decisório não foi algo “inven-
tado” pela União Soviética ou pela Ve-
nezuela. Na origem da democracia, na 
Grécia antiga, as decisões eram toma-
das diretamente pelo povo reunido na 
ágora (uma forma de assembleia po-
pular). Hoje, as chamadas “inovações 
democráticas”, que incluem o que 
chamamos no Brasil de mecanismos 
e instâncias participativas, são imple-
mentadas em praticamente todos os 
países do mundo e, em especial, nas 
democracias avançadas. As formas 
e desenhos institucionais existentes 
são muito diversos. Na Dinamarca, por 
exemplo, são organizadas há muitos 
anos “conferências de consenso”, 
que são de certo modo semelhantes 
às “conferências nacionais” realiza-
das no Brasil e regulamentadas pelo 
decreto 8243. Na Suíça realizam-se 
consultas populares há mais de dois 
séculos com uma frequência enorme 
para decidir desde pequenas questões 
urbanas locais até questões tributárias 
ou fiscais em nível federal.10

A Câmara dos Deputados aprovou, ainda 
em 2014, o Projeto de Decreto Legislati-
vo (PDC) 1491/14, que susta o já referido  

cartacapital.com.br/politica/o-que-e-bolivarianismo-2305.
html>. Acesso em 28 jul. 2018.

10 ARAUJO, Pedro Z. de. “A derrubada do decreto 8243 foi um 
tiro no pé”, diz ao DCM a cientista política Thamy Pogre-
binschi. DCM. 04 nov. 2014. Disponível em: <https://www.
diariodocentrodomundo.com.br/a-derrubada-do-decre-
to-8243-foi-um-tiro-no-pe-diz-ao-dcm-a-cientista-politica-
thamy-pogrebinschi/>. Acesso em 27 jul. 2018.

Decreto Presidencial 8.243/2014 da presi-
dente Dilma Rousseff em sentido contrário 
à intenção do Governo Federal. Uma das 
justificativas do PDC é de que aquele De-
creto Presidencial era um 

[...] mecanismo de representação po-
pular impróprio, por meio de eleição 
de representantes da sociedade civil 
para o exercício de mandato em con-
selhos de políticas públicas, ou, ainda, 
mediante indicação direta. Trata-se 
de uma forma polida com que a presi-
dente da República decreta a falência 
do Poder Legislativo federal e o su-
cateamento total e absoluto do Con-
gresso Nacional. Uma iniciativa dessa 
natureza, que decreta o alijamento do 
Congresso Nacional na discussão das 
políticas públicas, jamais poderia ter 
sido instituída sem o devido processo 
legislativo constitucional.11

O último andamento do PDC no Senado 
Federal, para sustar definitivamente o De-
creto Presidencial, foi em 2015, encontran-
do-se parado desde então.

Por outro lado, em 2016, a Comissão de 
Trabalho, de Administração e Serviço Pú-
blico da Câmara dos Deputados aprovou o 
Projeto de Lei 8048/14, que cria a Política 
Nacional de Participação Social, retomando 
quase em completude os pontos do dito 
Decreto nº 8.243 e com o interesse em “dar 
a oportunidade de protagonismo do Legisla-

11 EPOCH Times. Comissão aprova projeto que retoma cria-
ção de conselhos populares. 09 set. 2016. Disponível em: 
<https://www.epochtimes.com.br/comissao-aprova-proje-
to-retoma-criacao-conselhos-populares/>. Acesso em: 25 
jul. 2018.
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tivo deliberar sobre uma forma de coordenar 
e sistematizar a atuação de tais conselhos, 
garantindo uma maior participação social e 
intervenção junto à Administração Pública 
Federal”12.

Na linha desse Projeto de Lei, juristas como 
Fabio Konder Comparato, Celso Bandeira 
de Mello e Dalmo de Abreu Dallari assina-
ram manifestação de apoio ao Decreto Pre-
sidencial instituinte da Política Nacional de 
Participação Social.

Baseado no princípio de que “quanto mais 
participação, mais qualificadas e próximas 
dos anseios da população serão as políticas 
públicas”13, não havendo democracia sem 
povo, em seus termos:

Entendemos que o decreto não viola 
nem usurpa as atribuições do Poder 
Legislativo, mas tão somente organiza 
as instâncias de participação social já 
existentes no Governo Federal e esta-
belece diretrizes para o seu funciona-
mento, nos termos e nos limites das 
atribuições conferidas ao Poder Exe-
cutivo pelo Art. 84, VI, “a” da Consti-
tuição Federal. Entendemos que o 
decreto representa um avanço para a 
democracia brasileira por estimular os 
órgãos e entidades da administração 
pública federal direta e indireta a 
considerarem espaços e mecanismos 
de participação social, que possam  

12 BRASIL. Projeto de Lei 8048/2014.

13 CAVALCANTI, Hylda. Política de participação social provoca 
embate entre Legislativo e Executivo. Rede Brasil Atual. 
11 jun. 2014. Disponível em: <http://www.redebrasilatual.
com.br/politica/2014/06/politica-de-participacao-social-e-al-
vo-de-novo-embate-entre-legislativo-e-executivo-2220.
html>. Acesso em 25 jul. 2018.

auxiliar o processo de formulação e 
gestão de suas políticas.14

Dalmo Abreu de Dallari, ainda, em outro 
momento, salienta que a Democracia Re-
presentativa está fundada na impossibili-
dade de manifestação de toda a população 
sobre os assuntos, diga-se de passagem, 
mais variados, e normatizados pela legis-
lação pátria. Porém, nos seus termos: 

Mais recentemente, com a criação e o 
aperfeiçoamento de novos meios para 
a obtenção da vontade do povo surgiu 
a democracia participativa. E quanto 
a essa importante inovação a Cons-
tituição brasileira de 1988 é das mais 
avançadas do mundo, como tem sido 
reconhecido e proclamado por consti-
tucionalistas e defensores da socieda-
de democrática em diferentes países.15

Dessa maneira, importa salientar que o pa-
rágrafo único do art. 1º da Constituição de 
1988 é mandamental ao afirmar que “todo 
o poder emana do povo, que o exerce por 
meio de representantes eleitos ou direta-
mente, nos termos desta Constituição”.

Assim, Dallari também considera que, 
“bem ao contrário das críticas negativas e 
das tentativas de questionamento da cons-
titucionalidade, o decreto número 8243 é  

14 CAVALCANTI, Hylda. Política de participação social provoca 
embate entre Legislativo e Executivo. Rede Brasil Atual. 
11 jun. 2014. Disponível em: <http://www.redebrasilatual.
com.br/politica/2014/06/politica-de-participacao-social-e-al-
vo-de-novo-embate-entre-legislativo-e-executivo-2220.
html>. Acesso em 25 jul. 2018.

15 DALLARI, Dalmo de A. Conselhos populares e democracia 
participativa. Migalhas. 24 jun. 2014. Disponível em: <http://
www.migalhas.com.br/dePeso/16,MI203171,101048-Conse-
lhos+populares+e+democracia+participativa>. Acesso em 
22 jul. 2018.
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rigorosamente fiel à Constituição e dá impor-
tante contribuição para a prática da demo-
cracia participativa”16.

No mesmo sentido, a Rede Brasileira pela 
Integração dos Povos, a Associação Brasi-
leira Interdisciplinar de AIDS, a Associação 
Brasileira de Organizações Não Governa-
mentais e o Comitê Brasileiro de Política Ex-
terna e Direito Humanos se manifestaram 
assinando em conjunto uma nota de repú-
dio ao veto da Câmara Federal ao Decreto 
8243/14.

O jurista Eduardo Bittar consolida em seus 
termos a relevância deste Decreto, consi-
derando que, “ao reagir democraticamente 
à onda de protestos, criando a política na-
cional de participação social, o Decreto no 
8.243/2014 é um sinal de que se inaugura, no 
País, com claros fundamentos constitucio-
nais e político-democráticos”17.

Para Bittar, dito Decreto é fruto principal-
mente da percepção da então presidente 
Dilma Rousseff e de parte daquele Gover-
no de que as manifestações de junho de 
201318 não foram casos isolados, urgindo 
do Estado normativas que fortaleçam e 
consolidem a democracia participativa no 
país.

16 DALLARI, Dalmo de A. Conselhos populares e democracia 
participativa. Migalhas. 24 jun. 2014. Disponível em: <http://
www.migalhas.com.br/dePeso/16,MI203171,101048-Conse-
lhos+populares+e+democracia+participativa>. Acesso em 
22 jul. 2018.

17 BITTAR, Eduardo C. B. O Decreto no 8.243/2014 e os desa-
fios da consolidação democrática brasileira. Revista de In-
formação Legislativa, ano 51, n. 203, jul./set. 2014, p. 31.

18 Esse período ficou marcado por uma multiplicidade de pro-
testos no Brasil, que, a partir de São Paulo, se espalharam 
por várias cidades brasileiras, mobilizando milhares de pes-
soas no que se tornaria, naquele momento, a maior série 
de manifestações de rua desde o movimento pelo impea-
chment do presidente Fernando Collor, 21 anos antes.

Além dessa série de manifestações, dito 

Decreto também merece ser visto como 

a viabilização deontológica do Decreto 

7.037/2009, esse o qual, aprovando o Pro-

grama Nacional de Direitos Humanos - 

PNDH-3 -, demanda, em seu art. 2º, que a 

sua implementação tenha como um dos Ei-

xos orientadores a interação democrática 

entre Estado e sociedade civil, o que deve 

se dar, entre outros, como “instrumento de 

fortalecimento da democracia participativa” 

através inclusive do “fortalecimento dos 

Direitos Humanos como instrumento trans-

versal das políticas públicas e de interação 

democrática”.

Assim, o Anexo desse Decreto informa que 

o “Poder Executivo tem papel protagonista 

na coordenação e implementação do PNDH-

3”, e também que é fomento à continuida-

de para a integração e o “aprimoramento 

dos mecanismos de participação existentes, 

bem como criar novos meios de construção e 

monitoramento das políticas públicas sobre 

Direitos Humanos no Brasil”.

Por esse motivo, pode-se considerar o De-

creto “um passo importante na construção 

dos espaços e condições adequadas para o 

exercício da cidadania e na criação de uma 

sociedade mais democrática e ciente de suas 

possibilidades e limitações”19.

19 SUNDERMANN, Jorge; PEREIRA, José Roberto; ALVES, 
Claudemir Francisco; BIRTO, Mozar José de. Democracia 
Deliberativa: uma Análise do Decreto nº 8.243. Cadernos 
Gestão Pública e Cidadania, São Paulo, v. 21, n. 68, jan./abr. 
2016, p. 37.
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CONCLUSÃO

O Brasil, apesar de estar estabelecido na 
sua Constituição (1988) vigente como um 
Estado Social Democrático de Direito, e 
tendo aqueles ditos meios de solução de 
impasses por instrumentos democráticos, 
se caracteriza pela baixa utilização das téc-
nicas de decisão que poderiam ser utiliza-
das num ambiente em que a participação 
popular sobre questões de Estado é de 
relevância premente.

A configuração das tecnologias de infor-
mação e comunicação no mundo global 
em que vivemos permite a utilização de um 
grande leque de opções para instrumentali-
zar os meios de implantação mandamental 
do princípio democrático.

A Política Nacional de Participação Social 
(PNPS) e o Sistema Nacional de Participa-
ção Social (SNPS), conforme enunciados 
nos Projetos normativos acima citados, 
corroboram visões afirmativas no sentido 
de promoção dos ditames democráticos 
nacionais, promovendo a inclusão social 
nos processos decisórios do Estado.

Dita inclusão, por outro lado, deve ser dis-
posta no debate da necessidade ou não de 
garantia de um mínimo de isenção de ques-
tões que estejam diretamente vinculadas 
aos direitos humanos, esses como conteú-
do intrínseco do Estado Democrático de Di-
reito, dispondo, portanto, de prerrogativas 
que pela sua universalidade não poderiam 
ser objeto de deliberação, mesmo que so-
bre os critérios democráticos.
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La autora de esta investigación presenta 
un trabajo encaminado a estudiar la natu-
raleza y estructura jurídica de las organi-
zaciones de acción comunal en Colombia, 
profundizando en la caracterización de los 
elementos del sistema electoral derivados 
de las reglamentaciones legales y estatuta-
rias de las elecciones comunales. 

Esta investigación responde a la necesidad 
de una organización que actualmente cuen-
ta con más de 62.000 personerías jurídicas 
activas, un número de afiliados superior a 
los 6.000.000 en el ámbito nacional, tiene 
presencia en todos los municipios del país 
y un calendario electoral cuatrienal para la 
escogencia de sus dignatarios, basado en la 

Reseñas
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incorporación de los elementos propios del 
sistema electoral colombiano nacional, tal 
y como se estableció en la Ley 743 de 2002.

En este sentido, la autora busca atender los 
vacíos existentes en temas electorales co-
munales, teniendo en cuenta que se cons-
tituyen como uno de los puntos de mayor 
interés dentro de los distintos actores que 
intervienen en los ejercicios democráticos, 
ya que, adicional a los ejercicios electorales 
tradicionales, sean nacionales o territoria-
les, en nuestro país existen otros espacios 
de participación y otras organizaciones que 
desarrollan procesos eleccionarios según 
sus características y necesidades, dentro 
de las cuales se destacan las organizacio-
nes comunales. 

La investigadora realizó un trabajo aca-
démico que aporta información electoral 
comunal y satisface la demanda de los 
afiliados y las administraciones locales y 
departamentales que deben acompañar 
estos procesos, y que no siempre cuentan 
con las herramientas técnicas y metodo-
lógicas para desarrollar un procedimiento 
electoral. Así pues, en tres capítulos esta 
investigación presenta al lector una apro-
ximación a la comprensión de los procesos 
electorales de las organizaciones comuna-
les en Colombia.

El primer capítulo sitúa el nacimiento de 
la acción comunal, así como su evolución 
histórica como organización privada de 
naturaleza comunitaria, y un recorrido nor-
mativo y jurisprudencial que nos lleva a la 
conceptualización actual de la organiza-
ción comunal, identificando su naturaleza,  

objetivos, principios y estructura; el con-
cepto y funciones de las entidades de ins-
pección, vigilancia y control, y la evolución 
jurídica de las mismas.

Una vez analizado el marco normativo y 
caracterizadas las organizaciones objeto 
del estudio, el segundo capítulo presenta 
un análisis de su democracia interna y los 
elementos del sistema electoral presentes 
en los procesos eleccionarios comunales, 
destacando los requisitos legales y estatu-
tarios de validez en cada una de sus etapas, 
a saber, i) etapa preelectoral, ii) día D y, iii) 
etapa poselectoral.

Finalmente, en el tercer capítulo, este traba-
jo investigativo recopila información de las 
elecciones comunales realizadas en toda su 
estructura durante el año 2016 –para el pe-
ríodo 2016-2020–, así como la participación 
de las entidades territoriales competentes 
de inspección, vigilancia y control en dichos 
procesos. Producto de lo anterior, la autora 
presenta los casos más relevantes que im-
pidieron el registro de los dignatarios en las 
elecciones de 2016, dentro de los cuales de 
identifican i) incumplimiento de requisitos 
legales, ii) incumplimiento de requisitos 
estatutarios, iii) inconsistencias en la pre-
sentación de bloques y, iv) postulación de 
secretarías ejecutivas como bloque; para 
terminar con la proposición de modelos 
prácticos relacionados con cada una de las 
etapas estudiadas en el segundo capítulo.

En razón a lo anterior, la Registraduría 
Nacional del Estado Civil y su Centro de 
Estudios en Democracia y Asuntos Electo-
rales (CEDAE), conscientes de los retos que  
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significa fortalecer la participación en Co-
lombia, y en particular los desafíos que 
afrontará la organización comunal en las 
elecciones de 2020, decidieron apoyar la 
investigación Aproximaciones a la compren-

sión de los procesos electorales de las orga-
nizaciones de acción comunal en Colombia, 
considerando que con esta publicación se 
aporta al vacío existente en la literatura de 
lo comunal.

GERARDO ANDRÉS SANABRIA MUÑOZ 
Centro de Estudios en Democracia  

y Asuntos Electorales (CEDAE)
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En el litoral Caribe colombiano, en el punto 

más al norte de América del Sur se encuen-

tra la Sierra Nevada de Santa Marta, un 

enorme macizo montañoso junto al mar, 

un gigantesco santuario de flora y fauna 

con una gran variedad de pisos térmicos 

que van desde el nivel del mar hasta más 

de 5.500 metros sobre este. Allí habitan 

cuatro comunidades espirituales poseedo-

ras de un conocimiento tradicional, y de un 

poder ancestral indispensable para man-

tener el equilibrio del mundo, pues, para 

ellos, en este lugar se encuentra la cuna de 

nuestra especie, el centro del mundo mis-

mo, el origen y corazón de todo.



Re
vi

st
a 

D
em

oc
ra

ci
a 

Ac
tu

al
   

N
úm

. 4
   

 D
ic

ie
m

br
e 

20
19

 

260

Koguis, wiwas, kankuamos y arhuacos 
creen que el hombre blanco –o hermano 
menor–, partiendo de su ignorancia, dividió 
arbitrariamente en dos el mundo, dejado a 
los seres con vida aparte de los “inertes”; 
cosa que contraría las creencias de las co-
munidades ancestrales de la Sierra Nevada, 
para las cuales, todas las cosas tienen vida 
y sentido, cosas tan elementales como una 
piedra tiene una vida y una razón de porqué 
serlo y de porqué estar allí, lo cual debe ser 
respetado. 

Desde las alturas de la Sierra Nevada a tra-
vés de ríos y manantiales bajan aguas cris-
talinas que a su paso van recogiendo las 
energías de los animales, de los minerales 
y de las plantas que entran en contacto con 
ellas, energías que son los mismos espíritus 
de lo que tocan, bajando por el caudal de 
los ríos sagrados hasta encontrarse con el 
mar, en donde al ser mezclado en sus pro-
fundidades se transforman y emergen nue-
vas energías que se encuentran con aque-
llas que provienen de lo alto de la sierra 
formando un ciclo. 

De este choque y procesos de transforma-
ción resultan los materiales que se hallan a 
la orilla de las desembocaduras de los ríos, 
son conchas o pequeñas piedras que repre-
sentan ese inmenso poder de la madre na-
turaleza, su fuerza misma. Los habitantes 
ancestrales (koguis, wiwas, kankuamos y 
arhuacos) están encargados de recoger esta 
energía y llevarla hasta unos lugares sagra-
dos, para con ello realizar los pagamentos, 
es decir, la retribución a la madre natura-
leza por entregar todos los elementos de 

subsistencia (los alimentos, los animales, 
un árbol, el agua, el fuego, el oxígeno, una 
planta o incluso una piedra que se utilice); 
es agradecimiento puro, dentro de una cul-
tura cuyo eje es el equilibrio del mundo y 
con el mundo, a partir de un profundo tra-
bajo espiritual.

Instrumentos ancestrales para la goberna-
bilidad democrática: Una visión desde las 
costumbres arhuacas y koguis, es el fruto de 
una investigación y trabajo de campo pro-
fundos, plasmado en un documento agra-
dable para leer y que sirve de ventana para 
mirar el mundo desde la visión de estas co-
munidades ancestrales. 

La obra hace un tránsito necesario por 
esos elementos que nos permiten –como 
sus “hermanos menores”– no solo el te-
ner un acercamiento inicial a estos pueblos 
originarios, conocer parte de sus raíces fi-
losóficas, cosmogónicas, históricas, la com-
posición de sus comunidades, su cultura, 
economía y formas de gobierno, sino que 
también el hacer parte de la tarea enco-
mendada a nuestros hermanos mayores en 
su Ley de Origen o Ley de Sé, que es fortale-
cer desde la consciencia la unidad armónica 
entre todos los seres de la naturaleza.

La Sierra Nevada es vista por estas comuni-
dades como un cuerpo humano, un cuerpo 
vivo del que son parte imprescindible para 
su existencia cada uno de los elementos de 
la naturaleza, de este modo los picos ne-
vados representan la cabeza, las lagunas 
y los páramos forman el corazón, los ríos 
simbolizan las venas, los mantos de tierra 
constituyen los músculos y las hierbas altas 
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personifican el cabello; desde esta base, 
toda la sierra es un espacio sagrado; de allí 
la urgencia de sus comunidades ancestra-
les por mantenerla, pues de ello depende la 
existencia misma de todos y de todo.

Es esta urgencia la que motiva en arhuacos 
y koguis el nacimiento de sus distintas for-
mas de relación con el mundo y con la na-
turaleza (madre naturaleza), tal como con 
sus deidades y entre los integrantes de sus 
comunidades, así como las relaciones que 
se dirigen hacia el hombre blanco en su cali-
dad de hermano menor; en sí, esta urgencia 
es la génesis del entramado de su estructu-
ra social.

La autoridad máxima de estas comunida-
des de la Sierra radica en el “Mamo”, quien 
es el reservorio de la sabiduría derivada de 
la Ley de Sé, es su máximo conocedor y 
guardián; para ello, él ha sido elegido y pre-
parado desde su concepción misma, su vida 
entera está dedicada al trabajo espiritual, a 
proteger y perpetuar sus tradiciones, en 
una cultura de lenguaje puramente oral (no 
escrita o ágrafa). Es el único que puede leer 
los mensajes de la naturaleza en la natura-
leza misma, en las piedras, en el aire, en las 
aguas y en las hojas, así como en los parajes 
del mundo espiritual. 

Los derechos de estas comunidades na-
tivas, desde la llegada de los españoles al 
continente, han sido vulnerados de múlti-
ples formas, por lo que en el libro se hace 
una revisión y exposición de conceptos y 
elementos básicos relacionados con los 
Derechos Humanos, los planes nacionales 
que los tratan y cifras sobre la vulneración a 

los mismos a estas comunidades indígenas 
dentro del conflicto armado colombiano.

La economía de las comunidades ances-
trales de la Sierra (para el caso la kogui y 
arhuaca) pasa necesariamente por la con-
cepción divergente que ellos tienen de la 
propiedad frente a la nuestra; para ellos, 
nada les pertenece, pues son ellos quienes 
pertenecen o hacen parte de una gran uni-
dad, que deben preservar y defender. 

De allí que para ellos los grandes males 
del mundo radican en cómo los hermanos 
menores quieren acumular con desenfre-
no, olvidando que el acumular no tiene sen-
tido, pues “todos pertenecemos al todo”. 
Pese a ello, su economía, principalmente 
la de los koguis y arhuacos, está en tensión 
constante entre su parte ancestral, donde 
se da respuesta a las necesidades de sus 
integrantes, por ejemplo, manteniendo 
una siembra sostenible para el autocon-
sumo y aplicando un sistema de mercado 
basado en el trueque, y la modernidad de 
sus hermanos menores, quienes tienen sus 
exigencias basadas en poseer y comerciar, 
poniendo en riesgo el acceso a sus lugares 
sagrados.

 Tal tensión, entre las visiones del mundo 
de hermanos mayores y menores ha lleva-
do a las comunidades ancestrales de la Sie-
rra Nevada a establecer herramientas que 
sean puente entre esos dos mundos. La 
investigación desarrollada por la Universi-
dad Sergio Arboleda describe varios de es-
tos instrumentos, y señala algunos de sus 
elementos clave, como los cabildos, comi-
sarios, semaneros, entre otros. Igualmente 
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explica las formas en que son elegidos sus 
miembros, sus roles y sus alcances, siempre 
estando sujeto a la autoridad del Mamo.

La democracia, como concepto, es un ele-
mento para estas comunidades ancestra-
les propio de los hermanos menores, no 
obstante, sus nociones de gobierno y de 
participación social, así como de relación 
con la naturaleza, pueden aportar al mun-
do (si se les permite) unos instrumentos 
de valor incalculable, que hoy más que 
nunca se hacen vigentes (como deja claro 
la investigación) en un contexto de desca-
labro ambiental, cambio climático y fractu-
ra de valores; los saberes ancestrales que 
propenden por una coexistencia armónica 

con la naturaleza deben ser rescatados y 
difundidos, muchos, incluso, integrados 
a nuestra forma de vida; como hermanos 
menores debemos escuchar y dejarnos 
guiar de nuestros hermanos mayores, esto 
es, aprender de ellos, respetarlos, también 
enseñarles sin imponer y coexistiendo, in-
tegrando lo mejor de nuestros mundos en 
uno que sea más grande y garantice para 
todos la existencia y un lugar compartido 
en la historia.   

Luis Humberto Lagos Romero  
Centro de Estudios en Democracia  

y Asuntos Electorales (CEDAE).
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La democracia como sistema político desde 

sus inicios se encuentra en constante mu-

tación, con notorios altibajos, producto de 

la dinámica de diversas variables sociales, 

políticas y económicas, traducidas como 

una forma de administración del poder. No 

es un sistema perfecto, pero sí maleable y 

ajustable para acercar el gobernante a las 

bases, razón de ser –en gran parte– de la 

creación del Estado.

En un modelo de democracia represen-

tativa –aún con la crisis que actualmente 

se pregona en los modelos europeos y en 

otras latitudes–, sigue siendo la mejor op-

ción para la administración del poder, con-

comitante con claras políticas de pesos y 

contrapesos entre las ramas que integran 

su estructura, así como también con razo-

nables medidas para la administración y 

control de todos los aspectos que intere-

san y afectan a los colombianos.

Colombia, independiente del grado de 

avance de su sistema democrático, no ha 

sido la excepción en materia de falencias 

y barreras que han dificultado su fortaleci-

miento y desarrollo.

Ello será sorteable con voluntad política y 

de Estado; haciendo los ajustes que clama 

el sistema desde todas sus aristas y no asu-

miendo la autorreforma.
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El modelo representativo del sistema co-
lombiano, no puede ser su unívoca carac-
terística. Recientemente, con ocasión del 
proceso evolutivo de Colombia en sus insti-
tuciones, se dieron pasos cualitativos para 
caminar una senda de modelo mixto de de-
mocracia, adicionándose la característica 
de la participación.

Dicho componente es un valor agregado in-
conmensurable al cual no se le ha brindado 
su verdadera dimensión e importancia.

En una sociedad creciente –que cada día 
demanda más atención del Estado en ma-
teria de servicios y políticas públicas in-
clusivas– deben existir múltiples ofertas 
institucionales de desfogue y expresión de 
voluntad ciudadana. El modelo represen-
tativo se torna insuficiente para su gestión 
intermediadora entre el Estado y sus inte-
grantes. Este paso significativo lo brindó el 
cambio histórico que el país experimentó 
en 1991, consecuencia necesaria para dar 
un viro que redireccionaría el modelo de-
mocrático.

Ya en el siglo XXI, los resultados del mode-
lo mixto implementado, sin demerito de 
la oferta institucional de muchos modelos 
participativos fuera del marco de los ins-
trumentos de democracia política directa, 
consignados en el artículo 40 superior, no 
siguieron con el impulso dado por los cons-
tituyentes.

Desde el punto estrictamente formal, no 
con la fuerza y voluntad de Estado nece-
saria esperada en consideración a la di-
mensión del cambio, existen elementos, 

circunstancias y señales que invitan a ro-
bustecer el marco institucional de oferta de 
mecanismos de democracia directa.

Esas medidas, sin un claro modelo público 
de educación cívica y valores como cultura 
edificadora de ciudadanos informados y 
conscientes de la adopción de decisiones 
libres y responsables, no tienen posibilida-
des de crecimiento. La oferta participativa, 
más que estímulos, genera profundos sen-
timientos de desencanto e incredulidad, lo 
que hace que la ciudadanía busque otros 
mecanismos alternos para expresar sus de-
mandas. Los mecanismos de participación 
política constituyen una expresión popular 
para el logro de objetivos generales de la 
sociedad.

En esta línea se indica que aun con los te-
nues intentos de promocionar la participa-
ción y de mitigar las barreras para su ejerci-
cio, el balance no ha sido el esperado. Sin 
embargo, hay señales y hechos políticos 
recientes concomitantes que han hecho 
relevante su existencia, su uso y efectos 
directos en asuntos de base. Hemos cono-
cido experiencias de democracia de abajo 
hacia arriba, en contexto, en mi opinión, 
motivantes para expresar que estamos 
ahora frente a una segunda oportunidad 
para proponer acciones para un nuevo im-
pulso de promoción del modelo mixto re-
presentativo-participativo.

Ahora bien, las negociaciones del Proceso 
de Paz, adelantado por el Estado colombia-
no y las Farc-Ep –que finalizó con la firma 
del Acuerdo Final el 24 de noviembre de 
2016–, contenía en el punto 2º uno de los 
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ejes centrales de la negociación, denomina-
do la “Participación Política: Apertura demo-
crática para construir la Paz”. Así, en el ítem 
iii) se abordan diversos aspectos relaciona-
dos con los mecanismos de participación 
ciudadana, incluidos los de democracia di-
recta, sin que se hubiesen contemplado en 
el Acuerdo y en el contexto legal (producto 
del mismo) los instrumentos ya previstos 
en el marco normativo actual, legado del 
Constituyente de 1991.

Dicho precedente, no debe ser un factor 
de desestímulo para continuar trabajando 
en la promoción de los mecanismos expre-
samente contemplados en el artículo 40 
Superior, recientemente regulados por la 
Ley 1757 de 2015. Por el contrario, el reto 
es inmenso para que su existencia y rele-
vancia sea impulsada como un instrumento 
más para la construcción de la paz y como 
herramienta ciudadana mediadora entre 
los colombianos y el Estado. No obstante, 
la ausencia de este asunto en la agenda de 
negociación, desde el 2015 se ha presenta-

do un inusitado acceso a tales mecanismos, 
independiente de los móviles para su acti-
vación, que han brindado señales positivas 
para la movilización ciudadana por la senda 
formal de la participación ciudadana y po-
lítica. 

El Estado en toda su estructura, sin excep-
ción, posee una deuda pendiente con el 
modelo de democracia colombiano, por lo 
cual la voluntad política será fundamental 
aun por fuera del marco del Acuerdo Final, 
de forma que la temática se inserte en las 
agendas públicas de gestión y de mandato. 

Y la Organización Electoral –pese al difuso 
marco legal para promocionar la partici-
pación, con concretos visos de tecnocra-
cia– posee la inmensa responsabilidad de 
potenciar su tarea con múltiples acciones 
y estrategias para llegar a la conciencia de 
cada colombiano y colombiana, con el pro-
pósito de preservar el modelo democrático 
para las generaciones presentes y futuras, 
en perspectiva con el posconflicto.

Yordi Andrés Oviedo Reina 
Centro de Estudios en Democracia  

y Asuntos Electorales (CEDAE)
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El texto Participación de la mujer en el esce-
nario político colombiano surge como pro-
ducto de una investigación realizada por 
Angélica María Lesmes entre los meses de 
febrero y mayo de 2018. El documento re-
copila los avances de participación política 
de las mujeres en Colombia, en los ámbitos 
electorales nacional, departamental y mu-
nicipal. 

Debido a las condiciones de inequidad de 
género, en materia de salud, educación 
y desarrollo económico, entre otros, que 

han caracterizado a la mujer de manera his-
tórica, se realizó un análisis documental y 
normativo tanto a nivel internacional como 
nacional, así como de los lineamientos en-
focados a la reivindicación de los derechos 
de las mujeres, humanos, sociales, econó-
micos, culturales y políticos vulnerados. 

En el ámbito internacional se destacan: i) La 
Convención sobre la Eliminación de todas 
las formas de Discriminación contra la Mu-
jer (CETFDCM), ii) La Declaración y Platafor-
ma de Acción de Beijing, iii) Los Objetivos 
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de Desarrollo del Milenio y iv) Los Objetivos 
de Desarrollo Sostenible. 

En cuanto a los lineamientos nacionales, se 
mencionan: i) Artículos 13 y 43 de la Cons-
titución Política de Colombia, ii) Ley 51 de 
1981 Decreto 1398 de 1990, iii) Decreto 1182 
de 1999, iv) Ley 581 de 2000, v) Ley 1009 de 
2006, vi) Ley 1475 de 2011, vii) CONPES 161 
de 2013, viii) Decreto 1649 de 2014, ix) Ley 
1753 de 2015 (Plan Nacional de Desarrollo 
2014-2018), x) Acto legislativo 02 de 2015 
(reforma de equilibrio de poderes), xii) 
Acto legislativo 03 de 2017 sobre la regula-
ción parcial del componente de reincorpo-
ración política del acuerdo final para la ter-
minación del conflicto, y xiii) CONPES 3918 
de 2018 (Porcentaje de mujeres en cargos 
directivos del Estado colombiano). 

En Colombia las mujeres representan el 51% 
de la población del país, y el 52% del poten-
cial electoral para el año 2018; sin embargo, 
no alcanza la cuota de representación míni-
ma establecida; en este sentido, se afirma 
que en Colombia la representación política 
de las mujeres enfrenta grandes retos para 
lograr la paridad de representación política. 

Un primer factor que explica la dificultad de 
lograr la paridad en la representación políti-
ca, se relaciona con el índice de la brecha de 
género. En este, se destacan las desigualda-
des existentes entre hombres y mujeres, en 
materia económica, social y política. 

El segundo factor hace referencia a la par-
ticipación política de las mujeres en las 
elecciones locales, si bien, las mujeres en 
Colombia gozan del derecho de acceder a 

cargos de elección popular, no existen las 
garantías necesarias que hagan efectivo di-
chas condiciones de igualdad. 

Según la información recolectada, se pue-
de señalar que los resultados electorales 
de 2015 ratifican la tendencia a la subrepre-
sentación política de la mujer en cargos de 
elección popular. Asimismo, que la partici-
pación de las mujeres en concejos munici-
pales, en las regiones Caribe y Central, es 
mayor comparada con el promedio nacio-
nal. En términos de resultados, de las 32 
gobernaciones, 5 mujeres fueron elegidas. 
De igual forma, las últimas cinco elecciones 
presidenciales han marcado una diferencia 
importante, en términos de representa-
ción, tanto a nivel de mujeres aspirantes a 
los cargos de presidencia y vicepresidencia, 
así como la cantidad de votos que apoya-
ron dichas candidaturas. 

Posteriormente, se describe la realidad po-
lítica que permea a las mujeres en Colom-
bia, tras los resultados que se obtuvieron 
en las elecciones regionales de 2015 y los 
comicios del 2018, se deja de manifiesto 
que las mujeres en la sociedad colombiana 
se enfrentan a dos obstáculos, el primero 
hace referencia a las barreras estructurales, 
establecidas por la normatividad e institu-
cionalidad, y la segunda, tiene que ver con 
las brechas de género, referentes al acceso 
y garantías de los derechos fundamentales.

De acuerdo con lo expuesto por la autora 
para eliminar y afrontar las barreras tanto 
estructurales como las relativas al género, 
es importante destacar: 
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– Un liderazgo femenino efectivo y una 

participación política real.

– Cumplir a cabalidad con la ley de cuo-

tas.

– Implementar el enfoque étnico en la 

participación política de la mujer.

– Erradicar las formas de discriminación 

de la mujer en el ejercicio de su derecho 

a participar en política.

– Lograr la igualdad entre los géneros y 

empoderar a todas las mujeres y las ni-

ñas, como lo establece uno de los indi-

cadores de los ODS.

– Incluir en la agenda nacional el compo-

nente de género y mujer.

Finalmente, la autora concluyó que el pro-

ceso de reconocimiento y fortalecimiento 

de igualdad de género –tanto en el ámbi-

to político como representativo– inició 

hace 38 años, con la entrada en vigencia 

de la Convención sobre la Eliminación de 

todas las formas de Discriminación contra 

la Mujer en 1979. En este sentido, afirma 

que la representación política en Colombia 

he evolucionado de manera positiva; sin 

embargo, el acceso efectivo a la represen-

tación política por parte de la mujer, no ha 

alcanzado la paridad de género planteados 

por los ODS. 

Asimismo, se menciona que aún persiste 

una subrepresentación femenina que se 

encarga de ampliar la brecha de exclusión 

política. 

Además, recomendó en materia de políti-
cas públicas que desde el ámbito institucio-
nal: i) debe haber una visibilización estadís-
tica del enfoque de género y de la mujer en 
los espacios electorales, ii) se debe avanzar 
en la configuración de un programa de 
transversalización y empoderamiento del 
género enfocadas en disminuir las desigual-
dades entre los hombres y las mujeres en el 
ejercicio de los cargos públicos y iii) se de-
bería dar la creación de un partido político 
femenino. 

Mientras que desde la perspectiva social, 
las recomendaciones de políticas públicas, 
se relacionan con: i ) promover políticas 
que tengan en cuenta el desarrollo de ni-
ñas y mujeres, ii) incentivar los semilleros 
y las redes de lideresas con el propósito 
de eliminar todo tipo de brechas, así como 
empoderar a la mujer en los diferentes 
escenarios de decisión que existen, iii) se 
debería emplear el sistema de ciudadanía 
informada en temas de derechos humanos 
y participación política de la mujer, y iv) for-
talecimiento y seguimiento a normatividad 
y políticas públicas.

Por último, la autora hace hincapié en la 
importancia de desarrollar estudios enfo-
cados en generar el material investigativo y 
de memoria histórica sobre la participación 
de la mujer en política. 

María Alejandra Quintero Cáceres
Centro de Estudios en Democracia y Asun-

tos Electorales (CEDAE)
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HUMOR ELECTORAL

William Enrique Muñoz Quintero
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